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2. MARCO JURÍDICO

2.1 MARCO JURÍDICO GENERAL
2.2 MARCO JURÍDICO ESPECÍFICO

3. CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE LA NORMATIVA REGULADORA DE LA CONTRATA-
CIÓN DE LAS ENTIDADES DE LA SEGURIDAD SOCIAL

4. SIGNIFICACIÓN ECONÓMICA DE LA CONTRATACIÓN DE OBJETO INFORMÁTICO EN LAS
ENTIDADES DE LA SEGURIDAD SOCIAL

5. DATOS DE EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA

SECCIÓN IV. RESULTADOS DE LA FISCALIZACIÓN

1. EL INSS Y LA CONTRATACIÓN INFORMÁTICA

1.1 NATURALEZA Y FUNCIONES DEL INSS
1.2 ESQUEMA ORGÁNICO DEL INSS
1.3 ÓRGANOS DE CONTRATACIÓN DEL INSS
1.4 PLANES Y PROYECTOS INFORMÁTICOS DEL INSS

1.4.1 Deficiencias de carácter general detectadas por este Tribunal en la planificación informática del
INSS

1.4.2 Análisis particularizado de los planes y proyectos informáticos del INSS

1.5 ANÁLISIS DE LA CONTRATACIÓN DEL INSS

1.5.1 Contratos de obras del INSS
1.5.2 Contratos de consultoría y asistencia y de servicios del INSS
1.5.3 Contratos de suministro del INSS

2. EL INSALUD Y LA CONTRATACIÓN INFORMÁTICA

2.1 NATURALEZA Y FUNCIONES DEL INSALUD
2.2 ESQUEMA ORGÁNICO DEL INSALUD
2.3 ÓRGANOS DE CONTRATACIÓN DEL INSALUD

2.3.1 Autorización ministerial para contratar
2.3.2 Delegación de atribuciones relativas a la contratación en materia informática

2.4 PLANES Y PROYECTOS INFORMÁTICOS DEL INSALUD

2.4.1 Deficiencias de carácter general detectadas por este Tribunal en la planificación informática del
INSALUD

2.4.2 Análisis particularizado de los planes y proyectos informáticos del INSALUD

2.5 ANÁLISIS DE LA CONTRATACIÓN DEL INSALUD

2.5.1 Contratos de obras del INSALUD
2.5.2 Contratos de consultoría y asistencia y de servicios del INSALUD

2.5.2.1 EXPEDIENTES DE CONTRATACIÓN QUE FUERON ANULADOS O DECLA-
RADA DESIERTA SU LICITACIÓN O RESUELTOS DESPUÉS DE FORMALI-
ZADOS

2.5.2.2 CONTRATOS QUE LLEGARON A SU EXTINCIÓN POR CUMPLIMIENTO

2.5.3 Contratos de suministros del INSALUD

2.5.3.1 EXPEDIENTES DE CONTRATACIÓN QUE FUERON ANULADOS O DECLA-
RADA DESIERTA SU LICITACIÓN

2.5.3.2 CONTRATOS QUE LLEGARON A SU EXTINCIÓN POR CUMPLIMIENTO

3. EL INSTITUTO SOCIAL DE LA MARINA Y LA CONTRATACIÓN INFORMÁTICA

3.1 NATURALEZA Y FUNCIONES DEL ISM
3.2 ESQUEMA ORGÁNICO DEL ISM
3.3 ÓRGANOS DE CONTRATACIÓN DEL ISM
3.4 PLANES Y PROYECTOS INFORMÁTICOS DEL ISM

3.4.1 Deficiencias de carácter general detectadas por este Tribunal en la planificación informática del
ISM

FISCALIZACIÓN ESPECIAL SOBRE LA CONTRA-
TACIÓN ESPECIAL SOBRE LA CONTRATACIÓN
PARA LA ADQUISICIÓN, ARRENDAMIENTO,
GESTIÓN DE LA INSTALACIÓN Y PUESTA EN
FUNCIONAMIENTO DE EQUIPAMIENTO Y SIS-
TEMAS INFORMÁTICOS, ASÍ COMO DE CON-
SULTORÍA Y ASISTENCIA Y DE SERVICIOS EN
MATERIA DE INFORMÁTICA, POR LA SEGURI-
DAD SOCIAL, DURANTE EL PERÍODO 1994 AL
PRIMER SEMESTRE DE 1998.

El Pleno del Tribunal de Cuentas, en el ejercicio de
la función fiscalizadora establecida en los artícu-

los 2.a), 9 y 21.3.a) de la Ley Orgánica 2/1982, de 12
de mayo, y a tenor de lo previsto en los artículos 12 
y 14.1 de la misma disposición y concordantes de la
Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tri-
bunal de Cuentas, ha aprobado, en su sesión de 30 de
noviembre de 2000, el Informe de Fiscalización espe-
cial sobre la contratación para la adquisición, arrenda-
miento, gestión de la instalación y puesta en funciona-
miento de equipamiento y sistemas informáticos, así
como de consultoría y asistencia y de servicios en
materia informática, por la Seguridad Social, durante el
período de 1994 al primer semestre de 1998.

ÍNDICE

ÍNDICE DE ACRÓNIMOS Y ABREVIATURAS

SECCIÓN I. INTRODUCCIÓN Y ANTECEDENTES

1. INTRODUCCIÓN
2. ANTECEDENTES

SECCIÓN II. ÁMBITO TEMPORAL, OBJETIVOS Y ÁMBITO MATERIAL, METODOLOGÍA, LIMITA-
CIONES Y TRÁMITE DE ALEGACIONES

1. ÁMBITO TEMPORAL DE LA FISCALIZACIÓN
2. OBJETIVOS Y ÁMBITO MATERIAL
3. METODOLOGÍA
4. LIMITACIONES
5. TRÁMITE DE ALEGACIONES

SECCIÓN III. LA CONTRATACIÓN INFORMÁTICA DEL SISTEMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL

1. MARCO ORGANIZATIVO

1.1 CAMBIOS ORGANIZATIVOS EN EL SISTEMA DE LA SEGURIDAD SOCIAL DURANTE EL
PERÍODO FISCALIZADO QUE AFECTAN A LA CONTRATACIÓN INFORMÁTICA

1.2 ÓRGANOS NO PERTENECIENTES A LA SEGURIDAD SOCIAL CUYAS COMPETENCIAS
AFECTAN A LA CONTRATACIÓN DE OBJETO INFORMÁTICO DE LA SEGURIDAD SOCIAL

1.2.1 Consejo Superior de Informática
1.2.2 Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos
1.2.3 Comisiones Ministeriales de Informática

1.3 ÓRGANOS CONSULTIVOS DE LA SEGURIDAD SOCIAL CON COMPETENCIAS EN MATE-
RIA DE CONTRATACIÓN INFORMÁTICA

1.3.1 La Gerencia de Informática de la Seguridad Social
1.3.2 El Consejo General de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones de la Seguridad

Social
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6.4.1 La contratación informática y las cláusulas de confidencialidad
6.4.2 La seguridad y la confidencialidad informáticas en el Instituto Nacional de la Seguridad Social

(INSS)
6.4.3 La seguridad y la confidencialidad informáticas en el Instituto Nacional de la Salud (INSA-

LUD)
6.4.4 La seguridad y la confidencialidad informáticas en el Instituto Social de la Marina (ISM)
6.4.5 La seguridad y la confidencialidad informáticas en el Instituto de Migraciones y

Servicios Sociales (IMSERSO)
6.4.6 La seguridad y la confidencialidad informáticas en la Tesorería General de la Seguridad Social

(TGSS)

SECCIÓN V. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

1. CONCLUSIONES

1.1 Conclusiones generales
1.2 Conclusiones relativas a la contratación de contenido informático del Instituto Nacional de la Seguri-

dad Social (INSS)
1.3 Conclusiones relativas a la contratación de contenido informático del Instituto Nacional de la Salud

(INSALUD)
1.4 Conclusiones relativas a la contratación de contenido informático del Instituto Social de la Marina

(ISM)
1.5 Conclusiones relativas a la contratación de contenido informático del Instituto de Migraciones y Servi-

cios Sociales (IMSERSO)
1.6 Conclusiones relativas a la contratación de contenido informático de la Tesorería General de la Seguri-

dad Social (TGSS)

2. RECOMENDACIONES

ANEXOS

ÍNDICE DE ACRÓNIMOS Y ABREVIATURAS

CENDAR: Centro de Control de Recaudación.
CIABSI: Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos.
CMBD: Conjunto mínimo básico de datos.
CMI: Comisión Ministerial de Informática
DIAS: Dotación Informática de Áreas Sanitarias.
GAP: Gerencia de Atención Primaria.
GERMEN: Gestión Electrónica de Recursos Médicos Nacionales.
GISS: Gerencia de Informática de la Seguridad Social.
IMSERSO: Instituto de Migraciones y Servicios Sociales.
INEM: Instituto Nacional de Empleo.
INSALUD: Instituto Nacional de la Salud.
INSERSO: Instituto Nacional de Servicios Sociales.
INSS: Instituto Nacional de la Seguridad Social.
ISM: Instituto Social de la Marina.
LCAP: Ley13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas.
LCE: Texto articulado de la Ley de Contratos del Estado (Decreto 923/1965, de 8 de abril).
LFTCu: Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.
LOFAGE: Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del

Estado.
LORTAD: Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de los Datos

de carácter personal.
MEGADOC: Sistema de almacenamiento de imágenes en disco óptico.
OCR: Sistema de reconocimiento óptico de caracteres.
OCR-ICR: Sistema de reconocimiento óptico e inteligente de caracteres.
PRESMAR: Prestaciones del Mar (aplicación informática)
PROGESPRESS: Procedimiento de Gestión de Prestaciones Económicas de la Seguridad Social.
RED: Remisión Electrónica de Documentos.

3.4.2 Análisis particularizado de los planes y proyectos informáticos del ISM

3.5 ANÁLISIS DE LA CONTRATACIÓN DEL ISM

3.5.1 Contratos de obras del ISM
3.5.2 Contratos de consultoría y asistencia y de servicios del ISM
3.5.3 Contratos de suministro del ISM

4. EL INSTITUTO DE MIGRACIONES Y SERVICIOS SOCIALES Y LA CONTRATACIÓN
INFORMÁTICA

4.1 NATURALEZA Y FUNCIONES DEL IMSERSO
4.2 ESQUEMA ORGÁNICO DEL IMSERSO
4.3 ÓRGANOS DE CONTRATACIÓN DEL IMSERSO
4.4 PLANES Y PROYECTOS INFORMÁTICOS DEL IMSERSO
4.5 ANÁLISIS DE LA CONTRATACIÓN DEL IMSERSO

4.5.1 Contratos de obras del IMSERSO
4.5.2 Contratos de consultoría y asistencia y de servicios del IMSERSO
4.5.3 Contratos de suministro del IMSERSO

5. LA TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL Y LA CONTRATACIÓN INFORMÁTICA

5.1 NATURALEZA Y FUNCIONES DE LA TGSS
5.2 ESQUEMA ORGÁNICO DE LA TGSS Y DE LA GISS

5.2.1 Esquema orgánico de la TGSS
5.2.2 Esquema orgánico de la Gerencia de Informática de la Seguridad Social

5.3 ÓRGANOS DE CONTRATACIÓN DE LA TGSS
5.4 PLANES Y PROYECTOS INFORMÁTICOS DE LA TGSS

5.4.1 Deficiencias de carácter general detectadas por el Tribunal de Cuentas en la planificación infor-
mática de la TGSS

5.4.2 Análisis particularizado de los planes y proyectos informáticos de la TGSS

5.4.2.1 PLANES Y PROYECTOS DEL CENTRO DE CONTROL DE LA RECAUDACIÓN
DE LA TGSS (CENDAR)

5.4.2.2 PLANES Y PROYECTOS DE LA GERENCIA DE INFORMÁTICA DE LA SEGU-
RIDAD SOCIAL (GISS)

5.4.2.3 PLANES Y PROYECTOS DEL CENTRO INFORMÁTICO DE LOS SERVICIOS
CENTRALES DE LA TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL

5.5 ANÁLISIS DE LA CONTRATACIÓN DE LA TGSS

5.5.1 Contratos de obras de la TGSS
5.5.2 Contratos de consultoría y asistencia y de servicios de la TGSS

5.5.2.1 EXPEDIENTES DE CONTRATACIÓN CUYA CONVOCATORIA FUE DECLA-
RADA DESIERTA

5.5.2.2 CONTRATOS QUE LLEGARON A SU EXTINCIÓN POR CUMPLIMIENTO

5.5.3 Contratos de suministro de la TGSS

5.5.3.1 EXPEDIENTES DE SUMINISTRO CUYA CONVOCATORIA FUE DECLARADA
DESIERTA

5.5.3.2 EXPEDIENTES QUE LLEGARON A SU EXTINCIÓN POR CUMPLIMIENTO

6. LA SEGURIDAD Y LA CONFIDENCIALIDAD EN LA CONTRATACIÓN INFORMÁTICA DE LA
SEGURIDAD SOCIAL

6.1 CONSIDERACIONES GENERALES
6.2 PLANES DE CONTINGENCIAS
6.3 EL SISTEMA CORPORATIVO DE SEGURIDAD Y CONFIDENCIALIDAD DE LA SEGURIDAD

SOCIAL (SILCON)
6.4 LA SEGURIDAD Y CONFIDENCIALIDAD EN LA CONTRATACIÓN INFORMÁTICA DE LAS

ENTIDADES GESTORAS Y DE LA TESORERÍA GENERAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL
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nes relacionadas con la contratación de objeto informá-
tico realizada por las Entidades Gestoras y los Servi-
cios Comunes de la Seguridad Social, así como las
actuaciones, distintas de la contratación de objeto
informático propiamente dicha, pero relacionadas con
ella, de los órganos y unidades de los Ministerios de
Sanidad y Consumo y de Trabajo y Asuntos Sociales (y
de los anteriores Ministerios de Trabajo y Seguridad
Social y de Asuntos Sociales), especialmente de sus
Comisiones Ministeriales de Informática.

El ámbito material de esta Fiscalización se ha exten-
dido a:

a) La verificación del cumplimiento de la norma-
tiva de aplicación y de los criterios de eficiencia y eco-
nomía en la contratación.

b) La comprobación de si la ejecución de la con-
tratación citada se ha ajustado a las previsiones de
gasto contenidas en los presupuestos vigentes en cada
ejercicio, y a los planes y proyectos aprobados en esta
materia tanto por las Entidades de la Seguridad Social
como por los órganos y unidades de los Ministerios de
Trabajo y Asuntos Sociales y de Sanidad y Consumo,
en especial por las mencionadas Comisiones Ministe-
riales de Informática.

c) El análisis del cumplimiento por las Entidades
de la Seguridad Social de la obligación de someter a
informe de la Comisión Interministerial de Adquisición
de Bienes y Servicios Informáticos (CIABSI) los pro-
yectos de carácter informático, así como los Pliegos de
bases, cláusulas o condiciones de los diversos contratos
que, en su caso, requiriera la ejecución de cada proyecto.

d) El análisis de la aplicación por dichas Entida-
des de las recomendaciones efectuadas por la Comi-
sión Interministerial de Adquisición de Bienes y Servi-
cios Informáticos.

e) La verificación, mediante el análisis de la con-
tratación celebrada al efecto, de si las Entidades de la
Seguridad Social disponen de los medios técnicos
necesarios para garantizar la seguridad, integridad,
calidad y confidencialidad de los datos de carácter per-
sonal incluidos en los ficheros automatizados de los
que dichas Entidades sean responsables, así como para
el control de los accesos a sus sistemas informáticos,
prestando especial atención a las cláusulas de los con-
tratos objeto de la presente Fiscalización relativas a la
protección por dichas Entidades de los datos conteni-
dos en los citados ficheros automatizados.

f) El análisis del grado de cumplimiento por las
Entidades contratantes de las recomendaciones de este
Tribunal relativas a la adquisición, arrendamiento y
gestión de la instalación y puesta en funcionamiento de
equipamiento informático de la Seguridad social, con-
tenidas en el «Informe de Fiscalización sobre la adqui-
sición, arrendamiento y gestión de la instalación y
puesta en funcionamiento de equipamiento informático
en la Seguridad Social», referido al ejercicio de 1993 y

primer trimestre de 1994, aprobado por el Pleno de este
Tribunal el 24 de julio de 1996.

g) La comprobación de si las Entidades de la
Seguridad Social han tenido en cuenta, y aplicado en su
caso, las conclusiones relativas a la contratación de
objeto informático celebrada por dichas Entidades con-
tenidas en los Informes Anuales del Tribunal de Cuen-
tas de 1994, 1995, 1996 y 1997.

Para dar cumplimiento a los objetivos establecidos
por las Directrices Técnicas respecto del ámbito mate-
rial de la fiscalización, este Tribunal ha fiscalizado una
muestra de la contratación informática de las Entidades
de la Seguridad Social integrada por tres grupos de
contratos:

1.º Todos los contratos de importe de licitación
igual o superior a 25 millones de pesetas, celebrados en
el período objeto de fiscalización por las Entidades
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social,
relativos a:

— La adquisición y el arrendamiento de equipos y
sistemas informáticos y las actuaciones —obras, redac-
ción de proyectos, servicios, etc.— requeridas para su
instalación y puesta en funcionamiento.

— Las prestaciones de consultoría y asistencia y de
servicios relativos a la explotación y mantenimiento
del equipamiento y sistemas informáticos.

— Y cualesquiera otras prestaciones que a juicio
del Tribunal hayan tenido incidencia en la explotación
de los equipos y sistemas informáticos instalados.

Este grupo lo integran 423 contratos.

2.º Los contratos, que independientemente de su
importe, hubieran tenido por objeto garantizar la segu-
ridad, integridad, calidad y confidencialidad de los
datos de carácter personal contenidos en ficheros auto-
matizados, así como el control de los accesos a sus sis-
temas informáticos. Este grupo lo integran 4 contratos.

3.º Todos los contratos resueltos y anulados, los
declarados desiertos y los modificados o complementa-
rios de los contratos anteriores cualquiera que haya
sido su importe. El número de estos contratos es de 35.

La muestra determinada de acuerdo con lo anterior-
mente señalado está constituida por 462 contratos.

En consideración a la naturaleza de los datos que
son objeto de tratamiento informatizado por el Sistema
de la Seguridad Social, que en muchos casos afectan a
la más estricta esfera de la privacidad de los ciudada-
nos, en la fiscalización de los contratos de consultoría y
asistencia y de servicios, incluidos en la muestra de 462
contratos por aplicación de los criterios señalados en
los apartados 1.º, 2.º y 3.º anteriores, se ha prestado
especial atención a las estipulaciones contractuales
referidas a la protección por las Entidades de la Seguri-
dad Social de los datos personales automatizados a los

RGCE: Reglamento General de Contratación del Estado (Decreto 3410/1975, de 25 de noviembre).
SICOSS: Sistema Integrado de Contabilidad de la Seguridad Social.
SIL: Sistema de Información Laboral.
SILCON: Sistema Corporativo de Seguridad y Confidencialidad de los Datos Automatizados de la Seguridad

Social.
SIPRESS: Sistema de Información Presupuestaria de la Seguridad Social.
SSD-CIABSI: Sistema Soporte de las Decisiones de valoración de ofertas de la CIABSI.
TAIR: Terminales Autónomos de Identificación de Recetas.
TASS: Tarjeta de la Seguridad Social.
TGSS: Tesorería General de la Seguridad Social.
TRLGP: Texto refundido de la Ley General Presupuestaria (Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de

septiembre.
TRLGSS: Texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social (Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20

de junio).
TSI: Tarjeta Sanitaria Individual.
UTE: Unión Temporal de Empresas.

SECCIÓN I. INTRODUCCIÓN Y ANTECEDENTES

1. Introducción

El presente informe ha sido realizado en cumpli-
miento del Programa de Fiscalizaciones del Tribunal de
Cuentas para el año 1999, en el que, a iniciativa del pro-
pio Tribunal, se incluyó la realización de «una Fiscali-
zación Especial sobre la contratación para la adquisi-
ción, arrendamiento, gestión de la instalación y puesta
en funcionamiento de equipamiento y sistemas infor-
máticos, así como de consultoría y asistencia y de servi-
cios en materia de Informática, por la Seguridad Social
durante el período 1994 al primer semestre de 1998».

Los artículos 9.1 y 11.a) de la Ley Orgánica 2/1982,
de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, atribuyen a
este Tribunal la competencia para efectuar la referida
Fiscalización, que se ha desarrollado a tenor de lo pre-
visto en los preceptos de la citada Ley Orgánica y de la
Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tri-
bunal de Cuentas.

Las Directrices Técnicas de esta Fiscalización Espe-
cial fueron aprobadas por el Pleno de este Tribunal,
ampliando el período objeto de fiscalización previsto
inicialmente en el correspondiente Programa Anual de
Fiscalizaciones hasta el fin del primer semestre de 1998.

2. Antecedentes

Como antecedente de la presente Fiscalización
deben señalarse en primer lugar las conclusiones relati-
vas a la contratación de objeto informático de las Enti-
dades de la Seguridad Social contenidas en los Infor-
mes Anuales del Tribunal de Cuentas correspondientes
a los ejercicios presupuestarios de 1994, 1995, 1996 
y 1997, informes aprobados en su día por el Pleno del
Tribunal y remitidos a la Comisión Mixta Congreso-
Senado para las Relaciones con el Tribunal de Cuentas.

También debe señalarse el Informe de Fiscalización
sobre «La adquisición, el arrendamiento y la gestión de
la instalación y puesta en funcionamiento de equipa-
miento informático en la Seguridad Social», referido al
ejercicio de 1993 y primer trimestre de 1994, aprobado
por el Pleno del Tribunal de Cuentas en su sesión de 24
de julio de 1996. Elevado a las Cortes Generales, la
Comisión Mixta Congreso-Senado para las Relaciones
con el Tribunal de Cuentas, en su sesión del 29 de mayo
de 1997, adoptó, entre otros, el acuerdo de que por el
Tribunal de Cuentas se ampliara el citado Informe
desde el segundo trimestre de 1994 hasta el primer tri-
mestre de 1996, ambos inclusive.

La Fiscalización a que se refiere este Informe da
cumplimiento al referido acuerdo adoptado por la Comi-
sión Mixta de las Cortes Generales para las Relaciones
con el Tribunal de Cuentas al incluir en el período objeto
de fiscalización el establecido por la citada Comisión
Mixta, pero a su vez amplía el período objeto de fiscali-
zación hasta el final del primer semestre de 1998.

SECCIÓN II. ÁMBITO TEMPORAL, OBJETIVOS
Y ÁMBITO MATERIAL, METODOLOGÍA, LIMI-

TACIONES Y TRÁMITE DE ALEGACIONES

1. Ámbito temporal de la Fiscalización

De acuerdo con las Directrices Técnicas para esta
Fiscalización, el período fiscalizado comprende los
ejercicios 1994 (especialmente desde el 2.º trimestre) a
1997 y el primer semestre de 1998, y permite, por su
extensión, analizar la evolución de la contratación de
las Entidades de la Seguridad Social en materia infor-
mática durante un cuatrienio.

2. Objetivos y ámbito material

El objetivo de la Fiscalización, de acuerdo con las
Directrices Técnicas, es analizar y evaluar las actuacio-
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En el desglose por Entidades destaca el dato de que

la TGSS, que engloba a la Gerencia de Informática de
la Seguridad Social (órgano que en ningún momento,
ni mientras tuvo la consideración de Servicio Común
ni a partir de 1998 en que fue incorporado a la Tesore-
ría General de la Seguridad Social como Subdirección
General, tuvo personalidad jurídica propia y que, por
tanto, no tuvo competencias en materia de contrata-
ción), representa el 77 por 100 del gasto total en mate-

ria informática de las Entidades del Sistema de la Segu-
ridad Social. El INSALUD y el INSS tienen niveles de
gasto próximos entre sí, con valores cercanos cada uno
de ellos al 10 por 100 del gasto total. El gasto del ISM
y el del IMSERSO son, comparativamente, los menos
relevantes.

En cuanto al detalle por ejercicios económicos com-
prendidos en el ámbito temporal de la Fiscalización, es el
que se refleja en el cuadro núm. 2 y en el gráfico núm. 2.

El gasto del año 1998 sólo incluye el correspondien-
te a los contratos celebrados por las Entidades durante
el primer semestre del mismo, de acuerdo con el ámbi-
to temporal de la Fiscalización. Asimismo debe insis-
tirse en que el gasto de cada ejercicio incluye sólo el
generado por los contratos fiscalizados y no a la totali-

dad del gasto efectuado las Entidades en materia infor-
mática.

La distribución de los contratos fiscalizados
atendiendo al tipo de contrato muestra, en el cuadro
núm. 3 y en el gráfico núm. 3, los siguientes resulta-
dos.

que pudieran acceder las empresas adjudicatarias
durante la ejecución de esos contratos.

De acuerdo con lo establecido en el apartado prime-
ro del artículo 40 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de
Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, el examen de
los contratos incluidos en la Fiscalización se ha exten-
dido a los distintos momentos de su preparación, per-
fección y adjudicación, formalización, afianzamiento,
ejecución, modificación y extinción, incluyendo en el
examen los Planes y Proyectos informáticos vigentes
en cada entidad en el período objeto de fiscalización,
en consideración a su condición de actuaciones prepa-
ratorias de los contratos efectivamente celebrados.

Respecto de los contratos objeto de esta Fiscaliza-
ción debe precisarse que los expedientes de contrata-
ción que, por estar fraccionados en partidas o lotes, han
dado lugar a varios adjudicatarios y, por consiguiente, a
varios contratos, han sido considerados desde una pers-
pectiva de unidad económica, por lo que ha sido el
importe de licitación del expediente, y no el de cada

lote o partida, el que ha determinado su inclusión en la
muestra de los contratos celebrados por las Entidades
seleccionada para su examen en esta Fiscalización.
Estos expedientes de contratación con múltiples adju-
dicatarios también se han contemplado de forma unita-
ria a efectos estadísticos en los cuadros y gráficos que
se incluyen en el presente Informe, a excepción del
análisis estadístico de la distribución de las adjudica-
ciones entre las diversas empresas y su grado de con-
centración.

Los 462 contratos que constituyen la muestra objeto
de esta Fiscalización han supuesto un gasto de 79.594,2
millones de pesetas. La distribución de los contratos
por Entidades contratantes, por ejercicios, por tipo de
los contratos y por formas de adjudicación es la que se
incluye en el anexo 1 del presente Informe.

La distribución de los 462 contratos fiscalizados por
Entidades se muestra en el cuadro núm. 1, que tiene su
representación gráfica en el gráfico núm. 1.
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El análisis de los contratos por formas de adjudica-
ción muestra que la subasta se ha utilizado sólo en un
caso, lo que resulta congruente con la naturaleza de los
contratos de suministro y de consultoría, asistencia y
de servicios, que constituyen la practica totalidad de la
muestra, en los que la adjudicación por subasta o no
está prevista por la normativa aplicable, como es el
caso de los contratos de asistencia sujetos al Decreto
1005/1974, de 4 de abril, sobre contratos de asistencia
con empresas consultoras o de servicios, o se le atribu-
ye un carácter excepcional, como es el caso de los con-
tratos de suministro, tanto de los sujetos a la Ley de
Contratos del Estado de 1965, en adelante LCE, como
a la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas

de 1995, en adelante LCAP, y de los contratos de
consultoría y asistencia y de servicios regulados por
la LCAP.

Las adjudicaciones por concurso representan, en
términos de gasto, el 59,10 por 100 del total adjudica-
do, pero sólo corresponden al 22,73 por 100 del
número de contratos adjudicados (105 de 462 expe-
dientes de contratación analizados). Estos datos evi-
dencian que la adjudicación por concurso está muy
lejos de ser, en el conjunto de las Entidades de la
Seguridad Social, la forma normal de adjudicación de
los contratos informáticos como establecía la LCE en
su artículo 87 respecto de los contratos de suministro
y el Decreto 1005/1974, en su artículo 8, respecto de

Los gráficos 4 y 5 representan gráficamente la distribución de los contratos clasificados por formas de adjudi-
cación.

Los datos contenidos en el cuadro núm.3 ponen de
relieve que el gasto en contratos de consultoría y asisten-
cia y de servicios, que en gran parte corresponde al desa-
rrollo de aplicaciones informáticas («software») realiza-
das a medida de la Entidad contratante, representa más de
la mitad del gasto total (el 51,68 por 100). Pero de hecho,
el peso económico del gasto realizado con esa finalidad de
dotar de «software» a las Entidades es mayor, pues tam-
bién se adquirieron aplicaciones informáticas no desarro-
lladas a medida mediante contratos de suministro, aunque
el objeto principal de este tipo de contratos fue la adquisi-
ción de equipamiento informático («hardware»).

Como pone de manifiesto el cuadro núm. 3, la
muestra analizada incluye, dentro de los 462 contratos

que la integran, dos contratos de obra, y no incluye nin-
guno de gestión de servicios públicos, por tener este
tipo de contratos un contenido obligacional que no es
acorde con la contratación de objeto informático com-
prendida en el ámbito material de esta Fiscalización.
Tampoco incluye la muestra ningún contrato de traba-
jos específicos y concretos no habituales, ya que las
Entidades no han celebrado ningún contrato de este
tipo, con objeto informático, dentro del período objeto
de la fiscalización.

El cuadro núm. 4 muestra los resultados del desglo-
se de los contratos celebrados por el conjunto de las
Entidades en función de las formas de adjudicación uti-
lizadas.



2
3

1
2

V
iern

es
1

7
en

ero
2

0
0

3
B

O
E

n
ú

m
.1

5

El anexo 2 y el cuadro núm. 5 reflejan de forma
patente el elevado grado de concentración de las adju-
dicaciones de los contratos integrantes de la muestra
fiscalizada en un reducido número de empresas, resul-
tando que para el conjunto de las Entidades, el importe
adjudicado a las 2 primeras empresas alcanza un gasto
acumulado del 24,71 por 100, y que el 51,94 por 100
del gasto total adjudicado lo fue a las 7 primeras
empresas, mientras que el 48,06 por 100 del gasto adju-
dicado restante se reparte entre otras 85 empresas.

El grado de concentración resultaría aun más eleva-
do si se acumularan en cada adjudicatario las adjudica-
ciones efectuadas a uniones temporales de empresas en
las que hayan participado y las efectuadas a empresas
vinculadas a su mismo grupo empresarial (así, el impor-
te de las adjudicaciones en las que participa Unisys
alcanza el 9 por 100 del total y las adjudicaciones a
Fujitsu ascienden, en importe, al 10 por 100 del total).

Como se muestra con detalle en los epígrafes de la
Sección IV de este Informe destinados a analizar la con-
tratación de cada una de las Entidades de la Seguridad
Social, la concentración de las adjudicaciones efectua-
das por cada una de ellas es aun mayor. Interesa destacar
ahora, por tratarse de los datos más significativos, que en
el INSALUD un solo contratista acumula el 63 por 100
del gasto total adjudicado por dicha Entidad; en el
IMSERSO, una única empresa absorbe el 51 por 100 del
gasto total adjudicado; en el INSS, el 36 por 100; en el
ISM, el 23 por 100; y, finalmente, en la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social, una sola empresa ha recibido
adjudicaciones que exceden del 16 por 100 del gasto
total en materia informática adjudicado por esta Entidad.

Estos datos denotan la excesiva vinculación e, inclu-
so, una relación de cautividad, al condicionarse mutua-
mente las opciones por determinado «hardware» o
«software» y condicionar además los contratos de servi-

los contratos de asistencia con empresas consultoras y
de servicios, y dispone ahora la LCAP en su artículo
181.2, para los contratos de suministro, y en el
artículo 209.3, para los contratos de consultoría y
asistencia y los de servicios.

A la vista de los datos contenidos en el cuadro núm. 4,
resulta que la contratación directa (de la LCE y del
Decreto 1005/1974) y el procedimiento negociado (de la
LCAP), cuya utilización sólo era y es procedente, al res-
tringir la libre concurrencia, en presencia de las circuns-
tancias taxativamente determinadas en dichas normas
para cada tipo de contrato y que deben justificarse en el
expediente, han sido utilizadas por las Entidades de la
Seguridad Social en el 71,21 por 100 de los contratos
analizados (329 de los 462 contratos analizados), consti-
tuyendo, pese a su carácter excepcional, las formas de
adjudicación más habituales en la contratación de objeto
informático de dichas Entidades.

Para valorar los datos anteriores conviene hacer dos
precisiones de diferente significación. En primer lugar
debe tenerse en cuenta que prácticamente en ningún
caso los presupuestos de los contratos analizados están
por debajo de los límites económicos que hubieran per-
mitido la contratación directa o el procedimiento nego-
ciado sin necesidad de motivación distinta que el presu-
puesto del contrato (hasta 10 millones de pesetas la
contratación directa de la LCE y del Decreto 1005/1974
y hasta 2 millones de pesetas el procedimiento negocia-
do de la LCAP), por lo que estos supuestos, de orden
meramente económico en los que es posible adjudicar
sin concurso, no han tenido aplicación en los contratos
fiscalizados.

En segundo lugar, también debe considerarse, sin
perjuicio de lo que más adelante se señalará sobre el
particular, que las Entidades de la Seguridad Social
han efectuado tanto adquisiciones a través del Servi-
cio Central de Suministros de la Dirección General de
Patrimonio del Estado, al amparo de lo dispuesto en
el artículo 88 de la LCE o en el artículo 184 de la
LCAP, como adquisiciones de bienes cuya uniformi-
dad ha sido declarada necesaria para su utilización

común por la Administración, de acuerdo con lo dis-
puesto en el artículo 87.6 de la LCE o en el artículo
183.g) de la LCAP, y que tales adquisiciones, aunque
están incluidas entre los contratos adjudicados por
contratación directa o por procedimiento negociado,
derivan de concursos de determinación de tipo en los
que no existen las restricciones de la libre concurren-
cia propias de la contratación directa y del procedi-
miento negociado.

Finalmente, se analiza el grado de concentración
de las adjudicaciones del conjunto de las Entidades de
la Seguridad Social en las empresas que resultaron
adjudicatarias de los contratos examinados. En el
anexo 2 se detallan las empresas adjudicatarias de los
contratos fiscalizados, ordenadas en función del
importe total adjudicado a cada una de ellas, con
expresión de dicho importe, porcentaje respecto del
total adjudicado por el conjunto de las Entidades,
número de adjudicaciones y porcentaje sobre el total
de adjudicaciones, importe medio de las adjudicacio-
nes a cada empresa e importes adjudicados según for-
mas de adjudicación, englobando con la denomina-
ción de negociado tanto las adjudicaciones por
contratación directa de la LCE como las adjudicacio-
nes por procedimiento negociado de la LCAP, así
como los importes de las prórrogas y modificaciones
de los contratos. Las dos últimas columnas del anexo 2
reflejan el grado de concentración de las adjudicacio-
nes, con expresión del número de empresas relaciona-
das hasta ese momento y participación porcentual de
ese conjunto de empresas en el gasto total adjudicado
por las Entidades.

En el cuadro número 5 se consignan los mismos
datos que en el anexo 2 (a excepción del desglose por
formas de adjudicación), pero individualmente para las
20 primeras empresas, que son las que obtuvieron adju-
dicaciones por importe total, cada una de ellas, supe-
rior a 1.000 millones de pesetas, y sin individualizar
los datos correspondientes a las restantes 72 empresas
adjudicatarias de los contratos analizados. Los impor-
tes adjudicados se expresan en millones de pesetas.
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Además, el Tribunal requirió de las mismas Entida-

des la documentación correspondiente a los planes y
proyectos informáticos que han enmarcado su actua-
ción en esta materia durante el período objeto de fisca-
lización, comprensiva tanto de su procedimiento de ela-
boración como de su aprobación y ejecución, así como
su vinculación con la contratación efectivamente reali-
zada, con el fin de valorar tanto la adecuación de los
procedimientos a la normativa vigente como la corres-
pondencia entre las actuaciones planificadas y las real-
mente ejecutadas.

Igualmente, el Tribunal recabó de las Entidades la
documentación relativa a la elaboración, ejecución y
liquidación de los presupuestos de cada una de ellas en
lo atinente a la planificación y gestión informática, con
objeto de comprobar la adecuación del gasto efectuado
en contratación informática a los programas presupues-
tarios vigentes en cada ejercicio.

Este Tribunal también requirió, para su oportuno
análisis y valoración, los informes de control interno,
en particular los que pudieran haber emitido la Inter-
vención y las Inspecciones de Servicios, relacionados
con el objeto de la presente Fiscalización, habiendo
remitido el INSS, el INSALUD y la TGSS diversos
informes de las respectivas Inspecciones de Servicios.

Finalmente, se han mantenido entrevistas con los
responsables de las unidades con competencias especí-
ficas en materia de informática, los de las unidades que
intervienen en la contratación y con los responsables
de las unidades que han participado en la elaboración y
ejecución de los planes y proyectos informáticos.

4. Limitaciones

No han existido limitaciones al alcance de esta Fis-
calización Especial.

5. Trámite de alegaciones

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 44.1
de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del
Tribunal de Cuentas, el Anteproyecto de Informe de
esta Fiscalización Especial fue remitido el 18 de julio
de 2000, por este Tribunal de Cuentas, a los Directores
Generales del INSS, del INSALUD, del ISM, del
IMSERSO y de la Tesorería General de la Seguridad
Social, en su calidad de actuales representantes de las
entidades fiscalizadas, así como a los Ministros de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, de Sanidad y Consumo y de
Administraciones Públicas. En la misma fecha, el
Anteproyecto de Informe de esta Fiscalización Espe-
cial fue también remitido a la Excma. Sra. Dñª María
Eugenia Martín Mendizabal, ex-Directora General del
INSS; al Ilmo. Sr. D. Julio Gómez Pomar, ex-Director
General de la TGSS; al Ilmo. Sr. D. Rafael Mateos
Carrasco, ex-Director General del ISM; al Ilmo. Sr. D.
Alberto Núñez Feijóo, ex-Secretario General de Asis-
tencia Sanitaria y Presidente Ejecutivo del INSALUD;

al Ilmo. Sr. D. Héctor Maravall y Gómez-Allende, ex-
Director General del IMSERSO; al Ilmo. Sr. D. Fran-
cisco Luis Francés Sánchez, ex-Director General de la
TGSS; al Ilmo. Sr. D. Jesús Muela Megino, ex-Direc-
tor General del ISM; a la Ilma. Sra. Dñª. Carmen Mar-
tínez Aguayo, ex-Directora General del INSALUD y al
Ilmo. Sr. D. Fidel Ferreras Alonso, ex-Director General
del INSS, todos ellos por haber ostentado la represen-
tación de las entidades fiscalizadas en algún momento
del período comprendido en el ámbito temporal de esta
Fiscalización (1994 al primer semestre de 1998).

Dentro del plazo legal concedido, fueron recibidas en
el Tribunal de Cuentas las alegaciones formuladas por
los actuales Directores Generales del INSS, del INSA-
LUD, del ISM, del IMSERSO y de la Tesorería General
de la Seguridad Social, por el Ilmo. Sr. D. Alberto Núñez
Feijóo, por el Ilmo. Sr. D. Héctor Maravall y Gómez-
Allende, por la Ilma. Sra. Dñª. Carmen Martínez Agua-
yo y por el Ilmo. Sr. D. Fidel Ferreras Alonso. A su vez,
la Excma. Sra. Dñª María Eugenia Martín Mendizabal,
el Ilmo. Sr. D. Julio Gómez Pomar, el Ilmo. Sr. D. Rafa-
el Mateos Carrasco y el Ilmo. Sr. D. Jesús Muela Megi-
no remitieron sendos escritos declinando formular ale-
gaciones y remitiéndose a las que pudieran efectuar los
actuales representantes de las entidades fiscalizadas. 

No han formulado alegaciones ni remitido ningún
escrito de contestación a este Tribunal de Cuentas los
Ministros de Trabajo y Asuntos Sociales, de Sanidad y
Consumo y de Administraciones Públicas, ni el Ilmo.
Sr. D. Francisco Luis Francés Sánchez, que durante el
período fiscalizado (1994 al primer semestre de 1998)
desempeñó el cargo de Director General de la Tesorería
General de la Seguridad Social hasta el 17 de enero 
de 1997. 

A la vista de las citadas alegaciones, han sido efec-
tuadas las oportunas modificaciones en el texto del
Informe de esta Fiscalización Especial y, en los casos
en que se estimó más conveniente, han sido reflejadas
mediante notas a pie de página. En todo caso, la totali-
dad de las alegaciones se adjuntan al Informe de esta
Fiscalización Especial.

SECCIÓN III. LA CONTRATACIÓN INFORMÁ-
TICA DEL SISTEMA DE LA SEGURIDAD
SOCIAL

1. Marco organizativo

Han sido objeto de fiscalización las Entidades Ges-
toras (INSS, INSALUD, IMSERSO e ISM) y los Ser-
vicios Comunes (TGSS y GISS) de la Seguridad
Social.

En los apartados del presente Informe de Fiscaliza-
ción dedicados a cada una de las Entidades fiscalizadas
se realiza una esquemática descripción de las funciones
y estructuras organizativas —orgánicas y normativas—
de cada una de ellas, en cuanto afectan a los objetivos

cios de mantenimiento posteriores, entre cada una de
las Entidades y el excesivamente reducido número de
empresas que con mayor frecuencia resultan adjudica-
tarias de los contratos que promueven.

El gráfico núm. 6 representa, con los datos del cua-
dro núm. 5, la distribución de las adjudicaciones en el
conjunto de las Entidades del Sistema de la Seguridad
Social.

3. Metodología

En primer lugar, con la finalidad de obtener un
conocimiento lo más exacto posible de la contratación
en materia informática realizada por cada una de las
Entidades de la Seguridad Social, acorde con los crite-
rios de selección descritos en el anterior epígrafe 2 de
la presente Sección II, el Tribunal de Cuentas requirió
de todas ellas la confirmación de que los contratos
remitidos al Tribunal en el período 1994-1996, en cum-
plimiento de lo dispuesto en el artículo 40 de la Ley
7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal
de Cuentas, y registrados como contratos de contenido
informático eran todos los celebrados en esta materia.

Como resultado de estos requerimientos las Entida-
des remitieron nuevos contratos, que las Entidades fis-
calizadas no habían incluido en las relaciones certifica-
das de contratos que anualmente deben remitir y
remiten a este Tribunal, ni habían remitido copia de los
expedientes omitidos, lo que pone de manifiesto la falta

de diligencia por parte de las Entidades en el cumpli-
miento de su deber de colaboración con el Tribunal y la
cautela señalada por éste en sus Informes Anuales
sobre la falta de garantía de que los expedientes recibi-
dos para su fiscalización sean todos los que debieran
haber sido remitidos, y ello pese a las actuaciones que
con este objetivo realiza el Tribunal de Cuentas.

Posteriormente este Tribunal requirió de las citadas
Entidades la remisión de las relaciones certificadas de los
contratos que en materia informática hubieran celebrado
en 1997 y el primer semestre de 1998, a las que deberían
acompañar copia de los expedientes incluidos en ellas.

Una vez obtenida la información anterior, el Tribu-
nal profundizó en el análisis de los contratos corres-
pondientes a los ejercicios 1994 a 1996, con objeto de
evaluar los aspectos más significativos o específicos de
los contratos de contenido informático, y efectuó la fis-
calización de los contratos celebrados en 1997 y el pri-
mer semestre de 1998 siguiendo las técnicas habituales
de examen de estos expedientes.
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— Servir como órgano de comunicación entre el

Consejos Superior de Informática y las Comisiones
Ministeriales de Informática en las materias propias de
su competencia.

— Informar cualesquiera actos y contratos rela-
cionados con los bienes y servicios informáticos de
los Departamentos y Organismos de la Administra-
ción.

Con carácter general debe ponerse de manifiesto
que las entidades de la Seguridad Social, a excepción
del Instituto de Migraciones y Servicios Sociales
(IMSERSO), no han solicitado en la generalidad de los
expedientes de contratación de contenido informático
los informes de la Comisión Interministerial de Adqui-
sición de Bienes y Servicios Informáticos (CIABSI),
cuando estos resultaban preceptivos según el Decreto
2572/1973, de 5 de octubre, y el Real Decreto
533/1992, de 22 de mayo, por entender las Entidades
que el ámbito de aplicación de estas normas se circuns-
cribía a los «Departamentos de la Administración Civil
del Estado y sus Organismos Autónomos» y no a la
Seguridad Social, que no quedaba expresamente inclui-
da en el citado ámbito de aplicación.

A juicio de este Tribunal, el Decreto 2572/1973, de 5
de octubre, resulta de plena aplicación a las Entidades
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social,
como ya ha venido señalando en sus Informes Anuales.
La razón por la que este Decreto no extendió expresa-
mente su ámbito de aplicación a la Seguridad Social es
bien sencilla: porque en la fecha de su promulgación
(año 1973) las entidades de la Seguridad Social (ni
siquiera existían entonces configuradas como en la
actualidad) no estaban sujetas a la Ley de Contratos del
Estado. Esta sujeción se produjo por imperativo del
artículo 83 de la Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de
Presupuestos Generales del Estado para 1985, señalan-
do: «A partir de la fecha de entrada en vigor de la pre-
sente Ley, el régimen de contratación de las Entidades
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social se
ajustará a lo dispuesto en la Ley y Reglamento de Con-
tratos del Estado y normas complementarias». Resulta
evidente la inclusión del Decreto 2572/1973 entre las
normas complementarias de la LCE y su Reglamento,
que a partir de ese momento tenía que haberse aplicado
por imperativo de la Ley 50/1984, y por tanto, este Tri-
bunal considera que los informes de la CIABSI son pre-
ceptivos para las Entidades Gestoras y Servicios Comu-
nes de la Seguridad Social en los términos previstos por
el Decreto 2572/1973 y el Real Decreto 533/1992 1.

Abundando en lo anterior, cabe añadir que la Orden
de 16 de septiembre de 1996, por la que se regula la
composición y funcionamiento de la Comisión Ministe-
rial de Informática (CMI) del Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales, atribuye a dicha Comisión, en rela-
ción con los expedientes de contratación de bienes y
servicios informáticos, «...su remisión, cuando proceda,
a la Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes
y Servicios Informáticos», sin que el hecho de que esta
Orden no mencione la obligatoriedad de elevar los expe-
dientes de contratación al informe de la CIABSI consti-
tuya impedimento alguno para la plena aplicación del
Decreto 2572/1973 y del Real Decreto 533/1992. 

En este contexto, las entidades han manifestado a
este Tribunal que la CMI, en su sesión de 19 de
noviembre de 1996, acordó «recabar el informe técnico
de la CIABSI para todos aquellos expedientes relativos
a bienes de adquisición no centralizada cuyo importe
sea igual o superior a cien millones de ptas. y también
para aquellos en los que, no superándose esa cantidad,
concurrieran razones que así lo aconsejaran, a juicio de
la propia Comisión». Resulta paradójico, como se
expone más ampliamente en el epígrafe 4.5.2.2 de la
Sección IV de este Informe de Fiscalización Especial,
que el IMSERSO (y antes el INSERSO) haya seguido
sometiendo sus expedientes de contratación informáti-
ca a los informes de la Comisión Interministerial de
Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos
(CIABSI) incluso después de su adscripción al Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales, tras la reestructu-
ración de los Departamentos ministeriales llevada a
efecto en virtud del Real Decreto 758/1996, de 5 de
mayo y, consecuentemente, cuando el IMSERSO
quedó incluido en el ámbito de competencias de la
Comisión Ministerial de Informática del citado Minis-
terio, que, como se ha dicho, mantiene un criterio con-
trario en esta cuestión y es el órgano facultado para
remitir, cuando procede, los expedientes de contrata-
ción a la CIABSI.

Con esta actuación la CMI del Ministerio de Traba-
jo y Asuntos Sociales ha podido vulnerar el principio
de legalidad a que están sujetos los poderes públicos
pues la determinación de la procedencia de la remisión
de los expedientes a la CIABSI en modo alguno corres-
ponde efectuarla libre, discrecional y menos aún arbi-
trariamente a la CMI, sino que es precisamente el
Decreto 2572/1973, en relación con el Real Decreto
533/1992, el que establece esa procedencia.

Por otra parte, las especialidades del régimen presu-
puestario de la Seguridad Social contempladas en el
artículo 5 y en el título VIII del texto refundido de la
Ley General Presupuestaria en nada afectan al trámite
de informe por parte de la CIABSI que ahora se con-
templa. Tampoco el artículo 95 del texto refundido de
la Ley General de la Seguridad Social de 1994 (ante-
rior, por tanto, a la LCAP de 1995), que contemplaba
algunas singularidades procedimentales en materia de

1 La TGSS, el INSS, el ISM y el INSALUD invocan en apoyo de su criterio
contrario el carácter preceptivo de los informes de la CIABSI un informe de la
entonces Dirección General de Orden Jurídico y Entidades Colaboradoras de la
Seguridad Social de 6 de noviembre de 1995. La TGSS, el INSS y el ISM invocan
también otro informe de la Subdirección General de Ordenación y Asistencia
Jurídica de 4 de febrero de 1998. Estos informes no desvirtúan el criterio mante-
nido por este Tribunal.

de la Fiscalización, por lo que, a continuación, se hace
referencia únicamente a las más relevantes modificacio-
nes que se han producido en la estructura organizativa
interna de la Seguridad Social durante el período fiscali-
zado y, también, a los órganos que, aun no pertenecien-
do a la Seguridad Social, tienen atribuidas competen-
cias y responsabilidades respecto de la contratación
informática de la Seguridad Social, y a los que, pertene-
ciendo a ésta, desarrollan funciones consultivas y de
coordinación de las Entidades en materia informática.

1.1 Cambios organizativos en el sistema de la Seguri-
dad Social durante el período fiscalizado que
afectan a la contratación informática

Durante el período que abarca la presente Fiscaliza-
ción (1994 al primer semestre de 1998) se han produci-
do distintos cambios organizativos en el ámbito de la
Seguridad Social que obligan a hacer las siguientes pre-
cisiones:

a) Se crea, por Real Decreto 758/1996, de 5 de
mayo, el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales al
que se atribuyen las competencias hasta ese momento
correspondientes al Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social, al que estaban adscritos el Instituto Nacional de
la Seguridad Social (INSS), el Instituto Social de la
Marina (ISM), la Tesorería General de la Seguridad
Social (TGSS) y la Gerencia de Informática de la Segu-
ridad Social (GISS), y al Ministerio de Asuntos Socia-
les, al que estaba adscrito el Instituto Nacional de Servi-
cios Sociales (INSERSO).

b) Al Instituto Nacional de Servicios Sociales
(INSERSO), ya adscrito al Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales según lo señalado en el apartado a)
anterior, se le atribuyeron por Real Decreto 140/1997,
de 31 de enero, nuevas competencias y estructura orgá-
nica, pasando a denominarse Instituto de Migraciones
y Servicios Sociales (IMSERSO).

c) La Gerencia de Informática de la Seguridad
Social (GISS) tuvo la consideración de Servicio
Común de la Seguridad Social, aunque sin estar dotada
de personalidad jurídica propia, hasta la entrada en
vigor del Real Decreto 703/1998, de 24 de abril, sobre
adscripción y funciones de la Gerencia de Informática
de la Seguridad Social, en que pasó a integrarse orgáni-
camente en la Tesorería General de la Seguridad Social
(TGSS) como Subdirección General —con dependen-
cia funcional tanto de la propia Tesorería General como
de la Intervención General de la Seguridad Social y de
las Entidades Gestoras de la Seguridad Social respecto
de los programas y proyectos que afecten a su compe-
tencia respectiva— perdiendo la condición de Servicio
Común. En todo caso la Gerencia de informática de la
Seguridad Social ya carecía de personalidad jurídica y,
por lo tanto, de competencias propias en materia de
contratación.

1.2 Órganos no pertenecientes a la Seguridad Social
cuyas competencias afectan a la contratación de
objeto informático de la Seguridad Social

Las peculiaridades de la contratación de objeto
informático por los Entes que constituyen el Sector
Público estatal han conducido a la creación de una serie
de órganos con funciones consultivas y de coordina-
ción en dicha materia, de carácter interministerial o
propios de cada Ministerio, entre los que conviene des-
tacar, por su influencia en la contratación informática
de las Entidades de la Seguridad Social, el Consejo
Superior de Informática, la Comisión Interministerial
de Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos y
las Comisiones Ministeriales de Informática de los
Ministerios de adscripción de las Entidades de la Segu-
ridad Social.

1.2.1 Consejo Superior de Informática

El Consejo Superior de Informática es el órgano
colegiado encargado de la preparación, elaboración,
desarrollo y aplicación de la política informática del
Gobierno creado por Real Decreto 2291/1983, de 28 de
julio, y dependiente en la actualidad del Ministerio para
las Administraciones Públicas, cuyas competencias son
estudiar, informar y proponer al Gobierno cualesquiera
medidas, programas o planes que incidan, entre otros,
en los ámbitos de la protección de datos y de la adqui-
sición de bienes y servicios informáticos.

1.2.2 Comisión Interministerial de Adquisición de
Bienes y Servicios Informáticos

La Comisión Interministerial de Adquisición de
Bienes y Servicios Informáticos (en adelante CIABSI)
es una comisión especializada que depende funcional-
mente del Consejo Superior de Informática y se inte-
gra también en el Ministerio para las Administraciones
Públicas. Sus funciones, establecidas en el artículo 6.º
del Real Decreto 2291/1983 citado, son las siguientes:

— Informar técnicamente, con carácter preceptivo
y vinculante, los proyectos de carácter informático, así
como los Pliegos de bases, cláusulas o condiciones de
los diversos contratos que, en su caso, requiere la eje-
cución de cada proyecto.

— Designar las ponencias técnicas que deban cali-
ficar las ofertas de los concursos.

— Proponer al Servicio Central de Suministros, en
funciones de Mesa de Contratación Interministerial, el
contratista y oferta a que debieran ser adjudicados los
contratos de ejecución de los proyectos informáticos,
cualquiera que fuere el procedimiento de adjudicación
aplicable en cada caso.

— Velar por el cumplimiento de las directrices que
apruebe el Consejo Superior de Informática sobre el
ejercicio de las competencias propias de la Comisión.
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cios Comunes para su homogeneización, a la adecuada
explotación de los sistemas informáticos, ordenadores y
demás equipos de proceso de datos y al estudio y pro-
puesta de la utilización de los medios técnicos idóneos
de los sistemas informáticos en explotación.

El Real Decreto 703/1998, de 24 de abril, adscribió
la Gerencia de Informática de la Seguridad Social
(GISS) a la Tesorería General de la Seguridad Social,
en la que se integró con nivel orgánico de Subdirección
General, y modificó sus funciones, acentuando las que
hacían referencia a garantizar la homogeneidad, estan-
darización y compatibilidad de las soluciones adopta-
das por las Entidades Gestoras y Tesorería General de
la Seguridad Social. Este Real Decreto suprimió el
Consejo de Dirección de la GISS, cuyas funciones con-
sultivas fueron asumidas por el Consejo General de
Tecnologías de la Información y las Comunicaciones
de la Seguridad Social.

En relación con el alcance de las funciones y com-
petencias atribuidas a la GISS deben hacerse las
siguientes precisiones:

a) Las Órdenes Ministeriales de 8 de enero de 1980
y de 7 de mayo de 1981 extendían el alcance de las atri-
buciones de la GISS a todas las Entidades Gestoras y
Servicios Comunes de la Seguridad Social, es decir al
INSS, al ISM, al INSERSO (actual IMSERSO), al
INSALUD y a la TGSS.

b) En el momento de creación de la GISS (Orden
Ministerial de 8 de enero de 1980) todas las Entidades
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social
estaban adscritas a un mismo Departamento Ministe-
rial: el Ministerio de Sanidad y Seguridad Social enton-
ces existente, regulado por Real Decreto 1918/1977, 
de 29 de julio.

c) Posteriormente, mediante Real Decreto
2823/1981, de 27 de noviembre, de reestructuración de
determinados órganos de la Administración Central del
Estado se crearon el Ministerio de Sanidad y Consumo,
del que pasó a depender el INSALUD y el Ministerio
de Trabajo y Seguridad que mantuvo la adscripción del
INSS, el ISM, el entonces INSERSO y la TGSS.

d) Más tarde, mediante Real Decreto 727/1988,
de 11 de julio, de reestructuración de Departamentos
Ministeriales, fue creado el Ministerio de Asuntos
Sociales, al que quedó adscrito el INSERSO, permane-
ciendo bajo la dependencia del Ministerio de Trabajo y
Seguridad únicamente el INSS, el ISM y la TGSS.

e) Finalmente, mediante Real Decreto 758/1996,
de 5 de mayo, fue creado el Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales al que quedó adscrito el INSERSO,
además del INSS, el ISM y la TGSS.

Los cambios de adscripción descritos que afectan
especialmente el INSALUD y al INSERSO (actual
IMSERSO) han determinado que estas dos Entidades
Gestoras no hayan sujetado su contratación informática

ni sus planes y proyectos informáticos a los Informes
de la GISS como se pone de manifiesto en los epígrafes 2
y 4 de la Sección IV del presente Informe. Ambas Enti-
dades entienden en este sentido que al no estar adscri-
tas a la Secretaría de Estado de la Seguridad Social,
como lo está la GISS y como lo están el INSS, el ISM
y la TGSS, dejaron de resultarles de aplicación las nor-
mas reguladoras de la GISS. 

El IMSERSO ha sido particularmente explícito al
respecto y ha justificado esta práctica, en informe de 30
de noviembre de 1998 emitido por el Jefe de Área de
Informática del IMSERSO, remitido a este Tribunal
por el Director General de dicha Entidad Gestora, en
que «a partir de la creación del extinguido Ministerio
de Asuntos Sociales en julio de 1988 y de la constitu-
ción de la Comisión Ministerial de Informática del
mismo, el entonces Instituto Nacional de Servicios
Sociales, al no depender del Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social, dejó de pertenecer al Consejo de
Dirección de la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social y a no someter a informe del mismo los
expedientes relacionados con las tecnologías de la
información». Tras la creación del Ministerio de Traba-
jo y Asuntos Sociales, el entonces INSERSO, aun sien-
do Entidad Gestora de la Seguridad Social, fue adscrito
a la Secretaría General de Asuntos Sociales y no a la
Secretaría de Estado de la Seguridad Social, habiéndo-
se establecido en el Real Decreto 188/1996, de 2 de
agosto, que la coordinación en materia de tecnologías
de la información y comunicaciones de todos los cen-
tros directivos del Departamento, excepto los depen-
dientes de la Secretaría de Estado de la Seguridad
Social y del INEM, corresponde a la Subdirección
General de Proceso de Datos del Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social (y no a la GISS).

El IMSERSO argumenta finalmente que el Consejo
General de Tecnologías de la Información y de las
Comunicaciones (cuya creación, prevista en el Real
Decreto 703/1998, de 24 de abril, tuvo lugar mediante
Orden de 25 de febrero de 1999 del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales) que ha sustituido al Consejo
de Dirección de la Gerencia de Informática de la Segu-
ridad Social sólo tiene competencias respecto de las
Entidades Gestoras de la Seguridad Social, la Tesorería
General de la Seguridad Social y la Intervención de la
Seguridad Social adscritas a la Secretaría de Estado de
la Seguridad Social, excluyendo por tanto al IMSER-
SO del ámbito de sus competencias.

A juicio de este Tribunal, en la reseñada práctica
seguida por el IMSERSO (y anteriormente por el
INSERSO), y por el INSALUD han primado conside-
raciones orgánicas sobre las funcionales, en clara con-
tradicción con lo dispuesto en las Órdenes Ministeria-
les de 8 de enero de 1980 y de 7 de mayo de 1981,
reguladoras de la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social, restringiendo indebidamente su misión de
dirigir, coordinar y controlar la creación, composición

contratación, incluía referencia expresa alguna a este
concreto trámite. La falta de referencias expresas, en
normas con rango de Ley o de Real Decreto, contrarias
a la remisión a la CIABSI para su informe de los expe-
dientes de contratación de bienes y servicios informáti-
cos tramitados por las Entidades de la Seguridad
Social, contrasta con la claridad y generalidad del
Decreto 2572/1973 y del Real Decreto 533/1992. Ni la
Orden Ministerial de 16 de septiembre de 1996, ni los
Acuerdos de la Comisión Ministerial de Informática
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales pueden
contravenir lo dispuesto en los citados Decretos, so
pena de quebrantar los principios de jerarquía normati-
va y de inderogabilidad singular de los Reglamentos.

Además, la TGSS ha sostenido también como argu-
mento justificativo de la improcedencia de la aplica-
ción de estos Decretos el hecho de que las Entidades
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social
no tenían carácter de Organismos autónomos. Este
argumento perdió definitivamente su fundamento con
la entrada en vigor de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de
Organización y Funcionamiento de la Administración
General del Estado (LOFAGE), que en su disposición
adicional sexta en relación con su artículo 49 equipara
expresamente, en cuanto al régimen contractual aplica-
ble, a las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de
la Seguridad Social con los Organismos autónomos.

1.2.3 Comisiones Ministeriales de Informática

Las Comisiones Ministeriales de Informática, son
órganos de colaboración técnica con el Consejo Supe-
rior de Informática, del que dependen funcionalmente,
y, además, son instrumentos para la coordinación inter-
na en cada Departamento en materia informática.

La Comisión Ministerial de Informática del Minis-
terio de Sanidad y Consumo fue creada por Orden 
de 29 de marzo de 1982. Por otra parte, el Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social y el Ministerio de Asun-
tos Sociales crearon sendas Comisiones Ministeriales
de Informática; la del Ministerio de Trabajo y Seguri-
dad Social mediante Orden de 17 de enero de 1986 y la
del Ministerio de Asuntos Sociales por Orden de 26 de
enero de 1989. Tras la creación del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales, se creó la Comisión Ministe-
rial de Informática del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, por Orden de 16 de septiembre de 1996, que
reguló su composición y funcionamiento.

Entre las competencias atribuidas a las Comisiones
Ministeriales de Informática por las citadas Órdenes
Ministeriales, interesa destacar, por afectar a la contra-
tación informática de las Entidades de la Seguridad
Social, las siguientes comunes a todas ellas:

— Aprobación de Planes y Proyectos Informáticos,
que constituyen el fundamento de la contratación admi-

nistrativa de los organismos y Entidades dependientes
del Departamento ministerial.

— Informe de los Pliegos de cláusulas administra-
tivas y prescripciones técnicas que se refieran a la con-
tratación de bienes y servicios informáticos.

— Informe de las adquisiciones que se pretendan
efectuar a través de los catálogos de bienes de adquisi-
ción centralizada.

— Elaboración de Informes sobre plantillas y rela-
ciones de puestos de trabajo, referidos a la actividad
informática.

Además, el Real Decreto 533/1992, de 22 de mayo,
en relación con el art. 98 de la Ley de Contratos del
Estado, atribuye competencias a las Comisiones Minis-
teriales de Informática que previamente estaban atri-
buidas a la Comisión Interministerial para la Adquisi-
ción de Bienes y Servicios informáticos, respecto de
las contrataciones de adquisiciones, arrendamientos o
servicios informáticos que no superen los importes que
el propio Decreto fija (15 millones de pesetas, IVA
incluido, para la contratación de servicios, manteni-
miento de equipos informáticos o arrendamientos,
estos últimos en cómputo anual, y, respecto de los
suministros, el importe establecido en cada momento
por la normativa reguladora de la contratación adminis-
trativa como umbral a partir del cual es necesaria la
publicidad de la licitación en el Diario Oficial de la
Comunidad Europea).

1.3 Órganos consultivos de la Seguridad Social con
competencias en materia de contratación infor-
mática

Los órganos de la Seguridad Social con competen-
cias consultivas y de coordinación en materia de infor-
mática son los siguientes:

1.3.1 La Gerencia de Informática de la Seguridad
Social

La Gerencia de Informática de la Seguridad Social
dirige, coordina y controla la creación, composición y
actuación de los servicios de Informática y de proceso
de datos de las distintas Entidades de la Seguridad
Social.

Este órgano fue creado por Orden del Ministerio de
Sanidad y Seguridad Social de 8 de enero de 1980
como Servicio Común de la Seguridad Social sin per-
sonalidad jurídica propia.

La Orden de 8 de enero de 1980 fue modificada por
la Orden del Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguri-
dad Social de 7 de mayo de 1981, atribuyendo a la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social compe-
tencias respecto de la investigación e implantación de
sistemas informáticos, al control de su funcionamiento,
al mantenimiento y actualización de los sistemas infor-
máticos involucrados en las Entidades Gestoras y Servi-
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— Texto Articulado de la Ley de Bases de Contra-

tos del Estado, aprobado por Decreto 923/1965 de 8 de
abril de 1965, modificado por la Ley 5/1973, de 17 de
marzo, y por el Real Decreto Legislativo 931/1986, de 2
de mayo (en adelante LCE), vigente hasta el 7 de junio
de 1995.

— Reglamento General de Contratación del Esta-
do, aprobado por Decreto 3410/1975, de 25 de noviem-
bre (en adelante RGCE).

— Decreto 1005/1974, de 4 de abril, que regula los
contratos de asistencia que celebre la Administración
del Estado y sus Organismos autónomos con Empresas
consultoras o de servicios.

— Ley 37/1988, de 28 de diciembre, de Presupues-
tos Generales del Estado para 1989, en cuyo artículo 13
se establece la sujeción de las Entidades Gestoras y
Servicios Comunes de la Seguridad Social a la Ley y
Reglamento de Contratos del Estado y sus normas
complementarias.

— Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de
las Administraciones Públicas, vigente desde el 8 de
junio de 1995 (en adelante LCAP) 3.

— Real Decreto 390/1996, de 1 de marzo, de desa-
rrollo parcial de la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de
Contratos de las Administraciones Públicas.

— Directivas comunitarias vigentes en dicho perío-
do en materia de contratación administrativa (Directivas
88/295/CEE, 89/440/CEE, 92/50/CEE y 93/37/CEE).

— Texto Refundido de la Ley General Presupues-
taria (en adelante TRLGP), aprobado por Real Decreto
Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre.

— Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y
Funcionamiento de la Administración General del
Estado (LOFAGE).

— Texto Refundido de la Ley General de la Seguri-
dad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo
1/1994, de 20 de junio.

— Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de regu-
lación del tratamiento automatizado de los datos de
carácter personal (en adelante LORTAD) 4.

2.2 Marco jurídico específico

Asimismo, se han tenido en cuenta las siguientes
disposiciones que afectan de forma específica a la con-
tratación de objeto informático de la Administración
General del Estado y, en particular, a la contratación
informática de la Seguridad Social, y ello sin perjuicio
de que algunas de las normas anteriormente citadas,

como la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, contengan normas especiales con el mismo
objeto:

— Decreto 2572/1973, de 5 de octubre, que aprue-
ba el Pliego de cláusulas administrativas generales para
la contratación de equipos y sistemas de tratamiento de
la información y de mantenimiento, arrendamiento y
programas.

— Orden Ministerial 99/1975, de 11 de abril, que
aprueba el Pliego de cláusulas generales para la contra-
tación de equipos y sistemas de tratamiento de la infor-
mación por organismos dependientes del Ministerio de
Trabajo.

— Real Decreto 996/1984, de 9 de mayo, sobre
seguimiento presupuestario en el Sistema de la Seguri-
dad Social.

— Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, de rees-
tructuración de Departamentos Ministeriales (crea el
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales).

— Real Decreto 2583/1996, de 13 de diciembre, de
estructura orgánica y funciones del Instituto Nacional
de la Seguridad Social y de modificación parcial de la
Tesorería General de la Seguridad Social.

— Real Decreto 140/1997, de 31 de enero, por el
que se modifica parcialmente la estructura orgánica
básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y
se transforma el Instituto Nacional de Servicios Socia-
les en Instituto de Migraciones y Servicios Sociales.

— Real Decreto 703/1998, de 24 de abril, sobre
adscripción y funciones de la Gerencia de Informática
de la Seguridad Social.

— Real Decreto 2291/1983, de 28 de julio, por el
que se crea el Consejo Superior de Informática.

— Orden de 29 de marzo de 1982, por la que se
crea y regula la Comisión Ministerial de Informática
del Ministerio de Sanidad y Consumo.

— Orden de 17 de enero de 1986, del Ministerio de
Trabajo y Seguridad Social, por la que se crea y regula
la Comisión Ministerial de Informática de dicho
Departamento.

— Orden de 26 de enero de 1989, del Ministerio de
Asuntos Sociales, de creación y funciones de la Comi-
sión Ministerial de Informática.

— Orden de 16 de septiembre de 1996 por la que
se regula la composición y funcionamiento de la Comi-
sión Ministerial de Informática del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales.

— Real Decreto 533/1992, de 22 de mayo, de atri-
bución a los órganos de contratación de los Departa-
mentos ministeriales y de los Organismos autónomos,
a la Mesa de Contratación del Servicio Central de
Suministros, a la Comisión Interministerial de Adquisi-
ción de Bienes y Servicios Informáticos y a la Direc-
ción General del Patrimonio del Estado, determinadas
facultades de procedimiento de contratación de bienes
y servicios informáticos.

3 La Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones
Públicas, que estuvo vigente durante el período que abarca la presente fiscaliza-
ción (1994 al primer semestre) ha sido derogada y sustituida por el Real Decreto
Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la
Ley de Contratos con las Administraciones Públicas.

4 La Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, que estuvo vigente durante el
período que abarca la presente fiscalización (1994 al primer semestre de 1998) ha
sido derogada y sustituida por la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de
Protección de datos de carácter personal.

y actuación de los Servicios de Informática y de proce-
so de datos de las distintas Entidades Gestoras y Servi-
cios Comunes de la Seguridad Social, misión no condi-
cionada legalmente por la adscripción de tales Entidades
a un determinado Departamento ministerial o Secreta-
ría de Estado 2. Basta recordar, a título de ejemplo, que
las funciones de la Tesorería General de la Seguridad
Social, como Servicio común que es, incluyen en su
ámbito a la totalidad de la Entidades Gestoras de la
Seguridad Social, con independencia de su adscripción
orgánica.

La limitación a una parte de las Entidades de la
Seguridad Social de las funciones de dirección, coordi-
nación y control que tenía atribuidas la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social, al margen de la
consideración sobre su legalidad, ha provocado, en opi-
nión de este Tribunal, que desapareciera la razón de ser
del Consejo de Dirección de la Gerencia de Informáti-
ca de la Seguridad Social, cuyas funciones, restringidas
a las Entidades de la Seguridad Social adscritas a una
sola Secretaría de Estado, poco añaden a las atribuidas
a la correspondiente Comisión Ministerial de Informá-
tica, convirtiendo en definitiva sus informes en un mero
trámite y dilatando en el tiempo, innecesariamente, los
procedimientos de contratación, cuestión ésta especial-
mente grave por la rápida evolución tecnológica y eco-
nómica del mercado de bienes informáticos.

1.3.2 El Consejo General de Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones de la Seguridad
Social

El Consejo General de Tecnologías de la Informa-
ción y las Comunicaciones de la Seguridad Social es un
órgano colegiado cuya creación, autorizada en el Real
Decreto 703/1998, de 24 de abril, tuvo lugar efectiva-
mente mediante Orden de 25 de febrero de 1999 del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, de cuyas fun-
ciones, y sin perjuicio de las atribuidas a la Comisión
Ministerial de Informática del Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales, interesa destacar las siguientes:

— Informar el plan anual de actuación así como los
planes de adquisición de bienes y servicios de las Enti-
dades Gestoras adscritas a la Secretaría de Estado de la
Seguridad Social, Tesorería General e Intervención
General de la Seguridad Social en materia de tecnolo-
gías de la información y las comunicaciones de la
Seguridad Social.

— Informar los planes plurianuales de sistemas de
información de cada una de las Entidades Gestoras ads-
critas a la Secretaría de Estado de la Seguridad Social,

Intervención General y la Tesorería General de la Segu-
ridad Social, en los que se reflejan las competencias y
actuaciones coordinadas de la Gerencia de Informática
de la Seguridad Social y de cada uno de los Centros de
Tecnologías de la Información en relación con cada
uno de dichos planes.

— Establecer las debidas prioridades en relación
con los anteriores planes.

— Informar y proponer las actuaciones dirigidas a
establecer las líneas estratégicas y criterios técnicos de
interés general en materia de tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones así como las previsiones de
inversión y gasto en dicha materia.

— Informar preceptivamente los proyectos, Pliegos
de cláusulas administrativas y prescripciones técnicas,
ofertas y propuestas de valoración realizadas por las
Entidades Gestoras adscritas a la Secretaría de Estado
de la Seguridad Social, la Intervención General de la
Seguridad Social, la Dirección General de Ordenación
de la Seguridad Social y la Tesorería General de la
Seguridad Social. Dichos proyectos y Pliegos deberán
responder a necesidades e iniciativas contempladas en
los correspondientes planes de sistemas de tecnologías
de la información y comunicaciones.

— Informar preceptivamente las propuestas de
adquisición de bienes y servicios informáticos y de
comunicaciones, incluidos en los catálogos de bienes
de adquisición centralizada del Servicio Central de
Suministros de la Dirección General de Patrimonio del
Estado, realizadas por las Entidades Gestoras adscritas
a la Secretaría de Estado de la Seguridad Social, la
Intervención General de la Seguridad Social y la Teso-
rería General de la Seguridad Social.

— Elaborar y proponer cuantas medidas se consi-
deren adecuadas para la implantación de las tecnologí-
as de la información y de las comunicaciones, con
objeto de obtener una mayor eficacia en los sistemas de
tratamiento y transmisión de la información y en la
integridad y seguridad de la información y las comuni-
caciones.

2. Marco jurídico

2.1 Marco jurídico general

La comprobación del nivel de cumplimiento de la
legalidad en materia de contratación de objeto informá-
tico de las Entidades de la Seguridad Social se ha lleva-
do a cabo por este Tribunal en relación, fundamental-
mente, con las siguientes normas generales relativas de
forma directa o indirecta a la contratación administrati-
va, que han estado vigentes en el período objeto de esta
Fiscalización:

— Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribu-
nal de Cuentas (en adelante LOTCu).

— Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento
del Tribunal de Cuentas (en adelante LFTCu).

2 Debe significarse que, por el contratio, el ámbito de competencias del cita-
do Consejo General de Tecnologías de la Información y de las Comunicaciones,
según la citada Orden de 25 de febrero de 1999, efectivamente ha sido limitado
por sus normas de creación a las Entidades Gestoras y Servicio común de la Segu-
ridad Social adscritas a la Secretaría de Estado de la Seguridad Social.
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cuantía 6, a partir de la cual, será necesaria su autoriza-
ción para la celebración de los contratos». El apartado
2 del mismo artículo 12 establece que los órganos de
contratación precisarán autorización del Consejo de
Ministros cuando el presupuesto de los contratos sea
igual o superior a 2.000.000.000 de pesetas o en los
contratos de carácter plurianual cuando se modifiquen
los porcentajes o el número de anualidades legalmente
previstos en el artículo 61 del Texto Refundido de la
Ley General Presupuestaria.

Finalmente, la Ley 6/1997, de 14 de abril, de Orga-
nización y Funcionamiento de la Administración Gene-
ral del Estado (LOFAGE), (artículo 49 en relación con
la Disposición Adicional Sexta de dicha Ley), estable-
ce, en el mismo sentido, que las Entidades Gestoras y a
la Tesorería General de la Seguridad Social se regirán
por las normas generales de la contratación de las
Administraciones públicas y que los titulares de los
Ministerios de adscripción autorizarán la celebración
de aquellos contratos cuya cuantía exceda de la previa-
mente fijada por ellos.

En materia de contratación informática, la Disposi-
ción Adicional Sexta de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas (LCAP), en su apartado 1,
establece que las Entidades Gestoras y Servicios
Comunes de la Seguridad Social serán competentes,
salvo en los casos en que esté prevista la adquisición
centralizada, para la adquisición de los equipos y siste-
mas para el tratamiento de la información, exceptuando
así el régimen establecido con carácter general en el
artículo 184 de la LCAP, que atribuye dicha competen-
cia a la Dirección General de Patrimonio del Estado.

Por otra parte, la Disposición Transitoria quinta de
la LCAP establece que el Servicio Central de Suminis-
tros de la Dirección General de Patrimonio del enton-
ces Ministerio de Economía y Hacienda (en la actuali-
dad, Ministerio de Hacienda) y las Entidades Gestoras
y Servicios Comunes de la Seguridad Social continua-
rán ejerciendo las competencias que actualmente tiene
atribuidas en materia de suministro de bienes a que se
refiere el artículo 184 de la propia LCAP (suministro
de bienes de utilización común por la Administración).

4. Significación económica de la contratación de
objeto informático en las Entidades de la Seguri-
dad Social

La relevancia de esta Fiscalización Especial viene
dada por la notable influencia que los equipos y siste-
mas informáticos tienen en la gestión por las Adminis-
traciones Públicas de las competencias que tienen atri-
buidas y por el volumen del gasto realizado por dichas
Administraciones en la contratación de contenido
informático, factores que, unidos a la rápida evolución
tecnológica, la constante variación de precios y la rápi-
da obsolescencia de los bienes informáticos, por un
lado, y a la necesidad de que los productos adquiridos
por las Administraciones mantengan altos grados de
compatibilidad, por otro, han determinado la promul-
gación de normas especiales, tanto de rango de ley
como reglamentario, para su contratación y la creación
de órganos con competencias específicas, tanto de con-
sulta como de decisión, en materia de contratación
informática.

Todas estas consideraciones son aplicables a la
contratación de objeto informático por parte de las
Entidades que componen la Seguridad Social. El cua-
dro núm. 6, que recoge información 7 referida a los
Presupuestos Generales del Estado para 1999, sitúa
claramente la importancia del gasto en materia infor-
mática en el ámbito de la Seguridad Social, tanto en
términos absolutos, pues ascienden a 32.829 millones
de pesetas, como por comparación con el gasto de los
diferentes Departamentos Ministeriales, ya que los
presupuestos de la Seguridad Social destinados a las
Tecnologías de la Información y a las Comunicaciones
son los segundos en importancia, sólo superados por
los presupuestos de Defensa, si bien su proporción res-
pecto de la suma de los presupuestos destinados a Gas-
tos de personal (capítulo 1), a Gastos en bienes
corrientes y servicios (capítulo 2) y a Inversiones rea-
les (capítulo 6) de la Seguridad Social (2 por 100) es
inferior a la media del conjunto de la Administración
estatal (3 por 100) y sitúa a la Seguridad Social en la
tercera posición de menor gasto relativo.

6 La disposición transitoria 3.ª de la LCAP fija esta cuantía, con carácter
general y transitorio, en 150.000.000 de pesetas. Respecto del INSALUD, el
Ministro de Sanidad y Consumo, por Orden de 5 de junio de 1996, estableció que
el Secretario General de Asistencia Sanitaria, como órgano de superior dirección
del INSALUD, podría celebrar contratos de hasta 2.000.000.000 de pesetas sin
autorización ministerial previa, como se comentará más ampliamente en el apar-
tado de este Informe dedicado a dicha Entidad (Sección IV, epígrafe 2.3.1).

7 Fuente: Estudio anual que analiza la dimensión y estructura del Presupuesto
de Gastos en Tecnologías de la Información y las Comunicaciones de la Adminis-
tración del Estado elaborado por el Ministerio para las Administraciones Públicas
(Subdirección General de Coordinación Informática), en el que los datos relativos
al área de la Seguridad Social fueron proporcionados por la Dirección General de
Ordenación de la Seguridad Social.

— Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales de 25 de febrero de 1999, de creación del Con-
sejo General de Tecnologías de la Información y las
Comunicaciones de la Seguridad Social.

— Orden de 21 de mayo de 1996, del Ministerio de
Trabajo y Asuntos Sociales, de delegación de compe-
tencias en diversos órganos dependientes del Director
General del Instituto Nacional de la Seguridad Social.

— Resolución de la Subsecretaría del Ministerio
para las Administraciones Públicas de 15 de febrero de
1988, por la que se aprueba la Relación de Puestos de
Trabajo del Instituto Nacional de la Seguridad Social.

Finalmente, para mayor precisión de este marco
jurídico específico de la contratación informática, con-
viene resaltar que durante el período fiscalizado entró
en vigor la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos
de las Administraciones Públicas, que contiene precep-
tos específicos reguladores de la adquisición, el arren-
damiento y el mantenimiento de equipos y sistemas
informáticos (este último cuando se contrata conjunta-
mente con la adquisición o el arrendamiento) como
contrato de suministro, incorporando a su articulado la
normativa reglamentaria preexistente y sistematizando
su tratamiento, de acuerdo con la filosofía codificadora
que inspira esta Ley.

En efecto, Ley 13/1995 en sus artículos 173.1 y 174,
confirmó lo dispuesto en el artículo 239 del Reglamen-
to General de Contratos del Estado sobre adquisiciones
y arrendamientos de carácter informático y revalida en
semejantes términos y en líneas generales, lo dispuesto
en el ya citado Decreto 2572/1973, y en la igualmente
mencionada Orden Ministerial 99/1975, de forma que
también tiene la consideración de suministro el mante-
nimiento de equipos y sistemas para el tratamiento de
la información, de sus dispositivos y de sus programas,
cuando se contrate conjuntamente con la adquisición o
el arrendamiento.

La adquisición de programas de ordenador desarro-
llados a medida para la Administración (que sean de
libre utilización por la misma), se considera en la Ley
13/1995 como contrato de servicios (artículos 173.2 y
197.3.d), nueva categoría introducida por la misma, en
transposición de la Directiva 92/50/CEE, del Consejo,
de 18 de Junio de 1992, sobre coordinación de los pro-
cedimientos de adjudicación de los contratos públicos
de servicios.

3. Consideraciones generales sobre la normativa
reguladora de la contratación de las Entidades de
la Seguridad Social

Las Entidades de la Seguridad Social, en su actividad
de contractual, están sujetas, y lo han estado durante
todo el período de tiempo objeto de esta Fiscalización, a
la legislación general aplicable a la Administración del
Estado.

En efecto, el artículo 13 de la Ley 37/1988, de 28 de
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para
1989, estableció que el régimen de contratación de las
Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguri-
dad Social se ajustaría a lo dispuesto en el Texto Arti-
culado de la Ley de Bases de Contratos del Estado, en
el Reglamento General de Contratación del Estado y en
sus normas complementarias, con las especialidades
siguientes:

a) La facultad para celebrar contratos corresponde
a los Directores de las distintas Entidades Gestoras y
Servicios Comunes, pero necesitarán autorización pre-
via para los de cuantía superior a 120 millones de pese-
tas. La autorización será adoptada, a propuesta de
dichas Entidades y Servicios, por los titulares de los
Ministerios a que se hallen adscritos o por el Consejo
de Ministros según las competencias definidas en la
citada Ley de Contratos del Estado (LCE) 5.

b) Los Directores de las Entidades Gestoras y Servi-
cios Comunes no podrán delegar o desconcentrar la
facultad de celebrar contratos sin previa autorización
del titular del Ministerio al que se hallen adscritos.

c) Los proyectos de obras que elaboren las Enti-
dades y Servicios de la Seguridad Social deberán ser
supervisados por la Oficina de Supervisión de Proyec-
tos del Departamento ministerial del que dependan,
salvo que ya tuvieran establecidas oficinas propias.

d) Los informes jurídicos o técnicos que precepti-
vamente se exijan en la legislación del Estado se podrán
emitir por los órganos competentes en el ámbito de la
Seguridad Social o de los Ministerios respectivos.

El artículo 95 del Texto Refundido de la Ley Gene-
ral de la Seguridad Social (TRLGSS) reproduce el cita-
do precepto de la Ley de Presupuestos Generales del
Estado para 1989, con la única variación substancial de
remitirse a las Leyes de Presupuestos anuales para la
determinación de los límites a partir de los cuales los
Directores Gerentes de la Entidades necesitan autoriza-
ción previa para celebrar contratos.

La Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de
las Administraciones Públicas (LCAP), incluye a las
Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguri-
dad Social en su ámbito subjetivo de aplicación, en
virtud de lo dispuesto en su artículo 1.3., establecien-
do en su artículo 12.1. que «los Directores Generales
de las distintas Entidades gestoras y Servicios comu-
nes de la Seguridad Social, son los órganos de contra-
tación (...), pudiendo fijar los titulares de los Departa-
mentos Ministeriales a que se hallen adscritos, la

5 El Consejo de Ministros deberá autorizar, lo que conllevará la aprobación
del gasto, la celebración de los contratos cuyo importe exceda de 2.000.000.000
pesetas o cuyo plazo de ejecución sea superior al de vigencia del presupuesto
correspondiente y hayan de comprometer fondos públicos de futuros ejercicios
fuera de los límites establecidos en la propia Ley de Presupuestos (artículo 8 de la
Ley de Contratos del Estado).
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5. Datos de ejecución presupuestaria

El nivel de desglose de la información facilitada por
las Entidades sobre las previsiones presupuestarias, los
presupuestos aprobados y la liquidación de los presu-
puestos impide hacer el seguimiento de la ejecución
presupuestaria coincidente en sus ámbitos temporal y
material con los de la presente Fiscalización.

No obstante lo anterior, a continuación se consignan
los datos de la ejecución presupuestaria de los presu-
puestos de gastos de las Entidades en los conceptos y
subconceptos de contenido exclusivamente informáti-
co, significando que algunos de tales conceptos se
refieren a gastos que, aun siendo de carácter informáti-
co, en la práctica han quedado fuera de la Fiscalización
por traducirse en adquisiciones de material consumible
o acciones de conservación o mantenimiento del equi-
pamiento informático y, también, que hasta el ejercicio
de 1997 no se abrió una rúbrica presupuestaria, la
227.82, destinada a los créditos previstos para los
«Servicios de carácter informático. Trabajos otras
empresas» cuyo contenido resulta especialmente rele-

vante en el ámbito de esta Fiscalización por ser la parti-
da presupuestaria a la que se imputa el gasto de los con-
tratos de consultoría y asistencia y de servicios. Las
rúbricas presupuestarias señaladas son las siguientes:

206 Equipos para procesos de información.
Arrendamientos.

216 Equipos para procesos de información. Repa-
ración y conservación.

220.2 Material informático no amortizable. Mate-
rial de oficina.

227.82 Servicios de carácter informático. Traba-
jos otras empresas (a partir de 1997).

626 Equipos para procesos de información. Inver-
siones nuevas.

636 Equipos para procesos de información. Inver-
siones de reposición.

Los datos de ejecución presupuestaria en materia
informática, extraídos de las Memorias Anuales de las
Entidades, son, en miles de pesetas, los reflejados en
los cuadros 8, 9, 10, 11 y 12 siguientes.

El cuadro núm. 7, de igual fuente que el cuadro
anterior, muestra la evolución de los presupuestos des-
tinados a la informática en la Administración General
del Estado y la Seguridad Social los años 1997, 1998 y
1999, siendo significativa la reducción del 4 por 100

que experimentaron en 1999, respecto de los de 1998,
los correspondientes a la Seguridad Social en materia
informática, en contraste con el incremento medio del
10 por 100 del conjunto de la Administración General
del Estado.
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Los precedentes cuadros 8, 9, 10, 11 y 12 son mues-
tra de las importantes desviaciones entre las previsio-
nes presupuestarias iniciales y las cifras representativas
tanto de los créditos finales como de la efectiva ejecu-
ción de los presupuestos.

La existencia de planes y proyectos informáticos
exige la existencia de unas previsiones presupuestarias
coherentes con ellos, tanto cuantitativa como temporal-
mente y, además, el grado de cumplimiento de tales
planes y proyectos está íntimamente ligado al grado de
ejecución de los créditos presupuestarios asignados
específica o genéricamente a dichos planes o proyectos
en los presupuestos anuales correspondientes al perío-
do de tiempo en que deban realizarse.

Desde este punto de vista de la planificación de las
actuaciones de las Entidades de la Seguridad Social en
materia informática, al margen ahora de cualquier con-
sideración sobre la legalidad u oportunidad de los actos

de modificación o ejecución de los citados créditos, este
Tribunal ha obtenido los índices resultantes de compa-
rar los créditos iniciales de cada partida de gasto con la
suma de las desviaciones experimentadas por dichos
créditos durante el ejercicio económico, tanto por razón
de modificaciones de crédito como por diferencias entre
créditos finales y obligaciones reconocidas, tomados
ambos datos en sus valores absolutos (es decir con inde-
pendencia de su signo positivo o negativo).

En el cuadro núm. 13 se muestran, para cada Enti-
dad del Sistema de la Seguridad Social, en primer lugar
(1), la suma de los créditos iniciales destinados especí-
ficamente a financiar gastos de carácter informático
incluidos en los presupuestos correspondientes a los
ejercicios de 1994 a 1998; en segundo lugar (2), la
suma de sus modificaciones brutas, sin compensar los
incrementos de unas partidas con las posibles disminu-
ciones de otras; en tercer lugar (3), la suma de las dife-
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INSS ha estado establecida sucesivamente por el Real
Decreto 1854/1979, de 30 de junio, modificado por el
Real Decreto 996/1984, de 9 de mayo, y por el Real
Decreto 2583/1996, de 13 de diciembre.

De acuerdo con tales normas, la estructura del INSS
se compone de los siguientes órganos de control, direc-
ción y gestión:

1. De participación en el control y vigilancia de la
gestión:

a) Consejo General.
b) Comisión Ejecutiva.

2. De Dirección y Gestión:

a) Dirección General.
b) Secretaría General y Subdirecciones Generales

3. Órganos periféricos:

Comisiones Ejecutivas Provinciales, como órganos
de supervisión y control.

Direcciones Provinciales, como órganos de gestión.

Respecto de la contratación informática interesa des-
tacar que, de acuerdo con el Real Decreto 1854/1979, la
unidad que tenía atribuidas competencia y funciones en
materia de presupuestos, inmuebles, obras y suminis-
tros era la Subdirección General de Administración y
Análisis Presupuestario, a la que asimismo correspon-
día formular, en términos de objetivos y programas de
gastos, los planes de actuación de los servicios del
Organismo. Por otra parte, la Subdirección de Servicios
Técnicos tenía atribuida la competencia y funciones en
materia de investigación y explotación informáticas.

Posteriormente, el Real Decreto 2583/1996 atribuyó
a la Subdirección General de Gestión Económica y Pre-
supuestaria, entre otras, las competencias en materia de
ordenación y tramitación de la contratación administrati-
va, además de las relativas a la formulación de los planes
de actuación de los servicios de la entidad, y a la Subdi-
rección General de Gestión de Prestaciones la dirección,
control y desarrollo de la organización informática.

De la Subdirección General de Gestión de Prestacio-
nes depende el Centro Informático del INSS, Centro que
no aparece recogido en los Reales Decretos reguladores
de la estructura orgánica del Instituto, y cuya existencia
sólo se explicita en la Relación de Puestos de Trabajo del
INSS, aprobada por Resolución de la Subsecretaría del
Ministerio para las Administraciones Públicas el 15 de
febrero de 1988. Esta unidad, donde se concentra el per-
sonal del Instituto con cualificación informática, tanto
funcionario como contratado laboral, es la que centraliza
la dirección y control de los proyectos que han sido obje-
to de contratación externa y que se desarrollan en su sede.

1.3 Órganos de contratación del INSS

El Director General del INSS es el órgano de con-
tratación del INSS, con las limitaciones señaladas en el

epígrafe 3 de la Sección III del presente Informe sobre
los contratos que requieren autorización previa del titu-
lar del Ministerio de adscripción o del Consejo de
Ministros.

El Director General del Instituto Nacional de la
Seguridad Social, mediante Orden Ministerial de 16 de
noviembre de 1992, del Ministerio de Trabajo y Segu-
ridad Social, delegó sus competencias de contratación
en los siguientes órganos:

En el Subdirector General de Administración y Análi-
sis Presupuestario, todas las competencias relativas a la
contratación administrativa, a excepción de las delegadas
en los Directores Provinciales y la de ordenar el inicio del
expediente y la adjudicación de los contratos que por su
cuantía requieran autorización o acuerdos previos.

En los Directores Provinciales, todas las competen-
cias en relación con los contratos administrativos de
cuantía inferior a 25.000.000 de pesetas para los que
tenga crédito habilitado.

1.4 Planes y proyectos informáticos del INSS

Del análisis de la documentación solicitada por el
Tribunal de Cuentas y facilitada por el INSS sobre los
Planes y Proyectos informáticos vigentes en el período
1994-1998 se desprende que la planificación efectuada
por el INSS en materia informática ha adolecido, en el
período objeto de la fiscalización, de notorias insufi-
ciencias. En los dos apartados siguientes se analizan,
primero, las principales deficiencias en las que, con
carácter general, ha incurrido el INSS en la citada pla-
nificación, y, en segundo lugar, los planes y proyectos
informáticos concretos relacionados con la contrata-
ción generada a su amparo.

1.4.1 Deficiencias de carácter general detectadas por
este Tribunal en la planificación informática del
INSS

Las principales deficiencias de carácter general que
se han puesto de manifiesto en el análisis de la planifi-
cación informática del INSS son las siguientes:

1. De la documentación solicitada por el Tribunal
de Cuentas y facilitada por el INSS sobre los Planes y
Proyectos informáticos vigentes en el período 1994-
1997 se deduce que el INSS no ha planificado global-
mente la adquisición de bienes y servicios informáticos
mediante el establecimiento de objetivos iniciales, pre-
visiones de coste y de necesidades de contratación, ni
ha concretado su ritmo de ejecución, haciendo imposi-
ble una posterior valoración de la adecuación de las
actuaciones realizadas a una programación previa, por
carecer esta del necesario detalle. Únicamente el Plan
Director de Informática del INSS para los ejercicios
1998 a 2000 presenta un grado de concreción mayor, si
bien el ámbito temporal de esta Fiscalización, que com-
prende los ejercicios 1994 a 1997 y el primer semestre

rencias entre lo presupuestado (créditos iniciales más
sus modificaciones) y lo realmente ejecutado en cada
partida de gasto, teniendo en cuenta también sus valo-
res absolutos; en cuarto lugar (4), la suma de los dos

tipos de desviaciones sobre los créditos iniciales seña-
lados en los dos apartados anteriores; y, finalmente, el
porcentaje que el conjunto de desviaciones representa
respecto de los créditos iniciales.

De acuerdo con estos datos, resulta que en el con-
junto de las Entidades de la Seguridad Social las des-
viaciones respecto de las previsiones presupuestarias
iniciales, calculadas como se ha señalado en los dos
párrafos anteriores, representan el 37,90 por 100 del
total de los créditos iniciales, llegando hasta el 67,98
por 100 en el INSALUD y sobrepasando también el 50
por 100 en el INSS, ISM e IMSERSO. El porcentaje de
desviación más reducido, pero aún importante, corres-
ponde a la Tesorería General de la Seguridad Social,
con un 25 por 100 de desviación.

A juicio de este Tribunal semejante magnitud de las
desviaciones en la ejecución de los presupuestos de
contenido informático de las Entidades de la Seguridad
Social respecto de los créditos iniciales presupuestados
es incompatible con una correcta planificación en dicha
materia y, sobre todo, con un cumplimiento mínima-
mente riguroso de proyectos informáticos cuya exis-
tencia y ejecución debieron tener su reflejo en los pre-
supuestos de gastos iniciales de las Entidades.

SECCIÓN IV. RESULTADOS DE LA FISCALIZA-
CIÓN

En esta Sección se desarrollan los resultados de la
Fiscalización distinguiendo en diferentes epígrafes (epí-
grafes 1 a 5) los resultados obtenidos del análisis de los
planes y proyectos informáticos y de la contratación de
objeto informático de cada una de las Entidades Gesto-
ras y de la Tesorería General de la Seguridad Social. En
epígrafe separado (epígrafe 6) se exponen los resultados
de la Fiscalización respecto de la seguridad informática
y la protección de los datos personales informatizados.

Precediendo a los resultados concretos de la Fiscali-
zación de la contratación informática de cada una de las
Entidades de la Seguridad Social se incluye información

complementaria sobre sus respectivas funciones, esque-
mas orgánicos y órganos de contratación que son rele-
vantes para la mejor comprensión de dichos resultados.

1. El INSS y la contratación informática

En el presente apartado se desarrollan los resultados
del análisis de los planes y proyectos informáticos del
INSS y de la contratación de objeto informático celebra-
da por este Instituto, incluidos en el ámbito material y
temporal de esta Fiscalización, precedidos de una breve
descripción de la naturaleza, funciones, esquema orgáni-
co y competencias en materia de contratación del INSS.

1.1 Naturaleza y funciones del INSS

El Instituto Nacional de la Seguridad Social, de
acuerdo con los artículos 57.1.a) y 59 del Texto Refun-
dido de la Ley General de la Seguridad Social y con el
Real Decreto 2583/1996, de 13 de diciembre, es una
Entidad Gestora de la Seguridad Social, dotada de per-
sonalidad jurídica propia, que tiene atribuida la gestión
y administración de las prestaciones económicas del
Sistema de la Seguridad Social, con excepción de las
atribuidas al IMSERSO, al ISM, al INEM y a los servi-
cios competentes de las Comunidades Autónomas.

El Instituto Nacional de la Seguridad Social está ads-
crito en la actualidad al Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, a través de la Secretaría de Estado de la Segu-
ridad Social. Anteriormente, hasta la reestructuración
de los Departamentos ministeriales efectuada mediante
el Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, el INSS estu-
vo adscrito al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 

1.2 Esquema orgánico del INSS

Durante el período que comprende el ámbito tem-
poral de esta Fiscalización la estructura orgánica del
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Los datos de ejecución presupuestaria de los con-

ceptos y subconceptos de gasto del INSS, con conteni-
do exclusivamente informático, contenidos en el cua-
dro 14, muestran una desviación del 33,15 por 100
entre las obligaciones reconocidas y los presupuestos
finales, que es demostrativa de una deficiente planifica-
ción, programación y presupuestación en la Entidad y
de que los contratos amparados en dichos créditos no
son consecuencia del desarrollo normal de planes pre-
via y cuidadosamente diseñados.

Debe resaltarse que, excepto en el ejercicio de 1994,
la ejecución presupuestaria, referida a los citados con-
ceptos de contenido informático, ha alcanzado niveles
muy bajos (el 66,85 por 100 de los presupuestos finales
agregados de los 5 ejercicios) que ponen de manifiesto,
además de una deficiente presupuestación, la imposibi-
lidad de cumplimiento de la totalidad de los objetivos
que pudieran haber justificado tales presupuestos, todo
ello en perjuicio de la adecuada dotación y moderniza-
ción de los sistemas informáticos del INSS y, en conse-
cuencia, del eficaz cumplimiento de sus funciones por
el INSS.

Por otra parte, conviene significar que el 33,15 por
100 de los créditos finales de carácter informático del
INSS que no fueron utilizados, resulta de las importan-
tes desviaciones, tanto positivas como negativas, pro-
ducidas en cada uno de los señalados conceptos/sub-
conceptos de gasto, compensando las desviaciones
negativas de unos conceptos de gasto con las positivas
experimentadas por otros. Sin esta compensación de
las desviaciones negativas con las positivas, resultaría
un índice de desviación del 53,43 por 100, como se
muestra en el epígrafe 5 de la Sección III de este Infor-
me, en el cuadro número 13, lo que hace aún más evi-
dente la falta de una adecuada planificación presupues-
taria de los proyectos informáticos y de las previsiones
de contratación derivadas de ellos 9.

3. Desde el punto de vista de cumplimiento de la
legalidad, debe señalarse que el INSS omitió el someti-
miento de los planes y proyectos informáticos a la
Comisión Ministerial de Informática para su estudio y
aprobación por dicho órgano colegiado, incumpliendo
lo establecido en las Ordenes Ministeriales de 17 de
enero de 1986 y de 16 de septiembre de 1996, regula-
doras, respectivamente, de la Comisión Ministerial de
Informática del Ministerio de Trabajo y Seguridad

Social y de la Comisión Ministerial de Informática del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (Ministerios
a los que, sucesivamente, ha estado adscrito el INSS
durante el período objeto de esta fiscalización), para la
aprobación de los Planes y Proyectos informáticos.

El INSS, al celebrar contratos de contenido infor-
mático no vinculados a planes y proyectos informáti-
cos, ha incumplido también lo dispuesto en el artículo
2.12. de la Orden de 16 de septiembre de 1996, del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, por la que se
regula la Comisión Ministerial de Informática (C.M.I.)
de dicho Departamento, según el cual los proyectos y
contratos informáticos deberán responder a necesida-
des e iniciativas contempladas en los correspondientes
planes de sistemas de tecnologías de la información y
comunicaciones.

Estos incumplimientos legales imputables al INSS
son muestra al mismo tiempo de dejación de funciones
e inoperancia por parte de la propia C.M.I., pues no
obstante tener conocimiento de dicho incumplimiento,
al informar contratos vinculados a proyectos que no
había aprobado previamente, no ha instado al INSS el
cumplimiento de las citadas normas.

En este sentido cabe destacar que entre la documen-
tación remitida por el INSS al Tribunal de Cuentas, a
su requerimiento, figura el informe correspondiente a
la inspección realizada en los Servicios Centrales del
INSS, en febrero de 1997, por la Inspección de Servi-
cios del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, para
examinar diversos aspectos de la organización, funcio-
namiento y contratación de la asistencia técnica infor-
mática, en el que se pone de manifiesto que la interven-
ción de la Comisión Ministerial de Informática en
materia de contratación de objeto informático se limita
a la emisión de los informes preceptivos (referidos de
las especificaciones técnicas y modalidades de contra-
tación, a incluir en los Pliegos de condiciones de los
contratos de asistencia en materia informática) previs-
tos en el artículo 2.º f) de la Orden Ministerial de 17 de
enero de 1986, reguladora de dicha Comisión, no ejer-
ciendo, en cambio, las facultades que dicha norma la
atribuye de «estudio y aprobación, en su caso, de los
planes informáticos parciales de los distintos Centros
Directivos, Organismos Autónomos y Entes de la Segu-
ridad Social, dependientes del Departamento (...)», de
«informe preceptivo sobre las previsiones de inversión
en materia informática formuladas por los distintos
Centros Directivos, Organismos Autónomos y Entes de
la Seguridad Social, dependientes del Departamento»,
y de «informe preceptivo sobre las previsiones de gasto
en materia informática que se incluyan en la propuesta
del Departamento para su consignación en los Presu-
puestos Generales del Estado o de la Seguridad
Social.»

4. Una consecuencia del incumplimiento por el
INSS de la obligación de someter los planes y proyec-
tos informáticos a la aprobación previa de la Comisión

9 A la vista de las alegaciones formuladas por el INSS, se reitera que el análi-
sis efectuado en el epígrafe 5 de la sección III y en el epígrafe 1.4.1.2. de la sec-
ción IV, de este Informe de Fiscalización Especial, sobre el grado de ejecución
presupuestaria de los créditos para gastos de naturaleza informática, ha sido reali-
zado por este Tribunal para poner de manifiesto la deficiente planificación de la
contratación informática de las entidades de la Seguridad Social. En efecto, cabe
hablar de planificación inadecuada y, sobre todo, de incumplimiento de los planes
realizados, en un contexto de variaciones presupuestarias de tanta importancia
como las expuestas en este Informe. Ello no supone la emisión de un juicio sobre
la legalidad, y ni siquiera sobre la oportunidad, de la actuación del INSS en la eje-
cución de sus presupuestos de gastos, ya que para poder valorar esos aspectos
habrían de tenerse en cuenta otros factores como la vinculación de créditos y las
decisiones de política económica general impuesta a las Entidades desde ámbitos
superiores de decisión.

de 1998, impide extraer conclusiones fiables sobre su
grado de ejecución y cumplimiento 8. 

2. Asimismo, debe ponerse de manifiesto que el
INSS carece, de información suficientemente desglosa-
da, por planes y proyectos informáticos, de las previsio-
nes presupuestarias, los presupuestos aprobados y las
liquidaciones de presupuestos correspondientes a los
ejercicios de 1994 a 1998, ambos incluidos, que permitan
realizar un seguimiento de la ejecución presupuestaria
específica de la contratación de contenido informático.

Los datos de la ejecución presupuestaria de los
conceptos y subconceptos de gasto, con contenido
exclusivamente informático, de los presupuestos del
INSS correspondientes a los ejercicios 1994 a 1998,
ambos incluidos, extraídos de las Memorias Anuales
de dicha entidad, son los que se muestran en el cuadro

núm.14, significando que hasta el ejercicio de 1997 el
INSS no abrió la rúbrica presupuestaria destinada a
los créditos previstos para los «Servicios de carácter
informático. Trabajos otras empresas» (concepto/sub-
concepto presupuestario 227.82), de tanta importan-
cia dentro de los contratos objeto de esta Fiscaliza-
ción por ser la partida presupuestaria a la que se
imputa el gasto de los contratos de consultoría y asis-
tencia y de servicios.

Las citadas rúbricas presupuestarias son:

206 Equipos para procesos de información.
Arrendamientos

216 Equipos para procesos de información. Repa-
ración y conservación.

220.2 Material informático no amortizable. Mate-
rial de oficina.

227.82 Servicios de carácter informático. Traba-
jos otras empresas. (a partir de 1997)

626 Equipos para procesos de información. Inver-
siones nuevas.

636 Equipos para procesos de información. Inver-
siones de reposición.

8 A pesar de que su período de ejecución excede del ámbito temporal de esta
Fiscalización, el Plan Director de Informática se citará a lo largo de este Informe
en repetidas ocasiones por ser el primer instrumento formalizado del INSS que
contiene, de forma sistematizada, referencias que ligan todos los proyectos infor-
máticos con los recursos previstos para su ejecución.
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Debe destacarse que el rápido crecimiento de la intro-

ducción de las tecnologías de la información y de las
comunicaciones en todos los procesos administrativos,
especialmente los de gestión de prestaciones, que se
desarrollan en el ámbito del INSS contrasta con la políti-
ca de congelación del personal propio con cualificación
informática desde 1988, fecha de la que data la Relación
de Puestos de Trabajo del Centro Informático del INSS,
e incluso de reducción de personal que se manifiesta a
partir de 1996 con la amortización de 4 puestos de traba-
jo de cualificación informática incluidos en dicha Rela-
ción de Puestos de Trabajo y con la falta de provisión de
un elevado porcentaje (el 17 por 100) de los puestos de
trabajo de dicha Relación.

De acuerdo con los datos que figuran en el Plan de
Acción integrante del Plan Director de Informática para

los años 1998 a 2000, la distribución cuantitativa de per-
sonal, en cada uno de los proyectos informáticos que el
Centro Informático del INSS está desarrollando, es la
que se detalla en el cuadro núm. 15, destacando el hecho
de que los efectivos propios representen menos de la
cuarta parte de los efectivos aportados por las empresas
privadas, si bien, la proporción aumenta, acercándose al
50 por 100, si se tiene en consideración el número de
jornadas anuales que según los proyectos serán presta-
das por personal al servicio de la Administración y el
ajeno. En el cuadro núm. 15 se detalla la distribución
cuantitativa para cada uno de los proyectos informáticos,
figurando en las dos últimas columnas las ratios que
expresan la proporción del personal propio respecto del
ajeno y la proporción entre los tiempos de trabajo desti-
nados por unos y otros a la ejecución de los proyectos.

En el cuadro núm. 16 se consignan los medios per-
sonales propios (columna 1) y ajenos (columna 3),
según categorías profesionales, utilizados en los pro-
yectos relacionados en el cuadro número 15, con expre-
sión de las jornadas de trabajo realizadas por unos y

otros (columnas 2 y 3, respectivamente) y de la propor-
ción de la proporción existente entre tales datos
(columnas 5 y 6), todo ello según los datos que figuran
también en el Plan de Acción integrante del Plan Direc-
tor de Informática para los años 1998 a 2000.

Ministerial de Informática y de la consiguiente deja-
ción por dicho órgano de sus funciones de coordina-
ción de las actuaciones de las distintas Entidades, que
afecta a la economía y a la eficiencia del gasto, es la
existencia de duplicidades o solapamientos en el desa-
rrollo de planes y proyectos que deben ser comunes.

— Una muestra de esta falta de coordinación es la
existencia de dos procesos de recogida de información,
a los que se dedican importantes recursos tanto propios
como ajenos, que operan de forma independiente sobre
los boletines de cotización a la Seguridad Social(TC/2).
El proyecto SARTIDO (Sistemas de almacenamiento,
recuperación y tratamiento de la información en disco
óptico), gestionado por el INSS, tiene como objetivo
principal la grabación en disco óptico e indexación de
los boletines de cotización (TC/2) y, en la actualidad, de
expedientes de prestaciones; es utilizado por personal
de las Direcciones Provinciales del INSS y su desarro-
llo, implementación y mantenimiento conlleva impor-
tantes inversiones en hardware y a la contratación de
asistencia técnica externa. Entre los contratos incluidos
en la muestra analizada en esta Fiscalización, 13 corres-
ponden al proyecto SARTIDO, habiendo generado un
gasto de global de 3.228 millones de pesetas.

Por su parte, la Tesorería General de la Seguridad
Social, y en concreto el Centro de Control de Recauda-
ción (CENDAR) dependiente de ella, graba los datos
de los TC/2 para su posterior tratamiento informático y
comparación con otras bases de datos con la finalidad
de control de la recaudación. En el caso del CENDAR
se graban los datos contenidos en los documentos de
cotización, no los propios documentos, lo que ha dado
lugar a la celebración de contratos de servicios con
empresas privadas; estos contratos han generado en los
ejercicios de 1994, 1995, 1996 y 1997 un gasto total de
3.848 millones de pesetas.

Si la grabación de los boletines de cotización que
realiza el INSS y la recogida de datos de los mismos
documentos efectuada por el Centro de Recaudación
de la TGSS se hubiera realizado en un único proceso,
se hubiera alcanzado una mayor eficiencia en el empleo
de los medios humanos y materiales y se hubiera obte-
nido una importante economía.

— Otro ejemplo de falta de coordinación entre las
Entidades de la Seguridad Social son las aplicaciones de
gestión de prestaciones del INSS (aplicación PROGES-
PRES) y del ISM (aplicación PRESMAR) cuyo desarrollo
y mantenimiento son generadores de importantes partidas
de gasto. En el período fiscalizado, y teniendo en cuenta
exclusivamente los contratos incluidos en la muestra de
462 contratos analizados, se han adjudicado contratos cuyo
objeto era el desarrollo o mantenimiento de PROGES-
PRES por importe de 2.251,3 millones de pesetas y otros
para el desarrollo y mantenimiento de PRESMAR por

importe de 302,1 millones de pesetas, que en parte podrían
haberse evitado mediante el desarrollo de una sola aplica-
ción común para ambas Entidades, ya que si bien sus desti-
natarios son diferentes (trabajadores del régimen general
de la Seguridad Social en un caso y trabajadores del mar
en otro), su objeto es muy similar en ambos casos (recono-
cimiento y pago de prestaciones de la Seguridad Social
gestionadas, respectivamente, por el Instituto Nacional de
la Seguridad Social y por Instituto Social de la Marina).

A juicio de este Tribunal corresponde a la Comisión
Ministerial de Informática, y precisamente mediante el
ejercicio efectivo de su función de estudio y aproba-
ción de los planes y proyectos informáticos, y también
al Consejo de Dirección de la Gerencia de Informática
de la Seguridad Social (sustituido en la actualidad por
el Consejo General de Tecnologías de la Información y
las Comunicaciones de la Seguridad Social), coordinar
la actuación de las Entidades Gestoras y Servicio
Común de la Seguridad Social y racionalizar el gasto
destinado a informática por dichas entidades, evitando
duplicidades como las señaladas que suponen un uso
poco eficiente de los recursos de la Seguridad Social
que podrían destinarse a otras atenciones.

5. En el INSS se observa, según los datos facilita-
dos a este Tribunal de Cuentas por dicha Entidad, una
desproporción cuantitativa y un desequilibrio cualitati-
vo entre los medios humanos propios y los ajenos que
componen los equipos de trabajo encargados del desa-
rrollo de los proyectos informáticos. 

En el Centro Informático del INSS, que es la unidad
de la Subdirección General de Gestión de Prestaciones
que tiene encomendada la función de dirección, control
y desarrollo de la organización informática en el INSS
atribuida a dicha Subdirección General por Real Decre-
to 2583/1996, de 13 de diciembre, la Relación de Pues-
tos de Trabajo vigente en 1994, al iniciarse el período
comprendido en el ámbito temporal de esta Fiscaliza-
ción preveía 57 puestos de trabajo de cualificación
informática (53 puestos de personal funcionario y 4
puestos de personal laboral), de los que 4 fueron amor-
tizados por Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de
diciembre de 1996. Al finalizar el periodo fiscalizado
(final del primer semestre de 1998), la Relación de
Puestos de Trabajo preveía, pues 53 puestos de trabajo
de cualificación informática, de los que estaban cubier-
tos de forma efectiva únicamente 44, lo que representa
un 17 por 100 de puestos de trabajo vacantes.

Además del personal propio, según la documenta-
ción remitida por el INSS a requerimiento de este Tri-
bunal, al finalizar el período fiscalizado el número de
personas que prestaban servicios en el propio Centro
Informático vinculadas por contratos de trabajo a
empresas con las que el INSS había celebrado contra-
tos de consultoría y asistencia y de servicios ascendía a
99, lo que evidencia la desproporción entre el personal
propio y ajeno existente en esta unidad.
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6. Los contratos de consultoría y asistencia y de ser-

vicios derivados de los diversos proyectos encubren, en
ocasiones, auténticas contrataciones de personal con cua-
lificación informática para resolver las carencias estruc-
turales existentes en el Centro Informático del INSS, sin
que tales asistencias tengan relación, en su ejecución real,
con proyectos informáticos concretos, sino que se trata
de contrataciones de personal para el cumplimiento de
funciones generales propias de dicho centro.

Esta práctica se refleja también en el anteriormente
citado informe de la Inspección de Servicios del Minis-
terio de Trabajo y Asuntos Sociales, en el que se pone de
manifiesto que «parte del personal de las distintas
empresas que figura en los contratos se destina a la aten-
ción de aplicaciones informáticas diferentes de aquellas
para las que fue contratado», lo que constituye una
modificación de los términos del contrato por parte del
INSS, y que «las variaciones en el perfil y características
técnicas del personal aportado por las empresas contra-
tantes se hacen sin formalidad alguna», que constituye
una modificación del contrato unilateral por parte del
contratista, pero consentida por el INSS 11.

Las señaladas modificaciones contractuales impli-
can, en primer lugar el incumplimiento de las normas
de procedimiento establecidas para las modificaciones
de los contratos y, en especial, de lo previsto tanto en el
artículo 18 de la LCE como en los artículos 60 y 102 de
la LCAP 12. Esta desvinculación entre el objeto de los
contratos —desarrollo de proyectos determinados— y
las prestaciones realmente ejecutadas, al transformar en
contratos de actividad unos contratos que son de resul-
tado, independientemente de cómo se haya estipulado
su valoración —a tanto alzado, por unidades de obra,
por horas de trabajo, etc—, constituye una grave distor-
sión de uno de los elementos básicos de la contratación
administrativa que es la asunción por el contratista del
«riesgo y ventura» inherente al contrato y supone, en
definitiva una grave quiebra de los principios de publi-
cidad y libre concurrencia, pues en la fase de ejecución
resultan alterados aspectos que en su momento pudie-
ron ser fundamentales de la decisión de licitar o no por
parte de las empresas y del contenido de la oferta de las
que efectivamente acudieron a la licitación.

7. Otra debilidad que se deriva de la falta de pro-
yectos suficientemente detallados y del desequilibrio
cualitativo entre el personal propio del INSS y el perso-

nal de las empresas contratistas es la pérdida del control
de los proyectos por parte de la Administración. En el
reiteradamente citado informe sobre la contratación de
asistencia técnica informática realizado por la Inspec-
ción de Servicios en los servicios centrales del INSS, se
advierte que el personal propio de la entidad no tiene
pleno acceso a los aspectos fundamentales de algunas
de las aplicaciones más importantes, que se reservan las
empresas contratadas, con lo que éstas se aseguran su
continuidad y la dependencia de la Entidad.

Por todo ello, las referencias que a continuación se
realizan a proyectos informáticos, tal como los deno-
mina la entidad, corresponden en realidad a programas
o aplicaciones informáticos que han sido objeto de
algún tipo de contratación, sin que en realidad corres-
pondan a unos auténticos proyectos globales previa-
mente programados y vinculados entre sí.

1.4.2 Análisis particularizado de los planes y proyec-
tos informáticos del INSS

En concreto, los proyectos específicos del INSS en
materia de informática que han generado algún tipo de
contratación externa durante el periodo que abarca la
presente Fiscalización han sido los siguientes:

1. Proyecto PROGESPRESS (Procedimiento
Informatizado de Gestión de las Prestaciones del Siste-
ma de la Seguridad Social). Su objetivo ha sido crear
procedimientos informatizados de gestión de los expe-
dientes de prestaciones de la Seguridad Social gestio-
nadas por el INSS, con la finalidad de reducir sus tiem-
pos de tramitación y de mejorar la atención a sus
beneficiarios, dotando simultáneamente al INSS de una
gestión transparente.

Este Proyecto se inició en 1986 y será sustituido por
las aplicaciones que se desarrollen en ejecución del
proyecto CARPA, cuya conclusión, inicialmente pre-
vista para diciembre de 1998, ha experimentado demo-
ras que han impedido el cumplimiento de dicho plazo.

La aplicación informática PROGESPRESS, una
vez implantada en todas las Direcciones Provinciales
del INSS (de forma descentralizada en 41 y centraliza-
da en 11) y prevista su sustitución por el proyecto
CARPA, no es objeto de nuevas inversiones pero sí
sigue generando gasto para su actualización (en fun-
ción de las variaciones de la normativa legal de las
prestaciones del INSS) y mantenimiento.

De acuerdo con los datos contenidos en el Plan Direc-
tor de la Entidad, los recursos humanos propios dedica-
dos a este proyecto son de 1 persona a tiempo parcial
(analista funcional) y los ajenos de 15 personas, lo que
pone de manifiesto las carencias estructurales de personal
del Centro Informático del INSS y la dependencia de la
empresa privada para el cumplimiento de sus funciones.

En el período objeto de fiscalización el gasto origi-
nado por este Proyecto en contratación externa ha

11 El INSS alega que los Pliegos de prescripciones técnicas de los contratos
preveían que «dependiendo de las necesidades del Centro, el director del mismo,
podrá solicitar la movilidad, bien geográfica, bien funcional, del personal que
preste los servicios de apoyo técnico, siempre que las tareas asignadas pertenez-
can al entorno y categoría que corresponda», lo que confirma la tesis expuesta por
este Tribunal de que el objeto de estos contratos no era el desarrollo de proyectos
informáticos determinados, sino meras contrataciones de personal informático
para suplir las carencias estructurales de personal propio.

12 El INSS ha alegado que la posibilidad de tales variaciones en el perfil y
características técnicas del personal aportado por las empresas adjudicatarias de
los contratos de servicios estaba contemplada en los respectivos Pliegos de pres-
cripciones técnicas, pero no ha acreditado el cumplimiento, en la práctica, de los
requisitos y formalidades previstas en los propios Pliegos  para llevar a cabo esas
variaciones.

Los datos del cuadro núm.16 muestran con claridad
que a la desproporción cuantitativa entre medios perso-
nales propios y ajenos hay que sumar el desequilibrio
en su distribución cualitativa. Efectivamente, puede
comprobarse que la mayor proporción de personal pro-
pio se acumula en la categoría de operador, es decir en
la de menor cualificación profesional, no estando pre-
visto en los proyectos señalados la participación de per-
sonal propio con cualificación superior a la de analista
funcional. Así, se prevén los servicios de 6 consultores
(941 jornadas anuales), 4 técnicos de sistemas (900 jor-
nadas anuales) y 3 administradores de bases de datos
(675 jornadas) al servicio de las empresas privadas adju-
dicatarias de los contratos de asistencia, no estando pre-
vista, en cambio, la participación de personal de catego-
rías equivalentes al servicio de la Administración. Esta
situación conlleva una escasa capacidad de la Adminis-
tración para dirigir y controlar los proyectos.

El coste previsto en el citado Plan Director de Infor-
mática de los recursos humanos necesarios para los pro-
yectos informáticos que contempla, es fiel reflejo de esta
situación: el valor por cociente entre el coste de los
recursos propios, (122.321.000 pesetas) y el coste de los
recursos ajenos (853.758.000 pesetas) es de sólo 0,14,
ratio que es muy inferior a las obtenidas de la compara-
ción entre efectivos de personal propio y ajeno y entre
las jornadas dedicadas por unos y otros y es demostrati-
vo tanto del desequilibrio cualitativo apuntado, como del
menor coste del personal propio respecto del personal
ajeno, cuestión a la que se hace referencia más amplia en
el apartado 3 del epígrafe 1.5.2. de esta misma Sección
del Informe, y que abona la opinión, atendiendo a crite-
rios de eficiencia y economía, de que sería conveniente
incrementar la proporción de personal propio, disminu-
yendo la dependencia respecto de la empresa privada, de
acuerdo con la necesidades estructurales del INSS.

Conviene señalar que en el propio Plan Director de
Informática del INSS para los años 1998 a 2000 se
ponen de manifiesto, como puntos débiles de la infor-
mática del INSS, «la falta de estructura y de recursos
humanos propios suficientes para acometer los proyec-
tos requeridos» y «la excesiva dependencia de recursos
externos ante la falta de rigurosidad en el control de los
proyectos», cuya corrección exigiría la «dotación de
estructura y recursos propios capaces de asumir el con-
trol total de los proyectos, permitiendo limitar el recur-
so a las empresas externas a los últimos estadios del
ciclo de los sistemas de información» e «incrementar
los niveles de control sobre el trabajo de las empresas
externas a fin de limitar la dependencia».

Los datos expuestos indican que el Centro Informá-
tico del INSS tiene una estructura de personal propio
insuficiente en relación con las funciones que desem-
peña como órgano usuario de las aplicaciones informá-
ticas centralizadas y, al mismo tiempo, de manteni-
miento y asistencia técnica, en materia informática,
respecto de los restantes centros del INSS usuarios de
aplicaciones informáticas, funciones que deben califi-
carse de permanentes y no coyunturales, lo que hace
necesario el estudio de la conveniencia de ampliar los
medios personales propios, previo estudio de su estruc-
tura y de las cargas de trabajo existentes y de las previ-
sibles en el futuro 10.

10 El INSS, en trámite de alegaciones, corrobora la opinión del  Tribunal de Cuen-
tas, si bien pone de manifiesto «el escaso margen de maniobra del que el INSS ha dis-
puesto en materia de modificación y cobertura de la Relación de Puestos de Trabajo,
debiendo ajustar, en todo caso, sus actuaciones a las directrices que en materia de per-
sonal le han venido marcadas por nuestro Departamento Ministerial, así como por el
MAP y el Ministerio de Hacienda». El Tribunal de Cuentas ya ha tenido en cuenta
que la modificación de las Relaciones de Puestos de Trabajo está fuera del ámbito de
decisión de las propias Entidades, motivo de la recomendación contenida en el punto
5 del epígrafe 2 de la Sección V Conclusiones y Recomendaciones.



B
O

E
n

ú
m

.1
5

V
iern

es
1

7
en

ero
2

0
0

3
2

3
2

5
puestos de alta dirección del INSS de una herramienta
que sirva de ayuda para la toma de decisiones.

Este proyecto fue iniciado en enero de 1993 y ha
seguido en ejecución en el período a que se refiere la
Fiscalización, sin que existan fases de ejecución dife-
renciadas ni fecha de conclusión, ya que está perma-
nentemente en revisión para atender a las peticiones de
los usuarios.

Los recursos humanos propios del INSS dedicados
a este proyecto en el periodo fiscalizado han sido un
analista programador a tiempo parcial, y los ajenos de
dos personas. Los contratos celebrados por el INSS
para el desarrollo de este proyecto en este periodo han
sido 3, uno de ellos en 1995 y los dos restantes en 1997,
por un importe total de 82 millones de pesetas.

6. Proyecto ASIA (Asistencia Sanitaria Internacio-
nal). Su objetivo principal es la informatización de una
gestión integral de la prestación por asistencia sanitaria.

Este proyecto se inició en mayo de 1997 estando
previsto que su ejecución comenzara en enero de 1998,
desarrollándose en 2 fases, la primera de las cuales con-
sistía en el envío de ficheros a los Servicios Centrales
del INSS para su integración en la base de datos ASIA
centralizada; la segunda fase pretende el desarrollo
íntegro de la aplicación, con toda la información alma-
cenada en ficheros en los Servicios Centrales del INSS,
si bien la captura de datos se efectuará por las Direccio-
nes Provinciales, pudiendo tanto éstas como los Servi-
cios Centrales hacer la explotación de la aplicación.

De acuerdo con la información facilitada por el
INSS, en octubre de 1998 la primera fase estaba en
explotación y ya había sido realizado el análisis funcio-
nal de la segunda fase.

Los recursos humanos propios del INSS asignados
a este proyecto fueron dos personas (una de ellas a
tiempo parcial). A su vez, el objeto del lote 1 del con-
trato CP 28/98 fue la aportación de personal para el
desarrollo de los proyectos ASIA, INCA, DAMIAN,
JURIDICA e INVENTARIO, para cuya ejecución con-
junta la empresa adjudicataria de dicho lote aportó 30
trabajadores con cualificación informática.

7. Proyecto INCA (Procedimiento informatizado
de incapacidad temporal). Tiene como objetivo susti-
tuir el anterior sistema de gestión de las prestaciones
por incapacidad temporal por un sistema que gestione
el pago de las prestaciones de incapacidad temporal y
maternidad en una red común que garantice la integri-
dad de todos los procesos y aumente la agilidad tanto
en la resolución como en el pago de las prestaciones,
creando una aplicación centralizada de conexión on-
line con las bases de datos corporativas de la Seguridad
Social y siguiendo la filosofía de seguridad y confiden-
cialidad de los datos del sistema SILCON, común al
conjunto de entidades de la Seguridad Social. Con res-
pecto al pago delegado de estas prestaciones, el INSS
pretende contrastar por medio de este Proyecto la infor-
mación de los procesos de incapacidad temporal alma-

cenados en sus bases de datos con los documentos de
cotización.

La elaboración de la base de datos de control de pro-
cesos sobre la que se asienta este Proyecto, fue iniciada
en agosto de 1997 estando previsto que entraría en pro-
ducción en enero de 1998. Las fases previstas para la
ejecución del proyecto eran las siguientes: 1ª Creación
de una base de datos de procesos vigentes de incapaci-
dad temporal; 2ª Generación de una aplicación de ges-
tión del pago directo de incapacidad temporal; 3ª Con-
trol del pago delegado de esta prestación mediante
cruces informáticos con información residente en el
sistema de la Seguridad Social.

Los recursos humanos propios dedicados por el INSS
a este proyecto se limitaron a un programador. Al igual
que en el proyecto ASIA, el desarrollo de este proyecto
se incluyó como parte del lote 1 del contrato CP 28/98,
para cuya ejecución conjunta la empresa adjudicataria
aportó 30 trabajadores con cualificación informática.

8. Proyecto PRISMA (Programa de Reordenación
de la Información para el Seguimiento Mensual de
Actividades). Su finalidad es mejorar el seguimiento de
la gestión de prestaciones.

Este proyecto se inició en 1995 y en una primera
fase estuvo operativo en el área de reconocimiento de
prestaciones, que era su finalidad inicial y supuso un
nuevo diseño de la base de datos, modificando la apli-
cación PROGESPRESS, un nuevo sistema de transmi-
sión de la información y el desarrollo de nuevas herra-
mientas. Según la información facilitada por el INSS,
el sistema se ha puesto en explotación a lo largo 
de 1997 en los Servicios Centrales de la Entidad y en
todas sus Direcciones Provinciales y en la fecha en que
se realizaron los trabajos de fiscalización ya se realiza-
ba el mantenimiento perfectivo y correctivo del Pro-
yecto, encontrándose en estudio hacerlo extensivo a la
totalidad de la actividad provincial a la vista de los
resultados obtenidos.

Los recursos humanos tanto propios como ajenos y
los económicos dedicados a este proyecto son los mis-
mos que los del proyecto SID.

1.5 Análisis de la contratación del INSS

Los contratos de objeto informático celebrados por
el INSS incluidos en la muestra analizada en esta Fisca-
lización han sido 59, habiendo supuesto un gasto para la
Entidad Gestora de 7.888,7 millones de pesetas, que
representan el 9,91 por 100 del gasto total generado por
los contratos analizados celebrados por el conjunto de
la Entidades Gestoras y Servicio Común de la Seguri-
dad Social, como se refleja en el anexo número 1 de este
Informe. La distribución de los contratos celebrados por
el INSS y analizados en esta Fiscalización se refleja en
el cuadro 17 y en los cuadros 18, 19 y 20 distinguiendo
por ejercicio y naturaleza de los contratos celebrados y
formas de adjudicación, respectivamente.

ascendido a un importe de 1.408,2 millones de pesetas,
correspondientes a la celebración de 9 contratos, de los
que 4 corresponden al ejercicio de 1994, 3 al de 1995 
y 2 al de 1997.

2. Proyecto CARPA (Concentración de las aplica-
ciones de resolución de prestaciones automáticas). El
objetivo de este Proyecto es concentrar en un único
centro de proceso de datos las aplicaciones para resolu-
ción informatizada de las prestaciones de Seguridad
Social gestionadas por el INSS, modernizando la apli-
cación PROGESPRESS (a la que sustituirá), 

Su desarrollo consta de 3 fases: a) CARPA 1, que se
inició en noviembre de 1996 y concluyó en octubre de
1997, siendo su objeto la centralización de la aplicación
de reconocimiento de prestaciones para 10 Direcciones
Provinciales y la incorporación del proyecto ICARO (al
que más adelante se hace referencia) en la Dirección
Provincial de Madrid, con la finalidad de resolver los
problemas de obsolescencia de la plataforma física en
esas unidades, así como incorporar en ellas el Sistema
de Confidencialidad de los Datos Automatizados Cor-
porativos de la Seguridad Social (SILCON); b) CARPA 2,
que se inició en abril de 1998 y cuya fecha de conclu-
sión no está determinada en el Plan Director del INSS,
teniendo como objeto igualmente la centralización de la
aplicación de reconocimiento de prestaciones en las res-
tantes 42 Direcciones Provinciales del INSS y la migra-
ción de la aplicación PROGESPRESS al entorno OS/390
que permita su ejecución centralizada; c) CARPA 3, que
se inició en junio de 1997 con una finalización prevista
inicialmente para el mes de diciembre de 1998, consis-
tiendo en la migración de las aplicaciones PROGES-
PRES de reconocimiento de prestaciones a un entorno
avanzado de base de datos, según los estándares del
Ministerio Trabajo y Asuntos Sociales, y la modifica-
ción del modelo de comunicaciones con la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social para la utilización de
sus bases corporativas.

Según la información contenida en el Plan Estraté-
gico del INSS para 1998, los recursos humanos propios
del INSS dedicados a este Proyecto eran de 4 personas
y los ajenos de 26 personas. El importe de los 3 contra-
tos celebrados por el INSS para la ejecución de este
Proyecto asciende a 892,9 millones de pesetas, corres-
pondiendo dos contratos al ejercicio de 1996 y el terce-
ro al de 1997.

3. Proyecto ICARO (Incorporación del cálculo
automático y la resolución on-line). Su objetivo es la
resolución inmediata de las solicitudes de prestaciones,
mejorando su calidad, mediante la utilización de los
recursos informáticos.

El proyecto ICARO debía ser desarrollado conjun-
tamente por el Centro Informático del INSS y la Geren-
cia de Informática de la Seguridad Social pero no ha
llegado a originar gasto en contratación externa durante
el periodo fiscalizado. De acuerdo con la documenta-
ción facilitada por el INSS, el proyecto no se ha llevado

a cabo, sin que haya constancia documental de la fecha
prevista para su inicio ni sobre las previsiones para su
desarrollo futuro. No obstante, se incluye esta referen-
cia al Proyecto ICARO por su conexión con otros pro-
yectos relacionados anteriormente, que pone de mani-
fiesto la vinculación de unos proyectos con otros (el
ICARO con el CARPA y este, a su vez, con el PRO-
GESPRESS), sin que exista una programación adecua-
da real y de conjunto, debidamente formalizada e infor-
mada por los órganos competentes, vinculación que
puede conllevar que el retraso o la falta de ejecución
adecuada de alguno de ellos interfiera, directa o indi-
rectamente, sobre los demás, con el riesgo para la
correcta ejecución del conjunto que ello supone. Esta
circunstancia debería tenerse en cuenta muy especial-
mente en Proyectos como el ICARO, en cuyo desarro-
llo debía participar la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social, ya que los problemas descritos podrí-
an afectar no sólo al INSS, sino a otras entidades o a
otros proyectos informáticos de la Seguridad Social.

4. Proyecto SARTIDO (Sistemas de almacena-
miento, recuperación y tratamiento de información en
disco óptico). Su principal objetivo fue reducir los
tiempos de tramitación de prestaciones de la Seguridad
Social gestionadas por el INSS facilitando el acceso a
la información sobre las cotizaciones efectuadas por
los usuarios finales del Sistema de la Seguridad Social,
mediante la grabación de los Boletines de cotización
«TC-1» y «TC-2» en discos ópticos, soporte que tiene
las ventajas de permitir el rápido acceso a la informa-
ción, el acceso simultáneo a un mismo documento
desde diferentes puestos de trabajo, el ahorro de espa-
cio y la conservación indefinida de la información. 

Este proyecto fue iniciado en 1988 y se ha desarro-
llado desde entonces con la adquisición e instalación
de tres configuraciones: MEGADOC, INVESDOC-
ATRIO y POSEIDOC-ATRIO. En septiembre de 1998,
el proyecto estaba implantado con sistema de almace-
namiento con software MEGADOC en 24 Direcciones
Provinciales del INSS, con software INVESDOC-
ATRIO en 12 Direcciones Provinciales y 3 en unidades
de la Dirección General y con software POSEIDOC-
ATRIO en 2 Direcciones Provinciales.

En las Direcciones Provinciales de Madrid y de Bar-
celona están instalados sistemas independientes para el
archivo de los expedientes de prestaciones derivados de
la aplicación PROGESPRESS.

Conforme a la información facilitada por el INSS
los recursos humanos propios dedicados a este proyec-
to son de 4 personas (a tiempo parcial) y los ajenos 
de 9 personas. Los contratos celebrados por el INSS
para el desarrollo de este proyecto en el periodo fiscali-
zado han sido 3 en 1994, 3 en 1995, 1 en 1996 y 7 
en 1997, cuyos importes de adjudicación suman
1.599,6 millones de pesetas.

5. Proyecto SID (Sistema de Información de
Directivos). El objetivo del proyecto es dotar a los
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Conviene señalar que el gasto que representan
los contratos celebrados por el INSS en el ejercicio
de 1998 corresponde exclusivamente a contratos
celebrados durante el primer semestre de dicho año.
Se advierte una importante disminución del gasto
en el año 1996 —año en que se prorrogó el presu-
puesto— y la tendencia a la disminución del núme-
ro de contratos y al incremento en sus importes
medios.

El detalle según el tipo de contrato ofrece los siguien-
tes resultados, que ponen de manifiesto la práctica ine-
xistencia de contratos de obra y el reparto del gasto, casi
al 50 por 100, entre los contratos de suministro y los de
consultoría y asistencia y de servicios, sí bien estos últi-
mos representan, en cuanto a número de contratos fisca-
lizados, sólo el 40,68 por 100 . En el cuadro número 19
y en el gráfico número 8 se reflejan los datos correspon-
dientes a la distribución por tipo de contrato.

En cuanto a la distribución por ejercicios económi-
cos no cabe señalar una tendencia uniforme en la evo-
lución del número de contratos celebrados y del gasto
que éstos han generado. Así, en el cuadro número 17,
se observa que fue en el ejercicio de 1997 cuando se
realizó un mayor gasto en contratos de consultoría y
asistencia y de servicios, que representa el 46 por 100
del total gastado por el INSS en contratos de esta natu-
raleza incluidos en la Fiscalización, aun cuando el
número de contratos celebrados fue mayor en el ejerci-
cio de1994, que sin embargo sólo han supuesto el 14

por 100 del gasto adjudicado en el período. En cuanto a
los contratos de suministros, el mayor número de con-
tratos corresponde al ejercicio de 1995, que, con 12
contratos representa el 23 por 100 del importe adjudi-
cado en el período objeto de fiscalización, mientras que
en el ejercicio de 1996, 6 contratos dieron lugar a un
gasto que supone el 34 por 100 del total del importe
adjudicado por el INSS en contratos de esta naturaleza
incluidos en la Fiscalización.

El detalle por ejercicios económicos es el siguiente,
reflejado en el cuadro 18 y en el gráfico número 7.
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Como también se ha señalado anteriormente en la
repetida Sección II, el grado de concentración de las
adjudicaciones en un reducido número de empresas es
muy elevado, resultando que una sola empresa ha
obtenido adjudicaciones del INSS que absorben más
del 36,24 por 100 del total adjudicado por este Institu-

to, que suponen el 22 por 100 del número total de con-
tratos fiscalizados. Las tres empresas con mayor volu-
men de adjudicaciones absorben el 57,17 por 100 
del gasto total del INSS fiscalizado. En el cuadro
número 21 y en el gráfico número 11 se reflejan tales
adjudicaciones.

Atendiendo a las formas de adjudicación utilizadas,
la distribución de expedientes fiscalizados es la que
figura en el cuadro número 20 y en los gráficos número
9 y 10. El resumen de los contratos por formas de adju-
dicación es muy semejante que el expuesto en la Sec-
ción II de este Informe para el conjunto de las entida-
des, es decir, utilización preferente del procedimiento
negociado (64 por 100 de los expedientes fiscalizados
que representan un 31,46 por 100 del gasto) y mayor
repercusión de las adjudicaciones por concurso en

cuanto al gasto global (25,43 por 100 de los expedien-
tes fiscalizados que representan el 66,42 por 100 del
gasto), con un solo expediente adjudicado mediante
subasta, siendo de aplicación las precisiones efectua-
das en la Sección II respecto del importe de los contra-
tos analizados, que en todo caso exceden de los límites
meramente cuantitativos establecidos para la contrata-
ción directa y para el procedimiento negociado, y res-
pecto de las adquisiciones a través del Servicio Central
de Suministros.
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1.5.1 Contratos de obras del INSS

En la muestra de 59 contratos celebrados por el
INSS analizados en esta Fiscalización únicamente 2
son contratos de obra que tuvieron la finalidad de hacer
posible la instalación y puesta en funcionamiento de
equipos y sistemas informáticos.

Los 2 expedientes se refieren a la misma obra de
«Instalación de suelo informático en la sede la Direc-
ción Provincial del INSS en La Rioja», constituyendo el
segundo de los expedientes una modificación contrac-
tual del primero. El expediente principal (6/C.P.-6/96)
fue adjudicado mediante subasta por el Director Gene-
ral del INSS en 28 de diciembre1995, en 36.511.877
pesetas, con una baja sobre el presupuesto de licitación
del 23,45 por 100 y un plazo de ejecución de 3 meses.
El segundo expediente (1110/JC-63/96) fue un modifi-
cado del anterior aprobado en 14 de noviembre de1996,
por un importe de 7.291.205 pesetas.

El acto de comprobación del replanteo, que marca la
fecha de inicio de las obras, se llevó a efecto en 12 de
febrero de1996; sin embargo, en 19 de marzo996 el
órgano de contratación acordó la suspensión temporal
de la obra por no estar el local desocupado, circunstan-
cia a la que no se hace mención ni en el acta de replan-
teo previo ni en la de comprobación de replanteo. La
suspensión de las obras se prolongó hasta el 1 de agosto
de 1996, fecha en que se reanudaron las obras. Esta sus-
pensión temporal de la obra, motivada por circunstan-
cias que no puede calificarse de imprevisibles, y que es
imputable al INSS, denota una deficiente planificación
del contrato y pudo haber dado lugar a la indemnización
de daños y perjuicios al contratista en aplicación de lo
dispuesto en el artículo 148 del Reglamento General de
Contratación 13.

También debe destacarse que la modificación de
dicho contrato (a la que corresponde el segundo de los
expedientes analizados) estuvo motivada por la necesi-
dad de introducir modificaciones como consecuencia
de errores en la redacción del proyecto (y también en
los proyectos de otras obras, de contenido no informá-
tico, realizadas simultáneamente en la sede de la Direc-
ción Provincial del INSS en la Rioja) y de necesidades
nuevas, lo que es muestra de la defectuosa preparación
del contrato 14.

La orden de inicio del expediente de modificación
se dictó el día 2 de agosto de 1996, es decir, el día
siguiente de reanudarse las obras tras su suspensión
temporal, sin que se acordara una nueva suspensión. La
modificación fue aprobada por el órgano de contrata-
ción el 18 de noviembre de 1996, cuando ya había
transcurrido el plazo previsto en el contrato para la
finalización de la obra, lo que indica su incumplimien-
to, y se formalizó el 13 de diciembre de 1996, no obs-
tante lo cual la modificación se aprobó sin incremento
del plazo de ejecución.

La obra se finalizó el día 15 de diciembre de 1996,
con una demora (sin tener en cuenta el tiempo en que
estuvo suspendida) en su ejecución superior a 2,5
meses, habiendo incumplido el INSS lo dispuesto en el
artículo 96 de la LCAP al no resolver el contrato ni,
como opción alternativa, imponer al contratista las
correspondientes penalidades 15. 

La modificación del contrato produjo un incremen-
to de su precio del 19,97 por 100 respecto del presu-
puesto de ejecución del principal, que unido al 9,47 por
100 que representó la liquidación final de ambos, prin-
cipal y reformado, determinó un incremento del 31,32
por 100 sobre el precio inicialmente pactado para la
ejecución de este contrato.

1.5.2 Contratos de consultoría y asistencia y de
servicios del INSS

El INSS ha celebrado un total de 24 contratos de
esta naturaleza en el período y en el ámbito objeto de
esta Fiscalización por un importe de 4.006,5 millones
de pesetas, lo que representa el 9 por 100 del importe
de los contratos de este tipo celebrados por el conjunto
de las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la
Seguridad Social y suponen el 41 por 100 de los con-
tratos del INSS incluidos en esta Fiscalización y el 51
por 100 de su importe, siendo por tanto los contratos de
esta naturaleza los de mayor importancia relativa entre
los fiscalizados de esta Entidad.

El objeto de estos contratos ha sido fundamental-
mente la asistencia técnica para el mantenimiento y
desarrollo de nuevas aplicaciones informáticas y el
mantenimiento de los equipos y sistemas.

El procedimiento de adjudicación de estos contratos
ha sido el concurso en 7 ocasiones, por un importe 
de 3.096,5 millones de pesetas (29 por 100 de los con-
tratos analizados que representa el 77 por 100 del gasto
total); la contratación directa o el procedimiento nego-
ciado fueron utilizados en 13 ocasiones por un importe

13 El INSS, en trámite de  alegaciones, confirma que la suspensión de la obra
fue decidida por el propio Instituto después de realizada la comprobación del
replanteo, para «agilizar la ejecución de las obras y en evitación de trastornos e
incomodidades en el desarrollo del normal funcionamiento de los servicios que en
el Centro se prestaban». Por ello, su alegación en el sentido de que la empresa
adjudicataria de la obra no habría tenido derecho, en su caso, a indemnización por
la suspensión, porque en el acto de comprobación del replanteo había tenido cono-
cimiento de que los locales en los que debían ejecutarse las obras no habían sido
desalojados, no desvirtúa la opinión de este Tribunal expresada en el Informe.

14 El INSS alega que la modificación del contrato se debió a los «nuevos
requerimientos del proyecto SILUETA» y no a errores en el proyecto, lo que no
se compadece con el informe de la Oficina de Supervisión de Proyectos del INSS
que obra en el expediente, del que se deduce que el modificado estuvo motivado,
no sólo en los nuevos requerimientos del proyecto SILUETA (lo que por sí deno-
ta la falta de previsión del Instituto), sino también en diversos errores en el pro-

yecto de la obra principal (por ejemplo, el proyecto no previó la necesidad de pin-
tar los locales en que se ejecutó la obra), como este Tribunal pone de manifiesto
en el presente Informe de Fiscalización.

15 A la vista de las alegaciones formuladas por el INSS, cabe añadir que el
artículo 96.3 de la LCAP permite a la Administración contratante optar bien por
la resolución del contrato bien por la imposición de penalidades, pero en modo
alguno establece la inactividad administrativa –mera dejación de responsabilida-
des– como tercera alternativa.
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En el concurso 13/97, distribuido en 5 lotes, con
cuatro adjudicatarios distintos, no hay diferencias
tampoco entre los precios/hora según categorías

profesionales ofertados por los adjudicatarios. Los
datos son los que se consignan en el cuadro núme-
ro 23.

En ambos casos es apreciable el mayor coste del
personal ajeno, especialmente en las categorías supe-
riores (el coste de los servicios de los Analistas de Sis-
temas ajenos prácticamente triplica el correspondiente
al personal propio de la misma categoría), lo que abona
la opinión ya expresada sobre la necesidad de que la
plantillas de personal propio cubra suficientemente las
necesidades de naturaleza estructural del INSS, de
manera que no sea necesario recurrir para su satisfac-
ción a la contratación externa.

El hecho de que en los dos contratos analizados en el
apartado anterior no existan diferencias entre los pre-
cios/hora de cada categoría profesional contenidos en
las ofertas de los adjudicatarios, y sin baja sobre los pre-
cios máximos calculados por el INSS en el presupuesto
del contrato 16, pone de manifiesto que el INSS no ha

alcanzado plenamente el objetivo de conseguir una con-
currencia efectiva y es muestra, bien de una deficiente
preparación por el INSS del expediente de contratación,
bien de la situación de cautividad en que se encuentra el
INSS respecto de empresas determinadas como conse-
cuencia del excesivo grado de contratación externa y de
la pérdida de control de los proyectos que ello conlleva.

4. La causa alegada por el INSS para la contrata-
ción directa en 8 expedientes de 1994 y 4 de 1995 ha
sido la imposibilidad o no conveniencia de promover
concurrencia en la oferta establecida en el artículo 9 b)
del Decreto 1005/1974, que permite dicha forma de
adjudicación cuando sólo exista una empresa clasifica-
da para realizar los estudios o servicios o cuando por
circunstancias excepcionales no convenga promover la

16 El INSS, en el trámite de alegaciones, afirma que en todos los lotes del con-
trato CP 11/97 analizado se produjeron bajas respecto del presupuesto de licitación.
Sin embargo, las pretendidas bajas fueron en realidad reducciones en el precio total

máximo de cada lote, proporcionales a la reducción de la duración de los contratos
y por lo tanto de la prestaciones derivadas de ellos, motivadas en la existencia de
retrasos en las respectivas adjudicaciones, no habiéndose producido en ningún caso
bajas en los precios unitarios presupuestados para cada categoría profesional.

de 785,9 millones de pesetas (54 de los contratos anali-
zados que representa el 19,6 por 100 del gasto total);
en 1 caso se prorrogó un contrato vigente por importe
de 62,5 millones de pesetas (4 por 100 de los contratos
analizados que representa el 1,6 por 100 del gasto total)
y 3 contratos se corresponden con modificaciones de
contratos anteriores que han supuesto una reducción de
61,5 millones de pesetas en los importes adjudicados
(13 por 100 de los expedientes analizados que repre-
sentaron una disminución del gasto del 1,5 por 100).

De los 24 expedientes incluidos en la muestra selec-
cionada para esta Fiscalización deben destacarse las
siguientes incidencias:

1. En los contratos celebrados en los ejercicios 
de 1994 y 1995, el INSS no ha solicitado en todos los
casos los informes de la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social (GISS) o de la Comisión Ministerial
de informática (CMI), referidos a los Pliegos de pres-
cripciones técnicas o a las propuestas de adjudicación,
incumpliendo así las disposiciones reguladoras de los
citados órganos colegiados, por las que tales informes
eran preceptivos. Con ello, el INSS impidió a dichos
órganos el desempeño de las funciones de coordina-
ción y racionalización que el ordenamiento jurídico les
atribuye, sin perjuicio de la responsabilidad que tam-
bién incumbe a dichos órganos por la dejación de fun-
ciones en que incurrieron cuando tuvieron conocimien-
to de dicha contratación y no recabaron del INSS el
estricto cumplimiento de la normativa vigente. Durante
la totalidad del período fiscalizado el INSS también
omitió, con carácter general, someter la contratación de
objeto informático a los preceptivos informes de la
Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes y
Servicios Informáticos, como ya ha sido puesto de
manifiesto en el epígrafe 1.2.2. de la Sección III de este
Informe de Fiscalización Especial.

2. Los informes de insuficiencia de medios emiti-
dos por los órganos de contratación o por los servicios
interesados en la celebración de los contratos, exigidos
por el artículo 4 del Decreto 1005/1974 y por el artículo
203 de la LCAP correspondientes a 12 contratos (6 del
ejercicio 1994 y otros tantos de 1995), son de carácter
genérico y no hacen referencia expresa al objeto de
cada contrato en particular, pudiendo ser igualmente
aplicables a la contratación de otros servicios o asisten-
cias de muy diferente contenido, sin que en ningún
caso conste que se hayan realizado estudios de cargas
de trabajo que justifiquen de forma más precisa la nece-
sidad de acudir a la contratación externa.

3. Los contratos de esta naturaleza que han incluido
costes directos e individualizados de personal con cuali-
ficación informática han sido 9 (3 en el ejercicio de
1994, 4 en el ejercicio de 1995 y 2 en el de 1997) y el
coste de este personal ha ascendido a un total 
de 2.145,8 millones de pesetas. El recurso a la contrata-
ción externa de personal con cualificación informática
ha sido justificado por el INSS por la falta de actualiza-
ción de la Relación de Puestos de Trabajo, que data de
1988, que contrasta con la potenciación del uso de las
tecnologías de la información y de las comunicaciones
que se ha llevado a cabo en el Instituto desde aquella
fecha. Como se ha señalado anteriormente en el epígrafe
2.4 anterior, la Relación de Puestos de Trabajo del Cen-
tro Informático del INSS fue modificada por acuerdo del
Consejo de Ministros de 27 de diciembre de 1996, que
amortizó 4 plazas de personal de cualificación informá-
tica, y en 1998 estaban sin cubrir el 17 por 100 de los
puestos de trabajo de dicho puesto de trabajo.

Se han analizado especialmente dos contratos (con-
cursos 11/97 y 13/97) en los que es más patente que
estuvieron motivados en la insuficiencia estructural de
personal propio del Centro Informático del INSS, y
cuyos precios se determinaron en función de precios
hora/hombre por categorías profesionales ofertados por
sus adjudicatarios. Para este análisis se han relacionado
los datos extraídos de dichos contratos con la informa-
ción facilitada por el INSS a este Tribunal sobre los
costes de personal propio, en los que están incluidas las
cuotas patronales de la Seguridad Social. La compara-
ción se ha hecho entre el coste hora/hombre por cate-
gorías, en que fueron adjudicados los distintos lotes de
los citados contratos, respecto del personal ajeno, y el
coste hora/hombre resultante de suponer que las retri-
buciones anuales del personal del INSS corresponden a
1.736 horas anuales de trabajo para niveles de comple-
mento de destino 26 o superior y de 1.627,5 horas
anuales para niveles inferiores a 26.

En el concurso número 11/97 el resumen de los pre-
cios de adjudicación, a siete empresas distintas, de los
diez lotes en que se dividió el objeto del contrato y su
comparación con los costes del personal informático
del INSS, es el que figura en el cuadro 22. Debe preci-
sarse que no todos los lotes incluían la totalidad de las
categorías, pero todos los adjudicatarios de los distin-
tos lotes ofertaron los mismos precios para cada cate-
goría (excepto en el lote IX, cuyo adjudicatario ofertó
un precio de 3.500 pesetas para la categoría de Técnico
medio), sin baja sobre los precios máximos presupues-
tados por el INSS.
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el inicio de la ejecución de la prestación sin la previa
formalización del contrato, norma de aplicación a estos
contratos en virtud de la remisión que el artículo 1 del
Decreto 1005/1974, de 4 de abril, hace a la legislación
de contratos del Estado, en especial la referente al con-
trato de obras, como supletoria de la regulación que en
el propio Decreto se establece para los contratos de
asistencia con empresas consultoras o de servicios.

6. En el expediente relativo a la prórroga desde 1
de febrero de 1997 hasta 31 de marzo de 1997 del
servicio de apoyo técnico dirigido a cubrir las necesi-
dades de asistencia técnica del INSS se ha verificado
que el adjudicatario del lote I ha facturado servicios
prestados fuera del período establecido, lo que ha sido
justificado por el INSS por necesidades del servicio. El
INSS incumplió lo dispuesto en el artículo 102.2 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
(LCAP), en relación con el artículo 55 de la misma
Ley, al no formalizar la modificación en documento
administrativo, formalización que este Tribunal consi-
dera necesaria aun cuando la ampliación del plazo de
ejecución no haya motivado variación del precio del
contrato.

7. El INSS ha incumplido lo dispuesto en el
artículo 111.2 de la LCAP, según el cual la constatación
del cumplimiento de los contratos exigirá por parte de
la Administración un acto formal y positivo de recep-
ción o conformidad dentro del mes siguiente de haberse
producido la entrega o realización del objeto del contra-
to, respecto de tres contratos, habiéndose limitado a
expresar la conformidad con las facturas presentadas
por las empresas adjudicatarias, o emitir certificaciones
o diligencias para hacer constar la conformidad con los
trabajos realizados en determinados meses 18.

8. Se ha verificado la existencia de demoras en 3
pagos de 1 expediente que exceden el período máximo
establecido en el artículo 100.4 de la LCAP, siendo de
veintisiete días el retraso medio y de dos meses y dieci-
siete días el retraso máximo producido.

9. Debe finalmente destacarse la considerable
concentración de empresas adjudicatarias en los con-
tratos de contenido informático de consultoría y asis-
tencia y de servicios celebrados por el INSS en el perí-
odo objeto de fiscalización y que esta circunstancia
pone de manifiesto la reiterada existencia de relaciones
de dependencia o cautividad de la entidad respecto de
determinadas empresas.

En este sentido, además de lo ya expuesto anterior-
mente en relación con el desarrollo y mantenimiento de

la aplicación PROGESPRESS, cabe señalar la reitera-
ción de adjudicatarios de los contratos celebrados por
el INSS para la ejecución del proyecto SARTIDO,
cuyo desarrollo ha implicado la adquisición e instala-
ción de tres configuraciones de almacenamiento de
información en disco óptico (MEGADOC, INVES-
DOC-ATRIO y POSEIDOC-ATRIO), respecto del que
este Tribunal ha verificado que aun cuando a partir de
1995 la adjudicación se ha efectuado por concurso en
la mayor parte de los casos, todos los contratos referi-
dos a la configuración MEGADOC han sido adjudica-
dos a la misma empresa; otro tanto cabe decir de los
contratos celebrados para el mantenimiento y soporte
de las aplicaciones con configuración INVESDOC, que
han sido todos adjudicados a la misma empresa a
excepción del vigente en el año 1994, que fue adjudica-
do a una empresa diferente.

1.5.3 Contratos de suministro del INSS

La muestra de contratos analizados en esta Fiscali-
zación incluye 33 contratos de suministro celebrados
por el INSS, que han generado un gasto de 3.838,4
millones de pesetas, lo que representa el 10 por 100 del
gasto total generado por los contratos de esta naturale-
za, integrantes de dicha muestra de contratos, celebra-
dos por el conjunto de las entidades del Sistema de la
Seguridad Social y suponen el 55,93 por 100 de los
contratos celebrados por el INSS incluidos en esta Fis-
calización y el 48,66 por 100 de su importe.

El objeto de estos contratos ha sido la adquisición y
el arrendamiento de diversos equipos y sistemas infor-
máticos, incluyendo la adquisición de licencias de pro-
gramas de ordenador no realizados a medida para el
INSS (la adquisición de programas de ordenador a
medida se considera contrato de servicios de acuerdo
con lo dispuesto en el artículo 184.2 de la LCAP).

El concurso ha sido el procedimiento utilizado para
la adjudicación de 8 de los 33 contratos (24 por 100 de
los casos) que generaron un gasto de 2.142,6 millones
de pesetas (56 por 100 del gasto), mientras que se acu-
dió a la contratación directa o al procedimiento nego-
ciado en 25 expedientes (76 por 100 de los contratos),
que generaron un gasto de 1.695,7 millones de pesetas
(44 por 100 del gasto generado por los contratos de
suministro).

1. Cabe señalar en primer lugar que como conse-
cuencia de esta Fiscalización se ha verificado que
desde la entrada en vigor de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas (LCAP), en 8 de junio de
1995, el INSS ha incumplido lo dispuesto en el artículo
58 de dicha Ley y en el artículo 40.2 Ley de Funciona-
miento del Tribunal de Cuentas (LFTCu) al no haber
remitido al Tribunal de Cuentas copia de los expedien-
tes de contratación de los suministros de bienes de
adquisición centralizada realizados a través del Servi-

18 El INSS, en trámite de alegaciones, considera que el acto formal y positivo de
recepción único puede ser sustituido en determinados casos por certificados de con-
formidad, acreditativos de la correcta ejecución de los servicios contratados durante
el período a que se refiera cada facturación parcial. A juicio de este Tribunal no cabe
admitir esta interpretación, pues el artículo 111.2 de la LCAP establece taxativamen-
te que la Administración contratante debe realizar en todo caso un acto formal y
positivo de recepción o conformidad, dentro del mes siguiente de haberse producido
la entrega o realización del objeto del contrato, sin que la LCAP establezca excep-
ción alguna para los contratos de consultoría y asistencia o de servicios.

concurrencia, previa justificación razonada en el expe-
diente. En todos los casos la contratación directa se ha
basado en la concurrencia de circunstancias excepcio-
nales que en ningún caso se justifican.

Las circunstancias excepcionales han consistido
unas veces en la «necesidad de contratar el manteni-
miento de los equipos y sistemas adquiridos con la
empresa suministradora de los equipos», lo que impli-
ca, de ser cierta la imposibilidad de contratar con otras
empresas, una situación de cautividad del INSS respec-
to del suministrador que debió evitarse cuando se con-
trató el suministro, pactando al mismo tiempo el precio
del suministro, la garantía correspondiente y las condi-
ciones y precios del mantenimiento de los bienes
adquiridos, procedimiento que además de evitar la
dependencia del INSS respecto del contratista, habría
sido más respetuoso con los principios de publicidad y
libre concurrencia exigibles en la contratación admi-
nistrativa. 

En otras ocasiones, especialmente en los contratos
relativos al mantenimiento y desarrollo de las aplica-
ciones informáticas, las adjudicaciones sucesivas a la
misma empresa que había resultado adjudicataria del
primer contrato se ha pretendido justificar en que su
profundo conocimiento de los procesos informáticos y
de gestión implicados permitiría reducir el plazo de eje-
cución del proyecto.

A este respecto es ilustrativa la contratación realiza-
da mediante adjudicación directa con una misma
empresa para el desarrollo y mantenimiento de la apli-
cación PROGESPRESS, siempre a favor de la empresa
que resultó adjudicataria en el primer contrato con
dicho objeto en 1989. En los ejercicios de 1994 y 1995
la contratación directa relacionada con la aplicación
POGESPRESS celebrada con esa empresa ascendió a
441,8 millones de pesetas distribuidos en 6 contratos,
poniendo de manifiesto la dependencia y cautividad del
INSS respecto de la empresa, tanto por las razones ale-
gadas por el INSS para justificar la contratación directa
como por la pérdida del control de la aplicación por
parte del Centro Informático del INSS como conse-
cuencia de sus carencias de personal y de la deficiente
o inexistente regulación de la propiedad de los códigos
fuente de la aplicación PROGESPRESS, que ha permi-
tido a la empresa adjudicataria actuar en régimen de
monopolio para el desarrollo de esta aplicación.

Esta sucesión de adjudicaciones directas se mantu-
vo por el INSS hasta 1995, año en que la asistencia téc-
nica para el mantenimiento y desarrollo del programa
PROGESPRES fue adjudicado mediante concurso. Sin
embargo, la publicidad y mayor concurrencia inheren-
tes al concurso quedaron en gran medida desvirtuadas
por cuanto entre los criterios objetivos establecidos por
el INSS en el Pliego de condiciones administrativas
particulares para la valoración de las ofertas, realizada
por el método SSD-CIABSI —pretendidamente de
mayor objetividad—, se incluyeron, y con valoración

significativa, la dedicación al proyecto en los dos últi-
mos ejercicios y la dedicación a proyectos del INSS en
el mismo período por parte de las empresas licitadoras,
vulnerando lo dispuesto en los artículos 16 y 87 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y
convirtiendo el concurso público en mero formalismo
carente de contenido, con el resultado previsible de su
adjudicación a la misma empresa.

Finalmente, en el concurso convocado en 1997 para
la contratación de apoyo técnico para los proyectos
informáticos de la Dirección General del INSS, con
vigencia en 1997 y 1998, el lote II, correspondiente al
mantenimiento de la aplicación PROGESPRESS, fue
adjudicado por el INSS a una unión temporal de empre-
sas de la que formaba parte la empresa adjudicataria de
los contratos anteriormente celebrados para el desarro-
llo de esta aplicación, y debe añadirse también que el
INSS ha autorizado a la adjudicataria de otro de los
lotes, el lote 1, de este mismo concurso, que tenía por
objeto la migración de las aplicaciones PROGES-
PRESS a un entorno MVS, para la subcontratación par-
cial del objeto del contrato con esa misma empresa que
desde el comienzo había realizado el desarrollo y man-
tenimiento de esta aplicación.

Todo ello vuelve a poner de manifiesto la dependen-
cia del INSS respecto de esta empresa y su falta de con-
trol efectivo de la aplicación, pero también que el INSS
incurre en prácticas contrarias al principio de libre con-
currencia que favorecen su dependencia y cautividad
respecto de las empresas que son más frecuentemente
adjudicatarias de los contratos que promueve.

El INSS, en el concurso analizado, ha vulnerado el
carácter secreto de las proposiciones hasta el momento
de la licitación pública, al exigir que determinados
aspectos constitutivos de las proposiciones presentadas
por los licitadores sujetas a valoración, se incluyeran
en un sobre de apertura previa al acto público de licita-
ción. Esta práctica del INSS vulnera el carácter secreto
de las proposiciones hasta el momento de la licitación
pública, que impone el artículo 80.1 de la LCAP, secre-
to que, a juicio de este Tribunal, abarca todos los aspec-
tos susceptibles de ser valorados para la adjudicación,
de acuerdo con los criterios objetivos de valoración
establecidos, y no sólo la oferta económica 17. 

5. Las primeras facturas correspondientes a tres
expedientes de asistencia técnica del ejercicio de 1994
son de fecha posterior a la formalización de los respec-
tivos contratos pero incluyen servicios prestados en
meses anteriores, por lo que se ha vulnerado lo dispues-
to en el artículo 41 de la entonces vigente Ley de Con-
tratos del Estado, que prohibía la contratación verbal y

17 Los artículos 101, 103 y 104 del RGCE, en los que el INSS, en el trámite
de alegaciones, apoya su interpretación de que el secreto de las proposiciones se
constriñe a la proposición  económica, son aplicables exclusivamente a las adju-
dicaciones mediante subasta pública, forma de adjudicación en la que la oferta es
exclusivamente económica, pero no son de aplicación, de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 114 y 116 del RGCE,  a las adjudicaciones por  concurso
público, procedimiento utilizado en este contrato.
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Durante el período comprendido en el ámbito tem-

poral de esta Fiscalización, el INSALUD estuvo ads-
crito al Ministerio de Sanidad y Consumo, primero a
través de la Secretaría General de Planificación, cuyo
titular ejercía la Presidencia del Instituto (Real Decreto
858/1992, de 10 de julio), después se estableció su ads-
cripción directa al Ministro (Real Decreto 1415/1994,
de 25 de junio) y, finalmente, estuvo adscrito a dicho
Ministerio a través de la Secretaría General de Asisten-
cia Sanitaria, a cuyo titular se atribuyó la Presidencia
Ejecutiva del INSALUD (Real Decreto 1893/1996,
de 2 de agosto).

En materia informática, el Real Decreto 1415/1994,
de 25 de junio, por el que se modifica la estructura
orgánica del Ministerio de Sanidad y Consumo, atribu-
yó al INSALUD, entre otras funciones que se añaden a
las previamente establecidas por otras disposiciones, la
«gestión, en su ámbito específico, del plan informático
del Departamento; el desarrollo e implantación de las
aplicaciones informáticas del Instituto, en coordinación
con la Dirección General de Servicios e Informática a
efectos de asegurar su compatibilidad y conexión con
los equipos y programas generales del Departamento y
sin perjuicio de las competencias de la Comisión
Ministerial de Informática», recayendo en la Subdirec-
ción General de Obras, Instalaciones y Suministros las
correspondientes competencias, que, a partir de la
entrada en vigor del Real Decreto 1893/1996, han sido
atribuidas al Subdirector General de Informática del
INSALUD, dependiente directamente del Presidente
Ejecutivo del Instituto.

2.2 Esquema orgánico del INSALUD

La estructura del INSALUD durante el período
comprendido en el ámbito temporal de esta Fiscaliza-
ción estuvo regida, sucesivamente, por el Real Decreto
1855/1979, de 30 de julio, (modificado por los Reales
Decretos 94/1984, de 11 de Enero, 1943/1986, de 19
de septiembre, y 1415/1994, de 25 de junio) y por el
Real Decreto 1140/1996, de 24 de mayo y el Real
Decreto 1893/1996, de 2 de agosto 19.

— En el período regido por el citado Real Decreto
1855/1979, hasta el 24 de mayo de 1996, el INSALUD
estuvo estructurado en los siguientes órganos:

1. Órganos de participación en el control y vigi-
lancia de la gestión:

a) Consejo General
b) Comisión Ejecutiva

2. Órganos de Dirección y Gestión: Director
General y, dependiendo de éste, el Coordinador Gene-
ral y el Secretario General.

3. Órganos periféricos:

a) Comisiones provinciales
b) Direcciones Provinciales, Gerencias de Aten-

ción Primaria y Gerencias de Atención Especializada,
como órganos de gestión en el ámbito provincial.

Las competencias en materia informática, como se
ha señalado anteriormente, estaban atribuidas a la Sub-
dirección General de Obras, Instalaciones y Suministro
en virtud de lo dispuesto en el Real Decreto 1415/1994
antes citado.

— El Real Decreto 1140/1996, de 24 de mayo, por
el que se reestructuran determinados organismos ads-
critos al Ministerio de Sanidad y Consumo, introdujo
importantes modificaciones en la estructura de los
órganos de dirección y gestión del INSALUD. Las más
destacables son las siguientes:

a) Estableció la adscripción del INSALUD al
Ministerio de Sanidad y Consumo a través de la Secre-
taría General de Asistencia Sanitaria, a cuyo titular atri-
buyó la superior dirección del Instituto.

b) Se crearon, bajo la dependencia directa del
Secretario General de Asistencia Sanitaria, las siguien-
tes Direcciones Generales:

— Dirección General de Organización y Planifica-
ción Sanitaria.

— Dirección General de Atención Primaria y Espe-
cializada.

— Dirección General de Presupuestos e Inversiones.
— Dirección General de Recursos Humanos.

— Finalmente, el Real Decreto 1893/1996, de 2 de
agosto, que derogó el Real Decreto 1140/1996, de 24
de junio, mantuvo la misma estructura básica que esta-
blecía la norma derogada, y desarrolló la estructura del
INSALUD a nivel de Subdirecciones Generales. Los
aspectos más destacables a efectos de la presente Fis-
calización son los siguientes:

a) Como órgano superior de dirección y gestión se
crea la figura del Presidente Ejecutivo del INSALUD,
cargo que se atribuye al Secretario General de Asisten-
cia Sanitaria del Ministerio de Sanidad y Consumo.

b) Subsisten las Direcciones Generales creadas
por Real Decreto 1140/1996, de 24 de mayo, y se crean
las Subdirecciones Generales dependientes de ellas.
Las funciones inherentes a la contratación informática
corresponden a la Subdirección General de Obras, Ins-
talaciones y Suministros, integrada en la Dirección
General de Presupuestos e Inversiones.

c) Del Presidente Ejecutivo depende directamen-
te, entre otras, la Subdirección General de Informática,

19 El Real Decreto 809/2000, de 19 de mayo, por el que se establece la estruc-
tura orgánica básica del Ministerio de Sanidad y Consumo ha modificado de
nuevo la estructura orgánica del INSALUD, si bien esta modificación, por la
fecha de su aprobación y entrada en vigor, no ha afectado al período fiscalizado.

cio Central de Suministros de la Dirección General de
Patrimonio del entonces Ministerio de Economía y
Hacienda (en la actualidad, Ministerio de Hacienda),
previstos en el artículo 184 de la LCAP, ni haber inclui-
do información sobre tales adquisiciones en las relacio-
nes certificadas de contratos que anualmente ha remiti-
do al Tribunal de Cuentas, impidiendo la labor
fiscalizadora de este Tribunal sobre esa contratación en
los ejercicios en que se formalizaron los correspondien-
tes contratos. Los expedientes afectados por esta situa-
ción son 12, por un importe total de adjudicación 
de 954,4 millones de pesetas.

El INSS ha tratado de justificar el incumplimiento
de su deber de remitir al Tribunal de Cuentas la infor-
mación referente a la contratación que celebra, adu-
ciendo que los referidos contratos son celebrados por la
citada Dirección General de Patrimonio como órgano
de contratación, según el procedimiento legalmente
establecido para la adquisición de estos bienes en el
artículo 184 de la citada Ley, y que al no ser formaliza-
dos por el INSS no procede su inclusión en las relacio-
nes certificadas ni la remisión a este Tribunal de copia
de los expedientes.

A juicio de este Tribunal, no cabe admitir esta argu-
mentación del INSS ya que supone una interpretación
puramente literal y restrictiva del artículo 40.2 Ley de
Funcionamiento del Tribunal de Cuentas (LFTCu), con
el resultado de omitir información relativa a la contra-
tación efectuada por la entidad, pues si bien es cierto,
técnicamente, que el INSS no es el órgano de contrata-
ción no lo es menos que el gasto correspondiente se
imputa a sus presupuestos y que es el promotor de los
suministros y el destinatario final de los bienes adquiri-
dos, realizándose en el INSS todos los trámites del pro-
cedimiento contractual excepto la licitación (que tiene
lugar previamente mediante concursos de determina-
ción de tipo convocados por la citada Dirección Gene-
ral de Patrimonio), la adjudicación y la formalización.
Este Tribunal considera que la peculiaridad de este pro-
cedimiento de adquisición, regulado en el artículo184
de la LCAP, no releva al INSS de su obligación de faci-
litar al Tribunal de Cuentas la información correspon-
diente, información que, por el contrario, sí facilitan las
otras Entidades y Servicio Común de la Seguridad
Social.

2. Al igual que en los contratos de consultoría y
asistencia y de servicios, en los contratos de suministro
celebrados en los ejercicios de 1994 y 1995, el INSS
no ha solicitado en todos los casos los informes de la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social (GISS)
o de la Comisión Ministerial de informática (CMI),
referidos a los pliegos de prescripciones técnicas o a
las propuestas de adjudicación. 

3. En 3 expedientes, uno de cada uno de los ejer-
cicios 1994, 1995 y 1996, la recepción del suministro
se ha efectuado en los almacenes de la empresa adjudi-
cataria en los últimos días del año correspondiente,

condicionando el pago del precio a la instalación y
correcto funcionamiento de los equipos, circunstancias
que se han certificado con posterioridad a lo largo del
año siguiente; mediante esta práctica la entidad imputa
el gasto a un ejercicio aun cuando el suministro no sea
efectivamente recibido hasta el siguiente, vulnerando
lo preceptuado en el artículo 63 del Texto Refundido de
la Ley General Presupuestaria.

En 2 de estos expedientes se ha verificado, además,
la existencia de demoras en la tramitación de las corres-
pondientes propuestas de pago ya que en el expediente
de 1995, relativo a la adquisición de 1300 ordenadores
personales para diversas Direcciones Provinciales del
INSS, el último certificado de recepción e instalación
en las Direcciones Provinciales destinatarias está
fechado en julio de 1996 y, aunque la factura está
fechada el 29 de diciembre de1995, la propuesta de
pago del precio no fue validada hasta el día 4 de sep-
tiembre de 1996; de igual forma, en el expediente rela-
tivo a la contratación en 1996 del suministro de 200
impresoras láser con destino a las Direcciones Provin-
ciales y a la Dirección General del INSS, los certifica-
dos de correcta instalación y funcionamiento de los bie-
nes adquiridos están fechados entre febrero y marzo de
1997 pero la propuesta de pago no se validó hasta el 25
de septiembre de 1997, a pesar de que la factura pre-
sentada por el adjudicatario está fechada en febrero
de1997.

4. Se ha producido retraso en la ejecución o en la
recepción y pago del precio del contrato relativo al
suministro e instalación de 52 servidores de aplicacio-
nes con destino a las Direcciones Provinciales del
INSS, formalizado en el mes de mayo de 1998, cuyo
plazo máximo de ejecución era de 2 meses a partir de
su formalización.

2. El INSALUD y la contratación informática

En el presente apartado se consignan los resultados
del análisis de los planes y proyectos informáticos del
INSALUD y de la contratación de objeto informático
incluidos en el ámbito material y temporal de esta Fis-
calización, precedidos de una breve descripción de la
naturaleza, funciones, esquema orgánico y órganos de
contratación del INSALUD.

2.1 Naturaleza y funciones del INSALUD

El Instituto Nacional de la Salud (INSALUD), de
acuerdo con el artículo 57.1 b) del Texto Refundido de
la Ley General de la Seguridad Social (TRLGSS), es la
Entidad Gestora de las prestaciones sanitarias de la
Seguridad Social, función que ejerce en las Comunida-
des Autónomas que no han asumido esa competencia,
así como en las ciudades autónomas de Ceuta y de
Melilla. El INSALUD tiene naturaleza de entidad de
derecho público y capacidad jurídica para el cumpli-
miento de los fines que le están encomendados.
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los citados límites, constituyendo de facto una modifi-
cación de la Ley 37/1988. Al vulnerar lo dispuesto en
una norma de rango superior, la Orden de 28 de octu-
bre de 1992 pudo haber incurrido, a juicio de este Tri-
bunal, en un supuesto de nulidad de pleno derecho pre-
visto en el artículo 47.2 de la entonces vigente Ley de
Procedimiento Administrativo. Posteriormente, el
Ministro de Sanidad y Consumo, mediante Orden de 2
de noviembre de 1994, delegó en el Subsecretario de
Sanidad y Consumo la autorización para celebrar con-
tratos por parte de los organismos autónomos y entida-
des adscritas al Departamento, derogando expresamen-
te la Orden de 28 de octubre de 1992 y poniendo fin
momentáneamente a la anómala situación descrita.

Sin embargo, después de la entrada en vigor de la
LCAP volvió a reproducirse la anterior situación. En
efecto, mediante Orden de 5 de junio de 1996, el Minis-
tro de Sanidad y Consumo dispuso que «en el ámbito
del Instituto Nacional de la Salud, el Secretario Gene-
ral de Asistencia Sanitaria, como órgano de superior
dirección del mismo, podrá celebrar contratos de hasta
2.000 millones pesetas, sin autorización del titular del
Ministerio de Sanidad y Consumo». En definitiva,
mediante esta Orden se alcanza idéntico resultado de
eliminación práctica de uno de los controles adminis-
trativos de la contratación administrativa establecidos
por el legislador.

Esta delegación resulta, cuando menos, de dudosa
legalidad ya que el artículo 12.2.a) de la LCAP exige
autorización del Consejo de Ministros para contratar
cuando el presupuesto del contrato sea igual o superior
a 2.000 millones de pesetas, lo que se contradice con
el resultado práctico de la Orden Ministerial de 5 de
junio de 1996, que iguala con este límite el de los con-
tratos que requieren autorización Ministerial, elimi-
nando completamente lo que el artículo 12.1 de la
LCAP califica de «necesaria autorización» del titular
del Departamento Ministerial al que se encuentra ads-
crito el INSALUD 21.

A su vez, mediante Resolución de 23 de marzo de
1998, el Presidente Ejecutivo del INSALUD delegó en
el Director General de Presupuestos e Inversiones del
INSALUD la «autorización, cuando la cuantía sea infe-
rior a 2.000 millones de pesetas, de cualquier contrato,
convenio y concierto que se celebre por los distintos
órganos de contratación en ejecución de la gestión eco-
nómica y presupuestaria del Instituto». Con ello, la fun-
ción de tutela sobre la contratación de las entidades
públicas, que la LCAP atribuye al titular del correspon-
diente Ministerio de adscripción, en el INSALUD
queda finalmente atribuida a un órgano, el Director

General de Presupuestos e Inversiones, que ni siquiera
es el máximo órgano de dirección y gestión de la Enti-
dad, con efectividad, en definitiva, sólo respecto de la
contratación celebrada por órganos de todavía menor
rango.

De esta forma el Ministro de Sanidad y Consumo ha
hecho dejación de sus funciones y responsabilidades
sobre la contratación del INSALUD y por otra parte, el
Secretario General de Asistencia Sanitaria y Presidente
Ejecutivo del INSALUD (con rango de Subsecretario)
quedó equiparado a los Ministros en cuanto a las facul-
tades que ostentaba para celebrar contratos, vulnerando
el artículo 12 de la LCAP, que estableció una distinción
fundamental basada en la necesaria autorización del
Ministro para la celebración de determinados contratos.

2.3.2 Delegación de atribuciones relativas a la contra-
tación en materia informática

En el contexto anterior, para la contratación de obje-
to informático, durante el período comprendido en el
ámbito temporal de esta Fiscalización han estado
vigentes, de forma sucesiva, las siguientes disposicio-
nes de delegaciones de atribuciones:

— Por Resolución de 4 de diciembre de 1992, el
entonces Director General del INSALUD delegó:

a) En el Coordinador de Gestión Económica,
órgano dependiente del Coordinador General, la cele-
bración de conciertos y contratos para arrendamientos,
compras de bienes y servicios, así como para obras,
suministros y trabajos específicos del INSALUD, pre-
via autorización cuando la cuantía excediera de 120
millones de pesetas. 

b) En el Subdirector general de Compras y Man-
tenimiento, en los Directores Provinciales y en los
Gerentes de Atención Primaria y de Asistencia Especia-
lizada, en el ámbito de sus respectivas competencias,
sus facultades de contratación hasta 120 millones de
pesetas, previa autorización cuando la cuantía excedie-
ra de 50 millones de pesetas.

— Por Resolución de 20 de diciembre de 1995, que
dejó sin efecto la de 4 de diciembre de 1992, el Direc-
tor general del INSALUD delegó:

a) En el Subdirector General de Obras, Instalacio-
nes y Suministros, la celebración de contratos para
compra de bienes y servicios, así como para obras,
suministros y trabajos específicos, cuando no excediera
su cuantía de 150 millones de pesetas, así como la tra-
mitación y resolución de los recursos que se interpusie-
ran contra los actos previos y definitivos derivados de
las contrataciones, de su adjudicación, efectos y extin-
ción.

b) En los Directores provinciales y en los Geren-
tes de Atención Primaria y Asistencia Especializada, la

21 El INSALUD rebate en el trámite de alegaciones una posible invasión de la
competencia del Consejo de Ministros para autorizar la celebración de contratos
de más de 2.000 millones de ptas. Sin embargo, el presente Informe de Fiscaliza-
ción no hace referencia a esta cuestión sino a la supresión de hecho de la necesa-
ria autorización ministerial para la celebración de contratos inferiores a la citada
cuantía de 2.000 millones de ptas.

a la que corresponden el diseño, elaboración y gestión
del plan informático de la Entidad, y el desarrollo e
implantación de las aplicaciones informáticas del Insti-
tuto sin perjuicio de las competencias de la Comisión
Ministerial de Informática 20.

2.3 Órganos de contratación del INSALUD

Los Directores Generales de las Entidades Gestoras
y Servicios Comunes de la Seguridad Social son órga-
nos de contratación, pero tienen limitada su competen-
cia por la necesidad de autorización ministerial o del
Consejo de Ministros para la celebración de contratos
que excedan de determinadas cuantías, en aplicación
de lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 37/1988, en
el artículo 95 del Texto refundido de la Ley General de
la Seguridad Social y en el artículo 12 de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, como se
ha señalado anteriormente en el epígrafe 1 de esta Sec-
ción del Informe.

La exigencia legal de esta autorización ministerial
para la celebración de algunos contratos ha sido elimi-
nada en la práctica por el INSALUD a través de una
triple vía: a) mediante la elevación de la cuantía a partir
de la cual es necesaria dicha autorización para contra-
tar, b) por la delegación de la facultad de autorizar la
celebración de tales contratos en el Director General
del INSALUD primero y en el Presidente Ejecutivo del
INSALUD después (es decir, en el órgano sujeto a
autorización) y c) mediante la delegación de sus atribu-
ciones de contratación, efectuada por el Director Gene-
ral del INSALUD primero y por el Presidente Ejecuti-
vo del INSALUD después, en órganos subordinados.
Por todo ello y por la trascendencia tanto formal como
material de la cuestión, resulta necesaria una conside-
ración más pormenorizada de este aspecto de la contra-
tación antes de exponer en detalle las delegaciones de
atribuciones de contratación del Director General del
INSALUD y del Presidente Ejecutivo del INSALUD
en sus órganos subordinados, vigentes durante el perío-
do comprendido en el ámbito temporal de esta Fiscali-
zación.

2.3.1 Autorización ministerial para contratar

El Director General del INSALUD (órgano que,
como se ha señalado anteriormente, fue sustituido por
el Presidente Ejecutivo del INSALUD, a partir de la
entrada en vigor del Real Decreto 1893/1996, de 2 de
agosto) era el órgano de contratación de esta Entidad,
requiriendo autorización ministerial para celebrar los

contratos que excedieran de la cuantía fijada en cada
momento por la normativa vigente, que inicialmente se
fijó en 120 millones pesetas (artículo 13 de la Ley
37/1988, de 28 de diciembre, de Presupuestos Genera-
les del Estado para 1989), tal como se ha señalado en el
epígrafe 3 de la Sección III del Informe.

En términos casi idénticos, confirmando la anterior
previsión legal, el artículo 95 del Texto Refundido de la
Ley General de la Seguridad Social de 1994 estableció
que la fijación de los límites a partir de los cuales los
Directores Generales de las Entidades de la Seguridad
Social necesitarían autorización ministerial para con-
tratar se haría mediante las Leyes anuales de Presu-
puestos Generales del Estado.

Por su parte la Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Con-
tratos de las Administraciones Públicas (LCAP), en el
artículo 12.1, atribuyó la condición de órganos de con-
tratación a los Directores Generales de las Entidades
Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social
«pudiendo fijar los titulares de los departamentos
ministeriales a que se hallen adscritos, la cuantía a par-
tir de la cual será necesaria su autorización para la cele-
bración de los contratos». La disposición transitoria de
la LCAP fijó transitoriamente dicha cuantía en 150
millones pesetas.

El desarrollo reglamentario de la autorización
ministerial para contratar prevista en las citadas nor-
mas fue realizado tanto por el Ministerio de Sanidad y
Consumo como por la Secretaría General de Asistencia
Sanitaria con deficiente técnica jurídica, en opinión de
este Tribunal ya expresada en el Informe anual corres-
pondiente al ejercicio de 1996 y en el Informe de Fis-
calización especial sobre «La adquisición, el arrenda-
miento y la gestión de la instalación y puesta en
funcionamiento de equipamiento informático en la
Seguridad Social», aprobado por el Pleno del Tribunal
de Cuentas en su sesión de 24 de julio de 1996.

Efectivamente, en primer lugar cabe afirmar que la
modificación del límite de 120 millones de pesetas
establecido por el artículo 13 de la Ley 37/1988, debía
efectuarse mediante norma con rango de ley, tanto por
aplicación del principio de jerarquía normativa como
de reserva de ley establecida en el artículo 95 del Texto
Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.
Sin embargo, el Ministro de Sanidad y Consumo,
mediante Orden de 28 de octubre de 1992 delegó en el
entonces Director General del INSALUD la autoriza-
ción para celebrar contratos en el ámbito del Instituto,
hasta el límite de 1.000 millones de pesetas. Esta dele-
gación concentró en el entonces Director General del
INSALUD las facultades de autorización y de celebra-
ción de los contratos comprendidos entre 120 millones
y 1.000 millones de pesetas, que el legislador quiso
atribuir a órganos distintos, y produjo el resultado para-
dójico de permitir que el entonces Director General del
INSALUD pudiera concederse a sí mismo autorización
para la celebración de los contratos comprendidos en

20 El Real Decreto 809/2000, de 19 de mayo, que, como se ha señalado en la
nota a pie de página anterior no ha afectado al período fiscalizado, ha suprimido la
Secretaría General de Asistencia Sanitaria sustituyéndola por una Secretaría Gene-
ral de Gestión y Cooperación Sanitaria cuyo titular ostenta la Presidencia Ejecuti-
va del INSALUD. A su vez el Real Decreto 809/2000, de 19 de mayo, ha suprimi-
do las cuatro Direcciones Generales del INSALUD creadas por el Real Decreto
1140/1996 sustituyéndolas por una única Dirección General del INSALUD.
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General de Presupuestos e Inversiones cuando excedie-
ra de 200 millones pesetas.

Interesa destacar en esta evolución de los límites de
las delegaciones de atribuciones de contratación, el
punto de inflexión que se produce con la publicación de
la Orden de 26 de septiembre de 1996, en el que se ele-
van estos límites de 150 a 2.000 millones de pesetas (res-
pecto del Director General de Presupuestos e Inversio-
nes del INSALUD), y que se completa con la Resolución
de 23 de marzo de 1998, que eleva las delegaciones a los
Directores Provinciales, y Gerentes de Atención Espe-
cializada y Primaria hasta 1.000 millones, elevando tam-
bién, proporcionalmente los límites a partir de los cuales
estos órganos requieren autorización para contratar. A
juicio de este Tribunal, estas delegaciones, además de
vulnerar el ordenamiento jurídico por ser contrarias al
principio de legalidad en los términos señalados en el
anterior epígrafe 2.3.1, implican una importante dismi-
nución de la capacidad de dirección, coordinación y con-
trol del Presidente Ejecutivo del INSALUD.

2.4 Planes y proyectos informáticos del INSALUD

Del análisis de la documentación solicitada por el
Tribunal de Cuentas y facilitada por el INSALUD
sobre los Planes y Proyectos informáticos vigentes en
el período 1994-1998 se desprende que la planificación
efectuada por el INSALUD en materia informática ha
adolecido, en el período objeto de la fiscalización, de
notorias insuficiencias. En los dos apartados siguientes
se analizan, primero, las principales deficiencias en las
que, con carácter general, ha incurrido el INSALUD en
la citada planificación, y, en segundo lugar, los planes y
proyectos informáticos concretos relacionados con la
contratación generada a su amparo.

2.4.1 Deficiencias de carácter general detectadas por
este Tribunal en la planificación informática del
INSALUD

Las principales deficiencias de carácter general que
se han puesto de manifiesto en el análisis de la planifi-
cación informática del INSALUD son las siguientes:

1. Los criterios de actuación del INSALUD en
materia informática durante la totalidad del período
comprendido en esta Fiscalización no han sido elabora-
dos por su Consejo General, incumpliendo el INSA-
LUD lo establecido en el artículo 3.1 del Real Decreto
1855/1979, de 30 de julio, de estructura y competen-
cias del Instituto Nacional de la Salud, que atribuye la
competencia para «elaborar los criterios de actuación
del Instituto» a dicho órgano superior de control y vigi-
lancia de la gestión.

A juicio del Tribunal de Cuentas este incumplimien-
to es imputable a la Dirección General del Instituto pri-
mero y a la Presidencia Ejecutiva del INSALUD des-

pués 22. Resulta especialmente demostrativo de este
incumplimiento un informe de la Directora General de
Presupuestos e Inversiones del INSALUD fechado el 8
de febrero de 1999 que pone de manifiesto que «desde
el ejercicio de 1991 no se han sometido a aprobación
por el Consejo General del INSALUD los criterios de
actuación en materia informática. Por tanto, para el
período considerado de 1994 al primer semestre de
1998, dicho Órgano de participación no ha adoptado
acuerdo alguno sobre esta cuestión. En consecuencia,
tampoco han sido elevados al Consejo General infor-
mes sobre el estado de aplicación de los citados crite-
rios.»23

En este sentido hay que señalar que el Consejo
General del INSALUD tampoco tuvo conocimiento de
las líneas básicas del Plan Estratégico del INSALUD
para el cuatrienio 1998-2001 hasta su sesión de 17 de
diciembre de 1997, un mes antes de que el Plan fuera
presentado públicamente por su Presidente Ejecutivo 
el 21 de enero de 1998, pese a que su elaboración se
había iniciado el 6 de agosto de 1996. En este Plan
Estratégico se enmarca el Plan de Tecnologías de la
Información del INSALUD, al que se hará ulterior
referencia en el epígrafe siguiente, que establece las
líneas básicas de los planes, proyectos y actuaciones
informáticas del INSALUD en el período 1997-2001,
cuya ejecución ya había sido iniciada durante 1997. De
todo ello resulta que el Consejo General del INSALUD
no sólo no elaboró los criterios de actuación de la enti-
dad en materia informática, sino que tampoco tuvo
conocimiento del citado Plan de Tecnologías de la
Información hasta después de iniciados los proyectos
informáticos contenidos en este Plan.

Todo ello pone de manifiesto, además de un incum-
plimiento legal (la inobservancia del artículo 3.1 del
Real Decreto 1855/1979), el nulo ejercicio, en esta
materia, de la función orientadora que la normativa
vigente atribuye al Consejo General del INSALUD
como órgano de participación en el control y vigilancia
de la gestión del Instituto.

2. El INSALUD ha incumplido durante todo el
período que comprende esta Fiscalización lo dispuesto
en los apartados a) y b) del artículo 2 de la Orden de 9
de noviembre de 1991, del Ministerio de Sanidad y
Consumo, que regula la Comisión de Informática de
dicho Departamento Ministerial, al no someter los pla-
nes y proyectos informáticos del INSALUD a su estu-
dio y aprobación.

22 Los cambios orgánicos producidos en el INSALUD durante el período que
abarca la presente Fiscalización se exponen en el anterior epígrafe 2.2. de esta
Sección IV del presente Informe.

23 El INSALUD, en el trámite de alegaciones, ha remitido al Tribunal de
Cuentas copia del acta de una reunión del Consejo General del INSALUD cele-
brada el día 23 de septiembre de 1998, en la que se refleja que el Presidente Eje-
cutivo del Instituto informó al Consejo General sobre los proyectos informáticos
más significativos de la Entidad. Esta reunión del Consejo General del INSALUD
fue celebrada, no obstante, con posterioridad a la finalización del periodo que
constituyó el ámbito temporal de la presente Fiscalización (1994 al primer semes-
tre de 1998).

celebración de los contratos para compra de bienes y
servicios, obras, suministros, en el ámbito de sus res-
pectivas competencias y con cargo a sus dotaciones
presupuestarias, cuando la cuantía no excediera de 150
millones de pesetas, previa autorización cuando exce-
diera de 100 millones de pesetas, así como la tramita-
ción y resolución de los recursos que se interpusieran
contra los actos previos y definitivos derivados de las
contrataciones, de su adjudicación, efectos y extinción.

— Mediante la Resolución de 5 de junio de 1996,
que dejó sin efecto la señalada en el apartado anterior,
el Secretario General de Asistencia Sanitaria, en su
calidad de órgano de superior dirección y gestión del
INSALUD, delegó:

a) En el Director General de Presupuestos e Inver-
siones del INSALUD, la celebración de los contratos
regulados en la Ley 13/1995, de 18 de mayo, cuando
no excediera su cuantía de 150 millones de pesetas, así
como la tramitación y resolución de los recursos que se
interpusieran contra los actos previos y definitivos deri-
vados de las contrataciones, de su adjudicación, efectos
y extinción.

b) En los Directores Provinciales y Gerentes de
Atención Primaria y de Atención Especializada, la
celebración de los contratos regulados en la Ley
13/1995, de 18 de mayo, imputables a las dotaciones
presupuestarias correspondientes a sus respectivos cen-
tros de gestión cuando la cuantía no excediera de 150
millones de pesetas, previa autorización cuando exce-
diera de 100 millones de pesetas, así como la tramita-
ción y resolución de los recursos que se interpusieran
contra los actos previos y definitivos derivados de las
contrataciones, de su adjudicación, efectos y extinción.

— Posteriormente, por medio de la Resolución 
de 26 de septiembre de 1996, el Presidente Ejecutivo
del INSALUD realizó las siguientes delegaciones de
atribuciones en materia de contratación:

a) En el Director General de Presupuestos e Inver-
siones del INSALUD, la celebración de contratos,
incluidos los conciertos y sus modificaciones, cuya
cuantía fuera inferior a 2.000 millones pesetas, así
como la tramitación y resolución de los recursos que se
interpusieran contra los actos derivados de los mismos.

b) En los Directores Provinciales, los Gerentes de
Atención Primaria y en los Gerentes de Atención espe-
cializada, la celebración de contratos y sus modifica-
ciones que correspondan a sus respectivos centros de
gestión cuando su cuantía no excediera de 150 millo-
nes pesetas, previa autorización del Director General de
Presupuestos e Inversiones cuando excediera de 100
millones pesetas, así como la tramitación y resolución
de los recursos que se interpusieran contra los actos
derivados de los mismos, de su adjudicación, efectos y
extinción.

— Por último, mediante la Resolución de 23 de
Marzo de 1998, el Presidente Ejecutivo del INSALUD,
efectuó las siguientes delegaciones en materia de con-
tratación:

a) En la Directora General de Presupuestos e
Inversiones:

1. La celebración de contratos, conciertos o con-
venios para la prestación de la asistencia sanitaria, así
como sus modificaciones, cuya cuantía fuera inferior a
2.000 millones pesetas y la tramitación y resolución de
los recursos que se interpusieran contra los actos deri-
vados de los mismos, de su adjudicación, efectos y
extinción.

2. La avocación, el conocimiento y la autoriza-
ción, cuando la cuantía fuera inferior a 2.000 millones
pesetas, de cualquier contrato, convenio y concierto
que se celebrara por los distintos órganos de contrata-
ción en ejecución de la gestión económica y presupues-
taria del Instituto.

b) En los Directores Provinciales, la celebración
de contratos, la de conciertos o convenios para la pres-
tación de asistencia sanitaria, así como sus modifica-
ciones, que correspondieran a su centro de gestión,
cuando su cuantía no excediera de 1.000 millones pese-
tas, previa autorización de la Directora General de Pre-
supuestos e Inversiones, cuando excediera de 200
millones y la tramitación y resolución de los recursos
que se interpusieran contra los actos derivados de los
mismos, de su adjudicación, efectos y extinción.

c) En los Gerentes de Atención Primaria y Aten-
ción Especializada, en el ámbito de sus respectivos cen-
tros de gestión, la celebración contratos, conciertos o
convenios cuya cuantía no excediera de 1.000 millones
pesetas, previa autorización de la Dirección General de
Presupuestos e Inversiones cuando excediera de 500
millones pesetas, para los siguientes centros de atención
especializada: Hospital General de Albacete, Hospital
Central de Asturias, Hospital Infanta Cristina (Bada-
joz), Hospital Son Dureta (Palma de Mallorca), Hospi-
tal Virgen Blanca (León), Hospital La Paz (Madrid),
Hospital La Princesa (Madrid), Hospital Doce de Octu-
bre (Madrid), Hospital Ramón y Cajal (Madrid), Hospi-
tal Puerta de Hierro (Madrid), Hospital Clínico San Car-
los (Madrid), Hospital Virgen de la Arrixaca (Murcia),
Complejo Hospitalario de Salamanca, Hospital Mar-
qués de Valdecilla (Santander), Complejo Hospitalario
de Toledo, Hospital Clínico Universitario de Valladolid,
Hospital Miguel Servet (Zaragoza) y Hospital Clínico
Universitario de Zaragoza.

d) En las Gerencias de Atención Primaria y las de
Atención Especializada que no figuran relacionadas en
el párrafo anterior, la celebración de los contratos, con-
ciertos o convenios cuya cuantía no excediera de 1.000
millones pesetas, previa autorización de la Dirección
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Estos preceptos atribuyen a la Comisión Ministerial

de Informática, entre otras, las siguientes competen-
cias:

«a) El estudio y aprobación, en su caso, del plan
informático general del Departamento, según las nor-
mas y directrices emanadas del Consejo Superior de
Informática, así como supervisar su cumplimiento y las
revisiones a que haya lugar.

b) El estudio y aprobación, en su caso, de los pro-
yectos informáticos que sirvan de base para la contrata-
ción de equipos, programas o servicios informáticos,
considerando como tales los telemáticos y ofimáticos».

El INSALUD ha manifestado, en contestación al
requerimiento efectuado por este Tribunal de remisión
de los informes de la Comisión Ministerial de Informá-
tica del Ministerio de Sanidad y Consumo sobre los
Planes y Proyectos informáticos correspondientes a
aquella entidad y de remisión de las resoluciones de
aprobación de dichos Planes y proyectos, que: «Duran-
te el período de esta fiscalización especial, la Comisión
Ministerial de Informática (C.M.I.) ha sido informada
de todos los planes y proyectos emprendidos sin que
ésta haya presentado observaciones u objeciones al res-
pecto. En cada presentación de expediente de contrata-
ción ante la C.M.I., el ponente expone los objetivos, las
funcionalidades, los requerimientos, los planes y el
grado de ejecución de cada proyecto». Con ello el
INSALUD ha dado cumplimiento a lo ordenado en el
artículo 2.c) de la citada Orden que establece la obliga-
toriedad del Informe por parte de la C.M.I. sobre las
«especificaciones técnicas y modalidad de contrata-
ción», pero ha incumplido, durante todo el período que
comprende esta fiscalización, lo dispuesto en los apar-
tados a) y b), antes transcritos que tienen mayor tras-
cendencia por ser los que atribuyen a la C.M.I. las com-
petencias de previsión y coordinación que hacen
posible la racionalización del gasto público que se ha
de materializar posteriormente a través de la contrata-
ción. Este incumplimiento del INSALUD no ha impe-
dido, sin embargo, que la Comisión Ministerial de
Informática haya elaborado informes sobre la contrata-
ción vinculada a estos mismos planes y proyectos

informáticos sin que haya exigido del INSALUD el
cumplimiento previo de dicha obligación, con la consi-
guiente dejación por esta Comisión de su función de
previsión y coordinación.

No obstante, cabe señalar que, siguiendo las reco-
mendaciones de este Tribunal , en las sesiones de la
comisión permanente de la CMI celebradas el 26 de
febrero y 28 de mayo de 1999, el INSALUD presentó a
dicha Comisión el Plan de Renovación Tecnológica de
los Hospitales y el Proyecto de Informatización de los
Centros de Atención Primaria.

Hay que señalar también que la Comisión Ministe-
rial de Informática (C.M.I.) del Ministerio de Sanidad
y Consumo ha delegado a su vez, en ocasiones, su fun-
ción de informe de los contratos informáticos del
INSALUD en una Ponencia Técnica designada por la
propia Comisión, formada exclusivamente por dos
miembros, uno de los cuales era el propio Subdirector
General de Informática del INSALUD, órgano promo-
tor de los correspondientes contratos, que de esta
manera ha actuado al mismo tiempo como «informan-
te» y como «informado». En este caso se encuentra el
contrato inicial del «Proyecto para dotar de Terminales
Autónomos de Identificación de Recetas (TAIR) a las
Gerencias de Atención Primaria», que resulta ser el
proyecto que ha generado mayor volumen de gasto en
el INSALUD (4.450,3 millones de pesetas) en el perío-
do comprendido en el ámbito temporal de esta Fiscali-
zación.

Todo ello supone, en definitiva, que la Comisión
Ministerial de Informática (C.M.I.) del Ministerio de
Sanidad y Consumo no ha ejercido adecuadamente su
función coordinadora, que en la práctica ha sido asumi-
da en el ámbito del INSALUD por su Subdirector
General de Informática.

3. La programación presupuestaria, durante el
periodo 1994 a 1998 al que se refiere esta fiscalización,
ha sido muy deficiente, como se desprende de las dife-
rencias entre obligaciones reconocidas y créditos pre-
supuestarios finales reflejadas en el cuadro número 24,
en el que se muestran los datos de ejecución presupues-
taria de los conceptos/subconceptos de gasto de conte-
nido inequívocamente informático, correspondientes a
ese período.
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Consecuentemente con lo anterior, las referencias

que a continuación se realizan a proyectos informáti-
cos, tal como los denomina el INSALUD, correspon-
den en realidad a actuaciones, en alguna medida cone-
xas entre si, dirigidas a dotar a la Entidad de equipos y
sistemas informáticos, y que han sido objeto de algún
tipo de contratación, pero que en realidad no responden
a la ejecución programada de planes y proyectos pre-
viamente programados y vinculados entre sí y con
dotación presupuestaria específica. Además, estos pro-
yectos informáticos no fueron la única fuente genera-
dora de contratación informática en el INSALUD y por
tanto, como se verá más adelante, no todos los contra-
tos con contenido informático celebrados por el INSA-
LUD están vinculados a proyectos determinados.

2.4.2 Análisis particularizado de los planes y proyec-
tos informáticos del INSALUD

Del examen de los expedientes de contratación
constitutivos de la muestra fiscalizada y de la restante
documentación remitida a este Tribunal por el INSA-
LUD, pueden distinguirse dos períodos diferenciados:
el período comprendido entre 1994 y 1996 y el período
posterior a 1997.

a) Durante el período comprendido entre 1994 y
1996 la contratación informática tuvo por objeto la
adquisición de equipamiento ofimático para la moder-
nización de los órganos centrales, las Direcciones Pro-
vinciales y las Gerencias de Atención Primaria del
INSALUD, la realización de acciones puntuales de
mantenimiento y reposición de equipamiento en el
marco de planes iniciados con anterioridad, como el
de Dotación Informática de Áreas Sanitaria (DIAS), el
de Tarjeta Sanitaria Individual (TSI), el Sistema de
Contabilidad de la Seguridad Social (SICOSS), o
acciones complementarias de dichos planes, como el
proyecto de Grupos Relacionados por el Diagnóstico
(GRD), y también el desarrollo de algún proyecto ais-
lado como el Sistema de información para la Gestión
Integral del Mantenimiento de Hospitales (SIMHOS).
Aunque, con rigor, no se pueda hablar de que esta con-
tratación se produjera en aplicación de planes o pro-
yectos previamente establecidos, parte de esta contra-
tación puede reconducirse, atendiendo a su objeto, a
alguno de estos planes o proyectos informáticos del
INSALUD, situación que se refleja más adelante en el
cuadro número 26.

b) A partir de 1997 gran parte de la contratación
del INSALUD incluida en la muestra de contratos ana-
lizada en esta Fiscalización Especial celebrada a partir

de 1997, puede agruparse en los Proyectos de Dota-
ción de Terminales Autónomos de Identificación de
Recetas (TAIR), de Actualización Tecnológica de las
Gerencias de Atención Especializada y de Informati-
zación Integral de Centros de Salud, directamente rela-
cionados con las líneas de actuación establecidas en el
Plan de Tecnologías de la Información elaborado por
el INSALUD en 1996/97 (que se incardina en los obje-
tivos que marca el Plan Estratégico del INSALUD
hecho público el 21 de enero de 1998), cuyo objetivo
fundamental era el incremento de las dotaciones pre-
supuestarias del INSALUD destinadas a la informáti-
ca, que, frente a los 5.449 millones de pesetas presu-
puestados en el cuatrienio 1993 a 1996, debería
alcanzar los 28.402 millones de pesetas en el cuatrie-
nio 1997 a 2000.

Aunque en este período, a partir de 1997, los pro-
yectos tienen un mayor grado de concreción en cuanto
al señalamiento de objetivos y metodología, carecieron
no obstante de una adecuada planificación inicial de
los medios necesarios para la consecución de los obje-
tivos propuestos, de los plazos de ejecución y de las
previsiones de contratación y presupuestarias corres-
pondientes, comprensivas de la totalidad de cada pro-
yecto, como ponen de manifiesto los datos de ejecu-
ción presupuestaria y las diferencias entre previsiones
de inversión e inversiones efectivamente realizadas
analizados en el epígrafe 2.4.1. anterior.

En el cuadro número 26 se refleja el gasto generado
por los expedientes de contratación del INSALUD
seleccionados en la muestra fiscalizada, agrupados por
planes o proyectos, teniendo en cuenta que dicha agru-
pación se hace con las reservas expresadas anterior-
mente, pues, como ha quedado dicho, en muchos casos
la contratación no estaba planificada previamente. Los
contratos que no se inscriben en proyectos mínimamen-
te definidos con anterioridad se han agrupado en fun-
ción de la finalidad del gasto, aunque se trata de accio-
nes puntuales que se han producido a lo largo del
tiempo sin una previa planificación o correspondan a
actuaciones que complementan, genéricamente, la eje-
cución de los planes o proyectos existentes, sin concre-
ta atribución a ninguno de ellos (lo que es particular-
mente aplicable al gasto de 1.354,9 millones de
pesetas, contemplado como «actualización tecnológi-
ca», generado por un sólo expediente de contratación
dividido en tres lotes, cuya finalidad era el desarrollo e
implantación de distintos proyectos, como el de Termi-
nales autónomos de identificación de recetas, el de
Informatización integral de los Centros de Salud o el
de Actualización tecnológica de las Gerencias de Aten-
ción Primaria, iniciados en 1997).

Estos datos ponen de manifiesto que las obligacio-
nes reconocidas durante los ejercicios 1994 a 1998 han
excedido en el 22,23 por 100 los créditos finales apro-
bados en dichos conceptos/subconceptos de gasto. En
todos los ejercicios las obligaciones reconocidas han
superado significativamente el importe de los créditos
finales (21,80 por 100 en 1994, 51,85 por 100 en 1995,
27,88 por 100 en 1996, 6,92 por 100 en 1997 y 21,63
por 100 en 1998).

Conviene significar que el incremento global total
de las obligaciones reconocidas sobre los créditos fina-
les en el período fiscalizado, que asciende al 22,23 por
100, resulta de las importantes desviaciones, tanto
positivas como negativas, producidas en cada uno de
los conceptos/subconceptos de gasto considerados,
compensando las negativas de unos conceptos de gasto
con las positivas experimentadas por otros. Sin esta
compensación de las desviaciones negativas con las
positivas y teniendo en cuenta las modificaciones pre-
supuestarias, resultaría un índice de desviación presu-
puestaria, obtenido en la forma descrita en el epígrafe 5
de la Sección III de este Informe, del 67,98 por 100,
que es el más elevado de todas las Entidades de la
Seguridad Social, como se muestra en el cuadro núme-
ro 13 del epígrafe citado. En cuanto a la evolución tem-
poral de este índice (48,18 por 100 en 1994, 67,95 por
100 en 1995, 59,39 por 100 en 1996, 102,83 por 100 en
1997 y 58,47 por 100 en 1998), lo más destacable es
que su cota más alta se alcanzó en 1997 (102,83 por
100 de desviación) y que en 1998 el índice sigue sien-
do muy elevado, comparable a los índices de los ejerci-
cios anteriores a 1997, lo que debe valorarse negativa-
mente, especialmente si se tiene en cuenta que en estos
dos ejercicios, 1997 y 1998, los presupuestos del
INSALUD con contenido informático experimentaron
un fuerte incremento.

A juicio de este Tribunal, como ya se ha puesto de
manifiesto en el epígrafe 5 de la Sección III de este

Informe de Fiscalización, al margen de cualquier con-
sideración sobre la legalidad u oportunidad de los actos
de modificación o ejecución de los citados créditos, la
magnitud de las desviaciones en los presupuestos de
contenido informático del INSALUD (67,98 por 100
de media y 102,84 de máximo en 1997) evidencia la
falta de una adecuada programación presupuestaria
tanto de los proyectos informáticos como de las previ-
siones de contratación derivadas de ellos y, sobre todo,
una situación que es incompatible con el cumplimiento
mínimamente riguroso de los planes y proyectos infor-
máticos en los presupuestos de gastos del INSALUD.

Confirmando la falta de una efectiva programación
presupuestaria del gasto en materia informática, el
INSALUD ha manifestado en el antes citado Informe de
la Directora General de Presupuestos e Inversiones
fechado el 8 de febrero de 1999, que durante el período
fiscalizado no hizo previsiones de contratación. Además,
las importantes desviaciones entre las previsiones de
inversiones que figuraban en los Anexos de inversiones
de los Presupuestos del INSALUD para 1997 y 1998 y
las inversiones efectivamente realizadas (cuadro núm. 25),
confirman la evolución negativa que se ha producido en
estos ejercicios en dicho aspecto de la planificación eco-
nómica del gasto del INSALUD en materia informática
y vuelven a hacer patente que los presupuestos destina-
dos a gastos de naturaleza informática no son parte inte-
grante de unos planes y proyectos informáticos previa-
mente bien definidos. Por el contrario, queda de
manifiesto que los planes y proyectos informáticos se
elaboran y ejecutan, en gran medida, tomando, a poste-
riori, los créditos presupuestarios como una mera refe-
rencia económica, con una concepción presupuestaria
más próxima a la del ineficiente presupuesto administra-
tivo que a la del presupuesto por programas que exige la
regla primera c) del artículo 53 del Texto Refundido de
la Ley General Presupuestaria, más acorde con los prin-
cipios de eficacia, eficiencia y economía.
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sociodemográficas y epidemiológicas del paciente.
Cada registro de esta base se corresponde con cada una
de las altas hospitalarias una vez finaliza el proceso
asistencial que originó el ingreso del paciente 25.

Debe señalarse que la explotación conjunta de la
información del Conjunto Mínimo Básico de Datos y
la generada mediante la informatización de las áreas
económico-administrativas, no prevista inicialmente en
el Plan DIAS, fue objeto de desarrollo posterior a tra-
vés de los proyectos «Sistema de Información sobre el
Coste por Proceso Hospitalario» (SIGNO) —para la
implantación de un sistema de contabilidad analítica en
los Hospitales del INSALUD— y de «Grupos Relacio-
nados por el Diagnósticos» (GRD) —para la implanta-
ción en los Hospitales de un programa informático,
basado en la casuística, para la agrupación diagnóstica
de las bases de datos del CMBD—, cuyo objetivo final
era el conocimiento del coste total del proceso asisten-
cial. La utilización conjunta de la base de datos CMBD
y de las bases de datos y aplicaciones informáticas que
se derivan de los proyectos «SIGNO» y «GRD» debía
permitir la asignación de costes generados por proceso
de asistencia a los pacientes.

El plan no contempló, sin embargo, la informatiza-
ción de importantes áreas de gestión como las áreas
quirúrgica, de pruebas diagnósticas, de mantenimiento
y servicios generales lo que originó que cada hospital
adoptara las soluciones que mejor se adaptaban a su
capacidad técnica y de recursos, por lo que esta planifi-
cación resultó insuficiente, y por tanto ineficiente,
desde un principio.

En cuanto a la contratación relacionada con el Plan
DIAS, 10 de los 31 expedientes de contratación cele-
brados por el INSALUD en los ejercicios 1994, 1995 y
1996 comprendidos en la muestra seleccionada en esta
Fiscalización, tuvieron por objeto suministros (9 con-
tratos) y servicios (1 contrato) relacionados con dicho
plan, con un gasto total de 684,6 millones de pesetas,
que representan el 38,37 por 100 del gasto del INSA-
LUD fiscalizado, correspondiente a dicho período.

En la muestra de contratos fiscalizada figura 1 con-
trato incluido en el proyecto «Grupos relacionados por
el Diagnóstico» (GRD). Este contrato, celebrado 
en 1995, tuvo un importe de adjudicación de 99,1
millones de pesetas y su objeto fue el arrendamiento de
una aplicación informática para la agrupación diagnós-

tica de las bases de datos del Conjunto Mínimo Básico
de Datos (CMBD), destinado a 77 Hospitales, y permi-
tir la clasificación y análisis de estos datos obtenidos
mediante la codificación de las altas hospitalarias.

Por el contrario, ninguno de los contratos pertene-
cientes a la muestra fiscalizada está directamente rela-
cionado con el proyecto «SIGNO».

Según se desprende de la documentación analizada
por este Tribunal, especialmente de los informes emiti-
dos por la Inspección de Servicios del INSALUD, que
realizó en 1995 y 1996 auditorías informáticas en 55
Hospitales del INSALUD, el hardware inadecuado, por
insuficiente u obsoleto, y las deficiencias de las aplica-
ciones informáticas del Plan DIAS por un insuficiente
control de calidad previo a su implantación, la inexis-
tencia de plantillas normalizadas de personal informá-
tico en los Hospitales y, sobre todo, la falta de asisten-
cia técnica eficaz desde los servicios centrales, dieron
lugar a la progresiva diferenciación entre las aplicacio-
nes del Plan DIAS utilizadas en cada Hospital, dificul-
tando su utilización como sistema de información cor-
porativo.

El Plan de Dotación Informática de Áreas Sanitarias
(Plan DIAS), cuya ejecución se había iniciado en 1988,
se dio por finalizado por el INSALUD a principios de
1997, momento en que se inició el Plan de Renovación
Tecnológica para las Gerencias de Atención Especiali-
zada.

2. El desarrollo del proyecto SIMHOS (Sistema
de información para la Gestión Integral del Manteni-
miento de Hospitales) dio lugar a la celebración de un
contrato, el CP-4/96 adjudicado en 29,9 millones de
pesetas, tramitado por los servicios centrales del INSA-
LUD e incluido en la muestra fiscalizada. La aplica-
ción informática que fue resultado de dicho proyecto
no está operativa en ningún hospital, lo que es muestra
una gestión de los recursos contraria a los principios de
eficacia, eficiencia y economía que deben presidir el
gasto público 26.

3. El proyecto de actualización del Sistema de
Contabilidad de la Seguridad Social (aplicación
SICOSS), emprendido en 1996, dio lugar a durante este
ejercicio y el de 1997 a un gasto, instrumentado a tra-
vés de contratos incluidos en la muestra, que ascendie-
ron a un importe total de 341,2 millones de pesetas.

4. El Proyecto de Tarjeta Sanitaria Individual
(TSI), cuyo objeto fue dotar a los beneficiarios del Sis-
tema Nacional de Salud de un sistema de identificación
individual en soporte magnético, alcanzó la casi total
implantación en 1997, disponiendo de ella el 99,97 por
100 de la población asegurada. Los contratos de la
muestra referidos a este proyecto generaron un gasto

25 Cada alta hospitalaria genera un informe cuya obligatoriedad y contenido
preceptivo fue establecida por Orden del Ministerio de Sanidad y Consumo del 6 de
diciembre de 1984. En desarrollo de la citada Orden Ministerial, el Consejo Interte-
rritorial del Sistema Nacional de Salud aprobó, el 14 de diciembre de 1987, el Con-
junto Mínimo Básico de Datos. Posteriormente, la Resolución de la entonces Secre-
taría General del Sistema Nacional de Salud de 24 de enero de 1992 estableció la
obligatoriedad del registro y la codificación de las variables que conforman los
registros del Conjunto Mínimo Básico de Datos al producirse el alta hospitalaria de
todos los pacientes ingresados en los hospitales propios del INSALUD y en los
administrados por él. La implantación del Conjunto Mínimo Básico de Datos fue
objeto del «Informe de fiscalización sobre el sistema de información de la gestión
hospitalaria del INSALUD, con especial referencia al Conjunto Mínimo Básico de
Datos (CMBD)», aprobado por el pleno del Tribunal de cuentas el 20/3/97 y publi-
cado en el Boletín Oficial del Estado número 102, de 29 de abril de 1998.

26 El INSALUD, en trámite de alegaciones, confirma que la aplicación SIM-
HOS no está operativa en ningún hospital, por su falta de adecuación a los siste-
mas de información resultantes del Plan de Actualización Tecnológica de Hospi-
tales, habiéndose implantado únicamente en la Lavandería Central de Mejorada
del Campo.

En cuanto a los planes y proyectos concretos, cabe
destacar lo siguiente:

1. La implantación del Sistema de Información
para la Gestión Hospitalaria del INSALUD se inició en
1988 con el Plan de Dotación Informática del Área
Sanitaria (Plan DIAS) 24. Con este Plan el INSALUD
pretendió dotar a los hospitales de forma paulatina, de
los medios informáticos necesarios (recursos físicos,
lógicos, redes y soporte de comunicaciones) para reco-

ger y tratar toda la información generada en ellos tanto
asistencial como económico-administrativa, mediante
la dotación e implantación básica de los sistemas infor-
máticos que cubrieran los requerimientos mínimos de
la atención especializada prestada en los hospitales del
INSALUD.

Este Plan incluyó entre las áreas prioritarias a infor-
matizar el fichero de la admisión de pacientes, cuyo
contenido debía formar parte del Conjunto Mínimo
Básico de datos (CMBD), núcleo central del sistema de
información asistencial, que es una base de datos que
contiene determinados registros relacionados con los
procesos de asistencia de los pacientes en los hospita-
les. Los registros de la base de datos del CMBD son un
conjunto de catorce variables relativas a la filiación, a
la financiación del proceso, y a las características

24 Ver al respecto el «Informe de Fiscalización sobre la adquisición, el arren-
damiento y la gestión de instalación y puesta en funcionamiento de equipamiento
informático en la Seguridad Social». aprobado por el Pleno del Tribunal de Cuen-
tas de 24 de julio de 1996, y publicado en el Boletín Oficial del Estado del día 29
de julio de 1997.



B
O

E
n

ú
m

.1
5

V
iern

es
1

7
en

ero
2

0
0

3
2

3
3

7
ciado con acciones puntuales de mejora de infraestruc-
tura y aplicaciones en algunos Hospitales, contempló
inicialmente un plazo de ejecución que comprendía los
años 1997, 1998 y 1999, dividido en dos fases. Sin
embargo, la segunda fase, según el cronograma de
actuaciones realizado por la Subdirección General de
Informática del INSALUD, se prolongará durante el
año 2000, y al mismo tiempo se prevé extender la reno-
vación tecnológica a Hospitales no incluidos en las pre-
visiones iniciales, con nuevas fases que deberían ini-
ciarse en los ejercicios 2000 y 2001, todo lo cual pone
de manifiesto, a juicio de este Tribunal, que la planifi-
cación sigue constituyendo una mera definición de
objetivos genéricos, sin la suficiente precisión en cuan-
to a su total dimensión, contenidos concretos, plazos de
ejecución y presupuestos.

Los contratos vinculados a este Plan incluidos en la
muestra han generado un gasto de 305,2 millones de
pesetas, correspondientes a contratos celebrados en 1997
y el primer semestre de 1998.

7. El proyecto de Informatización Integral de los
Centros de Salud tiene como objeto dar soporte infor-
mático a todas las actividades que se realizan en estos
Centros, como el proceso de cita previa, archivo de his-
torias clínicas, control de prestación farmacéutica, tra-

mitación de incapacidad temporal, etc. Las previsiones
de este proyecto contemplan alcanzar la cifra de 400
Centros de Salud totalmente informatizados a finales
del año 2001. Los contratos de la muestra celebrados
en ejecución de este proyecto han generado un gasto 
de 135,5 millones de pesetas, correspondientes a con-
tratos celebrados en 1997 y el primer semestre de 1998.

2.5 Análisis de la contratación del insalud

La muestra de la contratación del INSALUD, obje-
to de esta Fiscalización Especial, está constituida por
85 expedientes (18,3 por 100 de 462 contratos que inte-
gran la totalidad de la muestra), con un gasto de 8.621,8
millones de pesetas. La distribución de los contratos se
refleja en el cuadro número 27, en el que figura la dis-
tribución de los 85 expedientes por ejercicios presu-
puestarios, tipos de contratos y formas de adjudicación,
y en los cuadros 28, 29 y 30 , en los que se efectúa,
separadamente, el desglose por ejercicios presupuesta-
rios, tipos de contratos y formas de adjudicación, res-
pectivamente. Debe insistirse en que la totalidad de los
datos se refieren exclusivamente a los expedientes de
contratación incluidos en la muestra fiscalizada y no al
gasto total de contenido informático del INSALUD.

En el cuadro número 28 y en el gráfico número 12 se
muestra la distribución de los contratos de la muestra
por ejercicios presupuestarios, destacando el notorio
incremento del número de contratos celebrados en los
años 1997 y 1998 con respeto a los celebrados en los
años 1994, 1995 y 1996 y un incremento mayor aún en
cuanto a gasto generado. El gasto de 2.687,3 millones
de pesetas correspondiente únicamente a los contratos
del primer semestre de 1998 incluidos en la muestra es

superior al gasto de 1.784,1 millones de pesetas corres-
pondiente a la totalidad de los contratos de 1994, 1995
y 1996 también incluidos en la muestra de contratos
analizados, datos que son congruentes con los incre-
mentos experimentados por los presupuestos de infor-
mática del INSALUD para 1997 y 1998 sobre los de los
años anteriores. Hay que significar que de acuerdo con
el ámbito temporal de esta Fiscalización los datos de
1998 se refieren exclusivamente al primer semestre.

el INSALUD.

de 102,7 millones de pesetas, destinados a la renova-
ción técnica y funcional de su sistema de información.

5. El Proyecto de Terminales Autónomos de Iden-
tificación de Recetas (TAIR) tuvo como finalidad dotar
los Centros de Salud y en general a la totalidad de los
médicos de atención primaria, de un sistema informáti-
co portátil que registrara la identificación de los pacien-
tes, mediante la Tarjeta Sanitaria Individual (proyecto
TSI), la identidad del médico y la actuación médica en
consulta, facilitando la emisión de las recetas de medi-
camentos, de los volantes de consulta de especialidades
y la solicitud de pruebas de diagnóstico, y permitiendo
el tratamiento posterior de dicha información, especial-
mente en cuanto al consumo farmacéutico por pacien-
te. Este proyecto, iniciado en 1997, tenía prevista su
total ejecución, en cuanto a la implantación de los ter-
minales y equipamiento complementario, en febrero 
de 1998. Según la «Memoria del INSALUD correspon-
diente a 1997» y la «Memoria de Actividades de la
Subdirección General de Informática en 1997», el
número de terminales instalados a 31 de diciembre 
de 1997 había sido de 17.152 en 1.057 Centros, respec-
to de un total estimado de 18.059 terminales en 1.122
Centros, y por consiguiente la ejecución del proyecto
habría tenido un alcance superior al 94 por 100 del
total. Sin embargo, lo cierto es que, de acuerdo con la
contratación analizada en esta Fiscalización, hasta final
de 1997 se habían adquirido únicamente 7.493 termi-
nales autónomos, y no se había adquirido aún ninguno
de los equipos informáticos fijos de los Centros de
Salud. Los restantes terminales y equipos fijos se
adquirieron a partir de marzo de 1998 y se implantaron
a lo largo de dicho año, con la correspondiente demora
en los plazos de ejecución previstos en el proyecto, lo
que pone de manifiesto que el contenido de las citadas
Memorias de 1997 no se compadece con la realidad.

Conviene destacar que mientras el INSALUD desa-
rrollaba los proyectos de Tarjeta Sanitaria Individual
(TSI) y de Terminales Autónomos de Identificación de
Recetas (TAIR), la Tesorería General de la Seguridad
Social desarrolló el proyecto de Tarjeta de la Seguridad
Social, al que se hace referencia más detallada en el
epígrafe 5.4.2.1 de esta misma Sección IV del informe.
En este proyecto TASS , la TGSS contó con la partici-
pación del Instituto Nacional de la Seguridad Social,
del Instituto Social de la Marina, del Instituto Nacional
de Empleo y, lo que resulta más significativo, la del
Servicio Andaluz de Salud, dependiente de la Conseje-
ría de Salud de la Junta de Andalucía, pero no con la
del INSALUD, a pesar de que las utilidades del pro-
yecto TASS diseñadas para su uso específico por el
Servicio Andaluz de Salud coinciden básicamente con
las de los proyectos TSI y TAIR del INSALUD.

Todo ello pone de manifiesto, a juicio de este Tribu-
nal, una grave falta de coordinación entre las Entidades
de la Seguridad Social en perjuicio de los principios de
eficiencia y economía, imputable en gran medida a

hecho de que la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social haya limitado sus competencias, en la prác-
tica, a las Entidades Gestoras y Tesorería General de la
Seguridad Social adscritas a la Secretaría de Estado de
Seguridad Social., cuestión que es analizada en el epí-
grafe 1.3.1. de la Sección III de este Informe de Fisca-
lización Especial.

6. El proyecto de Actualización Tecnológica de las
Gerencias de Atención Especializada, tiene como obje-
tivo la renovación de la tecnología informática de los
Hospitales del INSALUD, dotándolos de sistemas de
información homogéneos y útiles tanto desde el punto
de vista de su funcionamiento como para el ejercicio de
las funciones gerenciales y corporativas. Este plan se
inició en 1997, con la previsión de completar el proceso
de renovación tecnológica informática de todos los Hos-
pitales del INSALUD a finales del año 2001.

Este Plan contempla los siguientes objetivos: a)
Renovación del cableado de datos y del equipamiento
físico (ordenadores centrales, puestos de trabajo, etc.),
b) la renovación de las aplicaciones informáticas del
Plan DIAS (Admisión, Urgencias, Consultas externas,
Archivo de Historias clínicas, Nóminas, Suministros y
Compras y Contabilidad presupuestaria) y, c) Implan-
tación de nuevas aplicaciones en las áreas hospitalarias
no contempladas en el Plan DIAS (Lista de espera,
Informe de alta, Codificación hospitalaria, Radiología,
Quirófanos, Farmacia y Unidosis, Dietética y Cocina,
Gestión de Personal, Mantenimiento e inventario y
Facturación) en las que las aplicaciones informáticas
utilizadas por los Hospitales no eran homogéneas.

La realización de este proyecto conllevó la casi
completa sustitución de las aplicaciones informáticas
desarrolladas en ejecución del Plan DIAS (Dotación
Informática de Áreas Sanitarias) por la aplicación HP-
HIS, propiedad de Hewlett Packard, con la consiguien-
te falta de rentabilización de las cuantiosas partidas de
gasto destinadas al citado Plan DÍAS.

A juicio de este Tribunal, cuando el INSALUD
abordó, a partir de 1997, el Proyecto de Actualización
Tecnológica de las Gerencias de Atención Especializa-
da, debió tener en cuenta en mayor medida, atendiendo
a criterios tanto de eficacia como de eficiencia y econo-
mía, el aprovechamiento de las aplicaciones del plan
DIAS (y otras desarrolladas o adquiridas previamente
por el INSALUD, como las de los proyectos SIMHOS,
para el mantenimiento de Hospitales, o GRD, para la
agrupación de diagnósticos) corrigiendo sus defectos,
unificando las diferentes versiones utilizadas y prestan-
do a sus usuarios la asistencia técnica necesaria, puesto
que estas aplicaciones ya estaban implantadas y en fun-
cionamiento en un muy alto porcentaje de Hospitales
(que el propio INSALUD cifra en el 85 por 100), renta-
bilizando así tanto las inversiones realizadas como la
experiencia acumulada por sus usuarios.

El proyecto de Renovación Tecnológica de las
Gerencias de Atención Especializada, que se había ini-
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El cuadro número 30 y los gráficos números 14 y 15

muestran la distribución de los contratos del INSALUD
incluidos en la muestra atendiendo a las formas de
adjudicación utilizadas. El concurso, que es el procedi-
miento normal de adjudicación de los contratos de
suministro y de los contratos de consultoría y asisten-
cia y de servicios, se ha utilizado en tan sólo el 15,29
por 100 de los expedientes, representando el 20 por 100
del gasto. En cambio, el 83,53 por 100 de los contratos,
que supusieron el 80 por 100 del gasto del INSALUD
fiscalizado, se adjudicaron mediante los procedimien-
tos contratación directa (contratos de la muestra sujetos
a la Ley de Contratos del Estado de 1965) o procedi-

miento negociado (contratos de la muestra sujetos a la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas de
1995). Conviene señalar, no obstante, que en la mayo-
ría de estos casos (en 64 de los 71 expedientes analiza-
dos), la elección estuvo motivada (sin perjuicio de lo
que más adelante se dirá al analizar los contratos de
suministro celebrados por el INSALUD) por tratarse
de adquisiciones de bienes incluidos, previa realización
de concursos de determinación de tipo, en el catálogo
del Servicio Central de Suministros de la Dirección
General de Patrimonio del entonces Ministerio de Eco-
nomía y Hacienda (en la actualidad, Ministerio de
Hacienda).

La distribución de los contratos de la muestra por
tipo de contrato pone de manifiesto que en esta Entidad
el gasto ha estado dirigido fundamentalmente a la
adquisición de equipos informáticos (hardware) repre-
sentando los contratos de suministro el 81,24 por 100
del gasto total generado por los contratos de la mues-
tra. El 18,76 por 100 del gasto restante se ha instrumen-
tado a través de contratos de consultoría y asistencia y
de servicios. Entre los contratos de suministro fiscali-

zados figuran 33 expedientes, tramitados entre abril de
1997 y marzo de 1998, que corresponden a la ejecu-
ción del Proyecto TAIR (Terminales autónomos de
identificación de recetas) analizado en el anterior epí-
grafe 3.4 de la Sección IV del presente Informe, con un
gasto total de 4.450,3 millones de pesetas (más del 50
por 100 del gasto total generado por los expedientes de
la muestra). El cuadro número 29 y el gráfico número
13 muestran dicha distribución:
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2.5.1 Contratos de obras del INSALUD

Ninguno de los contratos integrantes de la muestra
de contratos analizada en esta Fiscalización correspon-
de a obras realizadas por el INSALUD, que afecten a la
instalación de equipos informáticos.

2.5.2 Contratos de consultoría y asistencia y de servi-
cios del INSALUD

La muestra de contratos de consultoría y asistencia
y de servicios seleccionada para su fiscalización, está
formada por 10 expedientes con un gasto de 1.617,7
millones de pesetas, y representa el 18,76 por 100 del
gasto total generado por los contratos de la muestra
seleccionada celebrados por el INSALUD.

A continuación se analizan las principales deficien-
cias puestas de manifiesto en el examen de estos 10
expedientes de contratación, tratándose en primer lugar
las de los expedientes que fueron anulados o declarada
desierta su licitación o resueltos después de formaliza-
dos, y, seguidamente, la de los restantes contratos, que
se extinguieron por su cumplimiento.

2.5.2.1 Expedientes de contratación que fueron anu-
lados o declarada desierta su licitación o
resueltos después de formalizados

Dentro de la muestra de 10 contratos de consultoría
y asistencia o de servicios fiscalizada, 4 expedientes no
llegaron a su finalización normal, 3 porque no llegaron
a adjudicarse (1 expediente anulado y 2 cuyas convoca-
torias fueron declaradas desiertas) y 1 porque fue
resuelto por el órgano de contratación.

1. El expediente anulado (CP-314/95), celebrado en
1995, tenía como objeto el desarrollo de una aplicación
para los centros dependientes del Area 2 de aten-
ción primaria de Madrid, que se planteó como actua-
ción paralela a la adquisición de diverso hardware, y su
anulación fue fundamentada en la decisión tomada por
la Subdirección General de Obras, Instalaciones y
Suministros del INSALUD de convocar un concurso
público con el mismo objeto de dotar de equipamiento
informático la totalidad de las Gerencias de Atención
Primaria del territorio gestionado por el INSALUD,
que se llevaría a cabo de forma centralizada, y que efec-

Finalmente, se han analizado los contratos en fun-
ción de sus adjudicatarios, resultando que el INSALUD
es la Entidad de la Seguridad Social con mayor grado
de concentración de las adjudicaciones en un reducido
número de empresas. Las adjudicaciones a una sola

empresa (Informática El Corte Inglés S.A.) representan
el 63,66 por 100 del importe total de las adjudicaciones
que componen la muestra analizada en esta Fiscaliza-
ción. En el cuadro número 31 y en el gráfico 16 se
refleja la distribución de las adjudicaciones.
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Salamanca», adjudicado por 80 millones de pesetas a
la empresa Hewlett Packard Española S.A. y formali-
zado el 5 de diciembre de 96, con una duración previs-
ta de cuatro años, fue resuelto por mutuo acuerdo con
efectos de 1 de enero de 1997, menos de un mes des-
pués de su formalización.

Como acaba de indicarse, el plazo de ejecución del
contrato se había fijado inicialmente en cuatro años, en
los que deberían desarrollarse 3 fases en las que se divi-
dió la ejecución del contrato. En el curso de la ejecu-
ción el contratista, además de prestar el servicio de ges-
tión informática de las historias clínicas, debía aportar
los equipos informáticos necesarios para la prestación
del servicio, cuya composición sería determinada por
la empresa como parte de su oferta. En el contrato se
estipuló que el equipamiento informático aportado por
el contratista sería cedido al Hospital al finalizar el con-
trato.

El presupuesto del contrato se dividió en cuatro
anualidades, correspondientes a los ejercicios de 1996,
1997, 1998 y 1999, con un importe cada una de ellas 
de 20 millones de pesetas.

De acuerdo con las condiciones del contrato, la eje-
cución de su primera fase (fase I), que debería comple-
tarse en los ejercicios de 1996 y 1997, comprendía la
entrega de diversos equipos (servidor de aplicaciones, 8
ordenadores personales, una unidad de almacenamiento
en disco óptico, 4 scaners y diverso hardware de comu-
nicaciones de red) cuyas especificaciones se detallaron
en la oferta, y la realización de las siguientes tareas,
cuyo contenido igualmente se plasmó en la oferta:

— Puesta en marcha del nuevo servidor soporte de
las aplicaciones de gestión documental de la historia
clínica y de las estaciones de trabajo de captura de imá-
genes y consulta.

— Análisis funcional de los requisitos funcionales
de los aplicativos a desarrollar y del interface de usuario.

— Proceso de unificación de los archivos de histo-
rias clínicas, fusionando las bases de datos y depuran-
do las repetidas, de cara a la obtención de un número
de historia clínica único por paciente.

— Implantación de la solución de gestión docu-
mental en el Archivo de Urgencias.

— Implantación de la solución de captura del
Archivo Histórico de Medicina Nuclear.

La empresa adjudicataria precisó que en el ejercicio
de 1996 ejecutaría la «preparación e instalación pre-
vias», sin mayor especificación de su contenido exacto.

El contratista facturó con fecha de 26 de diciembre
de 1996 la primera anualidad completa (20 millones de
pesetas), consignando como concepto facturado el
«Servicio de gestión documental de historias clínicas
correspondiente al ejercicio de 1996» pese a que en ese
ejercicio prestó sus servicios durante menos de un mes
(desde el 5.12.1996). En la factura consta la diligencia

de «Conforme y páguese» firmada por el Director
Gerente del Hospital ese mismo día aunque el registro
de entrada de la factura en el Hospital está fechado el
30 de diciembre de 1996. A requerimiento de este Tri-
bunal, el Director Gerente del Hospital Universitario de
Salamanca, en escrito de 16 de mayo de 2000, ha infor-
mado que esa factura y la diligencia de conformidad
que contiene son «la constancia documental de que los
concretos servicios descritos en la oferta técnica, como
constitución del comité de Dirección, detalle de objeti-
vos del proyecto, criterios de aceptación, análisis ini-
cial de tiempos y plazos, necesidades de soporte y plan
de calidad, fueron realizados». A juicio del Tribunal de
Cuentas, no cabe admitir esta justificación del pago de
la primera anualidad del contrato por cuanto los preten-
didos servicios o carecen de contenido facturable o
debieron ser parte integrante del proyecto completo que
la empresa presentó para ser admitida a la licitación.
En cualquier caso, ni en la factura ni en el escrito de
aclaraciones remitido por la Dirección del Hospital de
Salamanca a este Tribunal se detallan y valoran de
forma pormenorizada tales servicios.

Por otra parte, los servicios facturados, según la des-
cripción de los mismos realizada por la Dirección
Gerencia del Hospital, tampoco pueden asimilarse a la
«preparación e instalación previa» ofertada por la
empresa para esta primera anualidad. Lo cierto es que,
a tenor de la documentación remitida por el Hospital
Universitario de Salamanca a este Tribunal, las entre-
gas de los equipos informáticos precisos para la ejecu-
ción de los servicios no se iniciaron hasta enero 
de 1997, mes en el que se documentan las entregas de
los equipos informáticos previstos para su utilización
en la primera fase del contrato (3 albaranes acreditati-
vos de entregas efectuadas los días 14, 16 y 24 de enero
de 1997), posteriores también a la citada diligencia de
conformidad con la factura de 20 millones de pesetas
correspondiente a la anualidad de 1996. Además, aun-
que uno de los albaranes valora los bienes en él relacio-
nados en 20 millones de pesetas, no cabe considerar
que el pago efectuado corresponda a la adquisición de
estos bienes pues, como se ha dicho anteriormente, el
Hospital sólo adquiriría la propiedad de los equipos
informáticos necesarios para la prestación de los servi-
cios contratados al finalizar el plazo de ejecución del
contrato, y en todo caso su fecha de entrega fue poste-
rior a la de la factura.

Posteriormente no se documentaron nuevas actua-
ciones en ejecución de este contrato, pues, según pone
de manifiesto el Director Gerente del Hospital en su
citado escrito de 16 de mayo de 2000, las fases I y II
correspondientes a las anualidades de 1997 y 1998 no
se ejecutaron, «ya que las actuaciones en este período
estuvieron encaminadas al estudio de la viabilidad de
la continuación de la prestación del servicio, conclu-
yendo dichas conversaciones con la resolución de

tivamente dio lugar al expediente de suministro 
PN 18/95, por importe de 329,9 millones de pesetas,
también incluido en la muestra.

2. El concurso CP-6/95, convocado en 1995, cuyo
objeto era el «Servicio de actualización de las aplica-
ciones informáticas del modulo de gestión de pacien-
tes» del Hospital General Yagüe de Burgos, fue decla-
rado desierto por la Dirección Gerencia del Hospital, a
propuesta de la Junta de Compras, que motivó esta
decisión en que el objeto del contrato debería extender-
se a la totalidad del servicio informático del Hospital.
Esta explicación no se compadece con un informe de
fecha 9 de octubre de 1995, de la Subdirección General
de Obras, Instalaciones y Suministros del INSALUD,
que consta en el expediente, en el que se ponen de
manifiesto las siguientes deficiencias: a) El Pliego de
cláusulas administrativas particulares no contaba con el
preceptivo informe de la Comisión Interministerial de
Adquisiciones de Bienes y Servicios Informáticos; b)
La presentación de las especificaciones en el Pliego de
prescripciones técnicas era insuficiente y confusa, ya
que no se precisaban claramente los objetivos del con-
trato y, c) El objeto del contrato era el desarrollo de
funcionalidades ya cubiertas por el Plan DIAS (Dota-
ción Informática de Áreas Sanitarias), el proyecto
GERMEN (Gestión Electrónica de Recursos Médicos
Nacionales), los programas de listas de espera y los
programas del Proyecto GRD (Grupos Relacionados
por el Diagnóstico). Este informe se trasladó por la
citada Subdirección General al Director Gerente del
Hospital General Yagüe de Burgos mediante escrito de
10 de octubre de 1995 en el que se dice que: «Ante las
anomalías detectadas en el Concurso (...), se comunica
que debe paralizarse la adjudicación de dicho concur-
so. Para cubrir las necesidades planteadas será necesa-
rio adaptarse en los procedimientos a la normativa
vigente, y en el Pliego de especificaciones técnicas a
las directrices de la Dirección General del INSALUD.»

Resulta significativo que la Subdirección General
de Obras, Instalaciones y Suministros del INSALUD,
en el informe a que se ha hecho referencia, advirtiera
que el expediente no disponía del preceptivo informe
de la Comisión Interministerial de Adquisiciones de
Bienes y Servicios Informáticos (CIABSI), cuya obli-
gatoriedad cuestionan las Entidades Gestoras y los
Servicios Comunes de la Seguridad Social, frente a la
opinión favorable a su procedencia reiteradamente
expresada por este Tribunal tanto en este Informe como
en sus Informes Anuales 27. En este mismo sentido se
pronunció el Interventor Central del INSALUD, que
puso de manifiesto, en informe emitido el 13 de sep-
tiembre de 1995 con motivo de este mismo contrato,
que «en virtud de las cuantías de las contrataciones que
se pretenden efectuar, el informe preceptivo exigido en
el artículo 8 del Decreto 2572/1973, de 5 de octubre,

deberá ser emitido por la Comisión de Informática del
Ministerio de Sanidad y Consumo (contratos que no
excedan de 15 millones de pesetas) o por la Comisión
Interministerial de Adquisiciones de Bienes y Servicios
Informáticos (CIABSI) (contratos que excedan de 15
millones de pesetas), de conformidad con lo estableci-
do en el Real Decreto 533/92, de 22 de mayo, por el
que se atribuyen determinadas facultades en los proce-
dimientos de contratación de bienes y servicios infor-
máticos». Cabe significar que, con posterioridad a la
tramitación de este expediente, el INSALUD hizo suyo
el criterio contrario a la obligatoriedad de los informes
de la CIABSI expuesto por la entonces Dirección
General de Orden Jurídico y Entidades Colaboradoras
de la Seguridad Social en el informe de 6 de noviembre
de 1995 al que se ha hecho anterior referencia en el epí-
grafe 1.2.2. de la Sección III de este Informe de Fisca-
lización.

Debe señalarse, además, que el Director Gerente del
Hospital General Yagüe, no había sometido, tampoco,
el expediente de contratación al preceptivo informe de
la Comisión Ministerial de Informática, por considerar
innecesario dicho trámite al tratarse de la actualización
de un programa preexistente, incumpliendo lo dispues-
to en la Orden de 29 de marzo de 1982, que exigía
dicho informe.

3. El concurso público 5-S/96, celebrado en 1996,
fue declarado desierto como consecuencia de que la
única oferta válida presentada no cumplía el plazo
máximo de ejecución previsto en el Pliego de cláusulas
administrativas particulares, lo que dio lugar a que pos-
teriormente se tramitase por procedimiento negociado
sin publicidad.

Estos 3 expedientes de contratación que fueron anu-
lados o declarados desiertos con posterioridad a la
publicación en el B.O.E. de los preceptivos anuncios
de licitación, produjeron demoras innecesarias en la
satisfacción de las necesidades que dieron lugar a su
tramitación y un mayor gasto público para la tramita-
ción de nuevos expedientes de contratación, gastos que
pudieron evitarse con una mayor diligencia en la trami-
tación inicial de los expedientes.

Además, los dos primeros expedientes analizados
vienen a confirmar también la importancia de la trami-
tación, en momento oportuno, de los informes de los
órganos consultivos como la Comisión Ministerial de
Informática o la Comisión Interministerial de Adquisi-
ción de Bienes y Servicios Informáticos, porque permi-
te a estos órganos, al cumplir su función de coordina-
ción del gasto en materia informática, evitar o corregir
deficiencias que, en caso contrario, se ponen de mani-
fiesto en un momento posterior, y son motivo de que
los expedientes de contratación finalmente se anulen o
declaren desiertos.

4. El contrato derivado del expediente CA-25/96,
cuyo objeto era el «Servicio de gestión informática de
las Historias clínicas del Hospital Universitario de27 Ver al respecto el epígrafe 1.2.2 de la Sección III de este Informe.
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rio de Salamanca habría transformado un contrato de
servicios con un objeto poco determinado, en otro de
suministro, de forma fraudulenta y al margen de proce-
dimiento y por tanto de la legalidad.

h) En todo caso, y por todo lo anterior, el pago de
una anualidad completa (20 millones de pesetas) por
parte del Hospital, por los servicios prestados durante
veinticinco días, carece de justificación y supone el
incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 14 y
100 de la Ley de Contratos de las Administraciones
Publicas (LCAP) que establecen que el precio del con-
trato se abonará al contratista en función de la presta-
ción realmente efectuada y de acuerdo con lo conveni-
do, y en el artículo 43.2 del Texto Refundido de la Ley
General Presupuestaria, en el que se establece que si
las obligaciones de la Hacienda Pública tienen por
causa las prestaciones o servicios a la Administración
Pública, el pago no podrá efectuarse si el acreedor no
ha cumplido o garantizado su correlativa obligación. El
Hospital Universitario de Salamanca ha incurrido en un
pago indebido por lo que sus responsables podrían estar
incursos en un supuesto de responsabilidad contable en
los términos previstos por los artículos 38 y siguientes
de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribu-
nal de Cuentas. Todo ello sin perjuicio de la posible
exigencia al adjudicatario por parte de la Dirección
Gerencia del Hospital del reintegro de las cantidades
que le fueron abonadas indebidamente por no corres-
ponder a servicios efectivamente prestados 28.

2.5.2.2 Contratos que llegaron a su extinción por
cumplimiento

Los restantes 5 expedientes de contratación, inte-
grantes, con los analizados en el epígrafe anterior, de la
muestra total de 10 expedientes de contratos de consul-
toría y asistencia o de servicios fiscalizada, han presen-
tado las siguientes deficiencias:

1. En los 5 expedientes de contratación el INSA-
LUD ha omitido su sometimiento a los preceptivos
informes de la Comisión Interministerial de Adquisi-
ciones de Bienes y Servicios Informáticos, tanto los
referidos a los Pliegos de cláusulas administrativas par-
ticulares como los correspondientes a las propuestas de

adjudicación, vulnerando con ello lo dispuesto en la
normativa reguladora de este órgano colegiado 29.

2. La falta de informe de la Gerencia de Informáti-
ca de la Seguridad Social es también general en los con-
tratos de consultoría y de asistencia y de servicios, y se
pretende justificar por los respectivos órganos de contra-
tación invocando lo dispuesto en la disposición adicional
séptima del Real Decreto 987/1991, en el que se estable-
ce la estructura orgánica básica del Ministerio de Sani-
dad y Consumo, que dispone: «Las adquisiciones de bie-
nes y servicios informáticos que vayan a ser afectadas al
INSALUD se regirán por lo dispuesto en el Real Decre-
to 2572/1973, de 5 de octubre, y en el Real Decreto
2291/1983, de 28 de julio, sin que para su tramitación se
precise el dictamen de órganos técnicos informáticos de
la Administración de la Seguridad Social».

Por el contrario, a juicio de este Tribunal, las adqui-
siciones de servicios informáticos objeto de los contra-
tos reseñados no pueden ampararse en la citada norma
para no cumplimentar el trámite de informe por la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social pues se
trata de contrataciones efectuadas directamente por el
INSALUD con cargo a sus presupuestos y no adquisi-
ciones del Ministerio de Sanidad y Consumo para su
posterior afectación al INSALUD. Esta cuestión ya fue
puesta de manifiesto por el Tribunal de Cuentas en el
Informe Anual de 1996.

3. En el expediente de contratación P.N.-10/95,
celebrado en 1995, cuyo objeto es el «Servicio técnico
necesario para el desarrollo del proyecto de Tarjeta
Sanitaria Individual implantado en las Gerencias de
Atención Primaria», la elección del procedimiento
negociado sin publicidad fue motivada, con fundamen-
to en el artículo 211 d) de la LCAP, en la conveniencia
de que prestara la asistencia propuesta la misma empre-
sa adjudicataria del concurso de suministro de los equi-
pos informáticos que soportaban la aplicación a desa-
rrollar, como ampliación de la asistencia técnica
inicialmente prevista. El contrato principal del que
derivaba el ahora analizado fue un contrato, celebrado
en 1993, de arrendamiento con opción de compra de
equipamiento informático por un período de tres años
para dar soporte a la gestión de la tarjeta sanitaria.

Contrasta la señalada motivación con la convocato-
ria en 1997 de otros dos expedientes, el C.A.-1/97-I y
el C.A.-2/97-I, también incluidos en la muestra fiscali-
zada, con similar objeto, que se adjudicaron, en este
caso, mediante concurso público a la misma empresa.
Esta circunstancia por una parte contradice la motiva-
ción utilizada por el INSALUD para justificar el recur-
so al procedimiento negociado y, por otra parte, es
muestra de la cautividad y dependencia que genera la
adjudicación del contrato inicial de algunos proyectos,
que en ocasiones como la presente, resulta determinan-
te de adjudicaciones sucesivas en las que finalmente

28 El INSALUD, en trámite de alegaciones, señala la falta de precisión de las
explicaciones dadas a este Tribunal por la actual Dirección Gerencia del Hospital
Universitario de Salamanca, particularmente en cuanto se refiere a la resolución del
contrato con efectos de 1997, y afirma que «el Hospital Universitario de Salamanca
no ha incurrido en un pago indebido, toda vez que los bienes se encuentran en el
Hospital y son utilizados por el mismo, además de que la contracción de la obliga-
ción se efectuó en el momento procesal oportuno y el pago en el ejercicio siguiente,
una vez acreditado el buen funcionamiento de los bienes.». Estas explicaciones, que
en todo caso no introducen nuevos elementos sobre relato de hechos contenido en
el presente Informe, están en contradicción: a) con el hecho documentalmente acre-
ditado de que únicamente se abonaran los servicios correspondientes a la anualidad
de 1996, que fueron facturados el 26-12-1996 por la empresa adjudicataria del con-
trato y que merecieron la conformidad del Director Gerente del Hospital en la
misma fecha,  y, b) con la estipulación contractual que preveía que los bienes nece-
sarios para la ejecución del contrato, entregados al Hospital en enero de 1997, serí-
an de propiedad de la empresa hasta la finalización de la ejecución del contrato. 29 Ver a este respecto el epígrafe 1.2.2 de la Sección III del presente Informe.

mutuo acuerdo del contrato, ante las innovaciones tec-
nológicas aparecidas en el mercado».

En efecto, la resolución del contrato se formalizó
por mutuo acuerdo el 15 de junio de 1998. En el docu-
mento de formalización consta expresamente que «el
contrato ha sido ejecutado en su fase I, correspondiente
a la primera anualidad que finalizó el 31 de diciembre
de 1996 y por la que han sido facturadas y abonadas la
cantidad de veinte millones de pesetas», declaración
que no se ajusta a la realidad de los hechos a la vista de
las actuaciones y objetivos constitutivos de la fase I
fijados en el contrato y a los que se ha hecho referencia
anteriormente. En el documento en que se formalizó la
resolución del contrato no se contemplan otros efectos
que la devolución de la fianza definitiva y la renuncia
por ambas partes a indemnización de daños y perjui-
cios. El citado documento no contempla la liquidación
del contrato y, en particular, el destino de los equipos
informáticos que la empresa adjudicataria entregó al
Hospital en enero de 1997. De acuerdo con lo manifes-
tado por el Director Gerente del Hospital estos equipos
se encuentran inventariados por el Hospital (valorados
en 16.520.000 pesetas), y en uso en distintos servicios
del Hospital.

Del conjunto de la documentación analizada relati-
va a este contrato CA-25/96 se desprenden las siguien-
tes irregularidades:

a) Deficiente definición del objeto del contrato en
los Pliegos, lo que contraviene lo dispuesto en el
artículo 13 de la LCAP que establece que el objeto de
los contratos debe ser determinado.

b) Contradicción entre las diversas previsiones de
los Pliegos respecto de la duración del contrato, esta-
bleciéndose en unas un plazo de ejecución de cuatro
años (que deberían computarse de fecha a fecha, es
decir de 5 de diciembre de 1996 a 5 de diciembre 
de 2000), en tanto que de otras cabría deducir que la
duración del contrato estaría ligada a las cuatro anuali-
dades en que se distribuyeron los créditos (ejercicios
de 1996, 1997, 1998 y 1999). En el primero de los
casos, la consignación presupuestaria del contrato no
cubría su duración total, pues no se estableció el opor-
tuno compromiso de crédito, para el ejercicio 2000, con
incumplimiento de lo dispuesto en el artículo 11.2.e)
de la LCAP en relación con el artículo 63.1. del
TRLGP. En el segundo caso, la determinación de una
anualidad completa para 1996 no se compadece con la
formalización del contrato el 5 de diciembre de ese año
que, como se ha visto, impidió por la brevedad del
plazo llevar a cabo más actuaciones que las meramente
preparatorias.

c) La Dirección Gerencia del Hospital Universita-
rio de Salamanca, al admitir la paralización de la ejecu-
ción del contrato y el incumplimiento de los plazos par-
ciales establecidos, sin exigir a la empresa su
cumplimiento ni imponer las penalizaciones o acordar

la prórroga o resolución del contrato, de acuerdo con
las previsiones y con los efectos establecidos en los
artículos 96 y 97 de la LCAP, ha hecho dejación de sus
responsabilidades en cuanto a la vigilancia y control
de la correcta ejecución del contrato en defensa del
interés público que con el contrato se trataba de satis-
facer y, también, de la correcta aplicación del gasto
público, vulnerando con ello los reseñados preceptos
de la LCAP.

d) La Dirección Gerencia del Hospital de Univer-
sitario de Salamanca incumplió lo dispuesto en el
artículo 26.1.b) del Real Decreto 390/1996, de 1 de
marzo, de desarrollo parcial de la LCAP, al no haber
sometido el expediente de resolución del contrato al
preceptivo informe de la Asesoría Jurídica.

e) La Dirección Gerencia del Hospital de Univer-
sitario de Salamanca ha incumplido también lo dis-
puesto en el artículo 215.1 de la LCAP, pues la resolu-
ción del contrato debió dar lugar a la correspondiente
liquidación del contrato, con abono exclusivamente de
los servicios efectivamente prestados y devolución a la
empresa adjudicataria de los equipos que había aporta-
do y que eran de su propiedad al haberse reservado el
dominio de los equipos entregados hasta la fecha de
finalización normal del contrato.

f) La Dirección Gerencia del Hospital Universita-
rio de Salamanca, al acordar la resolución del contrato,
en modo alguno justificó que en el momento de parali-
zación de la ejecución del contrato, cuando aún no
había transcurrido un mes desde su formalización, ya
se hubieran producido las «innovaciones tecnológicas»
que aconsejaron, 18 meses después, la resolución del
contrato y que ya en ese momento inicial de la ejecu-
ción del contrato pudiera considerarse de interés públi-
co no continuar su ejecución por ser innecesaria o
inconveniente su permanencia, tal como exige el
artículo 113.4 de la LCAP. La mera descripción de esta
circunstancia revela por si sola bien una absoluta falta
de previsión en la preparación del contrato, expresión
de una negligente gestión de los recursos del Hospital,
o bien una resolución fraudulenta del contrato que por
ser contraria a Derecho podría haber incurrido en un
vicio de nulidad.

g) En último término, resulta llamativo, al margen
de la irregularidad que todo lo anterior supone, que
unos equipos informáticos configurados con una finali-
dad tan específica como la gestión del servicio de his-
torias clínicas y, cuya propiedad seguía siendo de la
empresa adjudicataria, finalmente permanecieran en
posesión del Hospital y sin que pudieran ser aplicados
a la finalidad prevista en el contrato, por lo que tampo-
co en este caso ha sido acreditado la existencia de un
interés o necesidad pública en la actuación de la Direc-
ción Gerencia del Hospital Universitario de Salaman-
ca, vulnerando con ello los principios de legalidad, efi-
ciencia y economía en el gasto público. En definitiva
con ello la Dirección Gerencia del Hospital Universita-
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cio de este Tribunal, abarca todos los aspectos suscepti-
bles de ser valorados para la adjudicación, de acuerdo
con los criterios objetivos de valoración establecidos, y
no sólo la oferta económica.

También desde este punto de vista de la legalidad
debe resaltarse que el INSALUD estableció como cri-
terios objetivos de adjudicación, otorgándoles además
una valoración significativa (45 sobre 100 puntos),
algunos criterios que hacían referencia a las caracterís-
ticas y experiencia de las empresas y no al contenido
estricto de la prestación, lo que además de un incum-
plimiento de los artículos 15 y 87 de la Ley de Contra-
tos de las Administraciones Públicos (LCAP), supone
una improcedente restricción de la libre concurrencia.

Efectivamente, la utilización de las características y
experiencia de las empresas como criterios objetivos de
adjudicación en los concursos es una práctica contraria
a lo previsto en los artículos 17,18 y 19 de la LCAP
que, en fiel aplicación de las Directivas comunitarias,
configuran dichos factores como elementos acreditati-
vos, por sí solos o en unión de otros posibles, de la sol-
vencia económica, técnica o profesional que el artículo
15 de la misma Ley exige para poder contratar con la
Administración. Este mismo artículo 15 de la LCAP
prescribe, además, que la acreditación de estos requisi-
tos de solvencia se sustituyan por la correspondiente
clasificación, en los casos en que sea exigible. Se trata,
en definitiva, de que toda empresa admitida a licitación
debe haber acreditado previamente su capacidad para
realizar el objeto del contrato, por lo que es improce-
dente que esa capacidad económica, técnica o profesio-
nal se valore nuevamente como uno más de los crite-
rios objetivos de adjudicación previstos en el artículo
87 LCAP, los cuales deben referirse exclusivamente a
la prestación en sí misma considerada. Esta práctica no
es, en definitiva, acorde con la legislación vigente y
fácilmente puede derivar en una efectiva restricción de
la libre concurrencia, máxime si, como sucede en este
caso, se priman las anteriores relaciones contractuales
entre el licitador y el órgano de contratación.

En este contrato, la valoración de las características
de las empresas y de su experiencia en trabajos de igual
o similar contenido carece de justificación puesto que
el Pliego de prescripciones técnicas establece que «en
el Lote 2 no se exigirá límite de subcontratación de
recursos humanos dada la dispersión geográfica del
territorio a cubrir en implantaciones...», por lo que en
este lote se contempló que la subcontratación podría
llegar al 100 por 100, como así sucedió en la práctica.
Resulta absolutamente incongruente que se valore tanto
la experiencia, la cualificación técnica de la empresa
adjudicataria y, paradójicamente, su grado de implanta-
ción en todo el territorio nacional y, al tiempo, se pre-
vea la posibilidad de subcontratar el 100 por 100 de los
trabajos por la dispersión geográfica del territorio en el
que tendrían que realizarse los trabajos. Esta subcon-
tratación total, si bien fue realizada con cobertura legal

suficiente, pone por sí misma en entredicho el trámite
de valoración de las ofertas en la fase de concurso que,
de hecho, queda desvirtuada por completo con esta
práctica, puesto que la ejecución real del contrato se
lleva a cabo por empresas distintas a la que resultó
adjudicataria.

El Tribunal de Cuentas, para profundizar en el aná-
lisis de este contrato, requirió del INSALUD documen-
tación complementaria referida, fundamentalmente, a
la justificación de los servicios prestados en ejecución
del contrato y su correspondencia con las previsiones
de los Pliegos de condiciones administrativas y técni-
cas. En particular, el Tribunal de Cuentas requirió del
INSALUD información sobre los trabajadores puestos
a disposición del INSALUD por las empresas adjudi-
catarias de cada uno de los lotes, con el fin de analizar
su distribución por categorías profesionales, jornadas
trabajadas, titulación académica y titulación específica-
mente informática, relación laboral con la empresa
(personal de la propia empresa, de empresa subcontra-
tista o personal de empresas de trabajo temporal) y
antigüedad en la empresa. Las principales conclusiones
extraídas del análisis de la señalada información son
las siguientes:

a) Los pagos a cuenta previstos en el contrato se
realizaron mediante certificaciones parciales mensua-
les de los servicios prestados por las empresas en el
período inmediatamente anterior, justificadas cada una
de ellas con acta de recepción parcial firmada por los
representantes del INSALUD, de la Intervención de la
Seguridad Social y de la empresa. En todos los casos
los datos sobre las jornadas de trabajo certificadas y su
importe global resultan de informes de las empresas
adjudicatarias en los que se consignan los trabajos rea-
lizados, la relación nominativa del personal empleado
en cada uno de ellos, con especificación de su categoría
profesional y el número de jornadas trabajadas. De
acuerdo con tales datos el Tribunal de Cuentas ha com-
probado que la distribución según categorías profesio-
nales de las jornadas trabajadas coincide con las pre-
vistas en el contrato. En los tres lotes se detallan
jornadas de trabajo efectuadas por diverso personal que
no se han repercutido en las correspondientes facturas
y que podrían corresponder a las jornadas de trabajo
iniciales de trabajadores sin experiencia en el proyecto
que, de acuerdo con los Pliegos, no eran facturables.
Sin embargo, en ninguno de los tres lotes se documen-
tan actuaciones de control por parte del INSALUD que
permitan contrastar la exactitud de las prestaciones de
servicios certificadas por las empresas, tal como preve-
ía la cláusula 16 del Pliego de prescripciones técnicas.

b) En el Lote 1, adjudicado a CP SOFTWARE
S.A., no ha existido subcontratación. Los trabajadores,
de acuerdo con la documentación remitida por el
INSALUD al Tribunal de Cuentas, pertenecen a la

resulta indiferente la forma de adjudicación utilizada y
lo únicamente relevante termina siendo la contratación
por parte de la empresa que resultó adjudicataria del
primer contrato, con el consiguiente perjuicio para las
entidades contratantes y el menoscabo del principio de
libre concurrencia. Esta situación debería evitarse pre-
viendo desde un principio los factores de todo orden
(técnicos, temporales, jurídicos, económicos, etc...) que
previsiblemente incidirán durante la vida del contrato y
las consecuencias que de él deriven, siempre en el
marco de planes o proyectos bien definidos, lo que el
INSALUD no hizo en el período fiscalizado.

Además de lo anterior, debe señalarse que la pro-
puesta de adjudicación del contrato C.A.-2/97-I no fue
sometida al preceptivo informe de la Comisión Minis-
terial de Informática.

4. Mención especial merece el contrato derivado
del expediente C.A. 6/97-I, correspondiente al ejercicio
de 1997, tramitado por la Dirección General de Presu-
puestos e Inversiones del INSALUD, cuyo objeto fue
la «Asistencia técnica del desarrollo e implantación de
diversos proyectos de informática con destino a los servi-
cios centrales del INSALUD y centros dependientes»,
cuya ejecución se extendió hasta final de 1998. El
contrato fue adjudicado dividido en tres lotes, por un
importe de 1.354,9 millones de pesetas, que representa
el 83,75 por 100 del gasto total generado por los con-
tratos de consultoría y asistencia y de servicios celebra-
dos por el INSALUD incluidos en la muestra analizada
en esta Fiscalización.

Por medio de este contrato, las empresas adjudica-
tarias de cada uno de los lotes pusieron a disposición
del INSALUD personal con especialización informáti-
ca, sin que los trabajos a realizar quedasen definidos en
función de los planes o proyectos informáticos de la
Entidad. Esta contratación de personal, no vinculada a
la consecución de unos resultados concretos determi-
nados en el contrato, constituye, en definitiva, una con-
tratación de personal efectuada al margen de la legisla-
ción de la función pública y de la laboral. Según se
expresa en la Memoria justificativa de la necesidad de
la contratación, suscrita por el Subdirector General de
Informática del INSALUD, el objeto del contrato se
concretaba en disponer de personal informático para
«el desarrollo, implantación y asistencia técnica de pro-
yectos informáticos» del INSALUD a los que, sin
embargo, sólo se hace referencia de forma genérica en
función de los objetivos «básicos y estratégicos, tales
como el control del consumo farmacéutico y consi-
guiente control del fraude, control de las Incapacidades
Transitorias, modernización y agilización de sus siste-
mas de gestión y asistenciales: tanto en Atención Pri-
maria como en Atención Especializada, renovación de
determinados sistemas de gestión en Servicios Centra-
les, etc.».

De la citada Memoria justificativa de la necesidad
de la contratación se desprende que el INSALUD, en

materia de personal con especialización informática, ha
optado por la contratación con empresas de servicios
para la obtención de los recursos humanos necesarios
para la realización de los proyectos informáticos,
renunciando a reforzar las plantillas de personal propio
y consolidando así el carácter estructural de sus defi-
ciencias. El INSALUD argumenta a favor de dicha
opción manifestando que «... la especialización profe-
sional demandada así como la dedicación necesaria de
los recursos solicitados, resulta prácticamente imposi-
ble cubrirlas con personal propio, en consonancia con
las características del personal funcionario y sus condi-
ciones de trabajo legalmente establecidas», afirmación
que, sin embargo, no sustenta el INSALUD en estudios
pormenorizados del personal propio existente, en estu-
dios de cargas de trabajo, en estudios sobre las necesi-
dades de personal derivadas de los nuevos proyectos, ni
en estudios comparativos de costes del personal propio
y del personal ajeno puesto a su disposición por empre-
sas contratistas.

También apunta el INSALUD en la precitada
Memoria como argumento a favor de la contratación la
«necesidad de una elevada experiencia en un entorno
tan especializado, como es el asistencial/sanitario», lo
que más bien abonaría la opinión contraria a la contra-
tación de empresas de servicios (cuya experiencia para-
dójicamente provendría en su mayor parte de los servi-
cios por ellas prestados al propio INSALUD, como
principal entidad del sector asistencial/sanitario), y
favorable a la utilización de personal propio.

Por otra parte, la Memoria justificativa de la necesi-
dad del contrato señala también que uno de los objeti-
vos de la contratación es «la adecuada dotación de
expertos que evalúen y den soporte a la evolución fun-
cional y tecnológica de estos proyectos». Esto, a juicio
de este Tribunal, implica que la evaluación y desarrollo
futuro de las aplicaciones informáticas del INSALUD
se dejan también, en gran medida, a la iniciativa de las
empresas contratadas, perdiendo el INSALUD, en la
práctica, la capacidad de planificar, dirigir y controlar
sus actuaciones en materia informática, con dejación
de sus responsabilidades, trasladando las mismas a la
esfera privada de las empresas contratistas con los ries-
gos de pérdida del control de los proyectos y de depen-
dencia o cautividad de las empresas contratistas que se
vienen señalando a lo largo del presente Informe.

En segundo lugar, ya desde el punto de vista de la
legalidad, debe ponerse de manifiesto que el INSA-
LUD, en este contrato, ha vulnerado el carácter secreto
de las proposiciones hasta el momento de la licitación
pública, al exigir que determinados aspectos constituti-
vos de las proposiciones presentadas por los licitadores
sujetas a valoración, se incluyeran en un sobre de aper-
tura previa al acto público de licitación. Esta práctica
del INSS vulnera el carácter secreto de las proposicio-
nes hasta el momento de la licitación pública, que
impone el artículo 80.1 de la LCAP, secreto que, a jui-
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arrendamiento financiero en el que el valor residual, a
efectos de la opción de compra, se fijó en 0 pesetas, lo
que hacía patente su carácter de compraventa con pago
aplazado, vulnerando la prohibición de pago aplazado
de los contratos contenida en el artículo 12 de la Ley de
Contratos del Estado, entonces vigente, y lo dispuesto
en el artículo 63 del Texto refundido de la Ley General
Presupuestaria.

En sustitución de este contrato se tramitó en 1995,
por la Subdirección General de Obras, Instalaciones y
Suministros del INSALUD, también por procedimien-
to de concurso, el expediente CP-8/94, para el «Arren-
damiento de 80 licencias del agrupador de diagnósticos
(GRD) y de la explotación estadística clínica con desti-
no a 80 hospitales del INSALUD». Se trata, como el
expediente original, de un contrato de arrendamiento
con opción de compra, tipo de contrato que no obstante
haberse establecido con un valor residual positivo, es
contrario igualmente, a juicio de este Tribunal, a lo pre-
visto en el artículo 12 de la Ley de Contratos del Esta-
do vigente en aquél momento, y en el artículo 63 del
Texto refundido de la Ley General Presupuestaria 31.

2. El concurso 1996-0-0073, celebrado en 1996,
cuyo objeto era el «Arrendamiento de un sistema de
red de área local microinformática» para el Hospital
Del Rio Hortega de Valladolid fue declarado desierto
por falta de ofertas, tramitándose posteriormente un
procedimiento negociado sin publicidad. Pese a tratar-
se de un arrendamiento que debió calificarse de sumi-
nistro en aplicación de lo dispuesto en el artículo
173.1.b) de la LCAP, fue indebidamente calificado por
la Dirección Gerencia de dicho Hospital como contrato
de servicios y se exigió clasificación a las empresas
(que no habría sido exigible si el contrato se hubiera
calificado de suministro) como requisito para partici-
par en la licitación, lo que constituyó un elemento res-
trictivo de la libre concurrencia que bien pudo ser la
causa de que no se presentaran ofertas.

En sustitución de este concurso declarado desierto
se tramitó, ya como contrato de suministro, el procedi-
miento negociado sin publicidad P.N.S.P. 1997-8-0111,
al que fueron invitadas a participar todas las empresas
que habían recogido la documentación del concurso
declarado desierto, adjudicado en 1997 por un importe
de 22,6 millones de pesetas. La adjudicación de este
contrato por el procedimiento negociado sin publicidad
se amparó en el artículo 183 a) de la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas (LCAP) que admite
este procedimiento en los supuestos en que no se hubie-
ran presentado proposiciones en un procedimiento
abierto o restringido previo, siempre que no se modifi-
quen las condiciones originales del contrato, salvo el
precio, que no podrá ser aumentado en más de un 10
por 100. Sin embargo, a juicio de este Tribunal, este

precepto de la LCAP no resultaba de aplicación al pre-
sente caso, pues en el procedimiento negociado se alte-
raron las condiciones originales del procedimiento
abierto previo (concurso 1996-0-0073), incluyendo
entre ellas las más esenciales como el tipo de contrato
(que pasa a ser suministro) y la capacidad de las empre-
sas para contratar (en el procedimiento negociado sin
publicidad no se exige clasificación, que sí había sido
exigida anteriormente en el concurso). Todo ello ha
derivado, en definitiva, en una eliminación de las
garantías de publicidad y libre concurrencia que esta-
blece la LCAP.

2.5.3.2 Contratos que llegaron a su extinción por
cumplimiento

1. Debe señalarse, en primer lugar que la omisión
del sometimiento de los expedientes de contratación a
los preceptivos informes de la Comisión Interministe-
rial de Adquisiciones de Bienes y Servicios Informáti-
cos (CIABSI) y de la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social (GISS) es, al igual que en los contra-
tos de Consultoría y Asistencia y de Servicios, absolu-
tamente general en los contratos de suministro celebra-
dos por el INSALUD, por lo que se hace extensivo a
estos contratos lo dicho en el epígrafe 1.2.2. de la Sec-
ción III y en el epígrafe 2.5.2.1. de esta misma Sección.

2. En el contrato celebrado en 1994, de arrenda-
miento de equipos informáticos para el Hospital
Comarcal Sierrallana de Torrelavega (Cantabria), adju-
dicado por 32,5 millones de pesetas, se aprecian las
siguientes deficiencias:

a) Se trata también de un expediente de arrenda-
miento con opción de compra de un sistema informáti-
co, tipo de contrato no previsto en la LCE ni en el
Decreto 2572/1973, de 5 de octubre, por el que se
aprueba el Pliego de cláusulas administrativas genera-
les para la contratación de equipos y sistemas de trata-
miento de la información y de mantenimiento arrenda-
miento y programas. En este sentido hay que señalar
que inicialmente se fijó un valor residual de 0 pesetas,
modificándose posteriormente los Pliegos, como con-
secuencia de los preceptivos informes de la Asesoría
Jurídica y de la Intervención, fijándose el valor residual
en 2.600.000 pesetas. Terminado el plazo pactado, el
Hospital ejecutó la opción de compra, abonando el
valor residual previsto en el contrato. Con todo ello, a
juicio de este Tribunal, se ha vulnerado la prohibición
de pago aplazado de los contratos establecida en el
artículo 12 de la Ley de Contratos del Estado (LCE) y
el principio de especialidad temporal que contempla el
artículo 63 del Texto Refundido de la Ley General Pre-
supuestaria (TRLGP).

b) En este contrato se estableció un canon de man-
tenimiento para los tres años de duración del contrato
que no se consignó separadamente del precio del arren-

31 La posibilidad de celebrar este tipo de contratos ha sido contemplada por
vez primera por la Ley 53/1999, de 28 de diciembre, por lo que se modifica la
Ley 13/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las Administraciones Públicas.

empresa adjudicataria, con una antigüedad media de
cinco años.

En el Lote 2, adjudicado a Informática El Corte
Inglés S.A. (IECISA), el 100 por 100 de los trabajado-
res pertenecen a una empresa subcontratista, CP SOFT-
WARE S.A. adjudicataria del Lote1. Como se ha seña-
lado anteriormente, en el Pliego de cláusulas
administrativas particulares se permitía la subcontrata-
ción total de este Lote 2.

En el Lote 3, adjudicado a Hewlett Packard S.A., el
84,10 por 100 de las 2.409 jornadas facturadas fueron
realizadas por personal de empresas subcontratistas,
sin que conste en el expediente ni autorización expresa
del órgano de contratación ni, siquiera, comunicación
de la empresa advirtiendo la subcontratación, habién-
dose incumplido con ello lo previsto al respecto en el
artículo 116 de la LCAP, puesto que en los Pliegos no
se contenía ninguna previsión especial respecto de la
subcontratación en este Lote 30.

c) En cuanto a la titulación académica y titulación
informática de los trabajadores que han prestado sus
servicios en este contrato cabe señalar que, en el Lote 1,
en todas las categorías profesionales, la mayor parte
de las jornadas trabajadas corresponden a trabajadores
de los que no se ha consignado ni su nivel de estudios
ni su formación informática (Coordinadores de proyec-
tos: 59,4 por 100; Técnicos de sistemas: 73 por 100;
Analistas funcionales: 60,7; Analistas programadores:
53,4 por 100; Programadores: 61,4 por 100 ).

En el Lote 2, el INSALUD carece de datos sobre el
nivel de titulación y titulación informática del 47,4 por
100 de los trabajadores. Tienen titulación informática
(licenciatura o diplomatura) el 14 por 100 de los traba-
jadores que prestaron sus servicios en este lote, de los
que el INSALUD disponía de esta información.

En el Lote 3 la información de que disponía el
INSALUD sobre el nivel académico y formación infor-
mática es más completa que en los otros dos lotes. La
totalidad de los trabajadores que prestaron sus servi-
cios en este lote tenían titulación universitaria y, de
ellos, el 48 por 100 tenía titulación informática (licen-
ciados o diplomados en informática).

Estos datos evidencian un deficiente control y
seguimiento por parte del INSALUD de la ejecución
del contrato en los términos en que los servicios habían
sido contratados, lo que ha podido derivar en la pérdida
del dominio por parte del INSALUD sobre los proyec-
tos al desconocer qué trabajadores realizaron los traba-
jos, así como su formación y titulación, al conformar la

facturación sin comprobar la exactitud de las prestacio-
nes de servicios facturadas, así como al desconocer la
procedencia de los trabajadores cuando estos eran sub-
contratados sin conocimiento del INSALUD, por las
empresas contratistas.

5. En 1 contrato, el CP-4/96, celebrado en 1996,
la fianza definitiva se constituyó en función del presu-
puesto de adjudicación cuando, de conformidad con lo
ordenado en el artículo 37.1. de la LCAP debió consti-
tuirse por importe del 4 por 100 del presupuesto del
contrato. El mismo expediente CP-4/96 preveía un
plazo de ejecución de un año que, por las fechas en que
se tramitó el expediente y se efectuó su adjudicación
(el 30 de mayo de 1996), era de imposible cumplimien-
to en el ejercicio 1996, lo que exigió un reajuste de
anualidades que pudo y debió evitarse tramitando el
expediente desde su inicio como plurianual.

6. En el contrato CP-3/97 se facturaron servicios
prestados con anterioridad a la firma del contrato, lo
que implica que la ejecución del contrato se inició con
anterioridad a su formalización, incumpliendo con ello
lo dispuesto en el artículo 55.4. de la LCAP.

7. Finalmente debe señalarse que en 4 de los con-
tratos anteriormente analizados (CP-4/96, C.A.-1/97-I,
C.A.-6/97 y C.P.-3/97), el INSALUD ha incumplido
los plazos establecidos para el pago a los contratistas
en el artículo 100.4 de la LCAP, sin que la entidad haya
abonado intereses de demora.

2.5.3 Contratos de suministros del INSALUD

Se han analizado 75 expedientes de contratos de
suministros tramitados por el INSALUD en el período
fiscalizado por un importe global de 7.004,1 millones
de pesetas.

Entre estos 75 expedientes 1 fue anulado después de
publicada la correspondiente convocatoria de licitación
(el expediente CP-6/94) y otro fue declarado desierto
por falta de ofertas. A continuación se analizan las prin-
cipales incidencias puestas de manifiesto en el examen
de estos 75 expedientes, tratando en primer lugar del
expediente anulado y el declarado desierto (que se ana-
lizan conjuntamente con los expedientes que los susti-
tuyeron), y a continuación los restantes 73 expedientes
cuyos contratos llegaron a su extinción por cumpli-
miento.

2.5.3.1 Expedientes de contratación que fueron anula-
dos o declarada desierta su licitación

1. El expediente CP-6/94, de 1994, de «Arrenda-
miento financiero de un sistema informático basado en
la casuística para 50 Hospitales del INSALUD» fue
anulado, en aplicación del artículo 44 del Reglamento
General de Contratación del Estado, por haber incurri-
do en infracción del ordenamiento jurídico, al «haberse
detectado un error en el Pliego de cláusulas administra-
tivas particulares». En este contrato se planteaba un

30 El INSALUD, en sus alegaciones, cuestiona la deficiencia puesta de mani-
fiesto por este Tribunal con el argumento de que en los Pliegos de cláusulas admi-
nistrativas no se especificó la prohibición de subcontratación y que, por el contrario,
la posibilidad de subcontratación estaba implícita en los Pliegos de Prescripciones
técnicas. A juicio de este Tribunal, no cabe admitir esta interpretación por cuanto es
precisamente la falta de determinación explícita en los Pliegos la que impide legal-
mente que las subcontrataciones excedan del 50 por 100 del presupuesto del contra-
to, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 de la LCAP. No obstante lo cual,
en el referido lote 3 la subcontratación alcanzó el 84’10 por 100 de su presupuesto.
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ro de 1995), para que éstas autorizaran la contratación y
sometieran el expediente a informe de la Comisión
Ministerial de Informática, sin resultado positivo, la
Dirección Gerencia del Hospital acordó con la empresa
la instalación del nuevo sistema informático y su pago
(por el mismo precio de las aplicaciones instaladas 
en 1992, cuyo último pago se había producido el 31 de
diciembre de 1994).

Una vez que la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Publicas (LCAP) entró en vigor, el Hospital
solicitó nuevamente a la Subdirección General de
Obras la autorización de un contrato de opción de com-
pra de un sistema informático por el procedimiento
negociado sin publicidad, en virtud de lo establecido en
el artículo 183 e) de esta Ley, y «ante la falta de res-
puesta a las actuaciones llevadas a cabo por la Gerencia
del Hospital», ésta procedió a la firma del contrato que
se está analizando.

b) Debe señalarse en primer lugar que los hechos
sucintamente descritos evidencian que, en la realidad,
el arrendamiento con opción de compra del sistema
informático a que se refiere el expediente fiscalizado se
produjo con efectos de 1 de enero de 1995 prescindien-
do total y absolutamente del procedimiento de contra-
tación establecido en la Ley de Contratos del Estado de
1965 vigente en ese momento. Con las actuaciones
posteriores, que dieron lugar a la formalización del
contrato el 28 de noviembre de 1995, ya bajo el ámbito
de aplicación de la LCAP, se trató de revestir con una
apariencia de legalidad, puramente formal, la irregular
contratación llevada a cabo anteriormente. Por ello en
la cláusula tercera del contrato se declara que la empre-
sa SMS había recibido, como pago adelantado del
importe correspondiente a 1995, la cantidad de
14.747.432 pesetas, equivalentes a 11 mensualidades
del precio del contrato, lo que venía a regularizar, for-
malmente, los pagos efectuados por los servicios pres-
tados por la empresa adjudicataria desde el 1 de enero
de 1995.

c) Este contrato es de arrendamiento con opción
de compra, lo que incumple la prohibición de pago
aplazado de los contratos establecida en el artículo
14.3. de la LCAP y vulnera el principio de especialidad
temporal que contempla el artículo 63 del TRLGP.

d) El contrato se celebró por el Director Gerente
del Hospital sin contar con la preceptiva autorización
del Director General del INSALUD, defecto que fue
puesto de manifiesto por el Interventor delegado en el
Hospital en el trámite de fiscalización previa del con-
trato. En efecto, si bien el Director Gerente del Hospi-
tal contaba con facultades delegadas para celebrar con-
tratos de hasta 120 millones de pesetas, al sobrepasar el
presupuesto del contrato los 50 millones de pesetas, su
celebración debió haber sido autorizada por el Director
General del INSALUD en aplicación de lo ordenado en
el apartado 9 de la Resolución de 4-12-1992, sobre
delegación de competencias en el INSALUD. La falta

de esta autorización es determinante de la anulabilidad
del acto administrativo de adjudicación, en aplicación
de lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, a reserva de su posible convalidación por el
Director General del INSALUD, mediante el otorga-
miento de la necesaria autorización en un momento
posterior 32.

Tampoco se solicitaron los preceptivos informes de
la Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes
y Servicios Informáticos, de la Gerencia de Informáti-
ca de la Seguridad Social y de la Comisión Ministerial
de Informática, incumpliendo las normas reguladoras
de estos órganos.

d) La adjudicación se produjo mediante el proce-
dimiento negociado, cuya elección se pretendió justifi-
car al amparo de lo dispuesto en el artículo 183 e) de la
LCAP por «tratarse de entregas complementarias efec-
tuadas por el proveedor inicial», con lo que en la prác-
tica se mantenía una relación contractual iniciada,
como se ha dicho, en el año 1982 y renovada, mediante
estipulación adicional, en 1992, que incumple los prin-
cipios de publicidad, concurrencia, igualdad y no dis-
criminación establecidos en el artículo 11.1. de la
LCAP que son básicos de la contratación administrati-
va, y contradice también la limitación establecida en el
propio artículo 183.e) de la LCAP que limita a tres
años la duración de estos contratos. Se pone también
de manifiesto en este contrato la cautividad de las Enti-
dades respecto de determinadas empresas cuando el
entramado derivado de la relación contractual se pro-
longa mas allá de un razonable plazo de tiempo.

e) En este contrato la fianza se constituyó después
de haberse formalizado el contrato, lo que contraviene
lo preceptuado en el artículo 55.2 de la LCAP.

4. En 8 expedientes incluidos en la muestra fisca-
lizada, el INSALUD ha efectuado la recepción del
material objeto de suministro en los almacenes de las
empresas adjudicatarias, práctica ya criticada por este
Tribunal de Cuentas en sus Informes Anuales. En estos
casos se trata de contratos celebrados en los últimos
meses (en algunas ocasiones, incluso en los últimos
días) de cada ejercicio cuyas recepciones, se producen
a su vez en los almacenes de las empresas en los días
inmediatamente anteriores a la finalización del ejerci-
cio haciendo con ello formalmente posible el reconoci-
miento de la obligación mediante la emisión del docu-
mento contable «O» correspondiente, aunque los
certificados de correcta instalación y funcionamiento
se expidieron en los lugares de destino de los bienes
adquiridos, ya en el ejercicio siguiente. Mediante esta
forma de actuar el INSALUD ha recibido y pagado en

32 El Insalud, en trámite de alegaciones, manifiesta que «está estudiando el
mecanismo a través del cual el Director General del INSALUD convalide, a pos-
teriori, la necesaria autorización del expediente para evitar su nulidad».

damiento en las cláusulas administrativas particulares,
incumpliendo lo dispuesto en la cláusula 24.2 del Plie-
go de cláusulas administrativas generales para la con-
tratación de equipos y sistemas de tratamiento de la
información y de mantenimiento, arrendamiento y pro-
gramas. Por otra parte, en el contrato sí figura el canon
de mantenimiento separado del importe del arriendo,
pero esta separación es meramente formal puesto que
al mismo tiempo el contrato preveía que en caso de
ejercicio anticipado de la opción de compra el Hospital
se obligaba a pagar la parte pendiente del precio global
del contrato, incluido la correspondiente al manteni-
miento, lo que indica que la naturaleza real del contrato
era de compraventa y no de arrendamiento.

c) La adjudicación se produjo mediante contrata-
ción directa con promoción de ofertas, sin que tal deci-
sión aparezca motivada en alguno de los supuestos con-
templados en el artículo 87 de la LCE, aplicable a este
contrato, vulnerando dicha norma y la cláusula 23 del
repetido Pliego de cláusulas generales en la que se esta-
blece el concurso como forma de adjudicación de los
arrendamientos de sistemas informáticos, en perjuicio
de los principios de publicidad y concurrencia que
rigen la contratación administrativa. En este caso, ade-
más, la utilización de la contratación directa se produjo
después de que el expediente se iniciara y tramitara
para su adjudicación por concurso. Efectivamente, el
concurso fue la forma de adjudicación que se estable-
ció en la totalidad de las sucesivas versiones de los
Pliegos de cláusulas administrativas particulares que se
redactaron durante el confuso itinerario de la prepara-
ción de este contrato, incluso la que se sometió extem-
poráneamente, como se pone de manifiesto en el apar-
tado d) siguiente, al trámite de fiscalización previa.

d) La Dirección Gerencia del Hospital no sometió
el expediente de contratación a la preceptiva fiscaliza-
ción previa en el momento procedimental oportuno,
esto es, con anterioridad a la aprobación del gasto y de
la adjudicación, incumpliendo lo establecido en los
artículos 93.2.a) del TRLGP y 84 del RGCE, y desvir-
tuando de raíz el trámite preceptivo de la fiscalización
previa. Así, la fiscalización previa de conformidad se
efectuó por la Intervención Delegada en el Hospital, 
el 14 de noviembre de 1994, cuando la adjudicación
del contrato había sido ya acordada mediante Resolu-
ción del órgano de contratación de 14 de junio de 1994.

e) Al formalizar el contrato, el órgano de contrata-
ción introdujo condiciones diferentes a las que habían
dado lugar a la adjudicación, conculcando con ello el
procedimiento legalmente establecido y, en particular,
lo dispuesto en el artículo 102 de la LCAP.

f) Aunque el documento administrativo de forma-
lización del contrato aparece fechado el 1 de octubre 
de 1994, esta fecha no puede ser la real, pues en el
cuerpo del contrato —en su antecedente tercero— se
consigna que la fiscalización previa de conformidad
fue efectuada el 14 de noviembre de 1994, lo que cons-

tituye una evidente irregularidad formal y el incumpli-
miento del artículo 39 de la LCE, aplicable a este con-
trato.

g) La ejecución del contrato se inició antes de su
formalización en contra de lo establecido en el artículo
41 de la LCE, como se deduce del acta de recepción
fechada el 1 de octubre de 1994 en la que se certifica la
recepción del «material objeto del contrato por un
importe total de 32.500.016 pesetas», cifra que se
corresponde con el importe global del contrato, inclui-
do el mantenimiento, y que abona la interpretación de
que la auténtica naturaleza del contrato es la de simple
compraventa, y pone de manifiesto que el procedimien-
to de contratación no fue más que una cobertura formal
de una adquisición que de hecho se realizó al margen
del citado procedimiento y, por tanto, de la legalidad.

h) La acreditación del cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 61 del TRLGP respecto de los gas-
tos plurianuales se hizo también con posterioridad a la
adjudicación del contrato.

3. En el contrato para la «Renovación y amplia-
ción del sistema de información del Hospital Universi-
tario de Guadalajara», celebrado en 1995 por el Direc-
tor Gerente de este Hospital, con un importe de 74,8
millones de pesetas y un plazo de ejecución de cinco
años, se constatan las siguientes incidencias:

a) El Hospital Universitario de Guadalajara cele-
bró en 1982 un contrato para el «Montaje de una nueva
estructura de informatización de la Residencia Sanita-
ria de Guadalajara y el arrendamiento, entretenimiento
y conservación de aparatos, accesorios e instalaciones»
con la empresa hoy denominada Shared Medical Sys-
tems Corporation y CIA. (SMS), cuyo plazo de ejecu-
ción, previsto inicialmente en 24 meses, fue prorroga-
do tácitamente por períodos anuales, con varias
modificaciones, la última de las cuales, de enero de
1992, debida a la «modificación sustantiva de las apli-
caciones iniciales», supuso de hecho la renovación del
contrato hasta el 31 de diciembre de 1998.

En 1994, como consecuencia de nuevas necesidades
del Hospital y de las innovaciones tecnológicas, el Hos-
pital consideró necesaria la ampliación, renovación y
puesta al día del sistema informático existente, por lo
que solicitó de la Subdirección General de Sistemas y
Tecnologías de la Información del Ministerio de Sani-
dad y Consumo autorización para celebrar el correspon-
diente contrato, que se pretendía fuera de arrendamien-
to con opción de compra de un sistema informático,
mediante contratación directa, sin concurrencia de ofer-
tas, al amparo de lo establecido en el artículo 87.8 de la
Ley de Contratos del Estado, que era de aplicación a
este contrato en aquel momento. Tras sucesivas comu-
nicaciones con la citada Subdirección General y con la
Subdirección de Obras, Instalaciones y Suministros del
INSALUD (el 30 de diciembre de 1994 y el 17 de febre-
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una misma empresa (Informática El Corte Inglés S.A.),
se tramitaron a través del Servicio Central de Suminis-
tros de la Dirección General de Patrimonio del enton-
ces Ministerio de Economía y Hacienda (en la actuali-
dad, Ministerio de Hacienda), al amparo de lo
dispuesto en el artículo 184 de la LCAP, por tratarse de
productos previamente catalogados por dicho órgano.
Con anterioridad, el INSALUD había negociado con la
citada empresa, y con otras que tenían productos simi-
lares incluidos en el Catálogo del Servicio Central de
Suministros, a fin de obtener mejoras en las condicio-
nes de venta contenidas en el Catálogo, tales como des-
cuentos por volumen de compra. Las mejoras conse-
guidas fueron comunicadas al Servicio Central de
Suministros para que se incluyeran en el Catálogo antes
de que por el INSALUD se formularan los correspon-
dientes pedidos.

A juicio de este Tribunal, en estos contratos concu-
rren una serie de circunstancias que desvirtúan los prin-
cipios en que se fundamenta el sistema de adquisicio-
nes centralizadas del artículo 184 de la LCAP, porque
los Terminales Autónomos de Identificación de Rece-
tas nunca fueron objeto de un concurso de determina-
ción de tipo con las debidas garantías de publicidad y
concurrencia, sin perjuicio de que sí fueron cataloga-
dos previo concurso de determinación de tipo, separa-
damente, cada uno de los elementos que integran el
Terminal. Además, el precio pactado para la adquisi-
ción de cada uno de los Terminales, en compras supe-
riores a 1.000 unidades, se benefició de un descuento
(pactado al margen del concurso de determinación de
tipo) del 48,56 por 100 sobre la suma de los precios de
los elementos que forman los Terminales, lo que evi-
dencia que el volumen de las adquisiciones derivadas
del proyecto TAIR (superior a 17.000 Terminales),
efectuadas mediante los citados 33 expedientes de con-
tratación, superó cualquier expectativa de ventas que
pudiera haber sido tenida en cuenta, tanto por las
empresas como por la propia Administración, en los
concursos de determinación de tipo correspondientes a
los elementos que constituyen el Terminal, por lo que
resulta razonable suponer que, si hubiera sido conocido
el Proyecto TAIR, la participación y ofertas de esos
concursos habrían sido diferentes.

En definitiva, este Tribunal estima que la adquisi-
ción de los Terminales Autónomos de Identificación de
Recetas, y en general de todo el equipamiento, físico y
lógico, inherente a dicho Proyecto, debió instrumentar-
se mediante un único concurso público específicamen-
te convocado a dicho efecto, procedimiento que habría
sido más respetuoso con los principios de publicidad y
libre concurrencia que deben presidir la contratación
administrativa y, también, con los principios economía
y eficiencia en el gasto público.

Además, debe señalarse que se ha producido frac-
cionamiento en la contratación del suministro de los
Terminales, al haberlo dividido en 33 expedientes, vul-

nerando lo dispuesto en el artículo 69.1 de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, según el
cual «el expediente deberá abarcar la totalidad del obje-
to del contrato y comprenderá todos y cada uno de los
elementos que sean precisos para ello». El carácter uni-
tario del objeto de los 33 expedientes se desprende del
hecho de que formaran parte del mismo proyecto,
hayan sido celebrados por el mismo órgano de contra-
tación y tenido el mismo adjudicatario y haber sido
todos ellos tramitados, celebrados y ejecutados en
fechas cercanas o incluso coincidentes y queda confir-
mado por los propios precios aplicados, pues en todos
ellos se han tenido en cuenta descuentos, por número
de unidades adquiridas, que en varios de los 33 contra-
tos, individualmente considerados, no hubieran sido
aplicables.

Mediante este fraccionamiento el INSALUD ha
vulnerado también lo dispuesto en el artículo 12 .2. de
la propia LCAP al no haber solicitado la autorización
del Consejo de Ministros, que es preceptiva cuando el
presupuesto del expediente de contratación sea igual o
superior 2.000 millones de pesetas (en este caso el
gasto total fue de 4.450,3 millones de pesetas), por lo
que este expediente pudo haber incurrido en causa de
nulidad prevista en el artículo 62 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común 33.

7. Con carácter general, el INSALUD ha funda-
mentado en el artículo 183.g) de la LCAP, de forma
improcedente a juicio de este Tribunal, las adquisicio-
nes de bienes incluidos en el catálogo del Servicio Cen-
tral de Suministros, circunstancia que se ha producido
en 62 de los 75 contratos de la muestra, en lugar de
hacerlo, como sería más adecuado, en el artículo 184
de la LCAP que establece el sistema de adquisición
centralizada de los bienes de uso común por la Admi-
nistración y que es el que realmente utiliza.

En estos expedientes la Subdirección General de
Obras, Instalaciones y Suministros «propone el proce-
dimiento negociado como forma de adquisición por
reunir los requisitos a que se refiere el artículo 183. g)
de la Ley 134/1995, de 18 de mayo, de Contratos de las
Administraciones Públicas. Se propone que la contra-
tación se realice a través del Catálogo del Servicio Cen-
tral de Suministros de la Dirección General de Patri-
monio del Estado en favor de la empresa (...)». El
supuesto del artículo 183 g) es aplicable únicamente a

33 El INSALUD, en el trámite de alegaciones, explica que el fraccionamiento
fue debido a la gran cantidad de equipos adquiridos, al elevado coste global, a la
innovación tecnológica de la solución y a la dispersión geográfica de la instala-
ción, circunstancias que, siendo ciertas, no impidieron que: a) todos los contratos
se adjudicaran a un único proveedor, b) que gran parte de ellos se adjudicaran
simultáneamente, y c) que en su conjunto fueran ejecutados en un plazo que no
alcanzó los dos años. Además debe significarse que tanto el TRLGP como la
LCAP contemplan la posibilidad de celebrar contratos plurianuales y de que los
contratos se ejecuten en diferentes fases, de acuerdo con las necesidades y posibi-
lidades técnicas y financieras, pero el INSALUD no recurrió a ninguna de estas
alternativas legales  posibles.

cada ejercicio suministros de material informático con-
tratados con cargo a los presupuestos de los ejercicios
anteriores, lo que contraviene no sólo los principios de
la contratación pública sino también de la disciplina
presupuestaria, y en particular los artículos 63 y 150.4
del TRLGP. En efecto, estas recepciones, no previstas
en precepto alguno ni contempladas en los Pliegos de
cláusulas administrativas particulares, crean la ficción
jurídica de reconocimiento del cumplimiento de las
obligaciones del contratista, pero en modo alguno
representan la entrega y transmisión del dominio sobre
los bienes objeto de contrato y, consecuentemente, no
permiten dar por cumplidas las prestaciones a las que
los contratistas se obligaron. Además, la práctica de
condicionar la propuesta de pago, que se difiere al ejer-
cicio siguiente, a la efectiva entrega e instalación, en su
caso, de los bienes adquiridos supone desconocer que
desde que la obligación ha sido reconocida, su pago es
exigible y sólo puede ser condicionado, salvo anula-
ción del acto administrativo de reconocimiento de la
obligación, a la existencia de crédito presupuestario.

Ejemplo de lo anterior es el expediente PN 13/95,
de suministro de material informático homologado
para diversos hospitales del INSALUD, con un presu-
puesto de 194,2 millones de pesetas. En este contrato el
informe de la Comisión Ministerial de Informática es
de 2 de octubre de 1995, la fiscalización previa de 11
de diciembre de 1995, la autorización ministerial para
contratar de 27 de diciembre de 1995 , la aprobación
del gasto y del expediente de 27 de diciembre de 1995,
a pesar de lo cual la ejecución de todos los lotes de
estos contratos estaba previsto que se completara antes
del 31 de diciembre de 1995. Los bienes, que corres-
ponden a varios proveedores, comenzaron a solicitarse
al Servicio Central de Suministros a partir del 29 de
diciembre de 1995, continuando las solicitudes durante
los primeros meses de 1996.

Consta en este expediente que la propia Interven-
ción General de la Seguridad Social dio por bueno el
procedimiento en su escrito de 26 de diciembre de
1995, dirigido al Subdirector General de Obras, Insta-
laciones y Suministros del INSALUD, mediante el cual
comunicaba la designación de representante para las
recepciones derivadas del suministro de los bienes
comprendidos en el expediente, informando al mismo
tiempo que «el acta de recepción se formalizará en los
almacenes de la firma suministradora, la que deberá
asumir la responsabilidad del envío en perfectas condi-
ciones al lugar de destino, correspondiendo la compro-
bación que así se ha hecho a las personas que firmaron
el acta de recepción citada. Hasta que no se haya cum-
plimentado el último requisito no se dará por perfec-
cionado el acto de la Recepción para producir los efec-
tos legales del mismo». Más aún, las actas de
recepción, fechadas el día 29 de diciembre de 1995,
contienen la señalada reserva, y en la correspondiente a
la recepción de lo suministrado por la empresa Data

General S.A., por importe de 75,4 millones de pesetas,
se dice expresamente que «esta recepción se realiza
para poder obligar el crédito reservado para este fin en
el presupuesto de gastos del INSALUD, quedando con-
dicionado el pago de la factura que presente en su día
la empresa adjudicataria a que el área de informática de
la Subdirección General de obras, Servicios y Suminis-
tros dé la conformidad al cumplimiento del contrato
por la empresa adjudicataria».

Durante 1996 y 1997 se sucedieron las actas de
«recepción» acreditativas de la entrega, instalación y
puesta en funcionamiento de los bienes adquiridos,
dando lugar a los correspondientes pagos previa con-
formidad de la Interventora y del jefe de Sección de
Informática que suscribieron la recepción inicial.

Finalmente, debe señalarse que en el expediente
figuran facturas de la empresa Data General S.A que
corresponden a entregas de bienes producidas en agos-
to y en septiembre de 1995, anteriores incluso a la
fecha de emisión del informe de la Comisión Ministe-
rial de Informática, por lo que, también se puede afir-
mar que el expediente de contratación, tramitado a tra-
vés del Servicio Central de Suministros, en este caso
vino sólo a dar una apariencia de regularidad formal a
la contratación verbal previamente realizada prescin-
diendo total y absolutamente del procedimiento legal-
mente establecido.

5. En el expediente de contratación PN 19/97, corres-
pondiente al ejercicio de 1997, para el «Arrendamiento
de 130 copias SAS para el sistema operativo Windows y 30
copias SAS para el sistema operativo UNIX con desti-
no a centros dependientes del INSALUD», la adjudi-
cación se produjo por 27,1 millones de pesetas
mediante procedimiento negociado al amparo de lo
previsto en el artículo 183.c) de la LCAP que contem-
pla el caso de los suministros que por su especificidad
técnica o por la protección de derechos exclusivos,
tan sólo pueda encomendarse el suministro del produc-
to en cuestión a un único proveedor. La omisión en este
caso de los preceptivos informes de la Comisión Inter-
ministerial de Adquisición de Bienes y Servicios Infor-
máticos, tanto respecto de los Pliegos como de la adju-
dicación, y también los de la Gerencia de Informática
de la Seguridad Social, resulta especialmente significa-
tiva, teniendo en cuenta que la adjudicación se hizo sin
previa promoción de ofertas, ya que del estudio del
expediente de contratación por estos órganos especiali-
zados es posible que hubieran surgido alternativas que
implicaran una menor dependencia del INSALUD.

6. Entre los expedientes de contratación de la
muestra seleccionada para su fiscalización figuran 33
expedientes, celebrados entre abril de 1997 y marzo de
1998 por la Directora General de Presupuestos e Inver-
siones del INSALUD, que corresponden a la ejecución
del Proyecto TAIR (Terminales autónomos de identifi-
cación de recetas), con un gasto total de 4.450,3 millo-
nes de pesetas. Todos estos suministros, realizados por
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tituto, pero tiene limitada su competencia por la necesi-
dad de autorización, ministerial o del Consejo de
Ministros, para la celebración de contratos que excedan
de determinadas cuantías (150 millones de pesetas 
y 2000 millones respectivamente) o en los que concu-
rran determinadas circunstancias, en aplicación de lo
dispuesto en el artículo 13 de la Ley 37/1988, en el
artículo 95 del Texto refundido de la Ley General de la
Seguridad Social y en el artículo 12 de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas, como se ha
señalado anteriormente en el epígrafe 3 de la Sección
III del Informe. 

La autorización ministerial para contratar, en el
periodo al que se refiere esta Fiscalización Especial, ha
estado delegada en el Subsecretario de Trabajo y Segu-
ridad Social (Orden del Ministerio de Trabajo y Seguri-
dad Social de 16 de noviembre de 1992) y, a partir de la
reestructuración de los Departamentos ministeriales
efectuada mediante el Real Decreto 758/1996, en el
Subsecretario de Trabajo y Asuntos Sociales (Orden
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 21 de
mayo de 1996).

Por otra parte, la Orden del Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social de 16 de noviembre de 1992 y, poste-
riormente, la Orden del Ministerio de Trabajo y Asun-
tos Sociales de 21 de mayo de 1.996 autorizaron las
siguientes delegaciones de las competencias en materia
de contratación administrativa del Director General del
Instituto Social de la Marina:

a) En el Subdirector General de Administración y
Análisis Presupuestario, las atribuciones relativas a
contratación para todos los contratos administrativos,
excepto aquéllas que se delegan en los Directores Pro-
vinciales y la ordenación del inicio y la adjudicación de
los expedientes que por su cuantía requieran autoriza-
ción o acuerdos previos.

b) En los Directores Provinciales, todas las atribu-
ciones relativas a contratación respecto de los contratos
administrativos de cuantía inferior a 25 millones de
pesetas imputados a créditos descentralizados o habili-
tados en la correspondiente Dirección Provincial o cen-
tros dependientes de la misma. A estos efectos, el
buque Esperanza del Mar del que es titular el ISM,
tiene la consideración de centro dependiente de la
Dirección Provincial en cuya jurisdicción tenga esta-
blecida su base.

Por último, resulta de aplicación al Instituto Social
de la Marina la Disposición Adicional 3.ª.1 de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas, que
establece la competencia de las Entidades Gestoras y
Servicios Comunes de la Seguridad Social para la
adquisición de los equipos y sistemas para el tratamien-
to de la información, salvo en los casos en que esté pre-
vista la adquisición centralizada.

3.4 Planes y proyectos informáticos del ISM

3.4.1 Deficiencias de carácter general detectadas por
este Tribunal en la planificación informática del
ISM

De la documentación solicitada por el Tribunal de
Cuentas y facilitada por el Instituto Social de Marina,
sobre los Planes y Proyectos informáticos vigentes en
el período 1994-1998 se desprende que la planificación
informática en ese Instituto ha adolecido en el período
objeto de la fiscalización de diversas insuficiencias.
Los aspectos más destacados que resultan del análisis
de los planes y proyectos informáticos del ISM son los
siguientes:

1. El Instituto Social de la Marina ha incumplido
durante el período que comprende esta Fiscalización la
obligación de someter los planes y proyectos informá-
ticos al estudio y consideración de la Comisión Minis-
terial de Informática, de acuerdo con lo establecido,
primero, en los apartados b) y e) del artículo 2 de la
Orden de 17 de enero de 1986, por la que se regula la
Comisión de Informática del Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social, y, posteriormente, en los apartados 2
y 12 del artículo 2 de la Orden Ministerial de 16 de sep-
tiembre de 1996 por la que se regula la composición y
funcionamiento de la Comisión Ministerial de Infor-
mática del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.
Estos dos últimos preceptos atribuyen a la Comisión
Ministerial las siguientes competencias:

«Art. 2.2 Estudiar y aprobar, en su caso, los pla-
nes de sistemas de información y comunicaciones de
los distintos centros directivos, organismos autónomos
entidades y servicios dependientes del Departamento,
así como sus eventuales revisiones, de modo que se
garantice la adecuada utilización y productividad de
los recursos y la comunicabilidad y compatibilidad de
los distintos sistemas de proceso y transmisión de datos
y se asegure la coordinación entre éstos y el Plan Gene-
ral de Sistemas de Información y Comunicaciones del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales».

«Art. 2.12. Informar preceptivamente los proyectos,
pliegos de cláusulas administrativas y prescripciones téc-
nicas, ofertas y propuestas de valoración realizadas por
los centros directivos, organismos autónomos, entidades
y servicios del Departamento que se refieran a la contra-
tación de bienes y servicios informáticos y de comunica-
ciones, incluidos, entre otros, los casos de enajenación,
cesión temporal a título oneroso o gratuito, donación y
permuta, así como su remisión, cuando proceda, a la
Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes y
Servicios Informáticos. Dichos proyectos y pliegos debe-
rán responder a necesidades e iniciativas contempladas
en los correspondientes planes de sistemas de tecnologías
de la información y comunicaciones».

los bienes previamente declarados de necesaria unifor-
midad por la Dirección General de Patrimonio, previo
concurso de determinación de tipo, que pueden adqui-
rirse directamente por las Entidades utilizando el pro-
cedimiento negociado, sin que en ninguno de los casos
se acrediten las respectivas declaraciones de uniformi-
dad, acto administrativo que no debe confundirse con
la declaración de adquisición centralizada prevista en
el artículo 184 de la LCAP y también competencia del
Director General de Patrimonio, que es previa a la
inclusión de los bienes de que se trate en el catálogo
del Servicio Central de Suministros 34.

8. Finalmente se han constatado demoras en los
pagos en 15 contratos, en los que el INSALUD ha
incumplido los plazos establecidos en el artículo 100.4
de la LCAP, sin que se hayan abonado intereses de
demora.

3. El Instituto Social de la Marina y la contratación
informática

En el presente apartado se consignan los resultados
del análisis de los planes y proyectos informáticos y de
la contratación de objeto informático del Instituto
Social de la Marina (ISM) incluidos en el ámbito mate-
rial y temporal de esta Fiscalización, precedidos de una
breve descripción de la naturaleza, funciones, esquema
orgánico y órganos de contratación de esta Entidad.

3.1 Naturaleza y funciones del ISM

El Instituto Social de la Marina (ISM) es la Entidad
Gestora de la Seguridad Social que tiene atribuida la
gestión del Régimen Especial de la Seguridad Social
de los Trabajadores del Mar y la asistencia a los traba-
jadores del mar, tanto en España como en el extranjero,
favoreciendo su mejoramiento humano, profesional y
económico-social, para lo cual se constituye en Enti-
dad de ámbito nacional de derecho público, con perso-
nalidad jurídica propia y plena capacidad jurídica y
patrimonial para el cumplimiento de sus fines, de con-
formidad con lo establecido en el Real Decreto
1414/1981, de 3 de julio, por el que se reestructura el
Instituto Social de la Marina.

El artículo 69 de la Ley 13/1996, de 30 de diciem-
bre, dispuso que, de acuerdo con lo establecido en los
artículos 68 y 81 del Texto refundido de la Ley General
de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto
Legislativo 1/1994, de 20 de junio, los recursos econó-
micos y la titularidad del patrimonio del Instituto
Social de la Marina, se adscriben a la Tesorería General
de la Seguridad Social que, asimismo, asumirá el pago
de las obligaciones de dicho Instituto. 

El Instituto Social de la Marina está adscrito en
la actualidad al Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, a través de la Secretaría de Estado de la
Seguridad Social. Anteriormente, hasta la reestruc-
turación de los Departamentos ministeriales efectuada
mediante el Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo,
el ISM estuvo adscrito al Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social.

3.2 Esquema orgánico del ISM

La estructura y competencias del Instituto Social de
la Marina están reguladas en el citado Real Decreto
1414/1981, de 3 de julio de junio, en el Real Decreto
2358/1982, por el que se determina su estructura orgá-
nica, y en el Real Decreto 996/1984, de 28 de mayo,
por el que se dictan normas para el seguimiento presu-
puestario en la Seguridad Social.

De acuerdo con tales normas, durante el período
comprendido en el ámbito temporal de esta Fiscaliza-
ción (años 1994 a 1997 y primer semestre de 1998), la
estructura del ISM ha sido la siguiente:

1. Órganos de participación en el control y vigi-
lancia de la gestión: La participación en el control y
vigilancia de la gestión del Instituto Social de la Mari-
na se atribuye, en el ámbito nacional, al Consejo Gene-
ral y a la Comisión Ejecutiva y, en el ámbito provincial
a los Consejos Provinciales y a las Comisiones Ejecuti-
vas Provinciales. 

2. Órganos de dirección y gestión:

a) Dirección General: Asume las funciones de
dirección, gestión e inspección de las actividades del
Instituto Social de la Marina para el cumplimiento de
sus fines. Corresponde a su titular la representación
legal del Instituto Social de la Marina.

b) Secretaría General, que era el órgano compe-
tente en materia de gestión informática durante el
periodo fiscalizado (1994 al primer semestre de 1998).

c) Subdirección General de Seguridad Social de
los Trabajadores del Mar.

d) Subdirección General de Acción Social Maríti-
ma.

e) Subdirección General de Administración y
Análisis Presupuestario, órgano competente para la tra-
mitación de los expedientes de contratación.

3. Órganos periféricos: En el ámbito provincial, la
gestión del Instituto Social de Marina se encomienda a
la Direcciones Provinciales y a las Direcciones Locales.

3.3 Órganos de contratación del ISM

El Director General del Instituto Social de la Mari-
na, al igual que los restantes Directores Generales de
las Entidades Gestoras y de la Tesorería General de la
Seguridad Social, es el órgano de contratación del Ins-

34 En contra de lo que señala el INSALUD en el trámite de alegaciones, el
presente Informe no atribuye a la Entidad la declaración de necesaria uniformi-
dad de los suministros, sino a la Dirección General de Patrimonio del Estado.
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Los datos contenidos en este cuadro ponen de mani-

fiesto que las obligaciones reconocidas durante los años
1994 a 1998 han representado sólo el 76,65 por 100 de
los créditos finales aprobados en dichos conceptos/sub-
conceptos de gasto. En todos los ejercicios, a excepción
de 1994 en el que las obligaciones reconocidas excedie-
ron de los créditos finales en un 2,3 por 100, las obliga-
ciones reconocidas fueron inferiores a los créditos fina-
les, destacando el ejercicio de 1997 en el que sólo se
ejecutó el 58,68 por 100 de las reseñadas partidas pre-
supuestarias para gastos de naturaleza informática.

Conviene significar que la desviación global total
de las obligaciones reconocidas sobre los créditos fina-
les en el periodo fiscalizado, asciende al 23,35 por 100
y resulta de las importantes desviaciones, tanto positi-
vas como negativas, producidas en cada uno de los con-
ceptos/subconceptos de gasto considerados, compen-
sando las negativas de unos conceptos de gasto con las
positivas experimentadas por otros. Sin esta compensa-
ción de las desviaciones negativas con las positivas,
resultaría un índice de desviación del 51,42 por 100,
evidenciando significativas deficiencias en la planifica-
ción presupuestaria de los proyectos informáticos y de
las previsiones de contratación derivadas de ellos.

3.4.2 Análisis particularizado de los planes y proyec-
tos informáticos del ISM

En este apartado se analizan los planes y proyectos
informáticos desarrollados por el Instituto Social de la
Marina en el período que abarca esta fiscalización
especial. 

El Instituto Social de la Marina, para el ejercicio de
sus funciones como Entidad Gestora del Régimen
Especial de Seguridad Social de los Trabajadores del
Mar, tiene instalados tres sistemas de información:

a) Sistemas conectados con la Gerencia de Infor-
mática de la Seguridad Social (GISS) para su utilización
con las aplicaciones corporativas de la Seguridad Social,
con los que el ISM tiene acceso a las bases de datos de la
Seguridad Social del Sistema de Información Laboral
(SIL) y del Sistema de Aplicaciones Económicas Inter-
nas (SICOSS, SIPRES y SIP, en los ámbitos de contabi-
lidad, presupuestos y personal, respectivamente) 35.

b) Sistemas conectados al Instituto Nacional de
Empleo (INEM), para la atención de la gestión de
empleo y de las prestaciones de desempleo del colecti-
vo marítimo pesquero, con acceso a las aplicaciones
específicas en materia de gestión de empleo y presta-
ciones del INEM.

c) Sistemas de información propios del Instituto
Social de la Marina, para la gestión del resto de las
competencias atribuidas a dicho Instituto no compren-
didas en los sistemas anteriores.

Los planes y proyectos informáticos del ISM se
enmarcan en dichos sistemas de información, por lo
que se pueden agrupar en proyectos comunes en el
ámbito de la Seguridad Social, proyectos comunes con
el INEM y proyectos propios del ISM.

1. Los proyectos comunes en el ámbito de la Segu-
ridad Social se han desarrollado por el ISM conjunta-
mente con la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social (GISS), encargada de suministrar el equipamien-
to necesario y la infraestructura de comunicaciones. 

El ISM ha participado en los desarrollos de aquellos
módulos que implicaban un tratamiento específico y
singular dentro del ISM, aunque también ha celebrado
algunos contratos relacionados con proyectos de la
TGSS, como, por ejemplo, con el proyecto SILUETA,
sin que la actuación directa del ISM en este caso res-
ponda a otro criterio que el meramente presupuestario
y de agilidad de las adquisiciones, lo que es indicativo
de una defectuosa planificación y presupuestación de
los proyectos y, además, introduce en la ejecución de
los proyectos una dispersión de responsabilidades que
podría derivar en una pérdida de la homogeneidad entre
los sistemas informáticos instalados y, en todo caso, en
la disminución de las garantías de control de la ejecu-
ción de los proyectos y del gasto realizado. 

Los principales proyectos (que son analizados con
mayor detalle en el epígrafe 5.4.2.2. de esta Sección del
Informe de Fiscalización dedicado a los planes y pro-
yectos de la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social) en los que ha participado el ISM en el período al
que se refiere esta Fiscalización fueron los siguientes:

a) Proyecto SILUETA, cuyo objeto fue la moder-
nización de los equipamientos informáticos de las Enti-
dades de la Seguridad Social, la instalación de redes de
área local y sistemas de comunicaciones entre esas
redes. Entre los años 1995 y 1997 se implantaron las
redes de área local en todas la Direcciones Provinciales
del Instituto Social de la Marina. En la muestra de con-
tratos del ISM fiscalizada, figura un contrato, por
importe de 50,2 millones de pesetas, que forma parte
de este proyecto.

b) Proyecto de Tarjeta de Seguridad Social
(TASS): El Instituto Social de la Marina es una de las
Entidades de la Seguridad Social integrantes de este
proyecto, cuya implantación se limita, hasta la fecha de
aprobación del presente Informe, al ámbito de la
Comunidad Autónoma Andaluza. Los objetivos del
ISM en el marco del proyecto TASS, dada su singulari-
dad, incluyen utilidades de gestión de la Seguridad
Social, de Asistencia Sanitaria y de las Oficinas de
Empleo Marítimo y prestaciones del INEM en las
Direcciones Provinciales del ISM de Almería, Málaga,
Cádiz, Huelva y Sevilla. La muestra de contratos fisca-
lizada no incluye ningún contrato del ISM relacionado
con este proyecto.

35 Para obtener más información sobre estos sistemas de información ver el
epígrafe 5.4.2.2 del presente Informe en el que se analizan los planes y proyectos
informáticos de la Gerencia de Informática de la Seguridad Social (GISS).

Pues bien, a pesar de lo expresivo de estos precep-
tos y de la claridad de su sentido y alcance, el ISM omi-
tió la tramitación ante la citada Comisión Ministerial
de Informática de sus planes y proyectos informáticos,
si bien sometió a su Informe los expedientes de contra-
tación que específicamente tenían algún contenido
informático, con las salvedades que más adelante se

señalan en el siguiente epígrafe 3.5. sobre «Análisis de
la contratación del ISM».

2. Los datos de ejecución presupuestaria de los
conceptos/subconceptos de gasto de contenido inequí-
vocamente informático, correspondientes a los ejerci-
cios 1994 a 1998, se muestran en el siguiente cuadro
número 32. 
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tantes con esta resolución contractual, debe resaltarse
que los Pliegos de cláusulas administrativas especiales
y de prescripciones técnicas del nuevo contrato con el
que debería concluirse la aplicación PRESMAR fueron
informadas favorablemente por el Consejo de Direc-
ción de la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social el 10 de julio de 1997, por la Comisión Ministe-
rial de Informática el 14 de julio de 1997 y por la
Comisión Ministerial de Adquisición de Bienes y Ser-
vicios Informáticos el16 de julio de 1997 y que el
Director General del ISM ordenó la iniciación del
expediente de contratación y aprobó los Pliegos de
cláusulas administrativas el día 15 de septiembre de
1997, misma fecha del escrito mediante el cual la
empresa Software AG S.A. solicitó la resolución por
mutuo acuerdo del contrato que en ese momento estaba
en ejecución. Ninguno de tales documentos contiene
referencia alguna sobre la existencia del contrato en
vigor, con el mismo objeto, ni sobre la conveniencia de
su resolución.

En el momento de la resolución del contrato el ISM
y la empresa adjudicataria estimaron que se habían
cumplido el 80 por 100 de los objetivos en él previstos,
abonándose al contratista la parte proporcional del pre-
cio del contrato (22,3 millones de pesetas).

Una vez resuelto el contrato, el ISM adjudicó,
mediante concurso, la continuación del proyecto y el
mantenimiento de los módulos de la aplicación que ya
estaban en funcionamiento a la unión temporal de
empresas constituida por las empresas INDRA SSI
S.A. y la propia Software AG S.A., con un gasto de
154,8 millones de pesetas. Este contrato ya no era,
como el anterior, un contrato de resultado sino que,
como es práctica habitual en las restantes Entidades de
la Seguridad Social, era una mera contratación de horas
de trabajo de personal informático puesto a disposición
del ISM por la empresa de servicios contratista, sin que
su abono se vinculara inequívocamente a la obtención
de objetivos concretos sino a la mera prestación de
horas de trabajo. Este contrato tenía un plazo de ejecu-
ción de dos años (1998 y 1999) en el que, a título de
mera previsión, se contemplaba la terminación del
desarrollo de la aplicación PRESMAR. Ni los datos del
plazo de su ejecución (dos años) ni el importe contrata-
do (154,8 millones de pesetas) se compadecen con la
declaración contenida en la resolución del contrato
celebrado inicialmente, en virtud de la cual se habría
ya desarrollado el 80 por 100 del proyecto PRESMAR
por un importe de 22,3 millones de pesetas.

Conviene añadir que la TGSS celebró al menos
otros 2 contratos con la misma empresa y con el mismo
objeto (desarrollo de la aplicación PRESMAR), con un
importe total de 119,2 millones de pesetas, pese a que
en el contrato inicial del proyecto PRESMAR celebra-
do por el ISM, que todavía estaba en ejecución cuando
la TGSS celebró estos contratos, se había estipulado la
realización del proyecto completo como contrato de

resultado y no de mera prestación de una determinada
cantidad de horas de trabajo de personal informático.
En el epígrafe 4.5.2. de esta misma Sección del Infor-
me se analizan con mayor detalle estos contratos de
la TGSS.

La muestra de contratos fiscalizada incluye 4 con-
tratos relacionados con el proyecto PRESMAR, por un
importe total de 302 millones de pesetas, de los que 2
fueron celebrados por el Instituto Social de la Marina,
con un gasto de 182 millones de pesetas, y los otros 2
fueron celebrados por la Tesorería General de la Segu-
ridad Social (TGSS) y representaron un gasto de 119,2
millones de pesetas.

A juicio de este Tribunal las actuaciones del ISM y
de la TGSS en este proyecto ponen de manifiesto una
planificación muy deficiente. Resulta altamente llama-
tivo que un proyecto con un plazo de ejecución estima-
do inicialmente en 9 meses y con un presupuesto de 27
millones de pesetas, resulte finalmente, sin modifica-
ción de los objetivos iniciales, prolongado hasta alcan-
zar una duración de 69 meses y un coste, computando
exclusivamente el importe de los contratos incluidos en
la muestra seleccionada en esta Fiscalización Especial,
de 302 millones de pesetas, máxime cuando para la
adjudicación del contrato inicial a Software AG S.A. se
valoró que esta empresa presentaba «soluciones para
todos los módulos propuestos, planificación y fases de
desarrollo» y acreditaba «experiencia en otros trabajos
similares de aplicación en la Seguridad Social, concre-
tamente en prestaciones y pensiones». 

Además, la contratación simultánea por las dos
Entidades (ISM y TGSS) vulnera la regla de no frac-
cionamiento del objeto de los contratos, establecida en
el artículo 69 de la LCAP, vulneración que, a juicio de
este Tribunal, resulta de especial trascendencia en este
caso, pues el fraccionamiento el objeto de la contrata-
ción para que las adjudicaciones pudieran realizarse de
forma independiente por distintos órganos de contrata-
ción, condujo a la quiebra del principio de transparen-
cia que inspira toda la contratación administrativa. Por
otra parte, este fraccionamiento implica una doble
dirección de la ejecución y desarrollo del proyecto (por
parte del ISM y por parte de la TGSS) y genera mayo-
res dificultades tanto en el control del gasto público
generado como en el control de la ejecución del pro-
yecto, lo que es contrario a los principios de eficiencia
y economía, rectores de la gestión del gasto público.

El proyecto PRESMAR es el único del ISM que ha
requerido la contratación de empresas de servicios
informáticos para su desarrollo, por ser insuficientes
los medios personales propios existentes en este Insti-
tuto. Los cuadros números 33 y 34 reflejan, respectiva-
mente, la evolución del personal del Instituto Social de
la Marina con cualificación informática y del personal
perteneciente a empresas de servicios que han prestado
sus servicios en el ISM para el desarrollo de la aplica-
ción PRESMAR. 

c) El ISM también participa en los proyectos de la
TGSS dirigidos a potenciar el uso de redes en el acceso
a la información corporativa, suministrando informa-
ción mediante páginas elaboradas por el área de infor-
mática del ISM, que luego son publicadas en el servi-
dor Intranet e Internet de la Seguridad Social. La
muestra de contratos fiscalizada no incluye tampoco
contratos relacionados con estas actuaciones.

2. Los proyectos comunes con el Instituto Nacio-
nal de Empleo (INEM) se fundamentan en la competen-
cia del ISM para la gestión en su ámbito de las presta-
ciones de desempleo y la gestión del empleo, para lo
cual cuenta con las Oficinas de Empleo Marítimo, que
utilizan las mismas aplicaciones informáticas que el
INEM. En 1994 el INEM inició el denominado plan
CRETA para la renovación tecnológica del equipamien-
to informático periférico que tenía instalado, dando
lugar a una plataforma hardware y software compatible
con el Sistema de Información Laboral (SIL) en un
entorno de «filosofía cliente/servidor». En consecuen-
cia el ISM ha debido adaptarse a los requerimientos tec-
nológicos de dicho plan, manteniendo la uniformidad
de equipamiento con el INEM, mediante la adquisición
de 66 servidores de red de área local. En la muestra de
expedientes de contratación fiscalizada en el curso de
esta Fiscalización Especial figuran tres expedientes (un
contrato inicial y dos modificaciones) tramitados para
la adquisición de esos 66 servidores de red de área local,
por un importe total de 47,4 millones de pesetas. Estos
contratos fueron adjudicados mediante procedimiento
negociado sin publicidad a la misma empresa que sumi-
nistró los equipos al INEM, por tratarse de entregas
complementarias de las efectuadas en dicho Instituto.

3. Proyectos propios del Instituto Social de la
Marina: En este apartado se analizan los principales
proyectos desarrollados directamente por el ISM res-
pondiendo a sus necesidades específicas. Por regla
general estos proyectos no requirieron una contratación
específica, pues el ISM utilizó el hardware ya existen-
te, y el desarrollo de aplicaciones específicas fue lleva-
do a cabo por el personal funcionario y laboral del área
informática del Instituto, con la excepción del proyecto
de Prestaciones del Mar (PRESMAR).

a) El proyecto SANIMAR, ha tenido por objeto el
desarrollo de una aplicación informática para la gestión
de una base de datos de historias clínicas de los trabaja-
dores del mar a la que pueden acceder los médicos de
los centros de sanidad marítima así como el personal
facultativo de guardia en el Centro Radiomédico del
ISM, que atiende consultas efectuadas por radio, y en
el buque sanitario «Esperanza del Mar», que utiliza la
conexión de sus terminales de datos por vía satélite
Inmarsart. El desarrollo de este proyecto no ha requeri-
do inversión específica alguna, debido a la utilización
de material ya instalado y haber sido desarrollado por
personal propio del Instituto Social de la Marina.

b) Proyecto Prestaciones del Mar (PRESMAR):
Su objetivo fue la informatización de los procesos
administrativos de gestión de expedientes de prestacio-
nes económicas que deben ser tramitados por el ISM,
mediante la realización de una aplicación informática
que ofreciera los instrumentos de apoyo necesarios
para la gestión y que permitiera controlar y hacer un
seguimiento de la tramitación de las prestaciones de
jubilación, maternidad, invalidez, muerte y superviven-
cia, subsidios, acción social y sanitarias.

El Proyecto, desarrollado en colaboración con la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social (GISS),
contempla todas y cada una de las fases que componen
la tramitación de los expedientes, configurando un pro-
cedimiento de trabajo cuyo objetivo consiste en reducir
al mínimo imprescindible el soporte de papel para la
información, basado en que toda la información nece-
saria para la toma de decisiones, realización de cálcu-
los, reconocimiento de derechos, etc. esté contenida en
las Bases de Datos del Sistema, y disponible en tiempo
real desde cualquier punto de la red por las unidades
administrativas que deban utilizarla. 

El desarrollo de la aplicación informática fue adju-
dicado mediante concurso a la empresa Software AG
S.A., con la que el Instituto Social de la Marina (ISM)
celebró el 3 de marzo de 1994 un contrato de servicios,
por un importe de 27, 9 millones de pesetas, por el que
la citada empresa se comprometía al completo desarro-
llo de la aplicación en un plazo de 9 meses. Posterior-
mente el ISM concedió a la empresa adjudicataria suce-
sivas ampliaciones de plazo, sin incremento de precio
y, finalmente, el 29 de octubre de 1997, a solicitud del
contratista, fue resuelto el contrato por mutuo acuerdo,
aduciéndose que la dimensión del proyecto fue infrava-
lorada desde su inicio por las partes y que su creciente
complejidad, por los nuevos requerimientos exigidos
por la Gerencia de Informática de la Seguridad Social
(GISS) y por el propio ISM, aconsejaban la resolución
del contrato y la finalización de la aplicación contra-
tando de forma independiente cada uno de los módulos
pendientes de desarrollar. Esta motivación resulta total-
mente desmentida por el hecho de que con anterioridad
a la resolución del contrato ya se había iniciado la tra-
mitación de un nuevo contrato, al que más adelante se
hace referencia, con el que el ISM pretendía sustituir el
contrato resuelto para completar el desarrollo de la
aplicación PRESMAR 36.

Abundando en la expresada contradicción entre los
motivos alegados por el ISM para la resolución del con-
trato y la realidad de las actuaciones del ISM concomi-

36 El ISM afirma, en el trámite de alegaciones, que «el segundo expediente
tramitado no coincide en su objeto con el contrato inicial». El Tribunal de Cuen-
tas no puede compartir esta apreciación ya que los dos contratos estaban induda-
blemente relacionados, como se desprende de la información que se recoge en el
presente apartado del Informe de Fiscalización. Tanto es así, que el segundo expe-
diente de contratación incluía el desarrollo de módulos de la aplicación informáti-
ca que ya formaban parte del objeto del primer contrato, porque habían quedado
sin desarrollar cuando se resolvió ese primer contrato.
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la Seguridad Social (INSS) y el ISM, el cual sustituiría
a los actuales PROGESPRESS (INSS) y PRESMAR
(ISM), con vistas a reducir de este modo los costes de
desarrollo y mantenimiento».

3.5 Análisis de la contratación del ISM

La muestra de la contratación del Instituto Social de
la Marina, objeto de esta Fiscalización Especial, está
constituida por 16 expedientes (3,4 por 100 de los 462
expedientes de contratación que integran la totalidad
de la muestra), con un gasto de 930,8 millones de pese-
tas. La distribución de los contratos se refleja en el cua-
dro número 35, que muestra la distribución de los 16
expedientes por ejercicios presupuestarios, tipos de

contratos y formas de adjudicación, y en los cuadros
36, 37, 38, en los que se efectúa, separadamente, su
desglose por ejercicios presupuestarios, tipos de con-
tratos y formas de adjudicación, respectivamente. Debe
insistirse que la totalidad de estos datos se refieren
exclusivamente a los expedientes de contratación
incluidos en la muestra fiscalizada y no al gasto total
de contenido informático del Instituto Social de la
Marina. Debe significarse también que habida cuenta
del pequeño número de contratos del ISM incluidos en
la muestra fiscalizada, comparado con el de otras enti-
dades y condicionado por su menor nivel de gasto, los
datos contenidos en los cuadros y gráficos que siguen
tienen más valor descriptivo de la composición de la
muestra que estadístico.

El cuadro número 36 y el gráfico número 16 mues-
tran la distribución de los contratos de la muestra por
ejercicios presupuestarios destacando que el menor
volumen de gasto se produjo en 1995 (8,04 por 100), lo
que contrasta con el gasto muy superior correspondien-
te al ejercicio anterior (20,66 por 100) y al posterior
(21,52 por 100). En el ejercicio de 1998 se aprecia un

notable incremento del gasto que es consecuencia del
incremento de los recursos destinados a la continua-
ción del proyecto PRESMAR al que se ha hecho refe-
rencia en el epígrafe anterior. Hay que significar que de
acuerdo con el ámbito temporal de esta Fiscalización
los datos de 1998 se refieren exclusivamente al primer
semestre.

Respecto de la utilización por parte del ISM de
recursos personales ajenos hay que resaltar que en los
años 1994 a 1997, esta utilización de medios ajenos
estuvo, como ya se ha dicho, vinculada a un contrato
de resultado, en el que la empresa contratista debería
haber asumido el riesgo y ventura del mayor o menor
coste de personal que exigiera el desarrollo de la apli-
cación PRESMAR que constituía su objeto, por lo que
su valoración debe ser distinta a la del período 1998-
1999, en la que ya se produjo una mera contratación de
personal instrumentada mediante la contratación con
una empresa de servicios la prestación de un determi-
nado número de horas de trabajo de personal informáti-
co, sin vincular el precio del contrato a la consecución
de resultados concretos en los términos anteriormente
anticipados.

No obstante lo anterior, pese a que en el año 1999 el
número de trabajadores con cualificación informática
de las empresas de servicios excedía del personal pro-
pio, en el ISM las necesidades de personal ajeno pare-
cen ser puramente coyunturales en función del objetivo
de concluir el desarrollo de la aplicación PRESMAR.
Por ello, el Tribunal de Cuentas considera que en esta
Entidad Gestora no parece existir el riesgo de pérdida
de control de las adjudicaciones y de cautividad frente
a las empresas prestadoras de personal informático que
deriva de este tipo de contratos cuando están motivados
en las carencias estructurales de personal propio, como
se pone de manifiesto en este Informe de Fiscalización
al analizar la contratación de las demás Entidades Ges-
toras y Servicios Comunes de la Seguridad Social,
especialmente del INSS, del INSALUD y de la TGSS.

Para terminar, debe añadirse que el proyecto PRES-
MAR ha sido desarrollado por el ISM y la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social de forma totalmente
independiente de la aplicación PROGESPRESS 37

desarrollada por el Instituto Nacional de la Seguridad
Social con la misma finalidad genérica de gestionar
prestaciones de Seguridad Social, en este caso las del
Régimen General que son de su competencia. Esta
duplicidad de aplicaciones de similar objeto ha sido
debida no sólo a las singularidades del Régimen Espe-
cial de Seguridad Social del Mar, sino también a dife-
rencias en las plataformas hardware, en el diseño de las
aplicaciones y en sus respectivas filosofías de funcio-
namiento, todo lo cual pone de manifiesto la falta de
coordinación y de dirección tanto de la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social como de la Comi-
sión Ministerial de Informática, en perjuicio de los
principios de eficiencia y economía 38. Esta duplicidad
ha sido puesta de manifiesto por la Comisión Intermi-
nisterial de Adquisición de Bienes y Servicios Informá-
ticos, que en su sesión de 16 de julio de 1997 acordó
«recomendar a los Organismos implicados la realiza-
ción de un estudio de viabilidad de un sistema común
de gestión de prestaciones para el Instituto Nacional de

37 El proyecto PROGESPRESS se analiza en el epígrafe 1.4.2. de esta misma
Sección del Informe de Fiscalización dedicado al análisis de los planes y proyec-
tos del Instituto Nacional de la Seguridad Social.

38 En el trámite de alegaciones el ISM concreta y detalla las diferencias entre
los programas PROGESPRESS y PRESMAR que, según el Instituto, justificaron
el desarrollo de dos aplicaciones diferentes. Estas diferencias  confirman la falta
de coordinación entre las Entidades Gestoras de la Seguridad Social puesta de
manifiesto en el presente Informe.
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El cuadro número 38 y los gráficos números 18 y 19

muestran la distribución de los contratos del Instituto
Social de la Marina incluidos en la muestra atendiendo
a las formas de adjudicación utilizadas. El concurso,
que es el procedimiento normal de adjudicación de los
contratos de suministro y de los contratos de consulto-
ría y asistencia y de servicios, se ha utilizado en el 37,5
por 100 de los expedientes, representando el 44,23 por
100 del gasto. En cambio, el 50 por 100 de los contra-
tos, que supusieron el 55,41 por 100 del gasto del ISM
fiscalizado, se adjudicaron mediante los procedimien-
tos de contratación directa (contratos de la muestra
sujetos a la Ley de Contratos del Estado de 1965) o
procedimiento negociado (contratos de la muestra suje-
tos a la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas de 1995). 

En los expedientes analizados, la contratación direc-
ta y el procedimiento negociado se han motivado por
parte del ISM en la existencia de un proveedor único o
en tratarse de entregas complementarias, que si bien
fueron adecuadamente justificadas en los respectivos

expedientes, ponen de manifiesto las relaciones de cau-
tividad que derivan de la elección de determinados
equipos informáticos o sus sistemas operativos, o de
entornos de desarrollo de las aplicaciones informáticas
y de la necesidad de mantener la compatibilidad con
los sistemas de información corporativos, tanto de la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social como
de la propia Entidad, que condicionan en gran medida
las posibilidades de promover una concurrencia efecti-
va en las contrataciones. Todo ello acrecienta la impor-
tancia y transcendencia de que la contratación informá-
tica se enmarque en planes y proyectos perfectamente
definidos desde un principio. Por otra parte, el ISM
debería valorar, siempre que sea posible, la posibilidad
de optar por sistemas no propietarios y mantener la
contratación de servicios de apoyo técnico en el desa-
rrollo de aplicaciones y en el mantenimiento de hard-
ware y software en niveles que, por su proporción con
los medios propios, permitan a la Entidad su completo
control y garanticen la libre competencia entre las
empresas en condiciones de igualdad.

La distribución de los contratos de la muestra por
tipo de contrato indica que el ISM ha destinado la
mayor parte del gasto, el 77,04 por 100 a suministros.
Estos suministros incluyen tanto las adquisiciones de
equipos informáticos (hardware) como la adquisición
o arrendamiento de los componentes lógicos (software)

necesarios para su funcionamiento. El cuadro 37 y el
gráfico 17 muestran dicha distribución. Por su parte,
los contratos de consultoría y asistencia y de servicios
han representado el 22,96 por 100 del gasto, en tanto
que la muestra fiscalizada no ha incluido ningún con-
trato de obras.
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3.5.1 Contratos de obras del ISM

Ninguno de los contratos integrantes de la muestra
de contratos analizada en esta Fiscalización especial
corresponde a obras, con contenido informático, reali-
zadas por el Instituto Social de la Marina.

3.5.2 Contratos de consultoría y asistencia y de servi-
cios del ISM

La muestra de contratos de Consultoría y Asistencia
y de Servicios seleccionados para su fiscalización, está
formada por 3 expedientes de contratación con un gasto
de 213,7 millones de pesetas, que representa el 23 por
100 del gasto total generado por los contratos de la
muestra celebrados por el Instituto Social de la Marina.

Ninguno de los expedientes de la muestra de contra-
tos fiscalizados corresponde a expedientes cuya convo-
catoria haya sido anulada por el ISM, o declarada
desierta la licitación.

Dos de los tres expedientes de la muestra seleccio-
nada se refieren a la prestación de servicios al ISM para
el desarrollo del proyecto PRESMAR al que se ha
hecho referencia en los epígrafes anteriores y el tercero
tuvo por objeto el mantenimiento de los productos de
software en los lenguajes ADABAS y NATURAL para
la utilización en el entorno del ordenador IBM
9121/210 de los Servicios Centrales, resultando signifi-
cativo que los tres contratos fueron adjudicados a la
empresa Software AG S.A., en uno de los casos for-
mando una unión temporal de empresas con la socie-
dad INDRA SSI S.A. 

Dos de los 3 expedientes de la muestra fueron adju-
dicados mediante concurso y otro mediante procedi-
miento negociado sin publicidad, al amparo de lo dis-
puesto en el artículo 213 b) de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas, en el que se contempla
el supuesto de imposibilidad de promover concurrencia
por existir un único proveedor de los servicios requeri-
dos, lo que pone de manifiesto, como ya se ha señalado
anteriormente, cómo la elección de determinados siste-
mas y desarrollos informáticos condicionan las contra-
taciones futuras generando situaciones de dependencia
y cautividad.

Las principales incidencias puestas de manifiesto en
el análisis de estos contratos son las siguientes:

1. El expediente de contratación para la «Asis-
tencia técnica para el desarrollo de la aplicación
PRESMAR», adjudicado en 1994 a la empresa Soft-
ware AG S.A. en 27,9 millones de pesetas, fue el con-
trato con el que se inició la ejecución del proyecto
PRESMAR al que ya se ha hecho referencia en el epí-
grafe 3.4.2 de esta misma Sección del presente Informe.

El contrato fue configurado en los Pliegos de cláu-
sulas administrativas y de prescripciones técnicas como
un contrato de resultado, vinculado al completo desa-
rrollo de la aplicación, incluyendo su instalación y

puesta en marcha en los Servicios Centrales y, al
menos, en dos Direcciones Provinciales del Instituto
Social de la Marina. Las previsiones contractuales
igualmente incluían la elaboración de manuales y la
formación de usuarios, todo ello bajo la dirección de
responsables nombrados al efecto por el ISM y por la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social. El
plazo de ejecución del contrato se estableció en 9
meses contados a partir del 3 de marzo de 1994, fecha
en la que se formalizó el contrato, por lo que debió
finalizar el 3 de diciembre de 1994. 

A pesar de que se trataba de un contrato de resulta-
do, la empresa adjudicataria cuantificó su oferta en fun-
ción de las categorías laborales y dedicación prevista
de los trabajadores integrantes del equipo de trabajo
ofertado. Concretamente cuantificó los trabajos en
1.440 horas/1 Consultor y 2.368 horas/ 2 analistas-pro-
gramadores, que valoró, respectivamente, en 14,6 y
13,2 millones de pesetas. Cabe señalar que las 1440
horas previstas para la categoría de consultor corres-
pondían a la realización de una jornada de trabajo de 8
horas diarias, veinte días al mes, durante los 9 meses de
duración del contrato. La cláusula sexta del Pliego de
cláusulas especiales y prescripciones técnicas estipuló
que la empresa adjudicataria se comprometía a la apor-
tación de los recursos humanos necesarios, por encima
de los ofertados, para la consecución de los objetivos
previstos sin incremento de coste. 

El ISM en la adjudicación de este contrato, efectua-
da mediante concurso público, tuvo en cuenta la expe-
riencia de la empresa adjudicataria en servicios simila-
res y su gran conocimiento del contexto legislativo, de
los procedimiento administrativos de tramitación de
prestaciones de la Seguridad Social y del entorno infor-
mático de la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social (GISS) y de seguridad y confidencialidad del
sistema en los que debería funcionar la aplicación. El
ISM, al utilizar la experiencia como criterio objetivo de
valoración para la adjudicación del contrato limitó la
concurrencia efectiva de ofertas en condiciones de
igualdad contraviniendo lo establecido en los artículos
9.7, 109 y 87 de la Ley de Contratos del Estado 39. Tam-
bién valoró el ISM que la empresa presentaba solucio-
nes para todos los módulos propuestos, planificación y
fases de desarrollo.

En la ejecución del contrato se produjeron las
siguientes vicisitudes:

— El 2 de diciembre de 1994 el Director General
del ISM concedió a la empresa adjudicataria una
ampliación del plazo de ejecución del contrato de 12
meses, por lo que la finalización del contrato se aplazó
del 3 de diciembre de 1994 al 3 de diciembre de 1995,

39 En el epígrafe 3.5.3 siguiente, en el que se analizan los contratos de sumi-
nistro del ISM, se argumenta con mayor profundidad la improcedencia, a juicio de
este Tribunal de Cuentas, de establecer la experiencia y otras características de los
licitadores como criterios objetivos de adjudicación en los concursos públicos.

Finalmente, del análisis de los contratos en función de
sus adjudicatarios, se desprende que, en el Instituto Social
de la Marina, una sola empresa, IBM S.A., ha resultado
adjudicataria del 23,60 por 100 del gasto total contratado,

y que 3 empresas han absorbido el 57,02 por 100 del
gasto instrumentado a través de la contratación incluida
en la muestra fiscalizada. En el cuadro número 39 y en el
gráfico 20 se refleja la distribución de las adjudicaciones.
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tratos que con el mismo objeto había celebrado la
TGSS, aparecen como un mero formulismo carentes de
virtualidad alguna, puesto que el mayor esfuerzo de la
empresa adjudicataria y las variaciones en el proyecto
aducidas para su concesión estarían siendo retribuidas
al contratista, con toda probabilidad, a través de los
otros contratos, en una actuación conjunta del Instituto
Social de la Marina y de la Tesorería General de la
Seguridad Social totalmente contraria a los principios
de transparencia en la contratación y de eficiencia y
economía en la gestión del gasto público. 

Finalmente hay que hacer referencia al expediente
2547/97, cuyo objeto fue la «Asistencia técnica para el
desarrollo y mantenimiento durante 1998 y 1999 del
proyecto informático PRESMAR», adjudicado el 24 de
marzo de 1998, mediante concurso público, a la unión
temporal de empresas constituida por las empresas
INDRA SSI S.A. y Software AG S.A., por un importe
de 154,8 millones de pesetas. Como se ha señalado
anteriormente, la tramitación de este contrato se inició
en 1997, mediante tramitación anticipada, con anterio-
ridad a que se produjera la resolución del contrato ini-
cial del proyecto PRESMAR. En su objeto el ISM
incluyó desarrollos informáticos ya contemplados en el
contrato inicial que en el momento de su resolución
todavía no habían sido ejecutados, con el resultado, en
definitiva, de que se volvió a adjudicar a la misma
empresa (en unión temporal con otra), y a un precio
muy superior, servicios que debería haber prestado en
cumplimiento del contrato resuelto. Todo lo cual pone
de manifiesto que en el momento de iniciarse el expe-
diente de contratación su objeto no era necesario para
los fines del servicio público (que ya estaban cubiertos
por el primer contrato) y, aun más, que la necesidad del
objeto del contrato para los fines del servicio público
fue provocada por la propia actuación del ISM, al resol-
ver de forma irregular el contrato vigente. 

Conviene añadir que, entre los criterios de valora-
ción del concurso 2547/97, el ISM incluyó, con ponde-
ración significativa, la experiencia de los trabajadores
ofertados en el entorno de la aplicación PRESMAR y
que, consecuentemente, el ISM valoró, paradójicamen-
te, la aportación de los mismos trabajadores que habían
prestado sus servicios en la ejecución del contrato que
fue resuelto ante la imposibilidad de dar cumplimiento
a su objeto.

2. En el expediente 273/97, para la contratación
del «Servicio de mantenimiento de los productos soft-
ware para el ordenador IBM 1921/210», adjudicado en
1998 a Software AG S.A. por 30,9 millones de pesetas,
la adjudicación se efectuó mediante procedimiento
negociado cuya procedencia se fundamentó en el
artículo 211.b de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, que contempla la existencia de
razones técnicas, artísticas o relacionadas con la pro-
tección de derechos exclusivos que determinen que tan
sólo pueda encomendarse el objeto del contrato a un

único empresario. Este contrato pone de manifiesto de
nuevo la cautividad de las Entidades respecto de deter-
minadas empresas, derivada de la celebración de con-
tratos anteriores que propician esta situación.

3.5.3 Contratos de suministro del ISM

La muestra de este tipo de contratos está formada
por 13 expedientes de contratación, con un gasto 
de 717 millones de pesetas que representa el 77 por 100
del gasto total generado por los contratos de la muestra
celebrados por el Instituto Social de la Marina.

Ninguno de los expedientes de la muestra de contra-
tos fiscalizados corresponde a expedientes cuya convo-
catoria haya sido anulada por el ISM, o declarada
desierta la licitación o resuelto el contrato después de
su adjudicación.

Los expedientes analizados han presentado las
siguientes incidencias:

1. En la totalidad de los contratos de suministro
incluidos en la muestra fiscalizada, los Pliegos de pres-
cripciones técnicas (que en algunos expedientes han
sido también denominados por el ISM Pliegos de cláu-
sulas especiales y prescripciones técnicas o Pliego de
cláusulas particulares y técnicas), además de detallar
las especificaciones técnicas de los bienes objeto del
contrato, incluyeron cláusulas referidas a cuestiones de
carácter administrativo del contrato, como referencias
a plazos de entrega, plazos de garantía, fianzas y for-
mas de pago, también reguladas en el Pliego de cláusu-
las administrativas particulares, siendo éste último
documento el único en el que debieron plasmarse esas
cláusulas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo
244 del RGCE. Con ello, además de atenerse estricta-
mente a la legalidad, el ISM hubiera evitado posibles
discrepancias en la ejecución de los contratos derivadas
de redacciones diferentes, e incluso contradictorias, de
la misma cláusula en uno y otro documento. En todo
caso, la práctica de incluir en los Pliegos de prescrip-
ciones técnicas la regulación de aspectos administrati-
vos del contrato, impide considerar cumplido el pre-
ceptivo trámite de informe de la Asesoría Jurídica sobre
los Pliegos de cláusulas administrativas particulares,
habiendo incumplido el ISM lo establecido en los
artículos 50.4 de la LCAP y 82 y 83 del RGCE.

2. En los Pliegos de bases de los suministros adju-
dicados mediante concurso público el ISM estableció
como criterios de adjudicación, además del precio y de
las características de la prestación, la experiencia de la
empresa en suministros similares. El ISM, al utilizar la
experiencia y, en general, las características de las
empresas como criterio objetivo de valoración para la
adjudicación del concurso, contravino lo dispuesto en
la Ley de Contratos del Estado (LCE), en los contratos
sujetos a esta Ley, y lo dispuesto en la Ley de Contra-

sin variación en el precio del contrato y sin que se pro-
dujera pago parcial alguno.

— El 30 de noviembre de 1995 el Director General
del ISM concedió una segunda ampliación del plazo de
ejecución del contrato de otros 12 meses, por lo que su
finalización se aplazó hasta el 3 de diciembre de 1996,
también sin variación en el precio del contrato y sin que
se produjera pago parcial alguno.

— El 2 de diciembre de 1996 el Director General
del ISM concedió una tercera ampliación del plazo de
ejecución del contrato de otros 10 meses más, por lo
que el contrato extendió su vigencia hasta el 3 de octu-
bre de 1997, también sin variación en el precio del con-
trato, pero autorizando en este caso una modificación
del contrato para permitir el abono a cuenta del 75 por
100 del precio del contrato a la empresa adjudicataria,
porcentaje en que se valoraron los trabajos efectiva-
mente realizados.

— Finalmente, el 29 de octubre de 1997 el Director
General del ISM acordó, a petición de la empresa adju-
dicataria, la resolución por mutuo acuerdo del contrato,
el abono a la empresa del 5 por 100 del precio del con-
trato, puesto que se estimó que los trabajos realizados
alcanzaban el 80 por 100 del total contratado, y la
devolución de la fianza definitiva constituida en su día
por la empresa, todo ello de conformidad con lo dis-
puesto en los artículos 157.7 y 166 del RGCE.

Tanto las ampliaciones de plazo de ejecución como
la resolución final del contrato se realizaron a instan-
cias del contratista y contaron en todos los casos con
los informes favorables de los servicios técnicos del
ISM, de su Asesoría Jurídica y de su Intervención Dele-
gada. 

Las ampliaciones de plazo se fundamentaron esen-
cialmente en la complejidad de las actuaciones a reali-
zar, muy superior a la inicialmente prevista tanto por el
ISM como por la propia empresa adjudicataria, en los
sustanciales cambios que fue preciso realizar como con-
secuencia de variaciones legislativas y en la introduc-
ción de nuevas utilidades informáticas solicitadas, entre
otros, por la GISS. En ninguno de los informes emitidos
en la tramitación de los expedientes de ampliación de
plazo se responsabilizó a la empresa adjudicataria del
incumplimiento de los plazos. A juicio de este Tribunal,
la sucesión de las ampliaciones de plazo descritas y los
motivos aducidos para concederlas ponen de manifiesto
que el ISM introdujo en realidad auténticas y constantes
modificaciones en el objeto del contrato, vulnerando
por ello lo dispuesto en los artículos 48 y 18 de la Ley
de Contratos del Estado, vigente en aquel momento, y
150 del RGCE, que exigían que las modificaciones fue-
ran acordadas por el órgano de contratación, previo
informe de la asesoría jurídica y que fueran formaliza-
das en documento administrativo, trámites que el ISM
no cumplió.

Por su parte, la resolución de mutuo acuerdo del
contrato se justificó en que estando cumplido el contra-
to en un porcentaje equivalente al 80 por 100 del total,
habiéndose dilatado tanto en el tiempo el desarrollo del
proyecto por los motivos antes señalados y no siendo
posible prever la fecha de conclusión del 20 por 100
restante, resultaba aconsejable para ambas partes la
resolución del contrato y posterior contratación por el
ISM de los trabajos pendientes de forma independiente
para cada prestación que se acordara incluir en la apli-
cación. Esta motivación, como se ha expuesto en el epí-
grafe 3.4.2 anterior, no se compadece con la realidad
de las actuaciones anteriores y simultáneas del ISM
que, antes de que el contratista solicitara la resolución
del contrato, ya había iniciado la tramitación del expe-
diente de contratación que sustituiría al que se preten-
día resolver. Por todo ello este Tribunal considera que
el ISM, al resolver este contrato, ha vulnerado lo dis-
puesto en el artículo 166 del RGCE según el cual la
Administración sólo deberá prestar su consentimiento
a la resolución del contrato por mutuo acuerdo cuando,
sin existir causas para la misma por culpa del contratis-
ta, razones de interés público u otras circunstancias de
carácter excepcional hagan innecesaria o inconveniente
la permanencia del contrato, lo que no sucedía en el
presente contrato.

En todo caso, debe ponerse de manifiesto que 
en 1995 y 1996 la TGSS celebró 2 contratos (Expe-
diente de contratación directa 7/95 G y Procedimiento
negociado 32/96 G), promovidos por la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social, con la misma firma
adjudicataria de este contrato, por importes, respectiva-
mente, de 26 y 93,2 millones de pesetas, para la «Pres-
tación de asistencia técnica para la continuación y nue-
vas fases del desarrollo de la aplicación PRESMAR».
Esta circunstancia contribuye a explicar la actitud de la
empresa adjudicataria, que en ningún momento recla-
mó incrementos de precio o la resolución del contrato
como consecuencia de las modificaciones introducidas
en el proyecto por el ISM y la GISS, pese a que, como
consecuencia de ello, la prestación de sus servicios se
prolongó durante un plazo casi cuatro veces superior al
inicialmente previsto en el contrato y, lógicamente, sus
costes debieron elevarse en la misma proporción. Por
el contrario, la empresa adjudicataria del contrato ini-
cial, se limitó a solicitar, transcurridos más de dos años
del inicio del contrato, el abono del 75 por 100 del pre-
cio del contrato y, en el momento de la resolución del
contrato otro 5 por 100 por los restantes servicios efec-
tivamente prestados hasta ese momento. Estos contra-
tos celebrados por la TGSS son analizados con más
detalle en epígrafe 5.5.2 de esta misma Sección IV del
presente Informe de Fiscalización.

A la vista de la celebración por la TGSS de esos 2
contratos, toda la secuencia de informes y resoluciones
de ampliación de plazo en el contrato que ahora se ana-
liza, en los que no consta ninguna referencia a los con-
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especificaciones no eran esenciales, y por tanto su falta
no se consideró excluyente de las ofertas que no las
cumplieron, en tanto que otras sí se consideraron esen-
ciales y su falta determinó la exclusión de las ofertas
que no las cumplían (como sucedió en el lote 3 en que
fue excluida la oferta que, en cambio, hasta ese
momento había obtenido la máxima valoración). Con
ello el ISM alteró las condiciones iniciales del concur-
so desvirtuando todo el proceso de selección de ofer-
tas, quebrantando los principios de igualdad y no dis-
criminación que informan la contratación pública,
incumpliendo lo dispuesto en el apartado 244.19 del
RGCE, en perjuicio todo ello de la obligada objetivi-
dad y transparencia de las adjudicaciones 41. 

c) El ISM incumplió lo dispuesto en el artículo
4.b) de la Orden Ministerial de 17 de enero de 1986 que
regulaba en el momento de tramitarse este expediente
de contratación la Comisión Ministerial de Informática
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al haber
adjudicado este concurso sin haber sometido previa-
mente las ofertas de los licitadores al preceptivo infor-
me técnico de la citada Comisión. Las ofertas tampoco
fueron informadas por el Consejo de Dirección de la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social.

d) Las fianzas definitivas se constituyeron sobre
los presupuestos de licitación contemplados en los
expedientes de contratación, de tramitación anticipada
en 1994, sin tener en cuenta que la adjudicación se
efectuó sobre la nueva base de licitación resultante del
incremento de los tipos del Impuesto sobre el Valor
Añadido establecidos en el artículo 78 de la Ley
41/1994, de 30 de diciembre, de Presupuestos Genera-
les del Estado para 1995, por lo que el ISM incumplió
lo dispuesto en el artículo 350 de RGCE.

e) En cuanto a la ejecución del contrato debe seña-
larse que los actos de recepción de los suministros
tuvieron lugar en las diferentes unidades a las que esta-
ban destinados, en su mayor parte durante los meses de
septiembre y octubre de 1994, por lo que, en conjunto,
resultaron incumplidos los plazos máximos estableci-
dos por la LCE para la entrega e instalación (2 meses)
y recepción formal (1 mes). De alguna de las actas de
recepción de los bienes suministrados se deduce que
las entregas se produjeron en el mes de mayo de 1995,
por lo que la demora, al menos en estos casos, es impu-
table al ISM, que incumplió lo dispuesto en el artículo
262, en relación con el 174, del Reglamento General de
Contratación del Estado, lo que pudo haber dado lugar
a la reclamación por parte del contratista del pago de
intereses de demora. En todo caso, en las demoras no
imputables al ISM, el Instituto no ejercitó sus faculta-

des de resolución del contrato o imposición de penali-
dades al contratista o de concesión de prórrogas, lo que
pone manifiesto un deficiente control de la ejecución
del contrato por parte del Instituto.

5. En el expediente número CP 94/212, para la
«Adquisición de dos sistemas de almacenamiento y
recuperación de imágenes en disco óptico para el archi-
vo general de expedientes», adjudicado a la empresa
Honeywell Bull S.A. por 43 millones de pesetas, el
ISM incumplió lo dispuesto en el artículo 4.b) de la
Orden Ministerial de 17 de enero de 1986 que regulaba
en el momento de tramitarse este expediente de contra-
tación la Comisión Ministerial de Informática del
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, al haber
adjudicado este concurso sin haber sometido previa-
mente las ofertas de los licitadores al preceptivo infor-
me técnico de la citada Comisión. Las ofertas tampoco
fueron informadas por el Consejo de Dirección de la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social.

6. En el expediente RII-11/94, para «Alquiler y
mantenimiento del software de base MVS/ESA para el
equipo IBM 9121/210 de los Servicios Centrales»,
adjudicado por contratación directa a IBM S.A.E., por
un importe de 32,6 millones de pesetas se aprecian las
siguientes deficiencias:

a) El expediente fue tramitado por el ISM al
amparo de lo dispuesto en el Decreto 1005/1974, de 4
de abril, por el que se regulan los contratos de asisten-
cia con empresas consultoras o de servicios, cuando a
juicio de este Tribunal debió calificarse de contrato
administrativo especial y regularse por analogía, en
defecto de normativa específica, por la establecida para
los contratos de suministro en la Ley de Contratos del
Estado entonces vigente, de conformidad con lo dis-
puesto en el artículo 4.2 de la citada Ley que contempla
expresamente esta posibilidad.

El ISM, en coherencia con la calificación que dio al
contrato y dado que su presupuesto excedía de 10
millones de pesetas, debió exigir que el contratista
acreditara estar debidamente clasificado por la Junta
Consultiva de Contratación Administrativa para la rea-
lización del objeto del contrato, tal como se previó en
el Pliego de cláusulas administrativas particulares, en
el que, sin embargo, no se especificó ni el grupo ni la
categoría de la clasificación exigida. Esta exigencia de
la clasificación fue omitida por el ISM.

b) El ISM fundamentó la adjudicación por contra-
tación directa sin promoción de ofertas en la existencia
de un único proveedor, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 247.1 del RGCE. El alquiler del software
fue motivado en que se trataba del sistema operativo
preciso para el funcionamiento de un ordenador IBM
9121/210 adquirido por la TGSS en 1993 y cuya insta-
lación en el ISM debía completarse en mayo de 1994.

El alquiler del sistema operativo objeto de este con-
trato se extendió, mediante nuevas contrataciones efec-

41 En el trámite de alegaciones, el ISM afirma que las características técnicas
cuyo cumplimiento no exigieron los técnicos al valorar las ofertas no eran esen-
ciales, en tanto que sí lo eran aquellas cuyo cumplimiento exigieron con todo
rigor. Sin embargo, lo cierto es que tanto unas como otras características habían
sido definidas en el Pliego de prescripciones técnicas como condiciones mínimas
de los equipos informáticos objeto del contrato, sin que se hubiera definido nin-
guna de las citadas características como esencial.

tos de las Administraciones Públicas (LCAP), respecto
de los contratos adjudicados bajo su vigencia.

En efecto, en lo que a los contratos sujetos a la Ley
de Contratos del Estado se refiere, de la interpretación
sistemática de sus artículos 9.7 (que exigía a las empre-
sas la acreditación de su solvencia económica, finan-
ciera y técnica como requisito de la facultad para con-
tratar con la Administración), 109 (que regulaba los
medios para que las empresas acreditaran su capacidad
económica, financiera y técnica) y 87 (que exigía el
establecimiento en el Pliego de cláusulas administrati-
vas particulares de los criterios que debían ser tenidos
en cuenta en la adjudicación), y de acuerdo con las
Directivas comunitarias sobre la materia (Directivas
77/62/CEE, 93/36/CEE y posteriormente 97/52/CEE,
respecto de los contratos de suministro), se deduce que
la experiencia y características de las empresas son ele-
mentos acreditativos, por si solos o en unión de otros
posibles, de la solvencia técnica o profesional que el
artículo 15 de la misma Ley exige para poder contratar
con la Administración —artículo que prescribe, además,
la sustitución de este requisito por la correspondiente
clasificación en los casos en que sea exigible— por lo
que es improcedente la valoración posterior de dicho
aspecto entre los criterios objetivos de adjudicación pre-
vistos en el artículo 87 LCAP, los cuales deben referirse
exclusivamente a la prestación en sí misma considerada. 

A la misma conclusión debe llegarse de la interpre-
tación conjunta de los artículos 15, 16, 17, 18 y 87 de
la LCAP, de los que se desprende con claridad que los
criterios objetivos de adjudicación deben referirse en
todo caso a la prestación en sí misma considerada, y
que todo aquello que, como la experiencia, forma parte
de la solvencia de las empresas debe ser tenido en
cuenta, como requisito de capacidad para contratar, en
la fase de admisión de las empresas a la licitación, pre-
via a la valoración de las ofertas. 

Esta práctica no es, en definitiva, acorde con la
legislación vigente y fácilmente puede derivar en una
efectiva restricción de la libre concurrencia, máxime si,
como sucede en ocasiones, se priman las anteriores
relaciones contractuales entre el licitador y el órgano
de contratación.

3. En la totalidad de los contratos de suministro
adjudicados mediante concurso público el ISM ha exi-
gido a los licitadores la presentación de documentación
distribuida en tres sobres, conteniendo respectivamen-
te, la documentación acreditativa de la personalidad y
capacidad de la empresa, la oferta económica y la
documentación técnica correspondiente esta última a
aspectos de la oferta distintos de los estrictamente eco-
nómicos. El sobre correspondiente a la oferta económi-
ca era el único cuya apertura se reservaba al acto públi-
co de la licitación; no así el correspondiente a la
documentación técnica, que como se ha señalado,
incluía también aspectos de la oferta. Esta práctica del
Instituto Social de la Marina vulnera el carácter secreto

de las proposiciones hasta el momento de la licitación
pública, que impone el artículo 80.1 de la LCAP, secre-
to que, a juicio de este Tribunal, abarca todos los aspec-
tos susceptibles de ser valorados para la adjudicación,
de acuerdo con los criterios objetivos de valoración
establecidos, y no sólo la oferta económica 40. 

4. En el expediente de contratación 94/267, de
«Suministro de diverso material informático», adjudi-
cado en tres lotes, a las empresas Fujitsu España S.A.
(lotes 1 y 2, por un importe conjunto de 63,9 millones
de pesetas) y Olivetti España S.A. (lote 3, por un
importe de 10,9 millones de pesetas), se observan las
siguientes deficiencias:

a) En el Pliego de bases del suministro, que ejem-
plifica lo señalado en el apartado 2 anterior, se estable-
cieron como criterios de adjudicación, además del pre-
cio y de las características de la prestación, la
experiencia de la empresa en suministros similares,
aspecto que se concretó en la valoración, efectuada de
acuerdo con la distribución de pesos aprobada por la
Comisión Ministerial de Informática, otorgando a la
valoración de la empresa el 25 por 100 de la puntua-
ción total de los pesos en función de las características
siguientes:

— Volumen de facturación.
— Experiencia en este tipo de suministros.
— Conocimiento de la empresa por los asesores

técnicos del ISM.
— Implantación a nivel nacional.
— Servicio Técnico.

Como ya se ha indicado en el punto 2 anterior, el
recurso a la valoración de la experiencia de la empresa
como criterio de adjudicación es contraria a la LCAP
por ser éste un requisito ligado a la solvencia de la
empresa y por tanto a su capacidad para contratar, dis-
tinto de los criterios objetivos de adjudicación que
deben referirse a la prestación en sí misma considerada.

En este contrato además, resulta especialmente lla-
mativa la inclusión como criterio de adjudicación del
«conocimiento de la empresa por los asesores» que
debían efectuar la valoración, criterio absolutamente
subjetivo, contrario al artículo 87 de la LCAP que exige
que los criterios de valoración sean objetivos, y que se
presta a la arbitrariedad en las adjudicaciones. 

b) Otra incidencia en este contrato deriva de que
el Pliego de prescripciones técnicas establecía las espe-
cificaciones técnicas mínimas de los bienes objeto del
concurso y, sin embargo, los técnicos del ISM que valo-
raron las ofertas estimaron que algunas de aquellas

40 Los artículos 101, 103 y 104 del RGCE no contradicen esta interpretación,
como sostiene el ISM en el trámite de alegaciones, pues se refieren a la adjudica-
ción mediante subasta, en la que la oferta económica es la única que cabe tener en
cuenta en el acto público. Otra interpretación sería, a juicio de este Tribunal, con-
traria a los principios de transparencia, igualdad, no discriminación y libre concu-
rrencia que deben informar la contratación administrativa.



2
3

5
4

V
iern

es
1

7
en

ero
2

0
0

3
B

O
E

n
ú

m
.1

5
jurídica, para gestionar los servicios complementarios
de las prestaciones del Sistema de la Seguridad Social.
Durante el período que comprende la presente fiscali-
zación (1994 al primer semestre de 1998), el INSERSO
estuvo adscrito al Ministerio de Asuntos Sociales hasta
que, por Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, sus
competencias fueron asumidas por el Ministerio de
Trabajo y Asuntos Sociales.

Por Real Decreto 140/1997, de 31 de enero, el Insti-
tuto Nacional de Servicios Sociales (INSERSO) pasó a
denominarse Instituto de Migraciones y Servicios
Sociales (IMSERSO) y se le atribuyeron las competen-
cias de gestión de las pensiones de invalidez y jubila-
ción en sus modalidades no contributivas, así como de
los servicios complementarios de las prestaciones de la
Seguridad Social para personas mayores y personas
con discapacidad, el seguimiento y desarrollo del Plan
Gerontológico y del Plan de acción para personas con
discapacidad, dentro de las competencias del Ministe-
rio de Trabajo y Asuntos Sociales, y la asistencia técni-
ca a los programas de cooperación internacional en el
ámbito de mayores y discapacitados. Asimismo, al Ins-
tituto de Migraciones y Servicios Sociales le compete
la asistencia a las migraciones interiores, la promoción
e integración social de los migrantes, la asistencia a los
solicitantes de asilo y la promoción e integración social
de los refugiados y desplazados.

El Instituto de Migraciones y Servicios Sociales es
un ente público dotado de personalidad jurídica, y está
adscrito al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, a
través de la Secretaría General de Asuntos Sociales.

4.2 Esquema orgánico del IMSERSO

La estructura orgánica y competencias del Instituto
Nacional de Servicios Sociales fueron establecidas ini-
cialmente mediante el Real Decreto 1856/1979 de 30
de julio, modificado por el Real Decreto 1433/1985, de
1 de agosto, y completadas por el Real Decreto
530/1985, de 8 de abril, que suprimió el Instituto
Nacional de Asistencia Social y atribuyó al INSERSO
algunas de las funciones del Organismo autónomo
extinguido.

Posteriormente, la estructura del Instituto Nacional
de Servicios Sociales se estableció en el Real Decreto
1888/1996, de 2 de agosto de 1996, de estructura orgá-
nica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les, hasta su transformación en el Instituto de Migra-
ciones y Servicios Sociales efectuada por el citado Real
Decreto 140/1997, de 31 de enero.

El IMSERSO, y anteriormente el INSERSO, se
estructura en los siguientes órganos:

1. Órganos de participación en el control y vigi-
lancia de la gestión:

a) El Consejo General.
b) La Comisión Ejecutiva.

c) En el ámbito periférico, las Comisiones Ejecu-
tivas Provinciales.

2. Órganos de dirección y gestión:

a) Dirección General, que asume las competen-
cias de planificación, control e inspección de las activi-
dades del Instituto para el cumplimiento de sus fines.
El Director General del Instituto ostenta la representa-
ción legal del mismo y es nombrado y separado libre-
mente de su cargo por Real Decreto acordado en Con-
sejo de Ministros a propuesta del Ministro de Trabajo y
Asuntos Sociales.

b) Secretaría General y Subdirecciones Generales.

Las Subdirecciones Generales, hasta la transforma-
ción operada como consecuencia del Real Decreto
140/1997, fueron las siguientes:

— Subdirección General de Administración y Aná-
lisis Presupuestario.

— Subdirección General de Gestión.
— Subdirección General de Servicios Técnicos.

Tras el citado Real Decreto 140/1997, las Subdirec-
ciones generales pasaron a ser las siguientes:

— Subdirección General de Promoción Social de
la Migración y de Programas para Refugiados.

— Subdirección General del Plan Gerontológico y
Programas para Mayores.

— Subdirección General del Plan de Acción y Pro-
gramas para Personas con Discapacidad.

c) Las Direcciones Provinciales son los órganos
encargados de la gestión del Instituto en el ámbito pro-
vincial.

4.3 Órganos de contratación del IMSERSO

El Director General del Instituto Nacional de Servi-
cios Sociales, primero, y del Instituto de Migraciones y
Servicios Sociales, a partir de la transformación opera-
da en virtud del Real Decreto 140/1997, es el órgano de
contratación del Instituto, pero tiene limitada su com-
petencia por la necesidad de autorización ministerial o
del Consejo de Ministros para la celebración de contra-
tos que excedan de determinadas cuantías (150 millo-
nes de pesetas o 2000 millones respectivamente) o en
los que concurran determinadas circunstancias, en apli-
cación de lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley
37/1988, en el artículo 95 del Texto refundido de la Ley
General de la Seguridad Social y en el artículo 12 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas,
como se ha señalado anteriormente en el epígrafe 3 de
la Sección III del presente Informe.

La autorización ministerial para contratar ha esta-
do delegada, a partir de la reestructuración de los
Departamentos ministeriales efectuada mediante el
Real Decreto 758/1996, en el Subsecretario de Traba-

tuadas por procedimiento negociado al amparo de lo
dispuesto en el artículo 183.c) de la LCAP, a los ejerci-
cios de1996 (expediente 18/95, adjudicado en 44,1
millones de pesetas), de 1997 (expediente 9/96, adjudi-
cado en 47,1 millones de pesetas), de 1998 y 1999
(expediente 272/97, adjudicado en 95,7 millones de
pesetas), si bien el ISM rescindió el último contrato,
con la conformidad del contratista, con efectos de 1 de
enero de 1999, debido a que la TGSS contrató a partir
de esa fecha el arrendamiento del software de base en
los entornos SO/390 y VSE con carácter general para
todos los sistemas corporativos de la Seguridad Social,
incluyendo el que era objeto de estos contratos.

La tramitación separada de estos contratos y del
correspondiente a la adquisición por la TGSS del orde-
nador IBM es una muestra de la cautividad a que se ha
hecho referencia en el epígrafe 3.5 anterior. La TGSS y
el ISM debieron tramitar conjuntamente la contrata-
ción de la totalidad del sistema informático, incluyen-
do en un sólo expediente tanto la adquisición del hard-
ware como la del sistema operativo necesario para su
mantenimiento, procedimiento más acorde con lo dis-
puesto en la cláusula 3 del Pliego de cláusulas adminis-
trativas generales para la contratación de equipos y sis-
temas para el tratamiento de la información y de su
mantenimiento, arrendamiento y programas, con lo dis-
puesto en el artículo 21 de la propia Ley de Contratos
del Estado y, en todo caso, con los principios de trans-
parencia, publicidad y libre concurrencia que informan
la contratación administrativa. 

7. El contrato 235/97, para el «Suministro de 240
ordenadores personales», fue adjudicado a la empresa
Informática El Corte Inglés S.A (IECISA) en 50,2 millo-
nes de pesetas, mediante procedimiento negociado al
amparo de lo dispuesto en el artículo 183.g) de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, que prevé la
utilización del procedimiento negociado sin publicidad
para los suministros de bienes cuya uniformidad haya
sido declarada por el Director General de Patrimonio del
Estado para su utilización común por la Administración,
previo concurso de determinación de tipo celebrado de
forma independiente. Sin embargo, en este expediente
no consta la existencia de dicha declaración de necesaria
uniformidad ni puede considerarse cumplido dicho
requisito con la mera inclusión de los bienes objeto del
contrato en el catálogo del Servicio Central de Suminis-
tros de la Dirección General de Patrimonio del Estado,
de acuerdo con lo establecido en el artículo 184 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas.

Conviene destacar que , en lugar de adquirir el bien
incluido en el correspondiente catálogo a través de la
Dirección General de Patrimonio, como preceptúa el
artículo 184 de la LCAP, el ISM contrató directamente
el suministro con apoyo en unas Recomendaciones de
procedimiento de la Comisión Ministerial de Informáti-
ca del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para
informar la contratación de sistemas informáticos de

carácter no singular, de fecha 20 de mayo de 1994. Se
trata de un procedimiento que permite agilizar la adqui-
sición de estos bienes y obtener mejoras significativas
sobre los precios de catálogo, filosofía que este Tribunal
no puede sino compartir. Sin embargo, este Tribunal
considera que este procedimiento no encuentra acomo-
do legal ni en el artículo 184 de la LCAP ni en su dispo-
sición adicional tercera produciéndose un conflicto de
legalidad que debe resolverse a través de una norma de
rango adecuado, legal o reglamentario (como autoriza
el propio artículo 184 de la LCAP), pero no por medio
de unas «Recomendaciones» que carecen de rango sufi-
ciente así como de valor y eficacia normativos.

8. En 2 contratos celebrados por el ISM, en 1994 
y 1997 respectivamente, para el suministro de simula-
dores del sistema mundial de socorro y seguridad marí-
timos, adjudicados mediante concurso público a la
empresa Sainsel Sistemas Navales S.A., el ISM omitió
someterlos a los preceptivos informes de la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social y de la Comisión
Ministerial de Informática, al haber estimado que por su
carácter de instrumentos de ayuda a la enseñanza y sin
perjuicio de contener elementos informáticos, no eran
bienes de naturaleza informática. Sin embargo, a juicio
de este Tribunal, los citados bienes contienen suficien-
tes elementos que contribuyen a hacerlos subsumibles,
en principio, en el concepto de «sistemas o equipos para
el tratamiento de la información» definido en el artículo
174 de la LCAP y en la cláusula 1 del Pliego de cláusu-
las administrativas generales para la contratación de
equipos y sistemas para el tratamiento de la informa-
ción y de su mantenimiento, arrendamiento y progra-
mas, por lo que este Tribunal considera que ambos
expedientes debieron elevarse a la GISS y a la CMI,
para que, como órganos especializados en la materia,
fueran ellos los que mediante la emisión de los corres-
pondientes informes determinaran el carácter informáti-
co o no de los bienes objeto de la contratación.

4. El Instituto de Migraciones y Servicios Sociales y
la contratación informática

En el presente apartado se consignan los resultados
del análisis de los planes y proyectos informáticos y de
la contratación de objeto informático del Instituto de
Migraciones y Servicios Sociales (IMSERSO) inclui-
dos en el ámbito material y temporal de esta Fiscaliza-
ción, precedidos de una breve descripción de la natura-
leza, funciones, esquema orgánico y competencias en
materia de contratación de esta Entidad.

4.1 Naturaleza y funciones del IMSERSO

El actual Instituto de Migraciones y Servicios
Sociales (IMSERSO) fue creado como Instituto Nacio-
nal de Servicios Sociales (INSERSO) por el Real
Decreto-Ley 36/1978, de 16 de noviembre, como Enti-
dad Gestora de la Seguridad Social con personalidad
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Estos datos ponen de manifiesto que las obligacio-
nes reconocidas durante los años 1994 a 1998 han
representado el 85,82 por 100 de los créditos finales
aprobados en dichos conceptos/subconceptos de gasto,
con una desviación global respecto de los créditos fina-
les concedidos del 14,18 por 100. Destaca, por el bajo
nivel de ejecución presupuestaria el ejercicio de 1996,
en el que sólo se ejecutó el 58,32 por 100 de los crédi-
tos concedidos.

Conviene significar que esta desviación global del
14,18 por 100 resulta de las importantes desviaciones,

tanto positivas como negativas, producidas en cada uno
de los conceptos/subconceptos de gasto considerados,
compensando las negativas de unos conceptos de gasto
con las positivas experimentadas por otros. Sin esta
compensación de las desviaciones negativas con las
positivas, resultaría un índice de desviación del 52,84
por 100, obtenido en la forma descrita en el epígrafe 5
de la Sección III de este Informe, evidenciando defi-
ciencias en la planificación presupuestaria de los pro-
yectos informáticos y de las previsiones de contrata-
ción derivadas de ellos.

jo y Asuntos Sociales (Orden del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales de 21 de Mayo de 1.996), sin
que hubiera sido objeto de delegación hasta ese
momento.

Las Órdenes de 2 de abril de 1992 y de 17 de
marzo de 1994, del Ministerio de Asuntos Sociales
y, posteriormente, la Orden de 21 de Mayo de 1.996,
del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (modi-
ficada por Orden de 12 de marzo de 1997) aproba-
ron las siguientes delegaciones del Director General
del INSERSO, aplicables a la contratación de conte-
nido informático, en los siguientes órganos subordi-
nados:

1. En el Subdirector General de Administración y
Análisis Presupuestario del INSERSO y, posteriormen-
te, en el Secretario General del IMSERSO 42, las atribu-
ciones relativas a la contratación, así como las de orde-
nación de inicio del expediente, aprobación del
proyecto y adjudicación de los contratos que, por su
cuantía, requieran autorización previa. Se exceptúan
las atribuciones delegadas a otros órganos.

2. En los Directores Provinciales, la celebración
de los contratos que deban imputarse a créditos presu-
puestarios habilitados a los centros de gestión de la res-
pectiva Provincia, con las siguientes limitaciones: a)
Obras y suministros de cuantía inferior a 20 millones
de pesetas (se excluye de la delegación la facultad de
aprobación del proyecto) y, b) Los demás contratos de
naturaleza administrativa de cuantía inferior a 10 millo-
nes de pesetas (se excluye la aprobación de los proyec-
tos de obras).

3. En los directores de los Centros de Gestión
Descentralizada: las mismas competencias que a los
Directores Provinciales, cuando en la provincia no
exista Dirección Provincial del IMSERSO.

Por último, resulta de aplicación al IMSERSO la
disposición adicional tercera de la LCAP, que atribuye
a las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la
Seguridad Social la competencia para la adquisición de
los equipos y sistemas para el tratamiento de la infor-
mación, salvo en los casos en que esté prevista la
adquisición centralizada.

4.4 Planes y proyectos informáticos del IMSERSO

El Instituto de Migraciones y Servicios Sociales ha
manifestado a este Tribunal de Cuentas que durante el
período que comprende esta fiscalización no elaboró
Planes y Proyectos informáticos y que, por tanto, no ha
presentado ningún Plan o Proyecto de contenido infor-
mático a informe y aprobación de la Comisión Ministe-
rial de Informática. En consecuencia las actuaciones de
contenido informático realizadas por el IMSERSO (y
antes por el INSERSO) carecieron de una adecuada
planificación previa, debidamente formalizada, en per-
juicio de los principios de eficacia, eficiencia y econo-
mía. Las actuaciones del IMSERSO con contenido
informático se plasmaron únicamente en unos docu-
mentos anuales de «Prioridades, objetivos y actuacio-
nes del IMSERSO», aprobados por el Consejo General
de este Instituto.

El IMSERSO, al haber realizado actuaciones de
contenido informático, y en particular al haber celebra-
do contratos de contenido informático al margen de
planes y proyectos preestablecidos, ha incumplido lo
dispuesto en la Orden del Ministerio de Asuntos Socia-
les de 26 de enero de 1989, por la que se crea la Comi-
sión Ministerial de Informática de éste Departamento,
y la Orden del Ministerio de Trabajo y Asuntos Socia-
les de 16 de septiembre de 1996 que vinculan necesa-
riamente la contratación informática a «necesidades e
iniciativas contempladas en los correspondientes pla-
nes de sistemas de tecnologías de la información y
comunicaciones».

Por otra parte, los datos de ejecución presupuestaria
de los conceptos/subconceptos de gasto de contenido
inequívocamente informático, correspondientes a los
ejercicios 1994 a 1998, se muestran en el siguiente cua-
dro número 40. 

42 La Subdirección General de Administración y Análisis Presupuestario fue
suprimida por Real Decreto 140/1997, de 31 de enero, atribuyéndose las funcio-
nes que tenía atribuidas a la Secretaría General del IMSERSO. Por Orden del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales de 12 de marzo de 1997 fue aprobada la
delegación en el Secretario General del IMSERSO de las atribuciones de contra-
tación del Director General del IMSERSO que previamente habían estado delega-
das en el Subdirector General de Administración y Análisis Presupuestario.
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La distribución de los contratos de la muestra por
tipo de contrato pone de manifiesto que el IMSERSO
ha destinado la mayor parte del gasto, el 87,5 por 100 a
contratos de consultoría y asistencia y de servicios, que
en su mayor parte corresponden a contratos de mante-
nimiento de los sistemas y equipos informáticos del

IMSERSO. En la muestra sólo figura 1 contrato de
suministros, que representa el 12,45 por 100 del gasto,
en tanto que la muestra fiscalizada no ha incluido nin-
gún contrato de obras. El cuadro 43 y el gráfico 22
muestran dicha distribución.

4.5 Análisis de la contratación del IMSERSO

La muestra de la contratación del Instituto de
Migraciones y Servicio Sociales, objeto de esta Fiscali-
zación Especial, está constituida por 6 expedientes (1,3
por 100 de los 462 expedientes de contratación que
integran la totalidad de la muestra), con un gasto de
381,1 millones de pesetas. La distribución de los con-
tratos se refleja en el cuadro número 41, en el que figu-
ra la distribución de los 6 expedientes por ejercicios
presupuestarios, tipos de contratos y formas de adjudi-
cación, y en los cuadros 42, 43 y 44, en los que se efec-
túa, separadamente, el desglose por ejercicios presu-

puestarios, tipos de contratos y formas de adjudicación,
respectivamente. Debe insistirse en que la totalidad de
los datos se refieren exclusivamente a los expedientes
de contratación incluidos en la muestra fiscalizada y no
al gasto total de contenido informático del Instituto de
Migraciones y Servicios Sociales (IMSERSO). Debe
significarse también que, habida cuenta del pequeño
número de contratos celebrados por el IMSERSO
incluidos en la muestra fiscalizada, comparado con el
de otras entidades y condicionado por su menor nivel
de gasto, los datos contenidos en los cuadros y gráficos
que siguen tienen más valor descriptivo de la composi-
ción de la muestra que estadístico.

El cuadro número 42 y el gráfico número 21 mues-
tran la distribución de los contratos de la muestra por
ejercicios presupuestarios debiendo significarse que el

único expediente de contratación correspondiente a
1997 fue declarado desierto.
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Finalmente, se han analizado los contratos en fun-

ción de sus adjudicatarios, resultando que, en el
IMSERSO, una sola empresa, Bull España S.A., ha
resultado adjudicataria del 51,32 por 100 del gasto
representado por la totalidad de los contratos incluidos
en la muestra fiscalizada (6 contratos por importe de

381 millones de pesetas). Conviene señalar que de los
6 expedientes de contratación integrantes de la muestra
fiscalizada, derivan 23 adjudicaciones al haberse divi-
dido tres expedientes en varios lotes. En el cuadro
número 45 y en el gráfico 25 se refleja la distribución
de las adjudicaciones.

El cuadro número 44 y los gráficos números 23 y 24
muestran la distribución de los contratos del Instituto
de Migraciones y Servicios Sociales incluidos en la
muestra atendiendo a las formas de adjudicación utili-
zadas. El concurso ha sido el sistema normal de adjudi-
cación, habiéndose utilizado en el 83,33 por 100 de los
expedientes, representando el 87,55 por 100 del gasto.

En cambio, sólo uno de los expedientes de contrata-
ción, que supuso el 12,45 por 100 del gasto del
IMSERSO, se adjudicó mediante procedimiento nego-
ciado, al tratarse de una adquisición a través del Servi-
cio Central de Suministros de la Dirección General de
Patrimonio del Estado.
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contrato debería desarrollarse en un lenguaje de pro-
gramación (Adabas Natural), distinto del previsto en el
Pliego de prescripciones técnicas, utilizado de forma
estándar en los sistemas informáticos del anterior
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero no así
en los del extinguido Ministerio de Asuntos Sociales.
La empresa, consultada por el INSERSO, rehusó desa-
rrollar la aplicación bajo el nuevo lenguaje de progra-
mación (Adabas Natural) por requerir un mayor plazo
de ejecución y tener un coste mayor y, como conse-
cuencia, el Subdirector General de Administración y
Análisis Presupuestario del INSERSO acordó el 27 de
diciembre de 1996 declarar desierto el concurso.

A juicio de este Tribunal, el INSERSO, sin perjui-
cio de sus amplias facultades discrecionales para desis-
tir del procedimiento de contratación o declarar desier-
to el concurso cuando razones de interés público
debidamente justificadas en el expediente lo aconsejen,
como ocurrió en este expediente, actuó en contra de los
principios de publicidad y libre concurrencia al nego-
ciar con el único oferente la modificación de especifi-
caciones técnicas sustanciales del objeto del contrato,
por lo que la adjudicación del contrato, en el hipotético
caso de que la empresa hubiera aceptado las nuevas
especificaciones técnicas, habría constituido una
infracción de las bases del concurso que habría viciado
en forma esencial el acto de adjudicación 44.

4. En el expediente CP 151/1994, para la contrata-
ción del «Servicio de mantenimiento del parque infor-
mático del INSERSO durante los ejercicios de 1995 y
1996», adjudicado mediante concurso público en un
importe total de 165,1 millones de pesetas, se produje-
ron las siguientes incidencias:

a) El expediente se inició en 1994, por el procedi-
miento de tramitación anticipada, a fin de que el plazo
de ejecución del contrato comprendiera íntegramente
los años 1995 y 1996. El acto público del concurso se
celebró el día 21 de diciembre de 1994, tras lo cual el
INSERSO recabó de la Comisión Interministerial de
Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos
(CIABSI) la emisión de sus preceptivos informes sobre
las ofertas presentadas.

La Mesa de Contratación del INSERSO, tras recibir
el informe emitido por la CIABSI el día 26 de enero de
1995, acordó el 7 de febrero de 1995 proponer la «adju-
dicación provisional» del contrato, dividido en 11 lotes,
en favor de las empresas Bull España S.A. (lotes 1,2 3
y 4 por un importe global de 62 millones de pesetas),
ICL España S.A. (lote 5, por 2,3 millones de pesetas),
ELTEC S.A. (lotes 6 y 7, por 83,7 millones de pesetas),
Chemdata Ibérica S.A. (lote 8, por 2,2 millones de

pesetas), Rank Xerox Española S.A. (lote 9, por 7,9
millones de pesetas), Siemens Nixdorf S.A. (lote 10,
por 4,7 millones de pesetas) y a Ibermática S.A. (lote
11, por 2,1 millones de pesetas). Conviene señalar que
ni el Decreto 1005/1974 ni la Ley de Contratos de Esta-
do (LCE), vigente en aquel momento, contemplaban
respecto de los concursos públicos la doble adjudica-
ción, provisional y definitiva, que sí estaba prevista
para los contratos adjudicados mediante subasta. En
los concursos públicos la actuación de la Mesa de con-
tratación, tras la apertura de las proposiciones presen-
tadas por los licitadores, se limitaba, de conformidad
con lo preceptuado en el artículo 36 de la LCE, a elevar
las proposiciones, junto con el acta y las observaciones
que estimara oportunas, al órgano de contratación, pero
no estaba facultada para proponer «adjudicaciones pro-
visionales».

Conforme con la propuesta de la Mesa de contrata-
ción, el Director General del INSERSO solicitó la pre-
ceptiva autorización ministerial para contratar, que fue
concedida por la Ministra de Asuntos Sociales el día 10
de marzo de 1995. La Resolución por la que el Subdi-
rector General de Administración y Análisis Presupues-
tario acordó por delegación la adjudicación, que impro-
cedentemente se calificó de «definitiva», se produjo el
10 de marzo de 1995.

Los contratos con las empresas adjudicatarias se
formalizaron en las siguientes fechas: con Bull Espa-
ña S.A., el 21 de marzo de 1995; con ICL España S.A.,
el 21 de abril de 1995; con ELTEC S.A, en 5 de abril
de 1995; con Chemdata Ibérica S.A., el 17 de marzo de
1995; con Rank Xerox Española S.A., el 4 de abril
de 1995; con Siemens Nixdorf S.A., el 10 de abril de
1995; y con Ibermática S.A., el 23 de marzo de 1995. En
todos los contratos se consignó como plazo de ejecu-
ción del servicio de mantenimiento el período com-
prendido entre el 1 de enero de 1995 y el 31 de diciem-
bre de 1996.

Posteriormente, todas las empresas facturaron el
importe del mantenimiento correspondiente al período
comprendido entre el 1 de enero de 1995 y la fecha en
que cada una de ellas formalizó el contrato, y el
INSERSO las abonó en su integridad, sin descuento
alguno, constando en ellas la conformidad del Jefe de
Area de Informática del INSERSO.

De acuerdo con todo ello se deduce una deficiente
planificación de la contratación que condujo a que unos
contratos, cuya ejecución debió iniciarse el 1 de enero
de 1995, no fueran formalizados sino hasta 3 y 4 meses
después (entre marzo y abril de 1995).

A pesar de este retraso, y como se ha anticipado, el
INSERSO abonó servicios prestados por estas empre-
sas desde el 1 de enero de 1995 hasta la fecha de for-
malización de los contratos, abono que debe calificarse
como pago indebido toda vez que los servicios presta-
dos entre el 1 de enero de 1995 y el 10 de marzo de
1995 (fecha de adjudicación de los contratos), carecían

44 En contra de lo que manifiesta la Entidad en trámite de alegaciones, la
actuación del IMSERSO, al negociar una modificación substancial de los pliegos
con la empresa que había realizado la única oferta, fue contraria a los principios
de publicidad y concurrencia con independencia de que tales negociaciones no
fructificaran.

4.5.1 Contratos de obras del IMSERSO

Ninguno de los contratos integrantes de la muestra
de contratos analizada en esta Fiscalización especial
corresponde a obras, con contenido informático, reali-
zadas por el Instituto de Migraciones y Servicios
Sociales.

4.5.2. Contratos de consultoría y asistencia y de
servicios del IMSERSO

La muestra de este tipo de contratos está formada
por 5 expedientes de contratación de Consultoría y
Asistencia y de Servicios, con un gasto de 333,6
millones de pesetas, y representa el 87,55 por 100 del
gasto total generado por los contratos de la muestra
celebrados por el Instituto de Migraciones y Servicios
Sociales.

1. Debe señalarse en primer lugar, y con carácter
general, que el IMSERSO no ha sometido los expe-
dientes de contratación a informe de la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social (GISS).

El IMSERSO ha justificado esta práctica, en infor-
me de 30 de noviembre de 1998 emitido por el Jefe de
Área de Informática del IMSERSO, remitido a este Tri-
bunal por el Director General de dicha Entidad Gesto-
ra, en que «a partir de la creación del extinguido Minis-
terio de Asuntos Sociales en julio de 1988 y de la
constitución de la Comisión Ministerial de Informática
del mismo, el entonces Instituto Nacional de Servicios
Sociales, al no depender del Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social, dejó de pertenecer al Consejo de
Dirección de la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social y a no someter a informe del mismo los
expedientes relacionados con las tecnologías de la
información». 

A juicio de este Tribunal, la reseñada práctica ha
sido contraria a lo dispuesto en las Órdenes Ministeria-
les de 8 de enero de 1980 y de 7 de mayo de 1981,
reguladoras de la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social, como ha quedado expuesto con mayor deta-
lle en el epígrafe 1.3.1. de la Sección III del presente
Informe.

2. El IMSERSO ha sometido, con carácter gene-
ral, los expedientes de contratación de contenido infor-
mático a los preceptivos informes de la Comisión Inter-
ministerial de Adquisición de Bienes y Servicios
Informáticos (CIABSI), tanto respecto de los Pliegos
de cláusulas administrativas particulares y de prescrip-
ciones técnicas como de las propuestas de adjudica-
ción, dando con ello cumplimiento a lo establecido en
el Real Decreto 2572/1973, de 5 de octubre, y en el
Real Decreto 533/1992, de 22 de mayo.

Esta actuación, que este Tribunal de Cuentas entien-
de correcta por ajustarse al ordenamiento jurídico
vigente, contrasta con el criterio mantenido por las res-
tantes Entidades Gestoras y por la Tesorería General de

la Seguridad Social, así como por la Comisión Ministe-
rial de Informática del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, contrario a considerar el carácter preceptivo
de los Informes de la CIABSI.

Resulta significativo que el IMSERSO haya segui-
do sometiendo sus expedientes de contratación infor-
mática a los informes de la Comisión Interministerial
de Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos
(CIABSI) incluso después de haber sido adscrito al
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, tras la rees-
tructuración de los Departamentos ministeriales lleva-
da a efecto en virtud del Real Decreto 758/1996, de 5
de mayo y, consecuentemente, cuando el IMSERSO
quedó incluido en el ámbito competencial de la Comi-
sión Ministerial de Informática del citado Ministerio,
que, como se ha dicho, mantiene un criterio contrario a
considerar el carácter preceptivo de los informes de la
CIABSI para el resto de las Entidades Gestoras y para
la Tesorería General de la Seguridad Social.

En el epígrafe 1.2.2. de la Sección III del presente
Informe de fiscalización se analiza esta práctica con
mayor detalle y con carácter general.

3. En el expediente de contratación C.A. 51/1996,
cuyo objeto era la prestación de «Asistencia técnica
para el desarrollo de una aplicación informática para la
creación y gestión de un banco de datos de entidades
relacionadas con los servicios sociales», con un presu-
puesto de 14,9 millones de pesetas, la iniciación del
expediente fue ordenada por el Director General del
INSERSO el 10 de julio de 1996, fecha en la que el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y el Ministe-
rio de Asuntos Sociales ya habían sido unificados en el
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales. Sin embar-
go, los Pliegos de cláusulas administrativas particulares
y de prescripciones técnicas habían sido redactados con
anterioridad a esa reestructuración de los Departamen-
tos Ministeriales y, por lo tanto, habían sido sometidos
al preceptivo informe de la Comisión Ministerial de
Informática del Ministerio de Asuntos Sociales, que
emitió el 8 de abril de 1996 informe favorable, pero no
al de la Comisión Ministerial de Informática del nuevo
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

Convocado el concurso, a la fase de licitación con-
currió una sola empresa, Ibermática S.A., cuya oferta
fue remitida por el INSERSO a la Comisión Ministe-
rial de Informática del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales 43 para el preceptivo informe sobre las pro-
puestas de adquisición. Este órgano colegiado informó
entonces que la oferta cumplía técnicamente todas las
exigencias del Pliego de prescripciones técnicas, no
obstante lo cual la aplicación informática objeto del

43 Conviene insistir en que los Pliegos habían sido informados por la CMI
del Ministerio de Asuntos Sociales, pero que en el momento en que se recabó por
el INSERSO el preceptivo informe sobre la oferta presentada al concurso, esa
Comisión Ministerial había sido sustituida por la del Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales, tras la reestructuración de los departamentos ministeriales ope-
rada por Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo.
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IMSERSO durante los años 1997 y 1998», fue adjudi-
cado por concurso abierto a 4 empresas, con un impor-
te total de adjudicación de 57,2 millones de pesetas.
Los Pliegos de cláusulas administrativas particulares
contemplaban un plazo de ejecución comprendido
entre el 1 de marzo de 1997 y el 31 de marzo de 1998 y
así se consignó en los contratos pese a que su adjudica-
ción se produjo con posterioridad a esa fecha, el 26 de
mayo de 1997, y su formalización tuvo lugar el 3 de
julio de 1997. Consta en el expediente una Resolución
de 16 de febrero de 1998 mediante la cual el Secretario
General del IMSERSO modificó la Resolución de adju-
dicación de los contratos, estableciendo como plazo de
vigencia el período comprendido entre el 1 de junio de
1997 y el 30 de junio de 1998, dando lugar a las corres-
pondientes addendas a los contratos firmadas con los
adjudicatarios. La actuación del IMSERSO, supuso en
la práctica una prórroga del contrato (del 31 de marzo
al 30 de junio de 1998) adoptada unilateralmente por el
IMSERSO no prevista en el contrato y al margen del
procedimiento.

Las empresas adjudicatarias, al contrario de lo suce-
dido en el expediente analizado en el apartado 3 ante-
rior, no facturaron ni les fueron abonados servicios
anteriores a la fecha de adjudicación. Sin embargo,
debe ponerse de manifiesto que el IMSERSO incum-
plió lo dispuesto en el artículo 55.4 de la LCAP, que
prohibe iniciar la ejecución de los contratos antes de su
formalización.

El IMSERSO incumplió lo dispuesto en el artículo 94
de la LCAP al no haber publicado en el DOCE las
adjudicaciones producidas como resultado de la licita-
ción.

En este expediente se produjeron retrasos en el pago
de 14 de las certificaciones de servicios prestados,
debidamente facturados por los contratistas, sin que el
IMSERSO abonara los correspondientes intereses de
demora, con incumplimiento de lo dispuesto en el
artículo 100.4 de la LCAP.

6. El expediente de contratación para el «Servicio
de mantenimiento de los equipos informáticos del
IMSERSO durante el período 1998-2000», fue adjudi-
cado por concurso abierto, dividido en varios lotes, con
un importe total de adjudicación de 91,6 millones de
pesetas. Los Pliegos de cláusulas administrativas parti-
culares fijaron un plazo de ejecución de 24 meses, com-
prendido entre el 1 de abril de 1998 y el 31 de marzo de
2000. La fecha prevista para el inicio de la ejecución (1
de abril de 1998) era congruente con la fecha inicial de
terminación del anterior contrato para el mantenimien-
to de los equipos informáticos (31 de marzo de 1998).
No obstante, como se ha indicado en el punto 5 ante-
rior, aquél contrato fue prorrogado hasta el 30 de junio
de 1998 lo que motivó que la Mesa de contratación,
según consta en el acta de la sesión celebrada el 1 de
junio de 1998, determinara que la ejecución del contra-
to comenzara el 1 de julio de 1998, estipulándose en

los contratos como plazo de ejecución el comprendido
entre esta última fecha y el 30 de junio de 2000. La
actuación de la Mesa de contratación supuso una alte-
ración de las bases del concurso, realizada además por
un órgano que carecía de las facultades de interpreta-
ción y modificación de los contratos que el artículo 60
de la LCAP atribuye exclusivamente al órgano de con-
tratación (en este caso el Secretario General del
IMSERSO por delegación), que pudo desvirtuar las
condiciones en que se produjo la licitación y viciar de
nulidad del procedimiento.

Todo lo anterior, junto con las incidencias relativas
a los plazos de ejecución producidas en los dos contra-
tos analizados en los apartados anteriores, pone de
manifiesto una defectuosa preparación de los contratos,
de especial trascendencia en unos contratos que, como
los de mantenimiento analizados, deberían sucederse
en el tiempo sin solución de continuidad, independien-
temente de quienes resulten ser los contratistas adjudi-
catarios en cada período. Por ello, y dado que sus
fechas de inicio y final son conocidas y previsibles por
el órgano de contratación los expedientes deben ser tra-
mitados con antelación suficiente para garantizar esa
continuidad.

7. En el expediente de contratación CP 97/1994,
cuyo objeto fue el «Servicio de desarrollo del sistema
integrado de asilo y refugio (SIGAR)», adjudicado el
21 de noviembre de 1994, mediante concurso público,
a la empresa Sema Group S.A.E., con un importe de 33
millones de pesetas, se produjeron las siguientes inci-
dencias:

a) Al igual que en el expediente CP 151/1994,
analizado en el apartado 3 anterior, el INSERSO vulne-
ró el carácter secreto de las proposiciones hasta el
momento de la licitación pública, que establece el
artículo 31 de la LCE y los artículos 99 y siguientes del
RGCE, al exigir que aspectos constitutivos de las pro-
posiciones presentadas por los licitadores y sujetas a
valoración se incluyeran en un sobre de apertura previa
al acto público de licitación.

b) Asimismo, el INSERSO también contravino la
normativa vigente, al establecer en el Pliego de cláusu-
las administrativas particulares, como criterios de valo-
ración, algunos criterios que hacían referencia a las
características y experiencia de las empresas y no al
contenido estricto de la prestación, como también suce-
dió en el expediente CP 151/1994 analizado en el ante-
rior apartado 4 de este mismo epígrafe.

c) Se trata de un expediente de contratación pluri-
nanual, distribuido en 2 anualidades, de 19,8 millones
de pesetas la de 1994 y de 13,2 millones de pesetas la
correspondiente al ejercicio 1995. El plazo de ejecu-
ción se fijó en un máximo de 7 meses a partir de la for-
malización del contrato, que tuvo lugar el 9 de diciem-
bre de 1994. En los Pliegos se estableció que el importe
de la adjudicación se abonaría en tres plazos (30 por

de cobertura contractual alguna. En consecuencia,
estos pagos indebidos pueden ser constitutivos de un
supuesto de responsabilidad contable en los térmi-
nos previstos por los artículos 38 y siguientes de la
Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de
Cuentas.

Por otra parte, en el caso de que las mismas empre-
sas adjudicatarias de este concurso público hubieran
prestado efectivamente el servicio de mantenimiento
entre el 1 de enero de 1995 y la fecha en que cada una
de ellas formalizó cada contrato 45, el INSERSO habría
actuado prescindiendo total y absolutamente del proce-
dimiento establecido tanto por la normativa contractual
como por la presupuestaria para la adquisición de bie-
nes y servicios, determinando su nulidad de pleno dere-
cho. Este supuesto evidenciaría que el expediente de
contratación CP 151/1994 no habría venido sino a dar
cobertura formal a una relación previa de hecho, cons-
tituida al margen del procedimiento de contratación y
por tanto de la legalidad.

b) En la cláusula 7 del Pliego de cláusulas admi-
nistrativas particulares el INSERSO exigió a los licita-
dores la presentación de documentación distribuida en
tres sobres, conteniendo, el primero, la documentación
acreditativa de la personalidad y capacidad de la
empresa, el segundo la oferta económica y, el tercero,
la documentación y referencias técnicas (este último
incluía documentación acreditativa de aspectos consti-
tutivos de la oferta distintos de los estrictamente econó-
micos). El sobre correspondiente a la oferta económica
fue el único cuya apertura se reservó al acto público de
la licitación; no así el correspondiente a la documenta-
ción técnica que, como se ha señalado, incluía también
aspectos de la oferta. Con ello el INSERSO vulneró el
carácter secreto de las proposiciones hasta el momento
de la licitación pública, que establece el artículo 31 de
la LCE y los artículos 99 y siguientes del RGCE, secre-
to que, a juicio de este Tribunal, abarca todos los aspec-
tos susceptibles de ser valorados para la adjudicación,
de acuerdo con los criterios de adjudicación estableci-
dos, y no sólo la oferta económica.

c) En la cláusula 9.3 del Pliego de cláusulas admi-
nistrativas particulares se fijaron como criterios para la
adjudicación el precio, el plazo de ejecución, el coste
de utilización y rentabilidad, de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 115 del RGCE. Sin embargo, para la
valoración de las proposiciones se utilizó el método
SSD-CIABSI, desarrollado por la Comisión Intermi-
nisterial de Adquisición de Bienes y Servicios Informá-
ticos, en el que se incluían criterios de adjudicación
distintos de los preestablecidos en la citada cláusula
9.3 del Pliego, por lo que el INSERSO infringió las
bases del concurso, viciando el acto de adjudicación de
forma que pudo determinar su anulabilidad.

d) Debe señalarse, además, que entre los criterios
no previstos en el Pliego valorados con el procedimien-
to SSD-CIABSI se incluyeron los referentes a las
características y experiencia de las empresas licitado-
ras, práctica que se repite en otros contratos de la mues-
tra de la contratación del IMSERSO fiscalizada, con-
traviniendo tanto lo dispuesto en la Ley de Contratos
del Estado (LCE), en los contratos sujetos a esta Ley, y
lo dispuesto en la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas (LCAP), respecto de los contratos
adjudicados bajo su vigencia.

En efecto, en lo que a los contratos sujetos a la Ley
de Contratos del Estado se refiere, de la interpretación
sistemática de sus artículos 9.7 (que exigía a las empre-
sas acreditar su solvencia económica, financiera y téc-
nica como requisito de la facultad para contratar con la
Administración), 109 (que regulaba los medios para
que las empresas acreditaran su capacidad económica,
financiera y técnica) y 87 (que exigía el establecimien-
to en el Pliego de cláusulas administrativas particulares
de los criterios que debían ser tenidos en cuenta en la
adjudicación), y de acuerdo con las Directivas comuni-
tarias sobre la materia (Directivas 77/62/CEE,
93/36/CEE y posteriormente 97/52/CEE, respecto de
los contratos de suministro), se deduce que la experien-
cia y características de las empresas son elementos
acreditativos, por si solos o en unión de otros posibles,
de la solvencia técnica o profesional que el artículo 15
de la misma Ley exige para poder contratar con la
Administración —artículo que prescribe, además, la
sustitución de este requisito por la correspondiente cla-
sificación en los casos en que sea exigible— por lo que
es improcedente la valoración posterior de dicho aspec-
to entre los criterios objetivos de adjudicación pre-
vistos en el artículo 87 LCAP, los cuales deben refe-
rirse exclusivamente a la prestación en sí misma
considerada.

A la misma conclusión debe llegarse de la interpre-
tación conjunta de los artículos 15, 16, 17, 18 y 87 de
la LACP, de los que se desprende con claridad que los
criterios objetivos de adjudicación deben referirse en
todo caso a la prestación en si misma considerada, y
que todo aquello que, como la experiencia, forma parte
de la solvencia de las empresas debe ser tenido en
cuenta, como requisito de capacidad para contratar, en
la fase de admisión de las empresas a la licitación, pre-
via a la valoración de las ofertas.

Esta práctica no es, en definitiva, acorde con la
legislación vigente en el período fiscalizado y fácil-
mente puede derivar en una efectiva restricción de la
libre concurrencia, máxime si, como sucede en ocasio-
nes, se priman las anteriores relaciones contractuales
entre el licitador y el órgano de contratación.

5. El expediente de contratación CA 188/1996,
cuyo objeto fue la contratación de los «Servicios de
mantenimiento de los equipos informáticos del

45 En su escrito de alegaciones, el Director General del IMSERSO pone de
manifiesto que, efectivamente, las empresas adjudicatarias del contrato CP-
151/94, iniciaron la ejecución del contrato el 1 de enero de 1995.
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incumplimiento por la empresa de lo dispuesto en el
artículo 3.4 del Real Decreto 2404/1985, de 12 de
diciembre, por el que se regula el deber de expedir fac-
tura que incumbe a los empresarios o profesionales, en
la redacción dada por el Real Decreto 80/1996, de 26
de enero.

5. La Tesorería General de la Seguridad Social y la
contratación informática

En el presente apartado se consignan los resultados
del análisis de los planes y proyectos informáticos de la
Tesorería General de la Seguridad Social (TGSS) y de
la contratación de objeto informático incluidos en el
ámbito material y temporal de esta Fiscalización, pre-
cedidos de una breve descripción de la naturaleza, fun-
ciones, esquema orgánico y órganos de contratación de
la TGSS.

También se analizan en este apartado los planes y
proyectos informáticos correspondientes a la Gerencia
de Informática de la Seguridad Social (GISS), así como
la contratación de contenido informático promovida
por la GISS. Como ya se ha señalado en el epígrafe 1.3
de la Sección III de este Informe y se recuerda en el
siguiente apartado 5.1, la GISS no ha estado en ningún
momento dotada de personalidad jurídica propia y las
competencias en materia de contratación en su ámbito
competencial siempre han estado atribuidas a la TGSS.
No obstante, en la exposición que sigue sobre los resul-
tados de la Fiscalización se reflejan separadamente,
cuando ello es oportuno, los correspondientes a pro-
yectos y contratos promovidos por la GISS. Igualmente
se reflejaran de forma separada los proyectos y contra-
tos promovidos por el Centro de Control de la Recau-
dación (CENDAR) de la TGSS y por el Centro de
Informática de los Servicios Centrales de la TGSS por
la importancia del gasto y de la contratación generados
en materia informática por estos Centros.

5.1 Naturaleza y funciones de la TGSS

Según establece el artículo 63.1. del Texto refundi-
do de la Ley General de la Seguridad Social la Tesore-
ría General de la Seguridad Social (TGSS) es un Servi-
cio Común de la Seguridad Social con personalidad
jurídica propia, en el que, por aplicación de los princi-
pios de solidaridad financiera y caja única, se unifican
todos los recursos financieros, tanto por operaciones
presupuestarias como extrapresupuestarias, y tiene a su
cargo la custodia de los fondos, valores y créditos y las
atenciones generales y de los servicios de recaudación
de derechos y pagos de las obligaciones del sistema de
la Seguridad Social.

La TGSS está adscrita en la actualidad al Ministerio
de Trabajo y Asuntos Sociales, a través de la Secretaría
de Estado de la Seguridad Social. Anteriormente, hasta
la reestructuración de los Departamentos Ministeriales
efectuada mediante el Real Decreto 758/1996, de 5 de

mayo, la TGSS estuvo adscrita al Ministerio de Trabajo
y Seguridad Social.

La Gerencia de Informática de la Seguridad Social
(GISS), creada por Orden de 8 de enero de 1980 del
Ministerio de Sanidad y Seguridad Social (modificada
por Orden de 7 de mayo de 1981 del mismo Departa-
mento), es el órgano encargado de dirigir, coordinar y
controlar la creación, composición y actuación de los
Servicios de Informática y de proceso de datos de las
distintas Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la
Seguridad Social. La GISS tuvo la consideración de
Servicio Común de la Seguridad Social, aunque sin
estar dotada de personalidad jurídica propia, hasta la
entrada en vigor del Real Decreto 703/1998, de 24 de
abril, sobre adscripción y funciones de la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social, por el que pasó a
integrarse orgánicamente en la Tesorería General de la
Seguridad Social (TGSS) como Subdirección General
—con dependencia funcional tanto de la propia Tesore-
ría General como de la Intervención General de la
Seguridad Social y de las Entidades Gestoras de la
Seguridad Social respecto de los programas y proyec-
tos que afecten a su competencia respectiva—, per-
diendo la condición de Servicio Común. En todo caso
la Gerencia de Informática de la Seguridad Social ya
carecía de personalidad jurídica y, por lo tanto, de com-
petencias propias en materia de contratación.

5.2 Esquema orgánico de la TGSS y de la GISS

5.2.1 Esquema orgánico de la TGSS

La estructura y competencias de la TGSS están
reguladas por el Real Decreto 1314/1984, de 20 de
junio, modificado por Real Decreto 1619/1990, de 30
de noviembre, y posteriormente, por Real Decreto
2583/1996, de 13 de diciembre.

De acuerdo con tales normas, durante el período
comprendido en el ámbito temporal de esta Fiscaliza-
ción (1994 al primer semestre de 1998), la estructura
de la TGSS ha sido la siguiente:

1. Órganos de participación en el control y vigilan-
cia de la gestión: A diferencia de las demás Entidades
Gestoras de la Seguridad Social, la TGSS no cuenta con
un Consejo General propio sino que la participación en
el control y vigilancia de la gestión de la TGSS se atribu-
ye, en el ámbito estatal, al Consejo General del Instituto
Nacional de la Seguridad Social (artículo 2.2 del Real
Decreto 1314/1984, de 20 de junio, por el que se regula
la estructura y competencias de la Tesorería General).
En las Direcciones Provinciales de la Tesorería General
dicha participación corresponde a las Comisiones Ejecu-
tivas Provinciales del mencionado Consejo General.

2. Órganos de dirección y gestión:

a) Dirección General: Asume las funciones de
dirección, gestión e inspección de las actividades de la

100, 30 por 100 y 40 por 100) coincidentes cada uno de
ellos con la finalización de las tres fases en las que se
dividió la ejecución del proyecto.

No obstante lo anterior, el 22 de diciembre de 1994,
sólo trece días después de formalizado el contrato, la
empresa adjudicataria emitió la primera factura por el
importe de 19,8 millones pesetas correspondiente a la
anualidad de 1994, equivalente al 60 por 100 del
importe total adjudicado y, teóricamente, a las dos pri-
meras fases de la ejecución del contrato. Esta factura,
conformada por el Jefe de Área Informática del
INSERSO, dio lugar a la expedición el 30 de diciembre
de 1994 del documento contable «OK», soporte conta-
ble del reconocimiento de la obligación y propuesta de
pago. El INSERSO, al abonar de esta forma la anuali-
dad de 1994, incumplió las previsiones del contrato res-
pecto del pago y, además, vulneró la regla de servicio
hecho establecida en el artículo 12 de la Ley de Contra-
tos del Estado, que prohibía el pago adelantado del
importe de los contratos.

Por su parte, la anualidad de 1995 fue facturada por
la empresa el 20 de diciembre de 1995, cuando habían
transcurrido más de 5 meses desde la fecha de termina-
ción prevista en el contrato (el 9 de julio de 1995)
dando lugar a la expedición del documento contable
«OK» el 31 de diciembre de 1995. A requerimiento de
este Tribunal, el Director general del IMSERSO, por
medio de escrito de 3 de diciembre de 1998 (que trasla-
da otro del Jefe de Area de Informática de 30 de
noviembre de 1998), justificó la demora en que «con
fecha 3 de septiembre de 95 se publicó en el B.O.E. el
Real Decreto 203/95, por el que se aprobaba el Regla-
mento de aplicación de la Ley 5/1984 de 26 de marzo,
reguladora del Derecho de Asilo y de la Condición de
Refugiado (...) lo cual nos obligó a realizar modifica-
ciones en partes ya desarrolladas y, esto unido a la com-
plejidad del Sistema, nos obligó a realizar largas y deta-
lladas comprobaciones para garantizar el buen
funcionamiento del mismo y ver que cumplía con exac-
titud las exigencias establecidas en el Pliego de pres-
cripciones técnicas y en el análisis funcional del siste-
ma». Resulta significativo que la publicación del citado
Reglamento, que se cita como causa de la demora, se
produjo casi 2 meses después de que hubiera conclui-
do, el 9 de julio de 1995, el plazo de ejecución previsto
en el contrato y cuando ya se había excedido el plazo
de un mes a partir de la finalización de la ejecución pre-
visto para la recepción de los contratos en el artículo 54
de la LCE, lo que invalida de raíz la justificación dada
por el IMSERSO. De lo anterior se deriva que, o el con-
tratista incumplió el plazo de ejecución establecido en
el contrato sin que el INSERSO adoptara las medidas
de penalización o resolución del contrato previstas en
normativa vigente, o el INSERSO introdujo en el con-
trato modificaciones al margen del procedimiento esta-
blecido en el artículo 48 de la LCE, que imposibilita-
ron su cumplimiento en el plazo inicialmente previsto.

4.5.3 Contratos de suministro del IMSERSO

Entre los contratos de la muestra de la contratación
del IMSERSO seleccionada por este Tribunal para su
análisis en esta Fiscalización Especial figura un solo
contrato de suministro, cuyo objeto fue la «Instalacion
del sistema de cableado estructurado para los servicios
centrales del IMSERSO» mediante el procedimiento
de adquisición centralizada a través del Servicio Cen-
tral de Suministros de la Dirección General de Patri-
monio del Estado establecido en el artículo 184 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
(LCAP). En este expediente de contratación cabe rese-
ñar las siguientes incidencias:

a) El IMSERSO, para la selección de la empresa
suministradora, ha seguido parcialmente unas normas
de procedimiento aprobadas el 20 de mayo de 1994 por
la Comisión Ministerial de Informática del Ministerio
de Trabajo y Seguridad Social en las que se mezclan, de
forma improcedente, el procedimiento para las adquisi-
ciones efectuadas a través del Servicio Central de Sumi-
nistros de la Dirección General de Patrimonio del Esta-
do (artículo 184 de la LCAP) con el procedimiento para
la adquisición de bienes cuya uniformidad haya sido
declarada para su utilización común por la Administra-
ción (procedimiento negociado previsto en el artículo
183.g) de la LCAP), todo ello con la finalidad de aunar
la agilidad administrativa que proporciona el sistema de
adquisición de bienes catalogados por el citado Servicio
Central de Suministros con la posibilidad de negociar
con las empresas la actualización tecnológica y econó-
mica de los bienes informáticos consecuente con la rápi-
da evolución del mercado de dichos bienes. Este Tribu-
nal, aunque valora positivamente el espíritu que anima
este modo de actuación contractual, considera que no
tiene base legal ni reglamentaria suficiente, pudiendo
derivar la negociación previa en una vulneración de los
principios de publicidad y concurrencia al modificarse
las condiciones resultantes del concurso de determina-
ción de tipo previo a la inclusión de los bienes en el
catálogo del Servicio Central de Suministros.

b) En este contrato se produjo una modificación
contractual aprobada por el IMSERSO el 22 de diciem-
bre de 1997, en virtud de la cual parte de los bienes
objeto de la adquisición fueron sustituidos por otros
que se estimaron más convenientes, sin variación en el
precio total del contrato. Todo ello fue debidamente
motivado en el expediente, pero sin que tal modifica-
ción fuera comunicada por el IMSERSO a la Dirección
General de Patrimonio del Estado, con lo cual el
IMSERSO vulneró el artículo 184 de la LCAP que atri-
buye a la citada Dirección General de Patrimonio del
Estado las competencias en materia de contratación en
estos casos. La factura emitida por el contratista no
reflejó las citadas modificaciones, sin que el IMSER-
SO exigiera su rectificación, consintiendo con ello el
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dudas sobre su cumplimiento, su modificación por
razón de interés público, y su resolución.

5.4 Planes y proyectos informáticos de la TGSS

Del análisis de la documentación solicitada por el
Tribunal de Cuentas y facilitada por la TGSS sobre los
Planes y Proyectos informáticos vigentes en el período
1994-1998 se desprende que la planificación efectuada
por la TGSS en materia informática ha adolecido, en el
período objeto de la fiscalización, de notorias insufi-
ciencias. En los dos apartados siguientes se analizan,
primero, las principales deficiencias en las que, con
carácter general, ha incurrido la TGSS en la citada pla-
nificación, y, en segundo lugar, los planes y proyectos
informáticos concretos relacionados con la contrata-
ción generada a su amparo.

5.4.1 Deficiencias de carácter general detectadas por
el Tribunal de Cuentas en la planificación infor-
mática de la TGSS

De la documentación solicitada por el Tribunal de
Cuentas y facilitada por la Tesorería General de la
Seguridad Social (TGSS) sobre los Planes y Proyectos
informáticos vigentes en el período 1994-1998 se des-
prende que la planificación informática en la TGSS ha
adolecido en el período objeto de la fiscalización de
diversas insuficiencias. Los aspectos más destacados
que resultan del análisis de los planes y proyectos
informáticos de la TGSS son los siguientes:

1. En primer lugar, la TGSS ha incumplido duran-
te el período que comprende esta Fiscalización la obli-
gación de someter los planes y proyectos informáticos
al estudio y consideración de la Comisión Ministerial
de Informática, de acuerdo con lo establecido, primero,
en los apartados b) y e) del artículo 2 de la Orden de 17
de enero de 1986, por la que se regula la Comisión de
Informática del Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social, y, posteriormente, en los apartados 2 y 12 del
artículo 2 de la Orden Ministerial de 16 de septiembre
de 1996 por la que se regula la composición y funcio-
namiento de la Comisión Ministerial de Informática del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales 49.

2. En segundo lugar, la TGSS ha evidenciado cla-
ras deficiencias en la planificación presupuestaria de
los proyectos informáticos y de las previsiones de con-
tratación derivadas de ellos. Los datos de ejecución
presupuestaria de los conceptos/subconceptos de gasto
de contenido inequívocamente informático, correspon-
dientes a los ejercicios 1994 a 1998, se muestran en el
siguiente cuadro número 46.

49 En contra del criterio mantenido por la TGSS en sus alegaciones, el hecho
de que al presentar los contratos ante la CMI la TGSS acompañase la memoria jus-
tificativa que hacía referencia al proyecto del que derivaba el contrato, no puede
asimilarse al estudio y aprobación explícita del proyecto, globalmente considera-
do. Efectivamente, como ponen de manifiesto las Ordenes Ministeriales citadas en
el presente Informe, el estudio y aprobación de los proyectos debe realizarse pre-
viamente a la evacuación de los informes sobre cada uno de los expedientes de
contratación. Por otra parte, la TGSS se refiere en sus alegaciones a la existencia
de un "Plan de Acción" para acreditar la existencia de una planificación global. A
juicio del Tribunal de Cuentas el citado "Plan de Acción", no sujeto a ninguna for-
malidad reglada, no puede ser asimilado a la planificación reglamentariamente
prevista, sobre la que se centra la crítica realizada en el presente informe.

TGSS para el cumplimiento de sus fines. Corresponde
a su titular la representación legal de la TGSS y desem-
peña las funciones de Tesorero General y Ordenador
Central de Pagos.

b) Secretaría General.
c) Subdirección General de Recursos Económicos.
d) Subdirección General de Pagos y Entidades

Colaboradoras.
e) Subdirección General de Asuntos Técnicos.
f) Subdirección General de Gestión de Patrimo-

nio, Inversiones y Obras.
g) Subdirección General de Gestión y Análisis

Presupuestario.
h) Subdirección General de Recaudación Eje-

cutiva.
i) Subdirección General de Planificación y Coor-

dinación de la Gestión Recaudatoria 46.
j) Subdirección General de Procedimientos Espe-

ciales 47.

3. Órganos periféricos: En el ámbito provincial, la
gestión de la Tesorería General de la Seguridad Social
se realiza a través de las correspondientes Direcciones
Provinciales y de las Administraciones de la Seguridad
Social dependientes de las mismas.

Dentro de la estructura de la TGSS debe hacerse
especial mención, por la importante cuantía del gasto
de contenido informático que genera, del Centro de
Control de la Recaudación (CENDAR), unidad depen-
diente de la Subdirección General de Recursos Econó-
micos, que fue creado en 1992 como consecuencia del
Plan Integral de Modernización de la Gestión de la
Seguridad Social, aprobado por acuerdo del Consejo
General de 9 de julio de 1992. El CENDAR se creó con
la finalidad de mejorar la eficacia recaudatoria de la
Seguridad Social y, al mismo tiempo, reducir los costes
de gestión, mediante la utilización de sistemas tecnoló-
gicos avanzados para la captación de datos y el trata-
miento de la información sobre recaudación.

Finalmente conviene añadir que en los Servicios
Centrales de la TGSS existe un Centro de Informática
que dependió de la Secretaría General hasta 1998, año
en que pasó a depender de la Gerencia de Informática
de la Seguridad Social (GISS), quedando su personal
integrado en la Relación de puestos de trabajo de esta
Gerencia a partir de 1999.

5.2.2 Esquema orgánico de la Gerencia de Informáti-
ca de la Seguridad Social

Durante el período que comprende el ámbito tem-
poral de la Fiscalización (1994 al primer semestre de
1998), la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social, de acuerdo con la antes citada Orden de 7 de

mayo de 1981, estuvo regida, por un Consejo de Direc-
ción, presidido por el Director General de la Tesorería
General de la Seguridad Social, y un Gerente, al que
correspondían la funciones de dirección, coordinación
y control de la Gerencia, así como la ejecución de los
acuerdos del Consejo de Dirección.

El Real Decreto 703/1998, de 24 de abril, adscribió
la Gerencia de Informática de la Seguridad Social a la
Tesorería General de la Seguridad Social, en la que se
integró con nivel orgánico de Subdirección General, y
modificó sus funciones, acentuando las referentes a
garantizar la homogeneidad, estandarización y compa-
tibilidad de las soluciones adoptadas por las Entidades
Gestoras y Tesorería General de la Seguridad Social.

En dicho Real Decreto se preveía la supresión del
Consejo de Dirección de la GISS, que no obstante, en
tanto no se estableciera y regulara el Consejo General
de Tecnologías de la Información y las Comunicacio-
nes de la Seguridad Social 48, que efectivamente se pro-
dujo mediante Orden de 25 de febrero de 1999 del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, siguió reali-
zando las funciones que tenía atribuidas hasta esa
fecha.

5.3 Órganos de contratación de la TGSS

El Director General de la Tesorería General de la
Seguridad Social es el órgano de contratación de este
Servicio Común, con las limitaciones señaladas en el
epígrafe 3 de la Sección III del presente Informe sobre
los contratos de más de 150 millones de pesetas, que
requieren autorización previa del titular del Ministerio
de adscripción y de los de más de 2.000 millones que
requieren la autorización del Consejo de Ministros.

El Director General de la Tesorería General de la
Seguridad Social (TGSS), mediante las Órdenes Minis-
teriales de 16 de noviembre de 1992 y de 21 de mayo
de 1996, del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social,
delegó sus competencias de contratación:

a) En el Secretario General de la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social, a excepción de las faculta-
des de ordenación de inicio de expediente y adjudica-
ción de los contratos que, por su cuantía, requirieran
autorización o acuerdos previos.

b) En los Directores Provinciales, respecto a los
contratos administrativos que hicieran referencia a los
créditos descentralizados o habilitados a la correspon-
diente Dirección Provincial, siempre que su importe
fuera inferior a 25 millones de pesetas.

Con carácter general quedaron excluidas de estas
delegaciones en materia de contratación, las facultades
de interpretación de los contratos, resolución de las

46 Suprimida por Real Decreto 2583/1996, de 13 de diciembre.
47 Creada por Real Decreto 2583/1996, de 13 de diciembre.

48 En el epígrafe 1.3.2 de la Sección III del presente Informe se describen las
competencias del Consejo General de Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones de la Seguridad Social.
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presente apartado por separado los correspondientes a
cada uno de estos Centros y Órganos.

Este Tribunal de Cuentas, a los efectos de compro-
bar si la contratación informática de la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social durante el período que com-
prende la fiscalización se ajustó a planes y proyectos
bien definidos, debidamente aprobados y presupuesta-
dos y oportunamente ejecutados, requirió de la TGSS
la remisión de la documentación relativa a los planes y
proyectos existentes con los resultados generales de
deficiente planificación y formalización que han que-
dado expuestos en el epígrafe anterior de este Informe.

Por otra parte, del análisis realizado por este Tribu-
nal sobre los expedientes de contratación constitutivos
de la muestra fiscalizada pudo deducirse la vincula-
ción de algunos de los contratos con planes y proyec-
tos determinados. Sin embargo, lo cierto es que la
mayor parte de los expedientes de contratación no
expresan de forma alguna la vinculación de la necesi-
dad de la contratación con concretos planes o proyec-
tos diseñados y ejecutados por la TGSS. Ni siquiera en
los preceptivos informes del Consejo de Dirección de
la Gerencia de Informática de la Seguridad Social, de
la Comisión Ministerial de Informática (CMI) o de la
Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes y
Servicios Informáticos (CIABSI), se hace referencia,
salvo excepciones, a esa vinculación, con incumpli-
miento de las normas que rigen el funcionamiento de
dichos órganos colegiados, entre cuyas funciones está
la de asegurar que los contratos de contenido informá-
tico están dirigidos a la consecución de los objetivos
propuestos en planes y proyectos previamente aproba-
dos.

Requerida la TGSS por el Tribunal de Cuentas para
que expresara de forma explícita la vinculación de los
contratos incluidos en la muestra fiscalizada con los
proyectos a que pudieran corresponder, la TGSS ha
establecido la vinculación solicitada. A pesar de ello,
en muchos casos no cabe hablar de contratos vincula-
dos a planes o proyectos sino, más bien, de una agrupa-
ción de los contratos en función de objetivos genéricos
no plasmados en planes o proyectos concretos, o de una
mera agrupación de los contratos en función de su con-
tenido y sin ninguna otra vinculación entre ellos.

5.4.2.1 Planes y proyectos del Centro de Control de
la Recaudación de la TGSS (CENDAR):

En el Centro de Control de la Recaudación (CEN-
DAR), no existieron auténticos planes o proyectos
debidamente diseñados y formalizados sino la defini-
ción de unos objetivos generales, y de unas actuacio-
nes, planes de acción y objetivos concretos desarrolla-
dos para la consecución de aquéllos, de los que, a su
vez se derivaron los distintos expedientes de contrata-
ción.

En este contexto, los objetivos generales del CEN-
DAR son:

a) Obtención de los datos de los documentos de
cotización a la Seguridad Social de forma que sea posi-
ble el control de la recaudación y las reclamaciones que
deriven de dicho control en el menor plazo posible.

b) Agilizar el reconocimiento de las prestaciones
de Seguridad Social, mediante la utilización de la infor-
mación derivada de los documentos de afiliación y
recaudación.

c) Dotar sus sistemas de información de mayor
innovación tecnológica en la captura de datos y alma-
cenamiento de imágenes, como medio necesario para
la consecución de los objetivos anteriores.

Estos objetivos generales del CENDAR se traduje-
ron en el período fiscalizado en unos objetivos más
concretos, que son: el control integrado de recauda-
ción, control de grabación de documentos de cotiza-
ción TC-2 y A-1, proyecto de remisión electrónica de
documentos (proyecto RED) y control de vivencia de
pensionistas (proyecto COVIP). Además de estos obje-
tivos, directamente relacionados con el control de la
recaudación, el CENDAR ha dirigido y coordinado el
proyecto de Tarjeta de la Seguridad Social (proyecto
TASS).

Para la consecución de tales objetivos el CENDAR
ha promovido la contratación para la adquisición de los
equipamientos informáticos necesarios, la contratación
de su mantenimiento, la adquisición o arrendamiento y
mantenimiento del software de base necesario y el
desarrollo y mantenimiento de aplicaciones informáti-
cas que son propias del CENDAR, de manera que
algunos de los contratos promovidos por el CENDAR
pueden vincularse directamente con objetivos determi-
nados. Sin embargo, es más frecuente, en particular en
los expedientes de contratación de consultoría y asis-
tencia y de servicios, tramitados para cubrir las necesi-
dades de personal del Centro, que no sea posible esta-
blecer una relación directa e inequívoca entre los
contratos y los objetivos señalados, vinculándose la
contratación con las necesidades de personal de cada
una de las áreas funcionales en que se divide el CEN-
DAR y, normalmente, también con la especificidad téc-
nica de las tareas encomendadas a cada una de ellas.

En los términos expresados, la descripción de los
objetivos o proyectos desarrollados por el CENDAR,
en el período objeto de esta Fiscalización Especial, es
la siguiente:

1. Control Integrado de Recaudación: La finalidad
de este proyecto es el control de la recaudación de las
aportaciones al Sistema de la Seguridad Social de los
sujetos responsables del pago mediante el tratamiento
informático de los documentos de cotización TC-1, uti-
lizando al efecto sistemas de reconocimiento óptico e

Estos datos ponen de manifiesto que las obligacio-
nes reconocidas durante los años 1994 a 1998 han
representado sólo el 88,13 por 100 de los créditos fina-
les aprobados en dichos conceptos/subconceptos de
gasto. En todos los ejercicios, a excepción de 1995 en
que las obligaciones reconocidas excedieron de los cré-
ditos finales en un 13,02 por 100, las obligaciones reco-
nocidas son inferiores a los créditos finales, destacando
el ejercicio de 1997 en que sólo se ejecutó el 68,59 por
100 de las reseñadas partidas presupuestarias para gas-
tos de naturaleza informática.

Conviene significar que esta desviación global del
11,87 por 100 resulta de las importantes desviaciones,
tanto positivas como negativas, producidas en cada uno
de los conceptos/subconceptos de gasto considerados,
compensando las negativas de unos conceptos de gasto
con las positivas experimentadas por otros. Sin esta
compensación de las desviaciones negativas con las
positivas, resultaría un índice de desviación del 25,05
por 100, que aun siendo la menor del conjunto de las
Entidades de la Seguridad Social, como se muestra en
el cuadro número 13 del epígrafe 5 de la Sección III de
este Informe, tiene, a juicio de este Tribunal, mayor
trascendencia por referirse a unos presupuestos de gas-
tos muy superiores en su cuantía.

3. La deficiente presupuestación de los planes y
proyectos informáticos ha incidido negativamente en la
contratación, condicionando en ocasiones la forma de
adjudicación elegida, en perjuicio de los principios de
publicidad y concurrencia que deben presidir la contra-
tación administrativa. Más concretamente, la TGSS
celebró al menos 3 contratos de asistencia técnica pro-
movidos por la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social, por importe de 146 millones de pesetas
durante el ejercicio de 1994, en los que justificó la con-
tratación directa en que «durante el año 1993 y con

motivo de los trámites de preparación de los correspon-
dientes Concursos Públicos de Asistencia Técnica para
el año siguiente, el Consejo de Dirección desestimó las
propuestas de los mismos por no existir consignación
presupuestaria en el Anteproyecto de Presupuesto para
1994». La misma incidencia se produjo en el Centro de
Control de la Recaudación (CENDAR) de la TGSS,
que promovió en 1994 un contrato por importe de 40
millones de pesetas, adjudicado mediante contratación
directa debido a que el concurso público que se había
preparado al efecto con anterioridad no llegó a convo-
carse por falta de asignación presupuestaria.

4. La deficiente planificación también queda
puesta de manifiesto por el permanente recurso por
parte de la TGSS a la formalización de los contratos a
final de cada ejercicio presupuestario, con recepciones
en los almacenes de las empresas proveedoras dentro
del mismo ejercicio en el caso de los contratos de sumi-
nistro, pero con ejecución real en ejercicios posterio-
res, y también por los frecuentes reajustes de anualida-
des, ampliaciones de plazo y prórrogas en los contratos
de consultoría y asistencia y de servicios, como se verá
con más detalle en el apartado 55 sobre «Análisis de la
contratación de la TGSS».

5.4.2 Análisis particularizado de los planes y proyec-
tos informáticos de la TGSS

En este apartado se analizan los planes y proyectos
informáticos desarrollados por la TGSS en el período
que abarca esta fiscalización especial. Estos planes y
proyectos de la TGSS se han desarrollado en el Centro
de Control de la Recaudación (CENDAR), en la Geren-
cia de Informática de la Seguridad Social y en el Cen-
tro Informático de los Servicios Centrales de la Tesore-
ría General de la Seguridad Social, analizándose en el
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con sus propios medios personales y materiales. Duran-
te el período objeto de esta fiscalización resultaron
adjudicatarias de estos contratos de grabación de datos
las empresas Seresco Asturiana S.A. (adjudicataria de
tres contratos de grabación de documentos TC-2
correspondientes a los años 1993,1995 y 1996 y 1997,
por un importe global 3.825,4 millones de pesetas) e
I.B.M. S.A. (adjudicataria de la grabación de los TC-2
de 1994, por importe de 1.119,4 millones de pesetas).
La ejecución de estos contratos ha dado lugar a diver-
sas incidencias que no han permitido que se cumplie-
sen suficientemente los objetivos previstos, entre las
cuales destacan los retrasos en la convocatoria de los
concursos de adjudicación, las demoras en la ejecución
de los contratos, el defectuoso cálculo del volumen de
documentos a grabar (lo que impidió que el contrato
correspondiente a 1997 abarcara la totalidad de docu-
mentos generados en el período) y el elevado porcenta-
je de errores en las grabaciones. Debe significarse ade-
más, que el contrato para la grabación de los TC-2
correspondientes a 1998 fue adjudicado, por 1.000
millones de pesetas, a la empresa BSB S.A.; la adjudi-
cación se produjo el 14 de abril de 1999 y, tras diversos
incumplimientos, la TGSS inició en noviembre del
mismo año el expediente de rescisión del contrato, que
en mayo de 2000 todavía no había sido resuelto. Final-
mente, en mayo de 2000 ha sido convocada la licita-
ción del concurso para la grabación de los documentos
TC-2 del año 1999, último de los concursos que el
CENDAR prevé convocar con este objeto, con un pre-
supuesto de 420 millones de pesetas, inferior al de ejer-
cicios anteriores que refleja el descenso del número de
documentos cumplimentados en soporte físico y evi-
dencia el incremento de los boletines de cotización que
se tramitan a través de los medios telemáticos del pro-
yecto RED, así como la mayor implantación de lectura
por OCR-ICR de los documentos TC-2 efectuada
directamente por el CENDAR.

Los restantes contratos vinculados a este proyecto
tuvieron por objeto el desarrollo y mantenimiento de
las aplicaciones de control de calidad y tratamiento de
los datos obtenidos con la grabación de los documentos
TC-2. En este caso se trata de contratos de actividad,
no ligados a la consecución de resultados definidos,
cuyo objeto fue la aportación de personal por parte de
las empresas adjudicatarias para suplir las carencias de
personal propio del CENDAR en las áreas funcionales
correspondientes. Las incidencias de estos contratos se
analizan más detenidamente en el siguiente epígrafe
5.5 sobre «Análisis de la contratación de la TGSS».

3. Proyecto de Remisión Electrónica de Docu-
mentos (proyecto RED): Este proyecto tiene por objeto
permitir la comunicación directa de datos relativos
tanto a la cotización (documentos TC-1 y TC-2) como
a la afiliación y altas, bajas y variaciones de trabajado-
res por medios telemáticos (intercambio electrónico de
datos vía telefónica) entre empresas, agrupaciones de

empresas y profesionales colegiados y la Tesorería
General de la Seguridad Social 50.

El uso del Sistema RED por parte de terceros
requiere estar autorizado por la T.G.S.S. Esta autoriza-
ción, en el ámbito del Régimen General y los Regíme-
nes Especiales de los Trabajadores del Mar, Artistas y
Profesionales Taurinos y Minería del Carbón, se conce-
de a empresas, agrupaciones de empresas y profesiona-
les colegiados (o sociedades de estos profesionales) y
demás personas que en el ejercicio de su actividad pro-
fesional deban presentar o confeccionar documenta-
ción relativa a cotización y afiliación de empresas
como representantes autorizados de éstas.

Uno de los principales objetivos de este proyecto es
disminuir el elevado número de errores que se producen
en la grabación de los datos de los documentos TC-2
por parte de las empresas adjudicatarias de los corres-
pondientes contratos que son causa de importantes
demoras en la disponibilidad de los datos sobre cotiza-
ción y recaudación.

Este proyecto, iniciado en 1994, ha alcanzado en la
actualidad un alto grado de implantación, lo que ha per-
mitido a la TGSS, como se ha señalado anteriormente,
disminuir de forma sustancial la utilización de empre-
sas de servicios para la grabación de los documentos
TC-2, con una reducción del gasto en su contratación
superior al 50 por 100, con la previsión de que el con-
trato de grabación de documentos TC-2 correspondien-
tes al ejercicio de 1999, que se prevé celebrar el año
2000, sea el último que se celebre con dicho objeto,
asumiendo el CENDAR, a partir de la conclusión de
dicho contrato, la grabación de los documentos TC-2
con sus propios medios.

4. Los proyectos de grabación e incorporación al
Fichero General de Afiliación de la TGSS de los datos
contenidos en los ficheros manuales de documentos de
vida laboral de los trabajadores por cuenta ajena, deno-
minados «Ficha-10», que reflejan los datos laborales
correspondientes al período comprendido entre el 1 de
mayo de 1944 y el 31 de diciembre de 1966, datos
situados en las Direcciones Provinciales de la TGSS,
así como de los datos contenidos en los ficheros
manuales de documentos de vida laboral de los trabaja-
dores por cuenta ajena del extinguido Mutualismo
laboral, denominados «Ficha 1-D-11», que reflejan
datos correspondientes al período comprendido entre el

50 El uso de medios electrónicos, informáticos y telemáticos en relación con
la inscripción de empresas, afiliación, altas y bajas de trabajadores, cotización y
recaudación encuentra su base legal en los artículos 45 y 46 de la Ley 30 /1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común, que ha sido desarrollado en este punto
mediante el Real Decreto 2317/1993, de 29 de diciembre, las Órdenes Ministeria-
les de 18 de enero de 1993 y de 17 de enero de 1994 y, especialmente, por la
Orden Ministerial de 3 de abril de 1995. También regulan esta materia el artículo
38 del Reglamento General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas,
bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad social, aprobado por
Real Decreto 85/1996, de 26 de enero, y la disposición adicional sexta del Real
Decreto 1637/1995, de 6 de octubre, modificado por el Real Decreto 2032/1998,
de 25 de septiembre.

inteligente de caracteres (OCR-ICR) y que este control
se produzca en el plazo más breve posible.

Los documentos de cotización TC-1 son enviados
por las Direcciones Provinciales de la Tesorería al Cen-
tro de Control de la Recaudación (CENDAR), que los
analiza informáticamente, corrigiendo sus deficiencias,
y lleva a cabo su lectura y captación de imágenes
mediante el sistema OCR-ICR.

En el marco de este control integrado de la recauda-
ción, el CENDAR ha desarrollado las aplicaciones y
procedimientos siguientes:

— Recepción centralizada de documentos de coti-
zación, almacenamiento y recuperación en archivo
robotizado.

— Aplicaciones de lectura de los documentos obje-
to de tratamiento, control de la calidad de ésta y video-
corrección de los que presenten deficiencias.

— Aplicaciones de almacenamiento, tratamiento y
recuperación de imágenes de los documentos TC1 y su
distribución a las unidades de gestión que lo requieran.

— Control de los sistemas de domiciliación en
cuenta y cobro por ventanilla de regímenes especiales,
como procedimiento de comunicación de ingresos
desde las entidades financieras.

— Captura de documentos en soporte magnético.
— Gestión de cuadre de documentos con los ingre-

sos en entidades financieras.
— Tratamiento mensual de recaudación de cuotas

y distribución, a través de comunicaciones telemáticas,
a las unidades de gestión afectadas.

— Emisión de deuda de cada uno de los regímenes
de la Seguridad Social.

— Transmisión de cobros, a través de comunica-
ciones telemáticas, con objeto de su consolidación en
las bases de datos corporativas.

En definitiva, este proyecto trata de reducir el tiem-
po medio de tratamiento de la documentación recauda-
toria, de forma que se sitúe en un máximo de veinticin-
co días, reducir el tiempo máximo para la emisión de
las reclamaciones de deuda y, consecuentemente, posi-
bilitar la reducción de morosidad mediante la rápida
reclamación de las deudas y, en su caso, inmediato ini-
cio de la vía ejecutiva.

Enmarcado en este objetivo de control integrado de
la recaudación, el CENDAR ha desarrollado el «Pro-
yecto de conexión con entidades financieras» (proyecto
CONEF) para facilitar la conexión mediante comuni-
caciones telemáticas entre el CENDAR y las entidades
financieras, estableciendo al efecto los medios físicos y
lógicos necesarios, de manera que la información de
ingresos se traslade de forma inmediata y permita eli-
minar las desventajas derivadas del tratamiento de
soportes magnéticos (recursos humanos dedicados a la
gestión de recepción y expedición de estos soportes,
mayores posibilidades de errores, etc.).

En la muestra de contratos fiscalizada figuran 17
contratos que responden al cumplimiento de este obje-
tivo de Control integrado de la recaudación, que han
representado un gasto de 1.897 millones de pesetas. La
totalidad de estos contratos fueron de asistencia técnica
que, en 13 de los casos fueron adjudicados por contra-
tación directa o procedimiento negociado por un total
de 599,6 millones de pesetas y en otros 4 casos por con-
curso por 2.816,3 millones de pesetas.

2. Control de grabación de documentos TC-2:
Este proyecto tiene por objeto el control de calidad de
la grabación de los documentos de cotización TC-2 y
TC-2/1 que presentan las empresas a la Seguridad
Social. La grabación de estos documentos es objeto
íntegramente de contratación por la TGSS con empre-
sas de servicios.

La comparación de los datos obtenidos mediante el
tratamiento sistemático de los documentos TC-1 y de
los documentos TC-2 permite al CENDAR la detec-
ción de impagos de aportaciones a la Seguridad Social,
lo que da lugar a las correspondientes reclamaciones
por parte de la Subdirección de Procedimientos Espe-
ciales.

Un aspecto primordial de este proyecto es el control
de calidad que realiza el CENDAR sobre los datos de
los TC-2 grabados por las empresas de servicios. Dicho
control ha puesto de manifiesto que aproximadamente
el 66 por 100 de los datos grabados por las empresas
adjudicatarias es rechazado por el CENDAR en la fase
de comprobación y devuelto a la empresa contratista
para su rectificación. Sin embargo, el sistema de con-
trol utilizado tolera hasta un 3 por 100 de documentos
con errores relevantes, por lo que, por debajo de dicho
margen de error, son introducidos sin rectificación en
las bases de datos del propio CENDAR, que al trasla-
darse a las bases de datos corporativas de la Gerencia
de Informática de la Seguridad Social (GISS) da lugar
posteriormente a deficiencias en la gestión de presta-
ciones por parte del INSS.

En la muestra de contratos figuran 12 contratos rela-
cionados con este proyecto, que representan un gasto
de 6.098 millones de pesetas. Entre estos contratos se
encuentran comprendidos los contratos vinculados al
Proyecto de Remisión Electrónica de Documentos
(RED), al que se refiere el apartado siguiente.

El cumplimiento de este objetivo del CENDAR, de
control de grabación de documentos de cotización, ha
dado lugar básicamente, a dos tipos de contratos de
consultoría y asistencia y de servicios: los que tienen
por objeto la grabación de los datos de los documentos
de cotización TC-2, y los celebrados para el tratamien-
to informático de esos datos de cotización de los traba-
jadores previamente grabados.

Los contratos de grabación de datos, han sido con-
tratos de resultado, en los que las empresas adjudicata-
rias debían proceder a la grabación de los boletines de
cotización correspondientes a un período determinado
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las nuevas altas iniciales en el sistema de la Seguridad
Social, en todo el territorio nacional».

Se dispuso, asimismo, que a partir de dicho ejerci-
cio de 1996 se pondrían en funcionamiento terminales
automáticos de información y gestión (TAIG), a través
de los cuales y mediante la utilización de la tarjeta indi-
vidual, los interesados podrían realizar, progresivamen-
te y entre otras, las siguientes operaciones:

a) Obtener información general sobre: Normativa
vigente de Seguridad Social, requisitos y trámites para
el acceso a sus prestaciones, organismos de la Seguri-
dad Social y dirección de los mismos.

b) Obtener información personalizada sobre datos
de afiliación e historia laboral con períodos en alta y
demás características de cotización.

c) Obtener certificados de pensiones y de reten-
ciones a cuenta del Impuesto sobre la Renta de las Per-
sonas Físicas.

d) Realizar gestiones como comunicación de
cambios de domicilio, modificación de la entidad
financiera a través de la que se desea percibir las pres-
taciones, acreditaciones de vivencia o presencia y, en
general, todas aquellas que no requieran la presencia
física de los interesados en las oficinas de la Seguridad
Social.

e) Solicitar prestaciones económicas gestionadas
por el Instituto Nacional de la Seguridad Social y el
Instituto Social de la Marina.

No obstante todo lo anterior, lo cierto es que el
desarrollo del proyecto ha experimentado diversas
incidencias en su implantación y operatividad, por
falta de coordinación en la disponibilidad de los dife-
rentes elementos necesarios para su funcionamiento y,
sobre todo, por la falta de mantenimiento inicial de los
equipos instalados. De acuerdo con la documentación
examinada por este Tribunal, referida a la fecha de
finalización del período fiscalizado (30 de junio de
1998), resulta que un 42,5 por 100 de los equipos
TAIG instalados han tenido algún tipo de avería, cifra
que tiende a aumentar, provocando que su uso dismi-
nuya. La falta de un contrato de mantenimiento de los
equipos del Proyecto TASS, una vez concluido el perí-
odo de garantía, pone de manifiesto una deficiente ges-
tión de los recursos y una evidente falta de planifica-
ción. No obstante, debe significarse que en la fecha de
aprobación del presente Informe, el mantenimiento de
los equipos del proyecto TASS está incluido en los
contratos generales de mantenimiento del hardware de
la TGSS.

En todo caso, debe destacarse que en el desarrollo
de este proyecto participara el Servicio Andaluz de
Salud (SAS), dependiente de la Consejería de Salud de
la Junta de Andalucía, y no lo hiciera el Instituto Nacio-
nal de la Salud (INSALUD). En efecto, en las mismas
fechas de desarrollo del Proyecto TASS, el INSALUD

ha desarrollado los proyectos de Tarjeta Sanitaria Indi-
vidual (TSI) y de Terminales Autónomos de Identifica-
ción de Recetas (TAIR), que se analizan en el epígrafe
2.4.2. de esta misma sección del Informe dedicado a la
contratación del INSALUD. El INSALUD destinó
importantes recursos económicos a estos proyectos (el
proyecto TAIR sobrepasó en 1997 y 1998 los 5.000
millones de pesetas) y tenían como objeto la realiza-
ción de funciones de información y gestión similares.
Esto resulta particularmente significativo respecto de
las utilidades del proyecto TASS previstas para su utili-
zación por el Servicio Andaluz de Salud (SAS), entre
las que destacan las de identificación de pacientes, la
emisión de partes de incapacidad laboral transitoria,
emisión de recetas, solicitud de cita previa y gestión de
historiales clínicos, utilidades que coinciden con las
desarrolladas o previstas en el marco del proyecto
TAIR del INSALUD.

Todo ello pone de manifiesto, a juicio de este Tri-
bunal una grave falta de coordinación en materia
informática entre las Entidades de la Seguridad
Social, con incumplimiento por la Gerencia de Infor-
mática de la Seguridad Social de sus funciones ten-
dentes a garantizar la homogeneidad y compatibilidad
de las soluciones informáticas adoptadas por cada una
de aquéllas. Esta grave deficiencia es también imputa-
ble a las propias Entidades al incumplir su obligación
de someter los planes y proyectos informáticos para
su informe a la GISS y a los restantes órganos cole-
giados con competencias en la materia (Comisiones
Ministeriales de Informática y Comisión Interministe-
rial de Adquisición de Bienes y Servicios Informáti-
cos). Al respecto cabe añadir que la Comisión Inter-
ministerial de Adquisición de Bienes y Servicios
Informáticos, al informar sobre los contratos iniciales
de este proyecto no pudo informar sobre el proyecto
TASS en su conjunto por carecer de la documentación
necesaria para ello.

La situación del proyecto TASS, en mayo de 2000,
es de implantación en Andalucía, pero aún no comple-
tada en las provincias de Cádiz, Huelva y Sevilla. Aun-
que en las previsiones iniciales se preveía su extensión
inmediata a otras provincias de Castilla-La Mancha y
de Castilla-León, hasta el momento no se ha producido
ninguna actuación en ese sentido, habiéndose incum-
plido las previsiones de extensión a la totalidad del
territorio nacional contenidas en la citada Resolución
de 17 de enero de 1996 de la Secretaría General de la
Seguridad Social.

En la muestra fiscalizada figuran 11 contratos vin-
culados al proyecto TASS, que han supuesto un gasto
de 5.585 millones de pesetas, sin tener en cuenta el
gasto imputable a este proyecto derivado de contratos
de apoyo técnico y mantenimiento que dieron soporte
también a otros proyectos.

7. Proyecto de automatización de imágenes de
documentación administrativa (proyecto AIDA): Este

1 de julio de 1949 y el 31 de diciembre de 1971, han
sido ejecutados en los años 1995, 1996 y 1997. En la
muestra de contratos fiscalizada figuran 2 expedientes
de contratación vinculados con este proyecto que han
representado un gasto total de 1.387,8 millones de
pesetas. En su ejecución ambos han experimentado
demoras que dieron lugar, en uno de ellos, a una modi-
ficación contractual con incremento del plazo de ejecu-
ción y reajuste de anualidades.

Simultáneamente al inicio de la ejecución de este
proyecto, como actuación complementaria, la TGSS
celebró el 30 de junio de 1995 un contrato de asisten-
cia técnica administrativa para el tratamiento de los
documentos (expediente 3.506/1995) que fue adjudi-
cado, en 368,5 millones de pesetas, por procedimien-
to negociado sin publicidad al amparo del artículo
211.c de la LCAP, que contempla los casos de impe-
riosa urgencia resultante de acontecimientos imprevi-
sibles para el órgano de contratación. Este contrato,
que tenía un plazo inicial de ejecución de 6 meses, fue
sucesivamente objeto de tres prórrogas con lo que su
ejecución se prolongó hasta febrero de 1997, alcan-
zando un gasto total de 893, 3 millones de pesetas.
Todo ello pone de manifiesto un importante grado de
imprevisión respecto de aspectos complementarios
del proyecto que absorbieron una partida de gasto tan
importante, tanto en términos absolutos (893,3 millo-
nes de pesetas), como en proporción (64,36. por 100)
con el gasto que representaron los contratos princi-
pales.

5. El control de vivencia de pensionistas (proyec-
to COVIP) es otro de los objetivos de lectura de datos
con la tecnología de reconocimiento óptico de caracte-
res (OCR) y consiste en la lectura mediante OCR y
posterior tratamiento de la información recogida de los
documentos, en cifra estimada por la TGSS superior a
los 6,8 millones de documentos anuales, mediante los
que se acredita la vivencia de los perceptores de pen-
siones. En la muestra de contratos fiscalizada no existe
ningún contrato dirigido específicamente a la ejecución
de este proyecto, que ha sido asumido por el personal
propio del CENDAR, si bien la carga de trabajo que
representa ha sido un factor tenido en cuenta tanto en
las solicitudes de ampliación de la relación de puestos
de trabajo del CENDAR como en la justificación de la
necesidad de contratación de personal externo aportado
por empresas de servicios para dar cobertura a otros
proyectos.

6. El proyecto de Tarjeta de la Seguridad Social
(proyecto TASS) tiene por objeto dotar a los beneficia-
rios de la Seguridad Social de un sistema de identifica-
ción individual en soporte magnético.

La Secretaría General de la Seguridad Social regu-
ló, mediante resolución de 22 de diciembre de 1993, la
sustitución del documento de afiliación por la tarjeta de
la Seguridad Social, cuya expedición, en favor de cada

afiliado, pensionista y cualquier otro beneficiario, se
encomendó a la TGSS.

Los organismos promotores de esta iniciativa son el
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y el Servicio
Andaluz de Salud, dependiente de la Consejería de
Salud de la Junta de Andalucía. La tarjeta se puede uti-
lizar en todas las oficinas del Instituto Nacional de la
Seguridad Social (INSS), del Instituto Nacional de
Empleo (INEM), del Instituto Social de la Marina
(ISM) y del Servicio Andaluz de la Salud (SAS).

Sus objetivos son los siguientes:

— Proporcionar un documento manejable y dura-
dero.

— Individualizar el documento de acreditación
para cada afiliado, pensionista o beneficiario.

— Facilitar el acceso a información personal con-
tenida en las bases de datos de la Seguridad Social.

— Facilitar el control sobre la incapacidad tempo-
ral y otras prestaciones.

— Agilizar la gestión administrativa.

La nueva tarjeta permite la incorporación y gestión
individualizada de datos de diferentes organismos y
dispone de un sistema muy complejo de seguridad
basado en técnicas de reconocimiento biométrico
(reconocimiento de la huella dactilar), que garantiza la
confidencialidad de los datos personales.

El equipamiento necesario para la implantación de
la tarjeta de Seguridad Social, además de las corres-
pondientes aplicaciones informáticas, está constituido
por los siguientes elementos: a) Tarjeta inteligente,
con microchip incorporado, fabricada por la Fabrica
Nacional de Moneda y Timbre, b) Terminal automáti-
co de información y gestión (TAIG), c) Ordenadores
Personales de Apoyo, para cada oficina en la que esté
implantado el sistema, d) Lectores/Grabadores de tar-
jetas, e) Visualizadores de datos de la tarjeta, f) Dis-
positivo de identificación basado en la captura de
datos biométricos y g) Redes locales de equipos sani-
tarios.

En un primer momento esta iniciativa, tras una
experiencia piloto en la provincia de Córdoba, se puso
en marcha sólo en la Comunidad Autónoma de Anda-
lucía, como paso previo a su extensión al resto de
España.

En la Resolución de 17 de enero de 1996, de la
Secretaría General de la Seguridad Social, se dispuso
que, «una vez que se han experimentado sus múltiples
aplicaciones, se está ya en condiciones de proceder a
su distribución en todo el territorio nacional», durante
el año 1996, el nuevo documento de afiliación a la
Seguridad Social, la tarjeta individual (TASS) «se
expedirá para todos los afiliados, pensionistas y benefi-
ciarios, en el territorio de las Comunidades Autónomas
con las que se hayan suscrito acuerdos al efecto y, para
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— Seguimiento de Indicadores y Objetivos del Sis-

tema de la Seguridad Social.

La Gerencia de Informática de la Seguridad Social,
como responsable de los accesos a las reseñadas bases
de datos, mantiene la red de comunicaciones de datos
de la seguridad Social, denominada SILNET, y el siste-
ma de control de accesos, denominado SILCON.

Otras competencias atribuidas a la GISS son: a) el
apoyo a todas las aplicaciones actuales y nuevos pro-
yectos de las Entidades Gestoras y Tesorería General
de la Seguridad Social derivados o relacionados con los
sistemas básicos de información soportados por la
GISS, teniendo en cuenta que las principales aplicacio-
nes de las distintas Entidades de la Seguridad Social
nutren y utilizan la información contenida en las bases
de datos residentes en la GISS; b) el estudio, diseño,
análisis y prueba de aplicaciones de interés común para
las Entidades de la Seguridad Social y; c) la coordina-
ción del plan de adquisiciones de material informático
de las Entidades de la Seguridad Social, para la homo-
geneización del hardware y software utilizado por
todas ellas.

Todo ello configura el marco en el que se inscribe
la actividad de la Gerencia de Informática de la Segu-
ridad Social, los proyectos informáticos que desarrolla
y, en consecuencia, la actividad contractual por ella
generada.

Al igual que sucede en el caso del CENDAR, tam-
poco en la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social (GISS) cabe hablar estrictamente de contrata-
ción vinculada a planes y proyectos determinados,
generalmente insuficientemente definidos en cuanto a
sus presupuestos, previsiones de contratación y plazos
de ejecución, y , en mayor medida, debe hablarse de
contratos celebrados en ejecución de las competencias
genéricas de la GISS, sin especial vinculación con pla-
nes y proyectos determinados. Esto es particularmente
relevante respecto de los contratos de asistencia técnica
mediante los cuales la GISS ha solucionado sus caren-
cias de personal propio.

Debe tenerse en cuenta, además, que gran parte de
los recursos presupuestarios de la GISS, superior al 70
por 100, es consumida en actuaciones, con repercusión
en la contratación administrativa, de mantenimiento y
actualización de los equipos informáticos, de su soft-
ware de base y de las aplicaciones informáticas y bases
de datos que son responsabilidad de la Gerencia, inclu-
yendo las adaptaciones exigidas por cambios normati-
vos. En definitiva, cabe señalar que la mayor parte de
la contratación no se vincula específicamente con pro-
yectos o planes concretos sino que se vincula de forma
genérica con las tareas encomendadas a cada una de las
áreas funcionales de la GISS, sin perjuicio de que los
planes de acción anuales contemplen multitud de obje-
tivos concretos que configuran la carga de trabajo de
cada área y justifiquen la contratación con empresas de

servicios que aportan los trabajadores que, junto con el
personal funcionario y laboral al servicio de la GISS,
desarrollan esos proyectos.

Los principales planes y proyectos informáticos
desarrollados por la Gerencia en el período que com-
prende esta Fiscalización Especial respecto de los que
es posible establecer una vinculación con la contrata-
ción celebrada por la TGSS promovida por la Gerencia
de Informática de la Seguridad son los siguientes:

1. Proyecto de Integración de puestos ofimáticos
y terminales en ordenadores personales multifunciona-
les conectados en red (proyecto SILUETA): Este pro-
yecto pretende dar solución a las necesidades plantea-
das por los centros de gestión de las Entidades Gestoras
y la Tesorería General de la Seguridad Social mediante
una solución integral de comunicaciones y equipamien-
to ofimático que a la vez que moderniza, mejora y fle-
xibiliza las posibilidades del equipamiento, permite
desarrollar soluciones de trabajo cooperativo, poten-
ciando especialmente las comunicaciones mediante la
interconexión de los centros de trabajo.

Los fundamentos del proyecto son los siguientes:

a) Reducción de costes operativos mediante la
sustitución de terminales por PC’s de bajo coste, sus-
ceptibles de ser utilizados como terminales y como
puestos de trabajo autónomos, y compartiendo recur-
sos aprovechando las economías de escala por el uso
de licencias corporativas del software.

b) Estandarización del puesto de trabajo y del
software ofimático con el objetivo de mejorar la pro-
ductividad y el rendimiento, facilitando la adaptación
de los funcionarios al incorporarse a nuevos puestos de
trabajo.

c) Aumento de la seguridad en los datos, adaptan-
do los medios técnicos utilizados a lo dispuesto en la
Ley Orgánica de regulación del tratamiento automati-
zado de datos de carácter personal.

d) Mejora del servicio de apoyo técnico a las uni-
dades de gestión, incrementando la rapidez en las
actualizaciones de software, rápida respuesta a las inci-
dencias mediante los propios sistemas de comunica-
ción telemática.

El proyecto SILUETA se inició en 1993 y estaba
prevista su finalización a final de 1999. Las inversiones
previstas para la totalidad del proyecto se estimaron en
10.000 millones de pesetas, a las que habría que sumar
un gasto de mantenimiento, a partir del año 2000, de
100 millones de pesetas anuales.

Al proyecto SILUETA corresponden 22 de los con-
tratos incluidos en la muestra fiscalizada, de los que 20
fueron de suministro y 2 de consultoría, asistencia y
servicios. El gasto total que representan esos 22 contra-
tos asciende a 5.685 millones de pesetas.

proyecto tuvo como objetivo dotar a las distintas Direc-
ciones Provinciales de la Tesorería General de la Segu-
ridad Social de los medios adecuados para el almace-
namiento y recuperación de imágenes de documentos
en disco óptico.

El proyecto piloto, denominado proyecto IMAGEN,
consistió en la implantación de un sistema de las cita-
das características en la Dirección Provincial de Mála-
ga, a cuyo efecto se celebró, en 1994 un contrato de
suministro (expediente C.D.3237/94) con la empresa
Hewlett Packard Española S.A., por importe de 40
millones de pesetas.

En relación con este proyecto la Inspección de Ser-
vicios de la TGSS emitió dos informes, el primero de
16 de mayo de 1995, referido a la propuesta de contra-
tación necesaria para llevar a cabo el proyecto piloto, y
el segundo, de 26 de febrero de 1996, en el que se ana-
lizaban los resultados de la implantación del sistema en
la Dirección Provincial de Málaga. En estos informes
la Inspección ponía de manifiesto la inicial ausencia de
objetivos claros basados en el minucioso estudio de las
necesidades que se pretendían satisfacer y de las técni-
cas propuestas para incrementar la productividad en la
gestión. También evidenció la Inspección de Servicios
la ausencia de estudios previos suficientes sobre el
entorno en el que se iba a desarrollar el proyecto piloto
y sobre los mecanismos de control que deberían esta-
blecerse para poder extraer criterios útiles para poste-
riores implantaciones del sistema en otras unidades de
la TGSS. En cuanto a los resultados del proyecto pilo-
to, que se ejecutó a lo largo de 1995, la Inspección de
Servicios concluyó que «la falta de una correcta plani-
ficación desde el principio del proyecto, con una ausen-
cia clara del objetivo que se pretende conseguir y sin
un estudio previo de los problemas que se pretenden
solucionar, agravada por una falta de dirección y con-
trol de las tareas a realizar por la Dirección Provincial
y la casa suministradora, ha limitado extraordinaria-
mente los resultados, que han consistido en la introduc-
ción de una pequeña muestra de los documentos del
archivo de inscripción y afiliación, realizada esta tarea
por la propia empresa y cuya valoración por su escaso
tamaño no permite sacar unas conclusiones respecto de
la viabilidad del sistema».

Debe señalarse que la propuesta de contratación
había tenido lugar en septiembre de 1994, tramitándose
el expediente por el procedimiento de urgencia, sin que
quedara justificada la urgencia en el expediente. De
acuerdo con lo establecido en el contrato, el sistema
debería quedar instalado dentro del ejercicio de 1994;
sin embargo el contrato se formalizó el 29 de diciem-
bre de 1994, mismo día de su adjudicación. En el con-
trato se estipuló que la entrega e instalación del mate-
rial se llevaría a efecto en el lugar indicado por la TGSS
antes del 30 de diciembre de 1994. Sin embargo, la
recepción del material se produjo en los almacenes de
la empresa adjudicataria y su entrega e instalación en la

Dirección Provincial de Málaga no tuvo lugar hasta el
mes de abril de 1995. Todas estas circunstancias ponen
de manifiesto, aparte de lo que se manifiesta en otros
apartados de este Informe sobre la práctica irregular de
recibir los suministros en los almacenes de las empre-
sas, que la pretendida urgencia no tenía otro objeto que
la imputación del gasto al presupuesto de 1994, cuan-
do, al tratarse de un proyecto piloto de cuyo resultado
dependían futuras inversiones y el buen funcionamien-
to de la organización, a juicio de este Tribunal, resulta-
ba más aconsejable extremar el cuidadoso análisis de
las necesidades y de los posibles medios para satisfa-
cerlas.

Debe señalarse a este respecto que el proyecto
AIDA fue suspendido como consecuencia de los resul-
tados y análisis de costes de la experiencia piloto en
Málaga, sin que hasta la fecha en que se redactó el pre-
sente Informe de Fiscalización se hayan producido nue-
vas actuaciones para su continuación. En la Dirección
Provincial de la TGSS en Málaga, el sistema sigue en
funcionamiento con el mismo equipamiento inicial,
salvo algunas actualizaciones.

5.4.2.2 Planes y proyectos de la gerencia de informá-
tica de la seguridad social (GISS).

La Gerencia de Informática de la Seguridad Social
(GISS) mantiene dos grandes sistemas de información:
el Sistema de Información Laboral (SIL) y el Sistema
de Aplicaciones Económicas e Internas.

El Sistema de Información Laboral (SIL) está inte-
grado por una única base de datos, que soporta una
media de dos millones de accesos diarios realizados a
través de los treinta mil terminales distribuidos por las
distintas unidades de la Seguridad Social que utilizan
el sistema (INSS, ISM y TGSS, especialmente), y un
conjunto de aplicaciones que permiten el tratamiento y
utilización de los datos contenidos en esa base de datos.
Las principales aplicaciones integradas en el Sistema
de Información Laboral son:

— Aplicaciones de Afiliación de Trabajadores e
Inscripción de Empresas (SILTGA).

— Aplicaciones de Cotización y Recaudación
(SILTGR).

— Aplicaciones de Prestaciones Económicas de la
Seguridad Social.

El Sistema de Información de Aplicaciones Econó-
micas e Internas, esta compuesto de las siguientes apli-
caciones:

— Presupuestos por Programas de la Seguridad
Social (SIPRESS).

— Sistema Integrado de Contabilidad de la Seguri-
dad Social (SICOSS).

— Sistema de Información y Gestión de Personal
de la Seguridad Social (SIP).
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En la actualidad esta aplicación está en plena explo-

tación, habiéndose incorporado nuevas utilidades rela-
cionadas con la gestión de las Mutuas.

5.4.2.3 Planes y proyectos del Centro Informático de
los Servicios Centrales de la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social

El Centro Informático de los Servicios Centrales de
la Tesorería General de la Seguridad Social, que desde
1998 es una unidad de la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social, realiza funciones relativas al equipa-
miento microinformático de los Servicios Centrales de
la TGSS, de atención a los usuarios también de estos
Servicios Centrales, de mantenimiento de las comuni-
caciones y redes y de análisis, desarrollo, explotación y
mantenimiento de aplicaciones informáticas propias,
utilizadas en los Servicios Centrales y, en menor medi-
da, en las Direcciones Provinciales de la TGSS.

Todo ese conjunto de funciones configuran el marco
dentro del cual el Centro de Informática establece sus
objetivos y define su plan de acción, sin que, en general,
pueda hablarse de una contratación vinculada a planes o
proyectos determinados, que no existieron como tales.

Los contratos de la muestra fiscalizada promovidos
por el Centro de Informática han tenido como finalidad
el equipamiento informático del propio Centro y sobre
todo, la contratación de asistencia técnica para solven-

tar las carencias de personal del Centro de Informática
en relación con su carga de trabajo. Únicamente uno de
estos contratos de consultoría y asistencia y de servi-
cios, adjudicado en 42 millones de pesetas, tuvo por
objeto la consecución de un resultado definido, la
migración de las aplicaciones de la extinguida MUN-
PAL a los lenguajes de programación utilizados en el
Centro de Informática a efectos de integración de las
bases de datos.

5.5 Análisis de la contratación de la TGSS

La muestra de la contratación de la TGSS, objeto
de esta Fiscalización Especial, está constituida por
296 expedientes (64 por 100 de los 462 contratos que
integran la totalidad de la muestra), con un gasto 
de 61.771,6 millones de pesetas. La distribución de
los contratos se refleja en el cuadro número 47, que
muestra la distribución de los 296 expedientes por
ejercicios presupuestarios, tipos de contratos y for-
mas de adjudicación, y en los cuadros 48, 49 y 50, en
los que se efectúa, separadamente, el desglose por
ejercicios presupuestarios, tipos de contratos y for-
mas de adjudicación, respectivamente. La totalidad
de estos datos se refieren exclusivamente a los expe-
dientes de contratación incluidos en la muestra fisca-
lizada y no al gasto total de contenido informático de
la TGSS.

En el cuadro número 48 y en el gráfico número 26
se muestra la distribución de los contratos de la mues-
tra por ejercicios presupuestarios destacando que el
mayor volumen de gasto se produce en 1995 (31,02 por
100), lo que contrasta con el gasto muy inferior corres-
pondiente a 1996 (25,61 por 100) y sobre todo con el
correspondiente a 1997 (16,72 por 100), prácticamente
la mitad del gasto de 1995, reducción que no es con-
gruente con la evolución al alza de los recursos presu-
puestarios destinados a los gastos de naturaleza infor-
mática. Esta circunstancia revela que una mayor parte
del gasto ha pasado a instrumentarse mediante contra-

tos de cuantía inferior a 25 millones de pesetas (cuantía
establecida para la selección de la muestra de esta Fis-
calización Especial) y pone de manifiesto una tenden-
cia al fraccionamiento del gasto que además de vulne-
rar la prohibición de fraccionamiento del objeto de los
contratos establecida por el artículo 69 de la LCAP,
resulta contraria al principio de economía y, también, a
los de publicidad y concurrencia que deben regir la
contratación administrativa. Hay que significar que de
acuerdo con el ámbito temporal de esta Fiscalización
los datos de 1998 se refieren exclusivamente al primer
semestre del año.

En la ejecución de estos contratos se han producido
incidencias motivadas por la falta de coordinación en la
contratación y por retrasos en la ejecución de otros con-
tratos de los que eran complementarios, como se pone
de manifiesto de forma detallada en el siguiente epígra-
fe 6.5 sobre «Análisis de la contratación de la TGSS».

El proyecto SILUETA ha quedado prácticamente
finalizado en el primer trimestre de 2000, si bien la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social (GISS)
ha puesto en marcha un plan de renovación para ade-
cuar los equipamientos del proyecto SILUETA a la
evolución tecnológica que se ha producido durante el
período de implantación (1995-2000), que contempla
nuevas actuaciones durante los años 2000 y 2001.

2. Proyecto de Control integral de accesos a la
totalidad del sistema informático (proyecto SILCON):
La finalidad de este proyecto es la protección del siste-
ma de información de la Seguridad Social respecto de
los accesos realizados por sus usuarios finales, de modo
que la información esté disponible únicamente para las
personas autorizadas y en las condiciones establecidas.
Como complemento, se registran todos los accesos al
sistema, al objeto de su control y auditoría.

En la muestra de contratos fiscalizada figura, con
vinculación directa a este proyecto, 1 contrato, adjudi-
cado en 1996, que supuso un gasto de 71,1 millones de
pesetas, con el objeto de desarrollar una segunda ver-
sión del sistema de confidencialidad. Esta segunda ver-
sión, una vez realizadas las pruebas correspondientes y
efectuada la necesaria formación de usuarios, ha empe-
zado a utilizarse en el año 2000.

3. Copia de la base de datos del Sistema de Infor-
mación Laboral (SIL), accesible para consultas masi-
vas formuladas en base a las características de cual-
quier conjunto de datos (proyectos Q y Q+): Este
proyecto surge de la necesidad de dar respuesta rápida
a consultas no previstas dentro del Sistema de Informa-
ción Laboral.

El sistema se basa en la duplicación de las bases de
datos del sistema de información laboral en un sistema
informático independiente, y en un programa de ges-
tión de la base de datos mediante la ejecución de con-
sultas predefinidas, modificables por el usuario (pro-
yecto Q) y la elaboración de las consultas directamente
por el usuario (proyecto Q+).

En la muestra de contratos fiscalizada figuran dos
contratos vinculados con este proyecto, celebrados en
1995 y 1997, respectivamente, con un importe conjun-
to de adjudicación de 953,8 millones de pesetas, adju-
dicados a la empresa Siemens Nixdorf S.A. El primero
fue adjudicado en 600 millones de pesetas mediante
concurso; el segundo fue adjudicado mediante procedi-
miento negociado al amparo del artículo 183.e de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, por
tratarse de entregas complementarias que habilitan este
tipo de adjudicación cuando el cambio de suministra-
dor obligara a la Administración a adquirir un material

técnico diferente que suponga incompatibilidad o difi-
cultades técnicas desproporcionadas en las condiciones
de su utilización o mantenimiento.

La situación de este proyecto en mayo de 2000 era
de explotación y mantenimiento, habiéndose contabili-
zado, durante 1999, 9.601 consultas, de las que 4.363
correspondieron a la propia GISS y el resto a consultas
formuladas por personal directivo de las Entidades de
la Seguridad Social.

4. Sistema integrado de Contabilidad de la Seguri-
dad Social (proyecto SICOSS): La finalidad de este sis-
tema informático contable es: la llevanza de la contabi-
lidad patrimonial y financiera de cada uno de los
centros contables de la Seguridad Social, y de la conta-
bilidad consolidada o agregada a superiores niveles
orgánicos, el seguimiento del presupuesto de gastos, en
todas sus fases de ejecución, el seguimiento del presu-
puesto de ingresos, incluyendo previsiones iniciales y
actualizadas y grado de realización de las mismas, con-
trol de terceros acreedores, control de ingresos por ope-
raciones no presupuestarias, confección automática de
los instrumentos de pago en las Tesorerías, realización
de las operaciones de apertura y cierre del ejercicio
contable, elaboración de documentación contable que
ha de rendirse por la Seguridad Social al Tribunal de
Cuentas y la obtención de información relativa a la
Cuenta General del Sistema de la Seguridad Social,
Cuentas Consolidadas de las Entidades Gestoras y
Tesorería General, Cuentas de las Entidades Gestoras y
Tesorería General, Cuentas agregadas de las Mutuas de
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales y
Cuentas de las Mutuas de Accidentes de Trabajo y
Enfermedades Profesionales.

El SICOSS se encuentra en constante desarrollo,
impulsado por la Intervención General de la Seguridad
Social. En la muestra de contratos fiscalizada figuran
12 contratos, por un importe global de 3.168.5 millo-
nes de pesetas, vinculados a este proyecto.

5. Sistema de información presupuestaria de la
Seguridad Social (proyecto SIPRESS): El SIPRESS es
un sistema de información complementario del Siste-
ma de información contable de la Seguridad Social
(SICOSS), dirigido a la elaboración del presupuesto de
gastos, recursos e indicadores del sistema que incluye a
las Entidades Gestoras (INSS, INSALUD, IMSERSO,
ISM), a la Tesorería General de la Seguridad Social, y a
las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades
Profesionales de la Seguridad Social. Permite también
el seguimiento del Presupuesto de Ingresos de las
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Pro-
fesionales, el seguimiento de la ejecución del presu-
puesto de gastos de las Entidades Gestoras, Tesorería
General y Mutuas y el seguimiento de indicadores y
objetivos y elaboración de estadísticas.

En la muestra de contratos fiscalizada figuran 5 con-
tratos vinculados con este proyecto, que representaron
un gasto de 245 millones de pesetas.



B
O

E
n

ú
m

.1
5

V
iern

es
1

7
en

ero
2

0
0

3
2

3
6

7

El cuadro número 50 y los gráficos números 28 y 29
muestran la distribución de los contratos de la TGSS
incluidos en la muestra atendiendo a las formas de
adjudicación utilizadas. El concurso, que es, de acuer-
do con los artículos 76, 181 y 209 de la LCAP, el pro-
cedimiento normal de adjudicación de los contratos de
suministro y de los contratos de consultoría y asistencia
y de servicios, se ha utilizado en tan sólo el 22,30 por
100 de los expedientes, representando, sin embargo, 
el 63,68 por 100 del gasto. En cambio, el 71,28 por 100
de los contratos, que supusieron el 34,07 por 100 del
gasto de la TGSS fiscalizado, se adjudicaron mediante

los procedimientos de contratación directa (contratos
de la muestra sujetos a la Ley de Contratos del Estado
de 1965) o procedimiento negociado (contratos de la
muestra sujetos a la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas de 1995). Conviene señalar, no obs-
tante, que en una parte considerable de estos contratos
(en 92 de los 211 expedientes analizados), la elección
del procedimiento para su adjudicación directa se fun-
damentó (sin perjuicio de lo que más adelante se dirá al
analizar los contratos de consultoría y asistencia y de
servicios y los de suministro celebrados por la TGSS)
en que su objeto era la adquisición de bienes o servi-

El cuadro 49 y el gráfico 27, que reflejan la distribu-
ción de los contratos de la muestra por tipos de contra-
tos, ponen de manifiesto que la TGSS, no obstante rea-
lizar directamente gran parte de las adquisiciones de
equipos informáticos que requirieron no solo la TGSS
sino las demás Entidades Gestoras de la Seguridad
Social, como por ejemplo los correspondientes al pro-
yecto SILUETA o TASS, ha destinado la mayor parte
del gasto (56,6 por 100) a contratos de consultoría y

asistencia y de servicios. Ello es consecuencia de que
mediante estos contratos se han realizado las contrata-
ciones de personal necesarias para cubrir las deficien-
cias estructurales de personal de la Gerencia de Infor-
mática de la Seguridad Social (GISS), del Centro de
Control de la Recaudación de la TGSS (CENDAR) y,
en menor medida, del Centro de Informática de los Ser-
vicios Centrales de la TGSS, cuestión que es analizada
en este informe en el epígrafe 5.5.2 siguiente.
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5.5.1 Contratos de obras de la TGSS

Ninguno de los contratos integrantes de la muestra
de contratos analizada en esta Fiscalización especial
corresponde a obras, con contenido informático, reali-
zadas por la TGSS.

5.5.2 Contratos de consultoría y asistencia y de
servicios de la TGSS

La muestra de este tipo de contratos está formada
por 161 expedientes de contratación de consultoría y
asistencia y de servicios, con un gasto de 34.963 millo-
nes de pesetas, y representa el 56,60 por 100 del gasto
total generado por los contratos de la muestra celebra-
dos por la Tesorería General de la Seguridad Social.

A continuación se analizan las principales deficien-
cias puestas de manifiesto en el examen de estos 161
expedientes de contratación, tratando en primer lugar
de los expedientes cuya licitación fue declarada desier-

ta para tratar seguidamente aquellos que llegaron a su
extinción por cumplimiento.

5.5.2.1 Expedientes de contratación cuya convoca-
toria fue declarada desierta

En la muestra fiscalizada figura sólo un expediente
cuya convocatoria fue declarada desierta en su totali-
dad. Se trata del Concurso Público 2403/96 para la con-
tratación del «Servicio de apoyo técnico para la clasifi-
cación, análisis y tratamiento de la gestión de las
solicitudes de la tarjeta de la Seguridad Social», inte-
grante del proyecto TASS, con un presupuesto de con-
tratación de 350,6 millones de pesetas. Este concurso
fue declarado desierto por la imposibilidad de efectuar
la valoración de las ofertas presentadas por los licitado-
res en función de los criterios establecidos en el Pliego
de prescripciones técnicas, debido, en parte, a la inade-
cuación de los Pliegos a la entonces nueva Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas y, en particular,

cios incluidos, previa realización de concursos de
determinación de tipo, en el catálogo del Servicio Cen-
tral de Suministros de la Dirección General de Patri-
monio del entonces Ministerio de Economía y Hacien-
da (en la actualidad, Ministerio de Hacienda). También
resultaron frecuentes los casos de contratación directa
o procedimiento negociado motivada en la existencia
de un único proveedor o en entregas complementarias
de otras anteriores, que son demostrativas del alto
grado de vinculación y cautividad de la TGSS en rela-
ción con determinadas empresas que se produce en la

contratación informática como más adelante se verá en
detalle.

Finalmente, del análisis de los contratos celebra-
dos por la TGSS, en función de sus adjudicatarios, se
desprende que una sola empresa (IBM S.A.) ha resul-
tado adjudicataria del 16,47 por 100 del importe total
contratado, y que 3 empresas han absorbido el 30,97
por 100 del gasto instrumentado a través de la contra-
tación incluida en la muestra fiscalizada. En el cuadro
número 51 y en el gráfico 30 se refleja la distribución
de las adjudicaciones.
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mantenimiento, arrendamiento y programas, aprobado
por Real Decreto 2572/1973, de 5 de octubre.

2. En 4 contratos (expedientes CD 4516/94,
CD88/93G, CD83/93G y CD81/93G) la ejecución del
contrato se inició antes de su formalización, práctica
prohibida por el artículo 41 de la entonces vigente Ley
de Contratos del Estado, excepto en los casos de expe-
dientes de tramitación urgente o de emergencia, cir-
cunstancias que no concurrían en los expresados con-
tratos.

3. En 1 expediente, el CP2513/94, celebrado 
en 1995, las fianzas definitivas correspondientes a cada
uno de los lotes en que se dividió el expediente se cons-
tituyeron sobre los importes de adjudicación, con lo que
la TGSS incumplió lo establecido en la cláusula 11 del
Pliego de cláusulas administrativas generales para la
contratación de equipos y sistemas para el tratamiento
de la información y de su mantenimiento, arrendamien-
to y programas, aprobado por Real Decreto 2572/1973,
de 5 de octubre, en la que se establece que la fianza defi-
nitiva deberá constituirse, antes de la formalización del
contrato, por un importe equivalente al 4 por 100 del
presupuesto que sirvió de base a la licitación.

4. En la práctica totalidad de los contratos de con-
sultoría y asistencia y de servicios integrantes de la
muestra fiscalizada, adjudicados mediante concurso
por la TGSS a partir de 1995 y sometidos por tanto a la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
(LCAP), la TGSS estableció como criterios objetivos
de adjudicación, otorgándoles además una valoración
significativa, algunos criterios que hacían referencia a
las características y experiencia de las empresas y no al
contenido estricto de la prestación, lo que además de
un incumplimiento de lo dispuesto en los artículos 15 
y 87 de la LCAP, supone una improcedente restricción
de la libre concurrencia.

Efectivamente, la utilización de las características y
experiencia de las empresas como criterios objetivos de
adjudicación en los concursos es una práctica contraria
a lo previsto en los artículos 17,18 y 19 de la LCAP
que, en fiel aplicación de las Directivas comunitarias,
configuran dichos factores como elementos acreditati-
vos, por sí solos o en unión de otros posibles, de la sol-
vencia económica, técnica o profesional que el artículo
15 de la misma Ley exige para poder contratar con la
Administración. Este mismo artículo 15 de la LCAP
prescribe, además, que la acreditación de estos requisi-
tos de solvencia se sustituyan por la correspondiente
clasificación, en los casos en que sea exigible. Se trata,
en definitiva, de que toda empresa admitida a licitación
debe haber acreditado previamente su capacidad para
realizar el objeto del contrato, por lo que es improce-
dente que esa capacidad económica, técnica o profesio-
nal se valore nuevamente como uno más de los crite-
rios objetivos de adjudicación previstos en el artículo
87 LCAP, los cuales deben referirse exclusivamente a
la prestación en sí misma considerada. Esta práctica no

es, en definitiva, acorde con la legislación vigente y
fácilmente puede derivar en una efectiva restricción de
la libre concurrencia, máxime si, como sucede en este
caso, se priman las anteriores relaciones contractuales
entre el licitador y el órgano de contratación.

Así mismo, la TGSS ha vulnerado el carácter secre-
to de las proposiciones hasta el momento de la licita-
ción pública, al exigir que determinados aspectos cons-
titutivos de las proposiciones presentadas por los
licitadores sujetas a valoración, se incluyeran en un
sobre de apertura previa al acto público de licitación.
Esta práctica del TGSS vulnera el carácter secreto de
las proposiciones hasta el momento de la licitación
pública, que impone el artículo 80.1 de la LCAP, secre-
to que, a juicio de este Tribunal, abarca todos los aspec-
tos susceptibles de ser valorados para la adjudicación,
de acuerdo con los criterios objetivos de valoración
establecidos, y no sólo la oferta económica.

5. En el expediente CP2513/94, para la «Asisten-
cia técnica necesaria para el centro de desarrollo de
prestaciones de la GISS», adjudicado mediante concur-
so público dividido en tres lotes, la TGSS sólo ha acre-
ditado haber comprobado la clasificación de una de tres
las empresas adjudicatarias, lo que constituye una
grave deficiencia, imputable a la TGSS, en la adjudica-
ción de dos de los lotes, pues la falta de clasificación,
en este caso, constituye un vicio determinante de la
nulidad de pleno derecho de la adjudicación por falta
de capacidad para contratar del licitador en que concu-
rra dicha circunstancia, de conformidad con lo dispues-
to en el artículo 1 del Real Decreto 609/1982, de 12 de
febrero, por el que se dictan normas para la clasifica-
ción de empresas consultoras y de servicios.

6. En 20 expedientes se produjeron retrasos en
alguno de los pagos, habiendo incumplido la TGSS la
obligación de abonar el precio de los contratos en el
plazo de dos meses desde la acreditación de su realiza-
ción establecida en el artículo 100.4 de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas, y sin que la
TGSS haya abonado a las empresas contratistas los
intereses de demora correspondientes establecidos en
el citado precepto.

7. En 69 expedientes de contratos de consultoría y
asistencia o de servicios, adjudicados por contratación
directa o procedimiento negociado, la TGSS funda-
mentó el recurso a estas formas de adjudicación en la
existencia de un único empresario clasificado para rea-
lizar el objeto del contrato o en la existencia de circuns-
tancias extraordinarias por las que no convenía promo-
ver la concurrencia, al amparo de lo previsto en el
artículo 9.b del Real Decreto 1005/74, de 4 de abril, o
en la existencia de razones técnicas o artísticas o rela-
cionadas con la protección de derechos exclusivos por
las que tan sólo podía encomendarse el objeto del con-
trato a un único empresario, a tenor de lo establecido
en el artículo 211.b de la LCAP. Sin embargo la TGSS
no acreditó suficientemente en los expedientes la con-

por no haber establecido los Pliegos de cláusulas admi-
nistrativas particulares el orden de importancia y pon-
deración de los criterios de adjudicación tal como exige
el artículo 87 de la LCAP. Posteriormente se tramitó el
expediente CP 2426/96 con el mismo objeto, adjudica-
do el 26 de julio de 1996 a la empresa Andersen Con-
sulting S.A. en 318,8 millones de pesetas. El plazo de
ejecución de este contrato, establecido en 1 año, fue
objeto de sucesivas ampliaciones y reajustes de anuali-
dades que prolongaron la ejecución del contrato hasta
el 9 de diciembre de 1999, «por causas no imputables a
la empresa», lo que denota una deficiente planificación
del proyecto de Tarjeta de Asistencia Sanitaria (TASS)
ya puesta de manifiesto en el apartado 6 del epígra-
fe 5.4.2.1 de la Sección IV del presente Informe, y es
indicativo del retraso en la ejecución de este proyecto
respecto de las previsiones iniciales.

Además, en otros 7 expedientes de contratación
incluidos en la muestra fiscalizada, que tenían su obje-
to dividido en lotes, uno o varios lotes fueron declara-

dos desiertos por falta de licitadores o por incumplir
éstos las condiciones del Pliego, lo que revela una falta
de previsión o de conocimiento real del marcado por
parte de la TGSS. Posteriormente estos lotes fueron
adjudicados mediante procedimiento negociado sin
publicidad.

5.5.2.2 Contratos que llegaron a su extinción por
cumplimiento

Los restantes contratos de consultoría y asistencia y
de servicios incluidos en la muestra fiscalizada han pre-
sentado las siguientes incidencias:

1. En 1 contrato (expediente CD11/1994G) la
fianza definitiva fue constituida con posterioridad a la
fecha de formalización del contrato, vulnerando lo pre-
visto en la cláusula 11 del Pliego de cláusulas adminis-
trativas generales para la contratación de equipos y sis-
temas para el tratamiento de la información y de su
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la subcontratación que se propongan realizar. Sin
embargo, el análisis de los contratos integrantes de la
muestra fiscalizada ha puesto de manifiesto un elevado
grado de incumplimiento por las empresas de su obli-
gación de comunicar a la TGSS las subcontrataciones
realizadas, que eran desconocidas por este Servicio
Común, lo que pone de manifiesto el deficiente control
de la ejecución de los contratos efectuado por la TGSS.

En determinados contratos se estipuló la posibilidad
de que la subcontratación alcanzara el 100 por 100 del
presupuesto del contrato, lo que, a juicio de este Tribu-
nal, resulta contradictorio con el hecho de que en esos
mismos contratos las adjudicaciones hayan tenido en
cuenta, como criterios de valoración, características de
las empresas que, en definitiva, una vez efectuada la
adjudicación del contrato pierden todo su valor de
garantía de la correcta ejecución del objeto del contra-
to, convirtiéndose su exigencia en la fase de licitación
en una mera formalidad.

Especial mención merecen en este mismo sentido
los expedientes en los que las empresas contratistas
contemplaban en sus ofertas la realización de los traba-
jos objeto de contratación a través de trabajadores
puestos a su disposición, a su vez, por empresas de tra-
bajo temporal (así los expedientes 97/2415 ó 97/2426).
Estos supuestos, además de desvirtuar desde el inicio
la licitación (puesto que la ejecución material de los
contratos no era realizada por la empresa adjudicataria,
sino por los trabajadores de una empresa de trabajo
temporal puestos a disposición de la adjudicataria)
constituyen una práctica contraria al artículo 198 de la
LCAP que exige de las adjudicatarias, entre otros
requisitos, «...disponer de una organización con ele-
mentos personales y materiales suficientes para la debi-
da ejecución del contrato».

12. En numerosos contratos, que se relacionan en
el siguiente cuadro número 52, correspondientes en su
mayor parte a los años 1994 y 1995, la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social incurrió en fraccionamiento
del objeto de los contratos al efectuar adjudicaciones
sucesivas con idéntico objeto, incluso dentro del mismo
ejercicio presupuestario, en favor de las mismas empre-

sas de contratos de servicios, con plazos de ejecución
trimestrales o cuatrimestrales, que resultaron insuficien-
tes en función de las necesidades reales que se pretendí-
an satisfacer. En todos los casos las adjudicaciones se
produjeron mediante contratación directa o proce-
dimiento negociado [al amparo, respectivamente, del
artículo del artículo 9.b) del Real Decreto 1005/1974 y
del artículo 211.b) de la LCAP]. En el cuadro 52 se refle-
jan estos contratos, con expresión de las empresas adjudi-
catarias, objeto de los contratos, contratos sucesivos y sus
fechas de celebración e importes de adjudicación.

A excepción de los contratos celebrados con Hew-
lett Packard, el importe total de las adjudicaciones
sucesivas a cada empresa excedió de los límites a partir
de los cuales era necesario la autorización ministerial
para contratar (120 millones de pesetas hasta la fecha
de entrada en vigor de la LCAP y 150 millones de pese-
tas a partir de dicha fecha), por lo que, mediante los
citados fraccionamientos, prohibidos tanto por los
artículos 21 de la LCE y 58 y 59 del RGCE como por
el 69 de la LCAP, la Tesorería General de la Seguridad
Social eludió la citada autorización preceptiva vulne-
rando lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 37/1988,
de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del
Estado para 1989, en el artículo 95 del Texto Refundi-
do de la Ley General de la Seguridad Social y en el
artículo 12, en relación con la disposición transitoria
tercera de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, por lo que estos contratos pudieron haber
incurrido en causa de nulidad prevista en el artículo 62
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.

13. Asimismo, la Tesorería General de la Seguri-
dad Social ha incurrido en fraccionamiento del objeto
de los contratos al celebrar varios contratos de similar
objeto en la misma fecha con una misma empresa. En
todos los casos se trata, como en los contratos analiza-
dos en el apartado anterior, de adjudicaciones por con-
tratación directa o por procedimiento negociado y
todos ellos promovidos en este caso por la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social.

currencia de los citados requisitos que justifican la res-
tricción de la publicidad y concurrencia en la contrata-
ción administrativa, limitándose a invocar o a reprodu-
cir literalmente los preceptos citados e incumpliendo
en estos casos la TGSS lo establecido en los señalados
preceptos. En este sentido, es criterio de este Tribunal
de Cuentas que no sólo basta con invocar la causa para
acudir a esta modalidad de adjudicación, sino que el
órgano contratante debe acreditar y fundamentar que se
encuentra realmente ante una de ellas.

En muchos de los casos anteriores, especialmente
en los contratos celebrados al amparo del Real Decre-
to 1005/74, la TGSS ha fundamentado la contratación
directa de servicios que estaban incluidos en los catálogos
del Servicio Central de Suministros del entonces Ministe-
rio de Economía y Hacienda (en la actualidad, Ministerio
de Hacienda), en la circunstancia de la existencia de un
único proveedor clasificado o en la existencia de circuns-
tancias excepcionales por las que no convenía promover
concurrencia. En este sentido, la TGSS consideraba
que no existía con anterioridad a la entrada en vigor de
la LCAP, habilitación legal para contratar estos servi-
cios a través del Servicio Central de Suministros. A jui-
cio de este Tribunal, en estos casos no era de aplicación
el citado artículo 9.b) del Real Decreto 1005/74, pues
su aplicación daría lugar al resultado paradójico de
considerar la imposibilidad legal de utilizar un deter-
minado procedimiento administrativo de contratación
(la contratación a través del Servicio Central de Sumi-
nistros) como una circunstancia excepcional justificati-
va de la restricción de la libre competencia, por lo que
su utilización por la TGSS ha vulnerado los principios
de publicidad y concurrencia de la contratación admi-
nistrativa. Todo ello sin perjuicio de que el Tribunal de
Cuentas valore positivamente la contratación a través
del Servicio Central de Suministros en los casos y
mediante los procedimientos legal y reglamentariamen-
te establecidos.

8. Idéntico planteamiento debe hacerse con la
contratación de servicios incluidos en el catálogo del
Servicio Central de Suministros al amparo de lo previs-
to en el artículo 211 f) de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, que se produce en 9 de los
contratos incluidos en la muestra de contratos fiscaliza-
da, pues este precepto se refiere a contratos de servi-
cios cuya uniformidad hubiera sido declarada necesaria
para su utilización común por la Administración, decla-
ración que compete, en principio, al Director General
de Patrimonio del Estado y cuya existencia no se acre-
dita en los expedientes examinados ni puede confun-
dirse con la contratación centralizada prevista en el
artículo 200 de la LCAP.

9. Consideración especial merece el contrato deri-
vado del expediente PN 4520/1996, cuyo objeto fue la
«Asistencia técnica precisa en el entorno de sistemas y
producción para el Centro de Control de Recaudación
(CENDAR) de la TGSS», adjudicado en 26,8 millones

de pesetas a la empresa Comparex Sistemas Informáti-
cos S.A. La adjudicación se produjo por procedimiento
negociado sin publicidad al amparo del artículo 211. b)
de la LCAP (que, como ya se ha dicho, contempla el
caso de que por razones técnicas o artísticas o relacio-
nadas con la protección de derechos exclusivos tan sólo
pueda encomendarse el objeto del contrato a un único
empresario), que la TGSS justificó en que la citada
empresa era la única que contaba con la experiencia
suficiente en el entorno del CENDAR en el que debía
realizarse la prestación de los servicios «debido a los
conocimientos adquiridos durante la colaboración pres-
tada hasta la fecha». Esta motivación, a juicio de este
Tribunal, no encuentra acomodo alguno entre los
supuestos previstos en el artículo 211.b) citado, y ade-
más, permite, por los términos en que quedó justificado
el procedimiento negociado, cuestionar la solvencia
profesional y técnica que tenía la citada empresa cuan-
do la TGSS le adjudicó anteriores contratos. La TGSS,
al no adjudicar este contrato mediante concurso, vulne-
ró lo dispuesto en el artículo 209.3 de la LCAP, que
impone el concurso como forma normal de adjudicar
los contratos de consultoría y asistencia y los de servi-
cios, en perjuicio de los principios de publicidad y con-
currencia que rigen la contratación administrativa.

10. En otros 8 expedientes la TGSS justificó el
recurso al procedimiento negociado sin publicidad por
tratarse de entregas complementarias de otro contrato
principal, al amparo del artículo 211.d de la LCAP. En
el contrato derivado del expediente PN 4525/96, adju-
dicado en 34,9 millones de pesetas a INDRA SSI S.A.,
la TGSS motivó la aplicación del citado artículo 211.d)
en «el surgimiento de nuevos proyectos para convenios
especiales que no figuraban en el concurso anterior»,
por lo que en este contrato no se cumplió la condición,
exigida por la norma, de que los estudios, servicios o
trabajos complementarios no pudieran separarse técni-
ca o económicamente del contrato principal sin causar
graves inconvenientes a la Administración o que aun-
que se pudieran separar de la ejecución del contrato ini-
cial, fueran estrictamente necesarios para las fases ulte-
riores. En consecuencia, también en este caso la TGGS
incumplió lo establecido en el artículo 209.3 de la
LCAP, acudiendo al procedimiento negociado sin
publicidad sin base legal para ello, en perjuicio del con-
curso y de los principios de publicidad y concurrencia.

11. La posibilidad de subcontratación está con-
templada, en los contratos analizados, en los Pliegos de
cláusulas administrativas particulares y en los denomi-
nados Pliegos de cláusulas especiales y prescripciones
técnicas, con remisión a la normativa general (artícu-
lo 116 de la LCAP y artículos 184, 185 y 186 del
RGCE) en la que se establece que la subcontratación
no podrá exceder del 50 por 100 del importe del presu-
puesto del contrato, salvo previsión expresa en contra-
rio, estableciéndose también la obligación de las
empresas de comunicar a la Administración contratante
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Además, en todos los casos el importe acumulado
de los contratos celebrados por una misma empresa en
la misma fecha excedió del límite de 100 millones de
pesetas a partir del cual, según el restrictivo criterio de
Comisión Ministerial de Informática 51, deberían some-
terse los contratos a informe de la Comisión Intermi-
nisterial de Adquisición de Bienes y Servicios Informá-
ticos, trámite del que tampoco fueron objeto en razón
de su fraccionamiento.

14. Especial consideración merece la contratación
celebrada por la Tesorería General de la Seguridad
Social con el fin de que empresas de servicios pusieran
a disposición del citado Servicio Común personal con
especialización informática o, incluso, meramente
administrativa, sin que los trabajos a realizar quedasen
definidos en función de la realización efectiva de los
planes o proyectos informáticos de la Entidad. Esta
contratación, no vinculada a la consecución de unos
resultados concretos determinados en el contrato, cons-
tituye, en definitiva, una contratación de personal efec-
tuada al margen de la legislación de la función pública
y de la laboral.

En estos casos, la contratación de empresas de ser-
vicios ha estado dirigida a suplir las carencias de perso-
nal, funcionario o laboral, propio de la TGSS. Como ya
se ha anticipado, el objeto de la mayor parte de los con-
tratos consistía en la obtención de servicios profesiona-
les de personal con especialización informática, aun-
que también se utilizó este procedimiento para la
contratación de personal con cualificación administra-
tiva, si bien en estos casos la TGSS justificó la contra-
tación en la realización de labores administrativas com-

plementarias en la ejecución de proyectos informáti-
cos, motivo por el que han sido incluidos en la muestra
de contratos analizados en esta Fiscalización Especial.

Rasgo común en estos contratos es que su funda-
mento fue la insuficiencia del personal propio para aten-
der las cargas de trabajo de los distintos Centros y uni-
dades de la TGSS. Así, los contratos se articularon en
diferentes lotes en función de las áreas funcionales en
las que los trabajadores debían prestar sus servicios y
también de la preparación específica que requerían los
entornos informáticos en los que debían trabajar. En
ningún caso la ejecución de estos contratos y el pago
del precio se vinculaba con el buen fin de proyectos
determinados, calculándose los importes devengados
por las empresas adjudicatarias en función de las horas
efectivamente trabajadas y de los precios hora/trabaja-
dor establecidos en los contratos, sin perjuicio de que
en los Pliegos de los contratos se establecían las caute-
las necesarias para que los servicios prestados por cada
trabajador respondieran a lo que resultaba exigible de
acuerdo con su cualificación profesional.

En el cuadro número 54 se refleja la evolución de
las plantillas informáticas de la Gerencia de Informáti-
ca de la Seguridad Social (GISS), del Centro de Infor-
mática de los Servicios Centrales de la TGSS y del
Centro de Control de la Recaudación (CENDAR), en el
que se pone de manifiesto la elevada proporción del
personal puesto a disposición de la TGSS por las
empresas de servicios en relación con el personal pro-
pio (personal funcionario y laboral).

Los datos contenidos en el cuadro número 54 ponen
de manifiesto que la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social, en la que, como ya se ha dicho, a par-
tir de 1998 fue integrado el Centro de Informática de
los Servicios Centrales de la Seguridad Social, se
encuentra en una situación de fuerte dependencia res-
pecto de las empresas de servicios que aportan el per-
sonal necesario para cubrir las carencias estructurales
de su personal propio.

51 Según el criterio del Tribunal de Cuentas, al que se hace referencia más
extensa en el epígrafe 1.2.2 de la Sección III de este Informe de Fiscalización Espe-
cial, el informe de la CIABSI era preceptivo no solo para los contratos que excedie-
ran de 100 millones de pesetas sino en la totalidad de los contratos que excedieran
del importe de 15 millones de pesetas establecido en el artículo 2 del Real Decre-
to 533/1992, de 22 de mayo, por el que se atribuyen determinadas facultades en los
procedimientos de contratación de bienes y servicios informáticos.

En el cuadro número 53 se reflejan estas adjudica-
ciones con expresión de la empresa adjudicataria, el
número de contratos celebrados en cada fecha y el
importe conjunto de tales adjudicaciones.

En todos los casos, a excepción de los contratos
celebrados con Software AG el 10 de octubre de 1994,
el importe total de las adjudicaciones excedió de los
límites a partir de los cuales era necesaria la autoriza-
ción ministerial para contratar (120 millones de pesetas
hasta la fecha de entrada en vigor de la LCAP y 150
millones de pesetas a partir de dicha fecha). Algunos
de los contratos a que se refiere este apartado coinciden
con los reseñados en el apartado anterior, por lo que el
grado de fraccionamiento resultaría más elevado si se
combinaran los criterios de identidad de objeto e iden-
tidad de fecha de celebración de los contratos utiliza-
dos separadamente en estos dos apartados.

Mediante este fraccionamiento, prohibido tanto por
los artículos 21 de la LCE y 58 y 59 del RGCE como
por el 69 de la LCAP, la Tesorería General de la Segu-
ridad Social ha eludido el requisito de la autorización
ministerial preceptiva para contratar y con ello ha vul-
nerado lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 37/1988,
de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del
Estado para 1989, en el artículo 95 del Texto refundido
de la Ley General de la Seguridad Social y en el
artículo 12, en relación con la disposición transitoria
tercera de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, por lo que estos contratos pudieron haber
incurrido en causa de nulidad prevista en el artículo 62
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común.
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En el período objeto de esta fiscalización especial

(1994 al primer semestre de 1998), la Tesorería Gene-
ral de la Seguridad Social ha celebrado 22 contratos
con este objeto, entre los incluidos en la muestra fisca-
lizada, tanto para la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social como para el Centro de Control de la
Recaudación y para el Centro de Informática de los
Servicios Centrales de la Tesorería General, de carácter
anual o bienal, adjudicados todos ellos por concurso y
en la mayor parte de los casos divididos en lotes. El
gasto total de estos 22 contratos ascendió a 12.624
millones de pesetas. Además de estos contratos adjudi-
cados mediante concurso, la TGSS ha celebrado otros
contratos de las mismas características pero de objeto
más específico, con plazos de ejecución inferiores a un
año y, generalmente adjudicados mediante contratación
directa o procedimiento negociado a empresas catalo-
gadas por el Servicio Central de Suministros de la
Dirección General de Patrimonio del Estado.

Este Tribunal de Cuentas requirió de la TGSS docu-
mentación e información complementaria respecto de
los citados 22 contratos para analizar la adecuación de
las ofertas y de su valoración a los criterios estableci-
dos en los Pliegos de cláusulas administrativas y de
prescripciones técnicas, y par comprobar el grado de
control llevado a cabo por la TGSS sobre su ejecución
y si la ejecución de los contratos y sus liquidaciones y
pagos se ajustaron a la normativa contractual y a las
específicas previsiones de cada contrato.

Examinada por este Tribunal la documentación
remitida por la TGSS en contestación al señalado
requerimiento, pueden extraerse las siguientes conclu-
siones:

a) La TGSS ha exigido de las empresas participan-
tes en las licitaciones de estos expedientes de contrata-
ción la presentación de toda la documentación requeri-
da por los Pliegos y ha valorado las ofertas presentadas
de acuerdo con los criterios objetivos de valoración tam-
bién establecidos en los Pliegos. Como método de valo-
ración la TGSS ha seguido el método SSD-CIABSI,
recomendado por la Comisión Interministerial de Adqui-
sición de Bienes y Servicios Informáticos (CIABSI).
Los Pliegos y las propuestas de adjudicación fueron
informadas por el Consejo de Dirección de la Gerencia
de Informática de la Seguridad Social, la Comisión
Ministerial de Informática y la propia CIABSI.

b) La acreditación de los servicios efectivamente
prestados por los trabajadores se ha realizado mediante
certificaciones nominativas expedidas por las empresas
y conformadas por los funcionarios jefes de área o
directores de los proyectos correspondientes. En gene-
ral, el control de presencia de los trabajadores de las
empresas de servicios se ha realizado por los mismos
procedimientos seguidos con el personal propio de la
TGSS, procedimientos que en el período objeto de fis-
calización no generaban registros históricos del control

de presencia que permitan reconstruir los servicios
prestados por los trabajadores. Esta circunstancia pone
de manifiesto la falta de control que sobre el personal
puesto a su disposición tenía la TGSS, que no disponía
siquiera de medios suficientes para realizar un segui-
miento efectivo con proyecciones temporales de la pre-
sencia de los trabajadores puestos a su disposición por
las empresas contratistas y menos aún del coste real
generado por cada trabajador, en función de las horas
trabajadas y de la categoría profesional de cada uno de
ellos.

c) En la ejecución de los reseñados contratos han
participado 648 trabajadores. De acuerdo con la docu-
mentación e información que ha remitido la TGSS a
este Tribunal, dicho Servicio Común disponía de infor-
mación suficientemente completa sobre 240 de los 648
trabajadores. Estos 240 trabajadores son, que según ha
informado la TGSS, los que integraban las ofertas que
las empresas presentaron a las licitaciones, incluyendo
sus datos personales, categoría profesional, antigüedad,
nivel académico, titulación informática y relación labo-
ral con la empresa adjudicataria.

Sin embargo, respecto de los restantes 408 trabaja-
dores sólo constan a la TGSS sus nombres y apellidos,
DNI y categoría profesional, pero no su antigüedad, ni
su nivel académico, ni titulación informática, ni su rela-
ción laboral con la empresa. Esta circunstancia pone de
manifiesto un deficiente control por parte de la TGSS
de la ejecución de los contratos que resulta incongruen-
te con la minuciosidad con que se detallaron en los
Pliegos los requisitos que debían reunir los trabajado-
res integrantes de los equipos ofertados por las empre-
sas y la rigurosidad con que se exigieron esos requisi-
tos en el momento de valoración de las ofertas. La falta
de conocimiento de la relación laboral con la empresa
evidencia igualmente la falta de control y conocimiento
por parte de la TGSS de las subcontrataciones efectua-
das ya puesta de manifiesto en el anterior apartado 11
del epígrafe 5.5.2.2. del presente Informe de Fiscaliza-
ción.

Por otra parte, la elevada proporción de trabajadores
de los que la TGSS desconoce el nivel académico y la
titulación informática que pudieran tener, impide hacer
un estudio comparativo con los niveles académicos y
de formación informática del personal, funcionario o
laboral, al servicio de la TGSS.

Todas estas circunstancias revelan que el rigor for-
mal aplicado en la fase de preparación y adjudicación
de los contratos no tuvo continuidad en la fase de eje-
cución lo que significa que la TGSS no puso los medios
suficientes para comprobar que el nivel de las exigen-
cias que formalmente fueron determinantes de la adju-
dicación se mantuviera durante la fase de ejecución, y
en definitiva cuestiona la eficacia del procedimiento de
contratación ya que la falta de controles efectivos sobre
la ejecución pudo desvirtuar, de hecho, la idoneidad de
las adjudicaciones.

Los inconvenientes y perjuicios que esta situación
genera en la gestión de la TGSS son fundamentalmente
los siguientes:

— Pérdida del control y dirección de los proyectos,
que puede llegar a que la dirección del trabajo recaiga
en trabajadores aportados por la empresa de servicios.

— Dependencia de las empresas que ya prestan sus
servicios a la TGSS, por falta de personal propio sufi-
ciente que garantice la continuidad de los proyectos y
el mantenimiento de las aplicaciones desarrolladas.

— Los conocimientos y experiencia adquiridos en
la ejecución de los contratos aprovechan casi exclusi-
vamente a la empresa adjudicataria, con la posibilidad
de beneficiarse de ello en sucesivas convocatorias de
licitación, en perjuicio de los principios de igualdad, no
discriminación y concurrencia que rigen la contrata-
ción administrativa.

— La sustitución de las empresas contratadas,
como consecuencia de nuevas adjudicaciones en proce-
dimientos abiertos, plantea graves problemas de rendi-
miento y de eficiencia, hasta que los nuevos trabajado-
res llegan a conocer las aplicaciones informáticas y el
entorno orgánico y normativo en que se desenvuelven,
con una importante pérdida en cada nueva adjudicación
de la formación adquirida por el personal que prestaba
anteriormente los servicios.

— Coste muy superior al del personal funcionario
o laboral.

En el cuadro número 55 se reflejan las diferencias
entre los costes anuales del personal informático pro-
pio de la TGSS y el personal puesto a su disposición
por empresas consultoras o de servicios, referidos 
a 1998, poniéndose de manifiesto el coste muy superior
del personal ajeno.
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sus trabajadores mediante la ejecución de estos contra-
tos 52, sin que luego esta formación redunde en benefi-
cio de la TGSS a través de la continuidad de los traba-
jadores durante todo el plazo de ejecución de los
contratos y, aún en menor medida, en contratos conse-
cutivos. Esta circunstancia, además de resultar paradó-
jica, desvirtúa la valoración de la experiencia de los
equipos personales ofertados por las empresas licitado-
ras en el momento de la licitación, criticada por este
Tribunal. Por lo demás, la pérdida de la experiencia de
los trabajadores que prestan sus servicios en la TGSS
se ve considerablemente agravada por el recurso a la
subcontratación por parte de las empresas adjudicata-
rias, generando un todavía mayor índice de rotación de
los trabajadores, en gran medida desconocido por la
TGSS al no llevar a cabo controles suficientes sobre la
subcontratación, como ya se ha puesto de manifiesto en
el apartado 11 del presente epígrafe 5.5.2.2. 

Por otra parte, la permanencia de los trabajadores en
el ámbito de la TGSS al margen de las vicisitudes de las
empresas adjudicatarias (dentro de los bajos niveles de
continuidad que indican los datos reflejados en los cua-

dros 56 y 57) confirman una vez más que estos contratos
tienen por objeto una mera contratación de personal, con
la finalidad de cubrir las carencias estructurales de las
plantillas de personal informático propio en la TGSS. El
hecho de que el cambio de empresa adjudicataria no
implique necesariamente el cambio del personal puesto
a disposición de la TGSS pone también en cuestión el
procedimiento de contratación, que queda desvirtuado al
ser su resultado el mismo, en estas ocasiones, indepen-
dientemente de la empresa adjudicataria.

e) El cuadro número 58 refleja la evolución de los
precios, por jornada de trabajo para cada categoría pro-
fesional, establecidos en los contratos analizados, en la
que hay que destacar el constante descenso de los pre-
cios a lo largo del cuatrienio 1995-1998. Este descenso
de los precios implica que las numerosas prórrogas,
ampliaciones de plazo y reajustes de anualidades que
se han producido —prolongando la vigencia de los
contratos más antiguos (y por tanto más caros)— han
perjudicado a la TGSS y beneficiado a las empresas,
que, en definitiva, han percibido precios superiores a
los de mercado.

Debe señalarse que tanto la Gerencia de Informática
de la Seguridad Social como el Centro de Control de la
Recaudación han promovido la modificación de sus res-
pectivas Relaciones de Puestos de Trabajo a efectos de
conseguir una reducción sustancial de la contratación de
personal a través de contratos de servicios, estimando la
GISS que, en organizaciones de sus características, una
relación óptima debería situar el personal ajeno en un

máximo del 20 por 100 respecto del personal propio.
Como ya se ha indicado anteriormente, el CENDAR
mantiene en el momento de aprobación del presente
Informe una tasa del 59 por 100 de personal ajeno alcan-
zando el 30 por 100 la tasa correspondiente a la GISS.

15. Los contratos de consultoría y asistencia y de
servicios celebrados por la TGSS incluidos en la mues-
tra fiscalizada, fueron objeto de numerosos reajustes de
anualidades, modificaciones y prórrogas, mediante los
cuales se alteraron los plazos de ejecución inicialmente
previstos, la distribución de horas de trabajo entre las
diferentes categorías profesionales y el coste final de
los contratos. Analizados 15 expedientes de contrata-

52 Esta circunstancia resulta de especial trascendencia si se tiene en cuenta el
alto grado de sofisticación de los sistemas y de la alta tecnología empleada por 
la TGSS -en muchos casos pionera- que permite adquirir una experiencia laboral
en entornos informáticos y con equipos de alta tecnología, difícilmente adquirible
de otro modo.

d) Los datos del cuadro número 56 muestran en
valores absolutos y porcentaje para cada unidad de la
TGSS la continuidad de los trabajadores en la presta-
ción de sus servicios a la TGSS a través de sucesivos
contratos.

De acuerdo con estos datos, el 69,75 por 100 de los
trabajadores prestó sus servicios en el marco de un sólo
contrato, lo que indica un alto grado de rotación, máxi-
me si se tiene en cuenta el elevado grado de concentra-
ción de las adjudicaciones en un escaso número de
empresas que se ha puesto de manifiesto anteriormente
en el epígrafe 5.5 (cuadro 51). El nivel de rotación más
alto se produce en la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social (el 80,66 por 100 de los trabajadores
participa en un sólo contrato), en tanto que la perma-
nencia es mayor en el Centro de Control de la Recau-
dación de la TGSS (el 55,66 por 100 e los trabajadores
participa en un sólo contrato, el 29,12 por 100 en dos
contratos y 15,33 por 100 en tres o más contratos).

La información complementaria respecto de estos
contratos remitida por la TGSS a este Tribunal, mues-
tra el grado de continuidad de los trabajadores en el

marco de contratos celebrados de forma sucesiva para
la prestación de servicios en las mismas áreas y entor-
nos de cada una de las unidades de la TGSS, resultando
que un alto porcentaje de los trabajadores que presta-
ron sus servicios en contratos sucesivos, lo hicieron a
pesar de ser distinta la empresa adjudicataria del con-
trato posterior. En el cuadro 57 se muestran los datos
correspondientes a 5 expedientes de contratación que
tuvieron su continuación en otros cinco contratos cele-
brados a su finalización y que, total o parcialmente,
fueron adjudicados a empresas distintas. En conjunto,
el 47,53 por 100 de los trabajadores que prestaron con-
tinuadamente sus servicios en el contrato inicial y en el
posterior, lo hicieron al servicio de diferente empresa.

El escaso grado de continuidad de los trabajadores,
incluso dentro del mismo contrato, confirma la opinión
antes expresada de que en este tipo de contratos (que
no son de resultado sino que persiguen en última ins-
tancia la puesta a disposición de la TGSS de personal
mediante la contratación de horas de trabajo), la expe-
riencia acumulada por los trabajadores que prestan sus
servicios en ellos, aprovecha casi exclusivamente a las
empresas contratistas, que en cierta medida forman a

Cuadro número 57
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5.5.3.1 Expedientes de suministro cuya convocatoria

fue declarada desierta

La Gerencia de Informática de la Seguridad Social
promovió en 1995 el concurso público 2224/95 cuyo
objeto era la adquisición del «equipamiento post-proce-
so necesario para la preparación de trabajos impresos»,
dividido en dos lotes. Uno de los lotes, relativo a la
adquisición de una empaquetadora, con un presupuesto
de 90 millones de pesetas, fue declarado desierto. Pos-
teriormente, ya en 1996, la GISS promovió la convoca-
toria de un nuevo concurso público (CP 2304/1996)
para la adquisición del equipamiento del lote del con-
curso anterior que había quedado desierto, definido
como «equipamiento de post-proceso para preparación
de trabajos impresos para su envío al exterior, en
paquetes, desde el servicio de distribución y seguridad
del centro de producción y sistemas de la GISS», ele-
vando el presupuesto de licitación de 90 hasta 120
millones de pesetas. A pesar de tratarse de un concurso
público y haber invitado la TGSS directamente a parti-
cipar a 5 empresas, sólo se presentó a la convocatoria
una empresa, que realizó dos ofertas alternativas que
fueron desechadas, una, por exceder del presupuesto de
licitación, y, la otra, por no cumplir los requisitos exigi-
dos en el Pliego de prescripciones técnicas, declarán-
dose nuevamente desierta la convocatoria.

Tras declarar desierto el concurso la TGSS no con-
vocó nuevo concurso ni contrató por ningún otro proce-
dimiento de adjudicación el objeto de este expediente
«por no estar contemplada tal adquisición en el Presu-
puesto de Gastos de 1997». En el ejercicio de 1998 la
TGSS tampoco promovió ningún expediente de contra-
tación para la adquisición del citado equipamiento por
cuanto en ese ejercicio su adquisición no se consideró
prioritaria.

Todo ello pone de manifiesto una deficiente prepa-
ración del contrato, por no adecuarse, por dos veces
consecutivas, la oferta de contratación de la TGSS a las
circunstancias del mercado, dando lugar a unos gastos,
fundamentalmente de publicidad, que pudieron haberse
evitado. Por otra parte, la actuación posterior de la
TGSS, que renunció a realizar nuevas convocatorias,
cuestiona la propia necesidad de la adquisición del cita-
do equipamiento.

5.5.3.2 Expedientes que llegaron a su extinción por
cumplimiento

Las principales incidencias detectadas en los con-
tratos de suministros de la TGSS incluidos en la mues-
tra fiscalizada son las siguientes:

1. En 5 expedientes de contratación (C.D.6201/94,
C.D.6202/94, C.D.6203/94, C.D.6210/94 y C.D.6215/94)
celebrados en 1994, todos ellos adjudicados por contra-
tación directa, la fianza definitiva se formalizó por el
adjudicatario con anterioridad a que el órgano de con-

tratación dictara el correspondiente acuerdo de adjudi-
cación, lo que contraviene lo dispuesto en los artículos
350 y 361 en relación con el 383 del RGCE, que resul-
taban de aplicación a estos expedientes. Requerida la
TGSS por este Tribunal para la aclaración de esta prác-
tica, manifiesta este Servicio Común que se debe a que,
en el momento de efectuarse la propuesta de adjudica-
ción, la TGSS informaba a las empresas cuya adjudica-
ción se proponía a efectos de que pudieran preparar la
documentación necesaria. Esta práctica además de ser
ilegal resulta improcedente por cuanto puede crear en
las empresas unas expectativas que no necesariamente
han de cumplirse, pudiendo condicionar la decisión del
órgano de contratación. Además, mediante esta prácti-
ca no prevista legalmente, la TGSS ha consentido el
incumplimiento del deber de sigilo del personal a su
servicio respecto de los expedientes que estaban trami-
tando, pudiendo ello derivar en un elemento de discri-
minación entre los licitadores, en cuanto pudiera ser
utilizado por el órgano de contratación o por quienes
tuvieran responsabilidades en la tramitación de los
expedientes de contratación para conceder a determi-
nadas empresas un plazo mayor para la preparación de
la ejecución de los contratos, lo que permitiría a las
empresas favorecidas con esta práctica ofertar plazos
menores de ejecución.

2. En un expediente (6299/94) la fianza fue cons-
tituida con posterioridad a la formalización del contra-
to, vulnerando lo previsto en la cláusula 11 del Pliego
de cláusulas administrativas generales para la contrata-
ción de equipos y sistemas para el tratamiento de la
información y de su mantenimiento, arrendamiento y
programas, aprobado por Real decreto 2572/1973, de 5
de octubre, que obliga a la constitución de la fianza con
anterioridad a la formalización del contrato. La prácti-
ca detectada pudo comprometer la eficacia de la fianza
como garantía legalmente prevista para la correcta eje-
cución del contrato.

3. En los contratos de suministros celebrados duran-
te el año 1994, el Pliego de cláusulas administrativas par-
ticulares utilizado por la TGSS era un modelo tipo que no
se particularizaba en relación con cada expediente. En
cambio este Pliego se remitía a un denominado por la
TGSS «Pliego de cláusulas especiales y prescripciones
técnicas», no contemplado por la LCE, en el que se pun-
tualizaban los aspectos concretos del contrato. Estas
«cláusulas especiales y prescripciones técnicas» no esta-
ban informadas por la asesoría jurídica, lo que supone la
desnaturalización de los Pliegos de cláusulas administra-
tivas particulares, además del quebrantamiento de los
artículos 14 de la LCE y 115 del RGCE.

4. En el expediente CD 6265/94 de «Adquisición
de terminales automáticos de información y ordenado-
res personales para la provincia de Córdoba», integra-
do en el proyecto de Tarjeta de la Seguridad Social
(TASS), adjudicado en 119,5 millones de pesetas a la
empresa AT&T Global Information Solutions S.A. este

ción cuyo objeto era la puesta a disposición de la TGSS
de personal, resulta que en los 56 contratos a que die-
ron lugar esos 15 expedientes por su división en lotes,
se produjeron 37 reajustes de anualidades, 34 modifi-
caciones de plazo o de distribución de las horas de tra-
bajo contratadas entre las diferentes categorías profe-
sionales previstas, 47 prorrogas en la ejecución de los
contratos y 6 contratos complementarios. Todo ello es
indicativo de una deficiente planificación de los pro-
yectos así como de la contratación necesaria celebrada
para su ejecución, y evidencia la prestación de servi-
cios por parte de empresas al margen de los principios
de publicidad y concurrencia.

En el expediente 2505/1996, de «Asistencia técnica
precisa en el CENDAR» las prórrogas se formalizaron
una vez concluido el contrato inicial, habiendo mani-
festado la TGSS que en el tiempo transcurrido desde la
conclusión del contrato hasta la formalización de la
prórroga la prestación de servicios estuvo suspendida,
habiendo asumido la carga de trabajo correspondiente
el personal propio (personal funcionario y personal
laboral) del Centro de Control de la Recaudación
(CENDAR). Con ello la TGSS vulneró lo dispuesto en
el artículo 199 de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas que establece la posibilidad de pro-
rrogar los contratos antes de su finalización, pero no,
como resulta obvio, una vez terminado el contrato.

En el expediente 2.500/1998, promovido por el
Centro de Informática de los Servicios Centrales de la
TGSS, el Director General de la TGSS autorizó el 29
de diciembre de 1998 un reajuste de anualidades
correspondiente a los lotes 1 y 3, adjudicados a la
U.T.E. INDRA SSI S.A.-CENINSA. En realidad este
reajuste encubrió el incumplimiento del contrato por la
empresa adjudicataria, pues estuvo motivado en que
«la empresa adjudicataria tuvo inicialmente problemas
para incorporar y retener al personal ofertado en un
momento de gran inestabilidad de este tipo de perfiles
laborales, debida a la gran oferta de trabajo generada
por la necesidad de adecuar todos los sistemas al año
2000 y al EURO. Por otra parte, el integrar personal
nuevo, desconocedor de la funcionalidad de nuestras
aplicaciones, ha precisado una labor de incorporación
paulatina a nuestros equipos de trabajo (...)». Este
incumplimiento debió dar lugar a la imposición de las
correspondientes penalidades a la empresa y más aun,
a la resolución del contrato, habiendo asumido impro-
cedentemente la TGSS el riesgo de la contratación, vul-
nerando la regla de riesgo y ventura del contratista esta-
blecida en el artículo 99 de la LCAP. Al mismo tiempo,
lo anterior pone de manifiesto la falta de control por
parte de la TGSS del mantenimiento, durante la ejecu-
ción de los contratos, de aspectos constitutivos de las
ofertas tenidos en cuenta para la adjudicación.

16. En el expediente de contratación CP 2500/98,
cuyo objeto fue la contratación de asistencia técnica
para el Centro de Informática de la TGSS durante los

años 1998 y 1999, adjudicado a diversas empresas 
en 514,7 millones de pesetas, el órgano de contratación
excluyó, pese a su duración prevista de dos años, la
posibilidad de revisión de precios, estableciendo en la
cláusula III del Pliego de cláusulas especiales y pres-
cripciones técnicas, que lo precios «no serán suscepti-
bles de modificación, ya que en el cálculo de dichos
precios han sido tenidas en cuenta todas las posibles
variaciones del importe correspondiente a la duración
del período contratado ...». La TGSS, al incorporar al
precio inicial del contrato la incidencia de una hipotéti-
ca variación futura de los precios, imposible de cono-
cer en su magnitud y aun en su misma realización, ha
vulnerado el artículo 14 de la LCAP, en relación con lo
dispuesto en los artículos 104 a 109 de la misma Ley,
en los que se exige que los órganos de contratación cui-
den de que el precio de los contratos sea adecuado al
mercado y se establecen los supuestos, condiciones y
procedimientos para la revisión de los precios de los
contratos.

Sobre esta cuestión conviene hacer dos considera-
ciones adicionales. En primer lugar, en cuanto a la lega-
lidad de la citada cláusula, debe añadirse que al no estar
incluida en el Pliego tipo de cláusulas administrativas
particulares sino en el denominado Pliego de cláusulas
especiales y de prescripciones técnicas, el informe de
la Asesoría Jurídica de la TGSS sobre aquél no avala el
contenido de la cláusulas, tal como se expone más
ampliamente en el apartado 3 del epígrafe 5.5.3.2. de
esta Sección del Informe, por lo que no cabe considerar
cumplido el trámite de informe del servicio jurídico
sobre el Pliego de cláusulas administrativas particula-
res, establecido con carácter preceptivo en el artícu-
lo 50.4 de la LCAP. 

En segundo lugar, desde el punto de vista de la eco-
nomía del gasto público, aunque se desconoce en que
manera se cuantificó la evolución futura de los precios,
cabe suponer que se previó una evolución alcista, que
contrasta con la evolución contraria que ponen de
manifiesto lo sucesivos contratos celebrados por la
TGSS, según se desprende del análisis que expone en
el epígrafe 5.5.2.1, apartado 14 e) de esta misma Sec-
ción del Informe.

5.5.3 Contratos de suministro de la TGSS

Se han analizado 135 expedientes de contratos de
suministro tramitados por la TGSS en el período fisca-
lizado, por un importe global de 26.808,2 millones de
pesetas.

A continuación se analizan las principales inciden-
cias puestas de manifiesto en el examen de estos 135
expedientes, tratando en primer lugar de los expedien-
tes de contratación cuyas convocatorias fueron declara-
das desiertas para tratar seguidamente aquellos que lle-
garon a su extinción por cumplimiento.
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ridad Social», adjudicado el 26 de octubre de 1994 a 
la empresa Fujitsu S.A. en 115,8 millones de pesetas.
La recepción de conformidad del material se produjo
en los almacenes de la empresa el 23 de diciembre 
de 1994, condicionando la TGSS el pago a la compro-
bación de su instalación en todos y cada uno de los
lugares de destino. No obstante lo anterior, la TGSS
expidió el 31 de diciembre el documento contable OK
de reconocimiento de la obligación y propuesta de pago.
Respecto de este expediente debe señalarse que el Plie-
go de cláusulas especiales y técnicas preveía que el
plazo de ejecución sería de un mes a partir de la fecha
de formalización del contrato, que se produjo el 18 de
noviembre de 1994, por lo que, en todo caso, la preten-
dida entrega en los almacenes de la empresa debió pro-
ducirse antes del 18 de diciembre de 1994 y no el 23 de
diciembre, produciéndose fuera del plazo estipulado
(plazo en el que no sólo debería haberse efectuado la
entrega efectiva del material objeto del contrato, sino
también su instalación y puesta en funcionamiento,
puesto que en el Pliego no se establecía cosa distinta).
Asimismo debe significarse que en el contrato se intro-
dujeron, en beneficio de la empresa adjudicataria,
modificaciones al Pliego de cláusulas administrativas
particulares, señalando que la entrega debería efectuar-
se antes del 30 de diciembre de 1994 previa recepción
en los almacenes de la empresa, circunstancia añadida
que pone de manifiesto cómo la TGSS fue adaptando
el procedimiento a las circunstancias, en lugar de ade-
cuar su actuación al procedimiento, conculcando con
ello no sólo la legalidad en materia de contratación
administrativa sino el principio genérico de someti-
miento de los poderes públicos a los procedimientos
legalmente establecidos como cauce y expresión del
principio de legalidad.

c) En el expediente CD 6285/94, de «Adquisición
de 600 impresoras matriciales para Entidades Gestoras
de la Seguridad Social», adjudicado el 26 de octubre 
de 1994 a la empresa Digital Enterprises España S.A.
en 77,3 millones de pesetas, una vez más se produjo la
recepción en los almacenes de la empresa adjudicata-
ria, condicionando la TGSS el pago a la comprobación
de su instalación en todos y cada uno de los lugares de
destino, no obstante lo cual, la TGSS expidió el 31 de
diciembre el documento contable «OK» de reconoci-
miento de la obligación y propuesta de pago. También
en el documento de formalización, de 16 de noviembre
de 1994, de este contrato se introdujeron modificacio-
nes respecto de lo previsto en los Pliegos, estipulándo-
se que la entrega debería producirse en los almacenes
de la empresa (en los Pliegos se preveía la entrega
inmediata a partir de la firma del contrato). Además,
las impresoras entregadas (modelo SL270, de 136
columnas) resultaron ser distintas de las previstas en el
contrato (modelo SQ850, de 80 columnas), sin que tal
modificación fuera aprobada por el órgano de contrata-
ción, ni estuviera admitida previamente la sustitución

dentro del catálogo del Servicio Central de Suminis-
tros, por lo que la justificación de la contratación direc-
ta fundada en tratarse de bienes homologados resultó a
la postre improcedente, por no ajustarse a la realidad,
lo que de nuevo es expresivo de la utilización formal
pero fraudulenta por parte de la TGSS de los cauces
procedimentales de la contratación para dar cobertura a
situaciones que no respondían a los supuestos ampara-
dos por las normas que la TGSS invocaba para su apli-
cación.

Por otra parte, a juicio de este Tribunal, los dos
expedientes anteriores debieron tramitarse conjunta-
mente en un sólo expediente, sin perjuicio de su distri-
bución en dos lotes, habiendo vulnerado la TGSS lo
dispuesto en el artículo 21 de la entonces vigente LCE,
que prohibía el fraccionamiento, teniendo en cuenta
que sin este fraccionamiento el órgano de contratación
habría requerido de la autorización ministerial para
contratar.

d) También incurre en esta deficiencia el expedien-
te CD 6299/94, para la «Adquisición de 100 PC para
las Direcciones Provinciales de la TGSS», adjudicado
en 35,9 millones de pesetas a la firma Hewlett Packard
Española S.A. Este contrato se adjudicó el 23 de
diciembre de 1994 y se formalizó el día 27 del mismo
mes y año. La recepción se produjo en los almacenes
de la empresa el 30 de diciembre, condicionando la
TGSS el pago a la efectiva entrega e instalación en los
lugares de destino del material, y tramitando el recono-
cimiento de la obligación y el documento contable «O»
el día 30 de diciembre de 1994. Constan en el expe-
diente un certificado del Director del Centro de Infor-
mática, de 12 de junio de 1995, a tenor del cual el mate-
rial objeto de este contrato se había recepcionado e
instalado en los Servicios Centrales de la Tesorería
General de la Seguridad Social, y la propuesta de pago
(documento contable «K») se fechó el 18 de agosto 
de 1995. De acuerdo con esta documentación, además de
la irregular recepción en los almacenes de la empresa,
en este contrato se observa una alteración en el destino
de los bienes adquiridos, pues finalmente se instalaron
en los Servicios Centrales de la TGSS en lugar de
hacerse en las Direcciones Provinciales de esta Entidad
como estaba previsto en el contrato, todo ello sin que 
la TGSS tramitara el preceptivo expediente de modifi-
cación contractual, dejando de satisfacer la necesidad
pública que justificó inicialmente la adquisición, con-
traviniendo la TGSS lo dispuesto en este sentido por
los artículos 11 y 18 de la entonces vigente LCE.

e) En el expediente 6317/1995, para la «Adquisi-
ción de material informático homologado para el CEN-
DAR de la Tesorería General de la Seguridad Social»,
adjudicado a Hewlett Packard S.A. en 124 millones de
pesetas, la TGSS incurrió también en la práctica de
recibir de conformidad los bienes objeto del contrato a
final de ejercicio, supeditando la tramitación y pago de
la factura a la comprobación de su instalación y buen

Tribunal ha comprobado que entre las prestaciones
objeto de este contrato estaba incluida la obligación del
adjudicatario de prestar asistencia técnica (600 horas de
análisis, 2.249 horas de programación y 94 horas de for-
mación de usuarios) durante un plazo de 6 meses, cuyo
precio se fijó en 33,7 millones de pesetas (28 por 100
del precio total del contrato). Sin embargo, la prestación
efectiva de esta asistencia técnica no se acreditó de
forma expresa en el expediente ni se dejó constancia
explícita de dicha prestación en el acta de recepción de
conformidad con el suministro, lo que revela una falta
de control por parte de la TGSS de un aspecto funda-
mental de la oferta y de la ejecución del contrato.

5. En 28 expedientes incluidos en la muestra fis-
calizada, la TGSS ha efectuado la recepción del mate-
rial objeto de suministro en los almacenes de las
empresas adjudicatarias, práctica ya criticada por este
Tribunal de Cuentas en sus Informes Anuales. En estos
casos se trata de contratos celebrados en los últimos
meses (en algunas ocasiones, incluso en los últimos
días) de cada ejercicio cuyas recepciones, se produje-
ron a su vez en los almacenes de las empresas en los
días inmediatamente anteriores a la finalización del
ejercicio haciendo con ello formalmente posible el
reconocimiento de la obligación mediante la emisión
del documento contable «O» correspondiente, aunque
los certificados de correcta instalación y funcionamien-
to se expidieron en los lugares de destino de los bienes
adquiridos, ya en el ejercicio siguiente. En ocasiones
esas recepciones se denominaron «provisionales» por
parte de la TGSS pese a que la normativa de los contra-
tos de suministro contempla exclusivamente una sola
recepción. Mediante esta forma de actuar la TGSS ha
recibido y pagado en cada ejercicio suministros de
material informático contratados con cargo a los presu-
puestos de los ejercicios anteriores, lo que contraviene
no sólo los principios de la contratación pública sino
también de la disciplina presupuestaria, y en particular
los artículos 63 y 150.4 del TRLGP. En efecto, estas
recepciones, no previstas en precepto alguno ni con-
templadas en los Pliegos de cláusulas administrativas
particulares, crean la ficción jurídica de reconocimien-
to del cumplimiento de las obligaciones del contratista,
pero en modo alguno representan la entrega y transmi-
sión del dominio sobre los bienes objeto de los contra-
tos y, consecuentemente, no permiten dar por cumpli-
das las prestaciones a las que los contratistas se
obligaron. Además, la práctica de condicionar la pro-
puesta de pago, que se difiere al ejercicio siguiente, a la
efectiva entrega e instalación, en su caso, de los bienes
adquiridos supone desconocer que desde que la obliga-
ción ha sido reconocida, su pago es exigible y sólo
puede ser condicionado, salvo anulación del acto admi-
nistrativo de reconocimiento de la obligación, a la exis-
tencia de crédito presupuestario.

A continuación se analizan los 28 expedientes de
contratación en los que la TGSS ha seguido la referida

práctica contraria a la normativa contractual y presu-
puestaria, con las irregularidades y singularidades
observadas en cada uno de ellos.

a) El expediente CD 3237/94, tuvo como objeto la
«Adquisición de componentes físicos y lógicos para
configurar un sistema de almacenamiento y recupera-
ción de imágenes en disco», en el marco del proyecto
piloto del plan AIDA, y fue adjudicado en 40 millones
de pesetas a Hewlett Packard S.A. Este contrato se
adjudicó mediante contratación directa al amparo de lo
dispuesto en el artículo 87.2 de la Ley de Contratos del
Estado, vigente en aquel momento, referido a los
supuestos «de reconocida urgencia surgida como con-
secuencia de necesidades apremiantes que demandaren
un rápido suministro, que no pueda lograrse por medio
de la tramitación urgente regulada en el artículo 26 de
esta Ley, previa justificación razonada en el expedien-
te». La urgencia fue declarada por el Secretario Gene-
ral de la TGSS en la orden de inicio del expediente,
fechada el 25 de septiembre de 1994, pero no incluía su
justificación razonada tal como exigía el precepto
transcrito. Únicamente en la Memoria justificativa de
la necesidad de la contratación, suscrita por el Subdi-
rector General de recursos Económicos el 1 de septiem-
bre de 1994, la propuesta para acudir a la contratación
directa, con concurrencia de ofertas, se fundamentaba
en «motivos de urgencia, ya que el sistema debería que-
dar instalado dentro de este ejercicio». En realidad, la
urgencia derivaba exclusivamente de circunstancias
presupuestarias, de la conveniencia de utilización de
créditos presupuestarios disponibles, y no, como exigía
la Ley de Contratos del Estado, de una necesidad apre-
miante que no pudiera ser resuelta por los procedimien-
tos normales de tramitación de los suministros, lo que
desvirtúa las razones de urgencia aducidas por la TGSS
y en consecuencia el recurso a la adjudicación directa
como forma de adjudicación. Finalmente debe señalar-
se que en la orden de inicio del expediente el recurso a
la contratación directa se pretendió amparar por la
TGSS también incluyendo referencias al artículo 87.3
de la LCE que permitía este tipo de adjudicación para
los contratos de menos de 10 millones de pesetas pero
que no era aplicable en este caso puesto que el presu-
puesto del contrato (40 millones) excedía de los límites
contemplados en dicho precepto. Todo ello pone de
manifiesto que la TGSS revistió formalmente el expe-
diente de tal manera que, mediante la contratación
directa, se diera cobertura contractual y presupuestaria
a unos suministros que debieron satisfacerse mediante
concurso público —forma normal de adjudicación de
los contratos— conculcando, mediante el uso de esta
técnica fraudulenta, la legalidad contractual y presu-
puestaria.

b) También incurre en esta deficiencia el expe-
diente de contratación CD 6284/94, para la «Adquisi-
ción de 600 PC para las Entidades Gestoras de la Segu-
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minado por la TGSS «Pliego de cláusulas especiales y
prescripciones técnicas».

i) En el contrato celebrado para la «Adquisi-
ción de 2.100 ordenadores personales para el pro-
yecto SILUETA, con destino a las Entidades Gestoras de
la Seguridad Social» (expediente 6314/98), adjudicado a
la empresa Unisys España S.A., por importe de 428,6
millones de pesetas, se produjo también una recepción
de conformidad en los almacenes de la empresa sin que
la distribución e instalación se completara durante 1998,
expidiéndose, no obstante, un documento contable «O»
con el reconocimiento de la obligación. En el presente
caso, la indeterminación de los plazos parciales y tota-
les de ejecución han impedido conocer si se produjo
incumplimiento por parte de la empresa adjudicataria o
si la demora fue imputable a la propia TGSS, y eviden-
cia, de nuevo un deficiente control de la TGSS sobre la
ejecución de sus contratos.

j) En el contrato para la «Adquisición de 170 rou-
ters para las Entidades Gestoras de la Seguridad
Social» (expediente PN 6328/97), vinculado al proyec-
to SILUETA, adjudicado en 42,9 millones de pesetas a
Olivetti Systems and Network S.A., pese a estar fijado
un plazo máximo de entrega de 1 mes, la recepción se
produjo en los almacenes de la empresa, con el consi-
guiente reconocimiento de la obligación y emisión del
documento contable «O» en 1997, sin que la prestación
objeto del contrato hubiera sido cumplida en su integri-
dad. La ejecución total del contrato se demoró hasta
final de 1998 porque «la coordinación entre las distin-
tas tareas que el proyecto SILUETA conlleva, hizo pre-
ciso reprogramar la planificación inicial, produciéndo-
se desajustes que justifican la demora». Idéntica
explicación ofrece la TGSS para justificar el retraso en
la ejecución del expediente PN6329/97, también adju-
dicado, en 18,9 millones de pesetas a Olivetti, en el que
se observan las mismas incidencias de recepción en los
almacenes de la empresa y reconocimiento de la obli-
gación sin que la ejecución del contrato se hubiera
completado. Todo ello pone de manifiesto la deficiente
planificación y coordinación del Proyecto, ya puesta de
manifiesto en el apartado 1 del epígrafe 5.4.2.2 de la
Sección IV del presente Informe de Fiscalización.

k) En el contrato para la «Adquisición de 560 ser-
vidores de impresión para las Entidades Gestoras de la
Seguridad Social» (expediente PN 6309/98), vinculado
al proyecto SILUETA, adjudicado en 28,5 millones de
pesetas a NCR España S.A, la formalización del con-
trato se produjo el 23 de junio de 1998 y la recepción,
pese a estar fijado un plazo máximo de entrega de 1
mes, se produjo en los almacenes de la empresa el 27
de julio de 1998, prolongándose la distribución e insta-
lación hasta final del primer trimestre de 1999, retraso
producido «por la demora en la ejecución de las diver-
sas fases del plan de instalación de una red de área local
(SILUETA) y, más concretamente, por el retraso en la
adjudicación de PC,s e impresoras láser». El reconoci-

miento de la obligación y el documento contable «O»
se emitieron en 1998, sin que la prestación objeto del
contrato hubiera sido cumplida en su integridad incum-
pliendo la TGSS una vez más la legislación presupues-
taria y reguladora de la contratación pública. De la eje-
cución de este contrato se deduce, además de las
irregularidades descritas, y al igual que en el caso de
los analizados en el párrafo anterior, una defectuosa
planificación y ejecución de los proyectos y una defi-
ciente coordinación en la tramitación de la contratación
necesaria para su ejecución, en perjuicio de los princi-
pios de eficiencia y economía que informan la gestión
del gasto público. En estos casos además, la demora en
la recepción era únicamente imputable a la TGSS, en
perjuicio de las empresas suministradoras por lo que la
referida falta de planificación y coordinación pudo
haberse traducido, además de los perjuicios en la ges-
tión ordinaria de la TGSS, en la exigencia por parte de
las empresas perjudicadas de daños y perjuicios deriva-
dos de la citada falta de recepción de unos bienes que
estaban a disposición de la TGSS.

l) La recepción de conformidad en los almacenes
de la empresa también se produjo en los expedientes
CD6201/94, CD6202/94, CD6210/94, CD3227/94,
CA2218/95, CA2219/95, CP2204/95 y PN6328/96,
PN6332/96, PN6360/96, C2305/97. PN6335/97,
PN6356/97, PN6357/97, CP2300/97 y CP2303/97, en
los que en algunos casos también concurren las cir-
cunstancias de reconocimiento de la obligación con
anterioridad al completo cumplimiento por el adjudica-
tario de su obligación contractual. En el caso del expe-
diente CD6210/94, la recepción de conformidad, con-
dicionada como en los restantes casos a la distribución
e instalación de los bienes adquiridos, se produjo con
anterioridad a la fecha de adjudicación del contrato,
anticipación que pone de manifiesto que la contrata-
ción se produjo al margen del procedimiento y que es
equivalente en su trascendencia jurídica práctica a la
contratación verbal prohibida por el artículo 41 de la
entonces vigente Ley de Contratos del Estado y el
artículo 125 del RGCE. Por su parte, en el expediente
PN6356/97, el reconocimiento de la obligación y su
reflejo contable en el documento «O» son de 31 de
diciembre de 1997, sin que se hubiera celebrado con
anterioridad el acto de recepción, que no tuvo efecto
hasta el 16 de enero de 1998, «por dificultades admi-
nistrativas surgidas en el nombramiento de represen-
tante», lo que evidencia nuevamente que el objeto de
esta práctica no es otro que el de agotar el crédito
correspondiente a cada ejercicio, con independencia
del revestimiento formal que se diera al procedimiento
en cada caso en función de las concretas prestaciones
objeto de cada adquisición.

m) En el contrato derivado del expediente 
CD 6283/94, formalizado el 25 de noviembre de 1994
por la TGSS para la «Adquisición de 50 ordenadores
departamentales para diferentes administraciones de la

funcionamiento que tuvo lugar en el ejercicio siguien-
te. En este caso la TGSS había pactado con la empresa
la entrega (incluyendo la instalación y puesta en fun-
cionamiento) en el plazo máximo de un mes a partir del
9 de octubre de 1995, fecha de formalización del con-
trato. Sin embargo, dicha estipulación contractual
resultó claramente incumplida puesto que la recepción
se produjo el 15 de diciembre y la comprobación de su
instalación y puesta en funcionamiento se produjo el
13 de marzo de 1996, vulnerando lo dispuesto en los
artículos 95 y siguientes de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, reguladores de la ejecución
de los contratos, y en particular de los efectos de las
demoras en la ejecución imputables al contratista y los
efectos de la suspensión de los contratos por parte de la
Administración.

f) En el contrato derivado del expediente 6343/97,
para la «Adquisición de 1.500 ordenadores personales
con destino a las Entidades gestoras de la Seguridad
Social», adjudicado a la empresa Informática El Corte
Inglés S.A. en 315 millones de pesetas, el acto de
recepción de conformidad de los bienes adquiridos se
produjo el 15 de diciembre de 1997 en los almacenes
de la empresa, condicionando la TGSS la tramitación
de la propuesta de pago a la efectiva entrega de los
ordenadores en los lugares de destino, entregas que
efectivamente se produjeron, en su mayor parte, en el
mes de marzo de 1998. Debe señalarse que el Pliego de
cláusulas especiales y prescripciones técnicas, contem-
plaba la posibilidad de recepción en almacén, en el
plazo de un mes desde la formalización del contrato,
para su posterior distribución, y que la TGSS realizaría
el pago una vez acreditada la instalación y correcto fun-
cionamiento por los correspondientes directores de los
centros de destino. Todo ello configura un esquema de
procedimiento en el que, la TGSS volvió a vulnerar la
normativa presupuestaria y contractual, puesto que el
reconocimiento de la obligación se produjo con ante-
rioridad al total cumplimiento de la obligación. Ade-
más el plazo de ejecución quedaba indeterminado en el
momento de la formalización del contrato lo que impe-
día de raíz el control de su adecuada ejecución. Esta
circunstancia resulta contraria a lo dispuesto en el
artículo 29 del RGCE que prohibe la celebración de
contratos en los que la prestación del empresario quede
condicionada a resoluciones e indicaciones administra-
tivas posteriores a su celebración y al artículo 244.7 del
RGCE, en el que se establece que el Pliego de bases
especificará el «lugar de la entrega y plazo de duración
del suministro con indicación de plazos parciales, si los
hubiere (...)». Estos Pliegos de cláusulas especiales y
prescripciones técnicas, que contienen pactos y condi-
ciones definitorias de los derechos y obligaciones de
las partes del contrato, implican en ocasiones alteracio-
nes sustanciales respecto de las establecidas con carác-
ter general en los Pliegos tipo de cláusulas administra-
tivas que en modo alguno se ajustan a las circunstancias

variables de cada contrato, por lo que el informe favo-
rable del servicio jurídico a los Pliegos tipo carece de
valor en relación con las citadas cláusulas especiales.

Interesa destacar, además, que en este contrato
(expediente 6343/97), que es de adquisición de bienes
homologados por el Servicio Central de Suministros
del entonces Ministerio de Economía y Hacienda (en la
actualidad, Ministerio de Hacienda), como consecuen-
cia de la negociación previa con la empresa adjudicata-
ria, la TGSS obtuvo un descuento del 49,7 por 100
sobre el precio del catálogo del Servicio Central de
Suministros, por tratarse de una venta de 1.500 o más
unidades, descuento que no estaba previsto en el con-
curso de determinación de tipo previo a la cataloga-
ción. Sin perjuicio de la valoración positiva que merece
la obtención de tan importantes economías, a juicio de
este Tribunal la consecución de descuentos por volu-
men de ventas de tal magnitud, evidencian que los pre-
supuestos de hecho de este contrato son claramente
diferentes de los tenidos en cuenta en el momento del
concurso de determinación de tipo, por lo que cabría
valorar si habría sido aun más conveniente que este
contrato se hubiera adjudicado mediante concurso, para
haber obtenido no solo el beneficio de los descuentos
derivados del volumen de la adquisición sino también
el derivado de la competencia con otras empresas.

g) También en el expediente 6340/97, de «Adqui-
sición de 500 impresoras laser para las distintas entida-
des gestoras de la Seguridad Social», adjudicado a la
empresa Rank Xerox España S.A., en 94,8 millones de
pesetas, la recepción de conformidad se produjo en los
almacenes de la empresa el 10 de noviembre de 1997,
dando lugar al reconocimiento de la obligación y expe-
dición del correspondiente documento contable «O».
Sin embargo la comprobación de la correcta distribu-
ción e instalación de las impresoras no se produjo hasta
el 16 de septiembre de 1998, efectuándose el pago el 21
de diciembre de 1998, más de un año después de haber-
se producido la recepción y el reconocimiento de la obli-
gación. En este contrato se produjo además la misma
indeterminación del plazo de cumplimiento y la existen-
cia de alteraciones sustanciales respecto del Pliego tipo
criticadas en el contrato analizado anteriormente.

h) En el contrato celebrado para la «Adquisi-
ción de 1.000 ordenadores personales para el pro-
yecto SILUETA, con destino a las Entidades de la
Seguridad Social» (expediente 6302/98), adjudicado a
la empresa Unisys España S.A., por importe de 211,3
millones de pesetas, se produjo también una recepción
de conformidad en los almacenes de la empresa y pos-
teriormente se acreditó la distribución e instalación y
propuesta de pago de los ordenadores dentro, en este
caso, del mismo ejercicio de 1998, concurriendo, la
misma deficiencia que los contratos anteriores en cuan-
to a la indeterminación del plazo total de ejecución y
falta de individualización del Pliego tipo, cuyas condi-
ciones se vieron alteradas sustancialmente en el deno-
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de que la empresa constituyera el aval por la totalidad
del importe del contrato.

A juicio de este Tribunal, en todos estos casos, la
TGSS asumió improcedentemente los costes de finan-
ciación de las ventas. Estos costes correspondían en
todo caso a las empresas adjudicatarias, que lógica-
mente ya los habrían incluido en los precios dentro de
sus ofertas. La cuestión resulta de mayor trascenden-
cia, en cuanto esta práctica es susceptible de ser utiliza-
da arbitrariamente en beneficio de unas empresas y no
de otras, y ser por ello restrictiva de la competencia, en
los contratos adjudicados mediante concurso público,
como fue el caso del contrato CP 2003/94, de «Adqui-
sición de 2.000 ordenadores personales paras las Enti-
dades Gestoras y la TGSS», adjudicado en 350 millo-
nes de pesetas a Fujitsu España S.A.

p) En el caso del contrato derivado del expedien-
te PN6331/95, para la «Adquisición de 170 redes de
área local para el proyecto SILUETA», adjudicado a
Unisys S.A. en 594,3 millones de pesetas, la recepción
se produjo en San José (EE.UU), el 29 de diciembre 
de 1995, que resultó ser el mismo día en que se forma-
lizó el contrato. El 31 de diciembre de 1995 la TGSS
reconoció la obligación y expidió el documento conta-
ble «O» y sin embargo, fue casi un año después, el 11
de diciembre de 1996, cuando la TGSS acordó pagar el
precio total del contrato, una vez que el adjudicatario
avalara su importe, lo que se justificó por la TGSS en
«el desfase respecto de la planificación previa de la
implantación del cableado en los locales donde se
deben emplazar» las redes de área local objeto del con-
trato no imputable al adjudicatario. Todo ello pone de
manifiesto, además de los reiterados incumplimientos
legales que se vienen señalando, la deficiente planifica-
ción del citado proyecto SILUETA, reiteradamente
advertidas en el presente Informe.

6. En el contrato celebrado para la «Adquisición
de dos procesadores de propósito general con destino a
las Direcciones Provinciales del INSS y de la TGSS de
Lérida y de Melilla» (expediente CD 6247/94), adjudi-
cado en 43,8 millones de pesetas a I.B.M. S.A., en el
curso de la tramitación del expediente se produjo una
alteración de la composición y destino de los bienes
adquiridos, sin que de modo alguno la TGSS acreditase
motivadamente la conveniencia de su adquisición para
el interés público (antes bien, la alteración se presentó
como una mejora ofertada por la empresa en el curso
de la negociación del contrato) ni quedara reflejada tal
alteración ni en la adjudicación ni en el documento de
formalización del contrato. El informe favorable a esta
modificación, emitido por el Consejo de Dirección de
la Gerencia de Informática de la Seguridad Social, fue
posterior a la adjudicación. Todo ello pone de mani-
fiesto la falta de una adecuada planificación y prepara-
ción de los contratos, que además parten de una insufi-
ciente justificación de la necesidad que se pretende

satisfacer con el contrato. Este tipo de alteraciones y
modificaciones que afectan al objeto mismo del contra-
to se traducen además en la pérdida de validez de los
informes preceptivos emitidos antes de que se produje-
ra la alteración. En el contrato se estipuló la entrega
inmediata de los equipos informáticos que constituían
su objeto, pero las recepciones tuvieron lugar después
de transcurridos más de 5 meses desde la formalización
del contrato. Todas las circunstancias señaladas ponen
de manifiesto no solo que el objeto inicial del contrato
quedó desvirtuado mediante las alteraciones descritas,
sino también las condiciones pactadas para su cumpli-
miento, lo que evidencia una total falta de coincidencia
entre la ejecución real del contrato y las previsiones
iniciales que dieron origen a la tramitación del procedi-
miento de contratación.

7. En la mayor parte de los contratos de suminis-
tros fiscalizados la adjudicación se ha producido por
contratación directa amparada en el artículo 247.6 del
RGCE, en los contratos sujetos a la Ley de Contratos
del Estado, o por procedimiento negociado al amparo
de lo dispuesto en el artículo 183.g) de la Ley de Con-
tratos de las Administraciones Públicas, que contem-
plan la utilización del procedimiento negociado sin
publicidad para los suministros de bienes cuya unifor-
midad haya sido declarada por el Director General de
Patrimonio del Estado para su utilización común por la
Administración, previo concurso de determinación de
tipo celebrado de forma independiente. Sin embargo, en
estos expedientes no consta la existencia de dicha decla-
ración de necesaria uniformidad ni puede considerarse
cumplido dicho requisito con la mera inclusión de los
bienes objeto del contrato en el catálogo del Servicio
Central de Suministros de la Dirección General de Patri-
monio del Estado de acuerdo con lo establecido en el
artículo 253 del RGCE y en el artículo 184 de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas.

Conviene destacar que la TGSS, en lugar de adqui-
rir el bien incluido en el correspondiente catálogo a tra-
vés de la Dirección General de Patrimonio, como pre-
ceptúa el artículo 184 de la LCAP, este Servicio Común
solicitaba ofertas a los distintos suministradores que
tuvieran productos en el catálogo partiendo de los pre-
cios oficiales del catálogo para fijar los precios máxi-
mos de licitación. En los casos en que la TGSS contaba
con experiencia en contrataciones similares, fijó los
precios topes de licitación con base en anteriores mejo-
ras ya obtenidas sobre los precios oficiales del catálo-
go. Este procedimiento tiene apoyo en unas Recomen-
daciones de procedimiento de la Comisión Ministerial
de Informática del Ministerio de Trabajo y Seguridad
Social para informar la contratación de sistemas infor-
máticos de carácter no singular, de fecha 20 de mayo
de 1994. Se trata de un procedimiento que permite agi-
lizar la adquisición de estos bienes y obtener mejoras
significativas sobre los precios de catálogo, filosofía
que este Tribunal no puede sino compartir. Sin embar-

TGSS», adjudicado a ICL España Internacional Com-
puters S.A. en 240 millones de pesetas, se estipuló que
«la entrega del material se llevará a efecto antes del día
30 de diciembre de 1994, previa recepción en los alma-
cenes de la firma adjudicataria, en las Administracio-
nes que en su momento indique la TGSS» (cláusula
cuarta del contrato). Constan en el expediente una
recepción parcial de 46 impresoras integrantes de los
sistemas adquiridos que tuvo lugar en Osaka (Japón) el
19 de diciembre de 1994 y otra acta de recepción refe-
rida a la totalidad del material comprendido en el expe-
diente fechada en Madrid el 30 de diciembre de 1994 y
en la que se condicionaba el pago a la recepción de los
«acuses de recibo» correspondientes a su instalación en
las administraciones de la TGSS a las que estaban des-
tinados, dando lugar al reconocimiento de la obligación
y a la emisión del documento contable «O». No obs-
tante lo anterior, el 20 de octubre de 1995 la TGSS y la
empresa adjudicataria acordaron que, «(...) para resol-
ver las dificultades surgidas en la entrega del material
adjudicado», ICL prestase un aval bancario que cubri-
ría el importe total del expediente y que ICL debería
custodiar en sus propios almacenes el material pen-
diente de entregar mientras que la TGSS, por su parte,
abonaría el importe del contrato; constituido el aval
bancario, el 31 de diciembre de 1995 la TGSS emitió la
propuesta de pago.

Todo ello pone de manifiesto que el objeto del con-
trato aún no se había cumplido cuando en diciembre 
de 1994 se produjeron los actos de recepción de con-
formidad. Las recepciones fueron actos meramente for-
males y tuvieron como única finalidad incluir el crédito
que amparaba el contrato entre las obligaciones reco-
nocidas dentro del ejercicio de 1994 pero carecían de
contenido material en lo que se refiere a la acreditación
del cumplimiento por el adjudicatario de su obligación
de entrega. A este incumplimiento de la legalidad se
suma el quebrantamiento de los principios de econo-
mía y eficiencia en la gestión de fondos públicos oca-
sionado con motivo del desplazamiento a Osaka
(Japón) de dos funcionarios de la Seguridad Social,
para hacer en diciembre de 1994 una recepción que
resultó ficticia, con el coste añadido que ello hubo de
representar para la Seguridad Social.

n) Igualmente, en el contrato celebrado para 
la «Adquisición de directores ESCON para el procesa-
dor IBM 9021-982 instalado en el centro de produc-
ción, sistemas y comunicaciones de la GISS» (expe-
diente CP 2303/96), adjudicado mediante concurso a
Internacional Periféricos y Memorias S.A. en 51,2
millones de pesetas, el contrato se formalizó el 23 de
diciembre de 1996, y la recepción se produjo en Nueva
Jersey (EE.UU), el día 30 de diciembre de 1996. El 31
de diciembre de 1996 la TGSS reconoció la obligación
y expidió el documento contable «O», demorándose la
entrega efectiva y la instalación hasta el mes de abril 
de 1997, con un retraso superior a 2 meses respecto del

plazo de ejecución establecido en el contrato. En este
caso también, destaca negativamente el desplazamiento
a Nueva Jersey (EE.UU.) de 3 funcionarios de la Segu-
ridad Social para asistir a un acto de recepción del
material, que debe reputarse como meramente formal,
que vulneró tanto la normativa presupuestaria como la
sustantiva de la Ley de Contratos de las Administracio-
nes Públicas así como las previsiones contenidas en el
denominado Pliego de cláusulas especiales y de pres-
cripciones técnicas.

ñ) En el expediente CD 6305/94, para la «Adqui-
sición de 575 PC para las Direcciones provinciales de
las Entidades Gestoras de la Seguridad Social», adju-
dicado el 15 de noviembre de 1994 a Fujitsu S.A. 
en 144,1 millones de pesetas, se produjo la misma inci-
dencia. En el documento de formalización del contrato
se preveía que la entrega del material y su instalación y
puesta en funcionamiento debería producirse antes 
del 30 de diciembre de 1994 (en el Pliego de prescrip-
ciones especiales y técnicas se preveía la entrega inme-
diata), previa recepción en los almacenes de la empre-
sa; esta recepción en los almacenes de la empresa
efectivamente se produjo de conformidad el 23 de
diciembre de 1994, reflejándose en el Acta de recep-
ción que el pago se condicionaba a que posteriormente
se certificara la correcta instalación en los lugares de
destino de los equipos informáticos. No obstante lo
anterior, el 22 de diciembre de 1994 el Secretario
General de la TGSS y la empresa adjudicataria, «para
resolver las dificultades surgidas en la entrega del
material (...), toda vez que por razones no imputables a
la empresa adjudicataria ésta no podrá suministrar el
material en su totalidad», acordaron que la TGSS pro-
cedería al abono del precio total del contrato previo
aval bancario por el señalado importe total de la adjudi-
cación, como así se hizo. El correcto suministro de los
equipos se produjo a lo largo del año 1995, en su mayor
parte a partir del mes de julio.

o) Esta misma incidencia se repite en 6 contratos
(expedientes CP2202/94, CD6263/94, CD6307/94,
CD6336/94, CD6308/94 y PN6331/95), en los que
también se efectuó la recepción de conformidad en los
almacenes de la empresa, efectuándose por la TGSS,
antes de la distribución e instalación de los bienes
adquiridos, las correspondientes propuestas de pago en
favor de las empresas adjudicatarias, previo aval por
éstas de la totalidad del importe del contrato. Esta prác-
tica, contraria a lo establecido en los artículos 30, 261 y
264 del RGCE es normalmente coincidente con el fin
de ejercicio y es también frecuente que la formaliza-
ción del contrato, la recepción de conformidad, el
acuerdo de pago previo aval y la misma constitución
del aval se produzcan en fechas coincidentes o inme-
diatas. Incluso en un caso (expediente CP 2202/94) el
aval había sido formalizado antes que el propio contra-
to, y en otro caso (expediente CD 6307/94) la propues-
ta de pago (documento ADOK) se emitió y validó antes
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dades y solapando sus actuaciones, ha mistificado la
auténtica situación de la relación contractual estableci-
da con la empresa Software AG S.A., en perjuicio de
los principios de transparencia en la contratación y de
eficiencia, economía y control del gasto público. Para
terminar conviene señalar que, a juicio de este Tribu-
nal, el Consejo de Dirección de la GISS y la Comisión
Ministerial de Informática del Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social, que informaron favorablemente
todos estos contratos, hicieron dejación de sus respon-
sabilidades de dirección y coordinación de la contrata-
ción informática en el ámbito de la Seguridad Social al
no poner de manifiesto estas circunstancias.

9. El contrato cuyo objeto fue el «Alquiler y man-
tenimiento de un ordenador UNISYS 2200/5225, un
procesador DCP 600 y diversos equipamientos para 
el Centro de Aplicaciones Económicas Internas de 
la Gerencia de Informática de la Seguridad Social 
para 1995-1998» (expediente CD 79/94 G), fue adjudi-
cado a la empresa Unisys Sperry S.A. en 917,9 millones
de pesetas, mediante contratación directa al amparo de lo
dispuesto en el artículo 247, apartados 1 y 8, del RGCE.
Estos preceptos contemplan la posibilidad de recurrir a la
contratación directa para la adquisición de bienes de los
que exista un único proveedor o que sean entregas com-
plementarias de otras anteriores. En el expediente la
TGSS se limitó a invocar la concurrencia de la segunda
de tales circunstancias, pero no acreditó ni fundamentó
que se encontrara realmente en su presencia. En realidad
no se trataba de una entrega complementaria sino que era
un contrato cuatrienal (1995-1998), continuación de otro
anterior, también cuatrienal, pero independiente de él,
que debió dar lugar a la tramitación de un concurso
independiente y que revela el alto grado de cautividad
que genera la contratación de determinados sistemas
informáticos. Este expediente de contratación fue some-
tido a informe de la Comisión Interministerial de Adqui-
sición de Bienes y Servicios Informáticos (CIABSI),
cuya intervención fue determinante para que la empresa
mejorara su oferta inicial (que había sido informada
favorablemente por el Consejo de dirección de la Geren-
cia de Informática de la Seguridad Social y por la Comi-
sión Ministerial de Informática) generando un significati-
vo ahorro de 27 millones de pesetas. Finalmente, debe
señalarse que la formalización de este contrato se produ-
jo mediante dos documentos administrativos indepen-
dientes, previa constitución de fianzas definitivas tam-
bién separadas, para el arrendamiento de equipos y para
su mantenimiento, lo que no estaba previsto ni en la nor-
mativa aplicable (LCE y RGCE) ni en los Pliegos de con-
diciones administrativas del expediente de contratación.

10. En el expediente de contratación 4833/95 para
la «Adquisición de una impresora de no impacto de alta
calidad para la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social», adjudicado en 39,9 millones de pesetas a
Rank Xerox Española S.A., la Memoria justificativa de
la necesidad de la adquisición fundamenta ésta en la

sustitución del ordenador al que estaba conectada la
impresora anteriormente existente. Sin ulterior motiva-
ción, fue declarada la necesidad de la adjudicación por
procedimiento negociado sin publicidad al amparo del
articulo 183. c) de la LCAP, que se refiere a la existen-
cia de un único proveedor. A juicio de este Tribunal
todo ello vulnera tanto lo dispuesto en el artículo 13 de
la LCAP, que exige que la necesidad del objeto del con-
trato para los fines del servicio público correspondiente
se justifique en el expediente, como lo dispuesto en los
artículos 76.2 y 183, párrafo primero, de la LCAP en
los que se exige la justificación de la forma de adjudi-
cación elegida y, particularmente, de la concurrencia
de las circunstancias que amparan la utilización del
procedimiento negociado sin publicidad, lo que no se
hizo en este expediente.

En el mismo supuesto de insuficiencia de la justifi-
cación de la necesidad de la contratación y de la adju-
dicación por el procedimiento negociado sin publici-
dad incurrieron el expediente 486/95, para la
«Actualización del grupo de software para el sistema
IBM 9221 de los Servicios Centrales de la TGSS»,
adjudicado en 36,2 millones de pesetas a IBM S.A, y el
expediente 4834/95, de «Adquisición Hardware de
comunicaciones para el centro de producción y siste-
mas de la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social», adjudicado por procedimiento negociado sin
publicidad (supuesto de proveedor único del artícu-
lo 183. c. de la LCAP) a Telefónica de España S.A. 
en 38,7 millones de pesetas. Además, en este último
contrato, la recepción de conformidad se produjo el 28
de diciembre de 1995, supeditando la TGSS la tramita-
ción de la factura a la comprobación del correcto fun-
cionamiento de los equipos adquiridos, lo que contra-
viene lo dispuesto en el artículo 111 de la LCAP, según
el cual, la recepción de conformidad exige que el con-
tratista haya realizado la totalidad del objeto del con-
trato de acuerdo con los términos del mismo y a satis-
facción de la Administración.

11. En el expediente 4815/1995, de «Adquisición
de dispositivos para librería automática de cartuchos de
ampliación de 18 a 36 pistas del Centro de Producción
y Sistemas de la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social», adjudicado a la empresa Internacional
Periféricos y Memorias S.A. en 29,2 millones de pese-
tas, el contrato se formalizó el 10 de julio de 1995 pre-
viéndose un plazo de entrega de un mes a partir de la
citada fecha. El acto de recepción se produjo el 2 de
noviembre de 1995 por lo que la empresa incumplió el
plazo de ejecución previsto en el contrato, sin que 
la TGSS impusiera al contratista las penalidades pre-
vistas en el artículo 96 de Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas.

12. En los expedientes de contratación de sumi-
nistros celebrados por la TGSS hasta 1997 se acumula-
ron en un único acto la aprobación del expediente de
contratación (que debería hacerse en resolución moti-

go, este Tribunal considera que este procedimiento no
encuentra acomodo legal ni en el artículo 184 de la
LCAP ni en su disposición adicional tercera producién-
dose un conflicto de legalidad que debe resolverse a
través de una norma de rango adecuado, legal o regla-
mentario (como autoriza el propio artículo 184 de la
LCAP), pero no por medio de unas «Recomendacio-
nes» que carecen de rango suficiente así como de valor
y eficacia normativos.

Cabe significar que a partir de 8 de julio de 1998,
por acuerdo entre la Dirección General de la Tesorería
General de la Seguridad Social y la Dirección General
de Patrimonio del Estado, formalizado el 7 de julio 
de 1998, la TGSS se integró en el sistema de adquisición
centralizada de bienes a través del Servicio Central de
Suministros establecido en el artículo 184 de la LCAP. 

8. Consideración especial merecen los con-
tratos derivados de los expedientes CD 7/1995-G 
y PN 32/1996-G celebrados por la TGSS, a propuesta
de la Gerencia de Informática de la Seguridad Social,
para la contratación de servicios de asistencia técnica
para la continuación del desarrollo de las aplicaciones
del proyecto de Prestaciones del Mar (PRESMAR) del
Instituto Social de la Marina (ISM) 53.

El primero de los contratos fue adjudicado por la
TGSS, en 26,3 millones de pesetas, el 19 de abril 
de 1995, mediante contratación directa sin promoción de
ofertas al amparo de lo dispuesto en el artículo 9.b) 
del Real Decreto 1005/1974, de 4 de abril, a la empresa
Software AG S.A. «como proveedor único por tratarse
de una modificación de requerimientos sobre un pro-
yecto de desarrollo de aplicativos, en ejecución». El
segundo contrato fue adjudicado, en 93,2 millones de
pesetas, el 24 de junio de 1996, por procedimiento
negociado sin publicidad y sin promoción de ofertas, al
amparo de lo dispuesto en el artículo 211 f) de la Ley
de Contratos de las Administraciones Públicas «por tra-
tarse de ejecución de nuevas fases del proyecto PRES-
MAR, cuyas anteriores fases han sido desarrolladas por
la misma firma» y realizarse la contratación «a través
del Servicio Central de Suministros». La ejecución del
primer contrato debía concluir como máximo el 31 de
diciembre de 1995 y la del segundo el 31 de diciembre
de 1996, no habiéndose producido demoras en la eje-
cución de ninguno de los dos contratos. En ambos con-
tratos la empresa contratista se comprometía a poner a
disposición de la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social trabajadores de diferentes categorías profe-
sionales para la prestación de un determinado número
de horas de trabajo, sin que el pago del precio estipula-
do estuviera vinculado a la obtención de resultados
concretos.

El contrato inicial del proyecto Prestaciones del
Mar (PRESMAR), cuya existencia motivó la exclusión

de la publicidad y la concurrencia en los dos contratos
ahora analizados, era un contrato celebrado por el ISM
el 3 de marzo de 1994 con la empresa Software AG S.A.,
con un importe de 27,9 millones de pesetas y un plazo
de ejecución de 9 meses.

Este contrato celebrado por el ISM en 1994 fue, 
al contrario que los dos contratos celebrados poste-
riormente por la TGSS, un contrato de resultado, 
cuyo objeto era el desarrollo completo del proyecto
PRESMAR, habiendo experimentado sucesivas
ampliaciones en su plazo de ejecución, sin variación en
el precio total del contrato, siendo finalmente resuelto
por el Director General del ISM el 29 de octubre 
de 1997, por mutuo acuerdo con la empresa adjudicata-
ria, a la que se abonó el 80 por 100 del precio total con-
tratado, importe en el que se valoraron los trabajos rea-
lizados, todo ello de conformidad con lo dispuesto en
los artículos 157.7 y 166 del RGCE.

El objeto de los 2 contratos celebrados por la TGSS
(ejecución de distintas fases del proyecto PRESMAR)
ya formaba parte del contrato celebrado por el ISM
cuyo objeto era, como se acaba de destacar, el desarro-
llo completo del proyecto PRESMAR, prestación a que
se obligó la empresa Software AG S.A. Por ello, la
celebración por la TGSS de nuevos contratos con el
mismo objeto, por los que la TGSS contrajo obligacio-
nes ya adquiridas por el ISM en el contrato inicial,
supone una grave irregularidad imputable a sus órga-
nos de dirección y gestión, que pudieran haber incurri-
do en un posible supuesto de responsabilidad contable
en los términos previstos por los artículos 38 y siguien-
tes de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tri-
bunal de Cuentas.

En el supuesto de que la celebración por la TGSS de
los 2 contratos analizados hubiera respondido a la
introducción tanto por el ISM como por la GISS de
modificaciones sustanciales al proyecto inicial y a la
necesidad de mantener la equivalencia de prestaciones
con el contratista, el procedimiento debió ser, bien la
modificación del contrato inicial celebrado por el Insti-
tuto Social de la Marina, de acuerdo con las previsio-
nes del artículo 11 del Real Decreto 1005/1974 y de los
artículos 18 y 48 de la Ley de Contratos del Estado
(LCE), bien la resolución del contrato, por aplicación
de lo establecido en el artículo 52.2 de la LCE, proce-
dimiento éste que habría sido más respetuoso con los
principios de publicidad y libre concurrencia habida
cuenta de la magnitud de las modificaciones respecto
del proyecto inicial. La TGSS no adoptó ninguna de
estas alternativas sino que optó por celebrar los dos
nuevos contratos ahora analizados, adjudicados direc-
tamente a la misma empresa, solapando su objeto con
el del contrato inicialmente celebrado por el ISM.

Debe añadirse que la actuación conjunta del Institu-
to Social de la Marina y de la Tesorería General de la
Seguridad Social en relación con este proyecto, frac-
cionando la ejecución del proyecto entre las dos Enti-

53 El proyecto PRESMAR y la contratación celebrada por el Instituto Social
de la Marina vinculada a este proyecto se analizan detalladamente en los epígra-
fes 3.4.2 y 3.5.2 de la Sección IV del presente Informe de Fiscalización.
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bonificación debe además añadirse el importe del
arrendamiento (descontada la depreciación) a partir de
la fecha de formalización del contrato (del 17 al 27de
julio de 1995), puesto que a partir de dicha fecha debe
considerarse que los bienes arrendados pasaron a ser
propiedad de la TGSS, por lo que en esa misma fecha
debieron considerarse extinguidas las obligaciones
recíprocas derivadas del contrato de arrendamiento por
confusión entre las personas del arrendatario y del
arrendador, de conformidad con establecido en el
artículo 1.192 del Código Civil.

La falta de reclamación de estas cantidades por
parte de la TGSS a la empresa contratista da lugar a la
existencia de un saldo deudor injustificado imputable a
los órganos de dirección y gestión de la TGSS que pro-
piciaron esta situación y que, con ello, han incurrido en
un posible supuesto de responsabilidad contable en los
términos previstos por los artículos 38 y siguientes de
la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal
de Cuentas.

Al margen de lo anterior, estos contratos ponen de
nuevo de manifiesto la existencia de relaciones de cau-
tividad o dependencia entre las entidades contratantes
y las empresas contratistas que derivan de las adquisi-
ciones de sistemas informáticos que incorporan tecno-
logías propietarias, que condicionan los sucesivos con-
tratos de ampliación, mantenimiento, software, etc, y
que a su vez vuelven a condicionar futuras adquisicio-
nes de hardware, software, mantenimientos y otros
contratos de asistencia en una cadena en la que final-
mente desaparece cualquier grado de concurrencia
competitiva. Ejemplo concreto de esta situación es que
el contrato de arrendamiento analizado se adjudicó por
contratación directa sin promoción de ofertas al ampa-
ro de lo dispuesto en el artículo 247.8 del Reglamento
General de Contratación del Estado, por tratarse de
«entregas complementarias efectuadas por el suminis-
trador originario, destinadas a la renovación parcial o a

la ampliación de suministros o instalaciones existentes,
cuando el cambio de suministrador obligara a la Admi-
nistración a adquirir un material técnico diferente que
suponga incompatibilidad o dificultades técnicas des-
proporcionadas en las condiciones de su utilización o
mantenimiento». Por su parte, en el concurso para la
adquisición del equipo, la TGSS contempló tanto la
posibilidad de la ampliación de los equipos existentes
—opción sólo utilizable por la firma Comparex—
como la sustitución de los equipos por otros de distin-
tas marcas, exigiendo en este caso la recompra del sis-
tema sustituido por un mínimo de 200 millones de
pesetas. Acogiéndose a esta segunda opción se presen-
tó al concurso sólo una empresa, cuya oferta fue consi-
derada inferior a las de Comparex por los órganos cole-
giados, pero no cabe duda que la obligación de
recompra del equipamiento sustituido constituye un
elemento de restricción de la competencia de difícil
superación, por lo que debería tenderse a la utilización,
siempre que ello fuera posible, de aquellas tecnologías
no propietarias que no impliquen necesariamente una
vinculación con el suministrador que se prolongue más
allá de la propia ejecución del contrato y su plazo de
garantía.

14. En los expedientes que se citan a continua-
ción, que fueron sometidos por la TGSS a informe de
la CIABSI, ha podido constatarse la discrepancia entre
el criterio expreso de la CIABSI y la resolución final-
mente adoptada para su adjudicación por la Tesorería
General de la Seguridad Social. Se trata en concreto de
un conjunto de expedientes tramitados por el CENDAR
incluidos en el siguiente cuadro número 59.

El objeto de estos contratos fue el ejercicio de una
opción de compra sobre 6 sistemas de reconocimiento
óptico de caracteres que el CENDAR mantenía en
arrendamiento desde 1990, para su posterior actualiza-
ción tecnológica. La propuesta de adjudicación del
expediente 4282/94, referida a tres de los sistemas, fue

vada del órgano de contratación comprensiva, normal-
mente, de la aprobación del gasto y del Pliego de cláu-
sulas administrativas particulares que hayan de regir el
contrato gasto, y de la apertura del procedimiento de
adjudicación, de acuerdo con lo dispuesto en el artícu-
lo 70 de la LCAP) y la adjudicación del contrato, lo que
es contrario al orden procedimental establecido tanto
en la Ley de Contratos del Estado como en la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, que sepa-
ran secuencialmente ambos trámites procedimentales.

13. Los contratos tramitados mediante los expe-
dientes CP 2205/1995 para la «Ampliación del ordena-
dor modelo GX 8310 del centro de producción y siste-
mas de la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social» y CD 82/1994, de «Alquiler de la ampliación
de CPU en el sistema central HDS GX8310 de la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social del sis-
tema Comparex 99/941», adjudicados ambos a la
empresa Comparex Sistemas Informáticos S.A., deben
ser objeto de consideración conjunta. La tramitación
del primero de estos contratos, con un presupuesto de
900 millones de pesetas, fue iniciada por la Tesorería
General de la Seguridad Social, para su adjudicación
por concurso público en 1994, a cuyo efecto requirió y
obtuvo los informes favorables del Consejo de Direc-
ción de la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social, de la Comisión Ministerial de Informática
(CMI) y de la Comisión Interministerial de Adquisi-
ción de Bienes y Servicios Informáticos (CIABSI)
sobre el Pliego de cláusulas administrativas especiales
y prescripciones técnicas.

A final del mismo ejercicio de 1994 se inició el
segundo de los expedientes citados, mediante contrata-
ción directa sin promoción de ofertas por importe 
de 150 millones de pesetas, para resolver de forma tran-
sitoria a partir del 1 de enero de 1995 un incremento de
la carga de trabajo prevista como consecuencia de una
modificación legal en curso. La duración de este contra-
to de arrendamiento se fijó en seis meses, en previsión
de que durante dicho plazo se produciría la adjudica-
ción del concurso público 2205/1995 con el que se daría
cobertura a las necesidades de la TGSS de forma per-
manente. Debe resaltarse que la ampliación del ordena-
dor GX8310, objeto del arrendamiento, estaba íntegra-
mente comprendida dentro del objeto del Concurso
público que simultáneamente estaba tramitándose.

El segundo expediente fue también objeto de infor-
me favorable de los citados órganos colegiados, seña-
lando, no obstante, la CIABSI en su informe que el
importe de 150 millones de pesetas correspondiente al
alquiler por seis meses parecía excesivo habida cuenta
de que representaba el 41,65 por 100 del precio de
venta de los bienes alquilados (357 millones de pese-
tas), lo que sólo podía justificarse «por las excepciona-
les condiciones de la presente contratación, en la que el
suministrador asume el riesgo de tener que quedarse
con una ampliación muy específica a los seis meses de

su instalación». Comparex ofertó, para el caso de que
al finalizar los 6 meses del arrendamiento la TGSS
adquiriera los bienes arrendados, una bonificación 
de 71,4 millones de pesetas sobre el precio de venta, por
prever una depreciación de dichos bienes del 20 por 100
en los seis meses de vigencia del contrato de arrenda-
miento. A tal efecto, la cláusula tercera del Pliego de
condiciones administrativas especiales y prescripcio-
nes técnicas fijó el precio de la opción de compra al
final del período de arrendamiento en 285,6 millones
de pesetas. El contrato de arrendamiento se inició el 27
de enero de 1995 (aunque en los Pliegos se preveía un
plazo de 1 de enero a 30 de junio) y se abonaron las
seis mensualidades contempladas en el contrato, inclui-
da la correspondiente al mes de julio de 1995.

Estando en ejecución el contrato de arrendamiento
se produjo la adjudicación y formalización del concur-
so público, adjudicado como se ha dicho a la misma
empresa Comparex en 884,1 millones de pesetas (pre-
cio total que incluía el precio integro de los bienes que
ya estaban siendo utilizados por la GISS como conse-
cuencia del contrato de arrendamiento), sin que en nin-
gún momento se hiciera referencia a la bonificación 
de 71,4 millones correspondientes a la depreciación de
la parte de la ampliación objeto del contrato que ya
había sido instalada en el sistema informático GX8310
como consecuencia del contrato de arrendamiento. Eje-
cutado el contrato, el pago se hizo por el total de su
importe de adjudicación. Llama la atención que tampo-
co tuvieran en cuenta la falta de mención alguna a la
bonificación los órganos colegiados (Consejo de Direc-
ción de la GISS, CMI y CIABSI) que emitieron los pre-
ceptivos informes sobre la propuesta de adjudicación
del concurso, teniendo en cuenta que estaban perfecta-
mente informados de los términos del contrato de
arrendamiento cuyos Pliegos de cláusulas administrati-
vas especiales y prescripciones técnicas habían infor-
mado previamente. La única referencia al contrato de
arrendamiento contenida en el contrato derivado del
concurso público se encuentra en su documento de for-
malización, cuya cláusula segunda, último párrafo,
estipula que «con relación al alquiler que finalizó en
junio de 1995, la firma adjudicataria mantendrá el equi-
po sin cargos por alquiler hasta el 31 de julio de 1995».
Esta previsión contractual está en clara contradicción
con la realidad de la ejecución del contrato de arrenda-
miento, cuya vigencia de 6 meses alcanzaba hasta el 27
de julio de 1995, por haberse iniciado su ejecución 
el 27 de enero de 1995. Además, como ya se ha señala-
do, se facturaron y abonaron 6 mensualidades comple-
tas, incluida la de julio de 1995.

En definitiva, este Tribunal estima que al no haberse
aplicado en el precio del contrato de adquisición de la
ampliación del equipo GX8310, la señalada bonifica-
ción de 71,4 millones de pesetas prevista en el contrato
de arrendamiento, se ha producido un perjuicio eco-
nómico a la TGSS por el mismo importe. Al valor de la
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les del INSS, que fueron, en este caso, informadas
favorablemente por la Comisión Interministerial de
Adquisición de Bienes y Productos Informáticos
(CIABSI).

16. En el contrato derivado del expediente
CP2206/93, para la «Adquisición de un sistema de
componentes físicos y lógicos para el tratamiento de la
información para el CENDAR», adjudicado en 82,7
millones de pesetas dividido en varios lotes, y en el
contrato CP2204/95, de «Adquisición de un sistema de
consulta masiva a bases de datos (query’s) en el centro
de producción y sistemas de la Gerencia de Informática
de la Seguridad Social», adjudicado mediante concurso
en 600 millones de pesetas a Siemens Nixdorf S.A, la
TGSS ha incumplido lo dispuesto en los artículos 90 de
la LCAP y 116 del RGCE, al haber dictado las respec-
tivas resoluciones de adjudicación una vez transcurrido
el plazo de tres meses desde la apertura de las proposi-
ciones establecido en los citados preceptos. Estas
demoras en las adjudicaciones pudieron haber sido
causa suficiente para que las empresas retiraran sus
ofertas con el consiguiente perjuicio que en tal caso se
hubiera producido para el interés público. En alguno de
los casos, la demora en la adjudicación estuvo motiva-
da en la tardanza en la emisión de los informes precep-
tivos de los órganos colegiados (Consejo de Dirección
de la GISS, Comisión Ministerial de Informática y
Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes y
Servicios Informáticos).

17. En el contrato derivado del expediente
CD4728/94, para la «Adquisición de equipamiento
periférico para desarrollo y explotación de los proyec-
tos SICOSS y SIP para los ordenadores centrales de la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social», adju-
dicado en 147,5 millones de pesetas a Unisys España
S.A., la actuación de la Comisión Interministerial de
Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos
(CIABSI) en la tramitación de este contrato, a través de
la emisión de informes sobre los Pliegos y sobre las
propuestas de adjudicación, ha permitido a la TGSS
obtener una reducción del precio inicialmente propues-
to del 5 por 100, lo que pone de manifiesto la importan-
cia de la participación de este órgano colegiado y la
trascendencia no solo jurídica y técnica, sino también
económica del incumplimiento por parte de las Entida-
des de la Seguridad Social de someter la totalidad de
los expedientes cuyo presupuesto exceda de los límites
reglamentariamente establecidos a informe de la citada
Comisión.

18. En el expediente CA2219/95, de «Suministro
e instalación de lectores grabadores de la tarjeta de la
Seguridad Social y visualizadores de los datos conteni-
dos en la misma», el lote II, referido a los visualizado-
res de datos, fue adjudicado a la empresa Telefónica
Sistemas S.A. por un importe de 127 millones de pese-
tas, estableciéndose en el contrato un plazo de ejecu-
ción hasta el 31 de diciembre de 1996. Sin embargo, el

23 de diciembre de 1996 el Director General de la
TGSS concedió a la adjudicataria, a petición de ésta,
una ampliación del plazo de ejecución en la que no se
determinó la fecha de finalización que se «pospone a
1997», con el consiguiente ajuste de anualidades. Esta
modificación contractual, que se fundamentó en el
artículo 97.2 de la LCAP (que se refiere a retrasos no
imputables al contratista) se motivó por la empresa en
el «proceso de optimización del diseño del terminal»
que la permitía ofrecer «una solución de fabricación
que cumpla todo lo exigido en nuestro contrato y en
particular lo referente al peso máximo de 300 gr. Este
nuevo terminal con su producción asociada estará dis-
ponible antes del 30 de mayo de 1997». Todo ello
implica que la TGSS autorizó una modificación del
objeto del contrato no amparada en el artículo 102 de la
LCAP (que regula las modificaciones contractuales) y
realizada además sin el preceptivo informe del Servicio
Jurídico de la TGSS, modificación cuya finalidad no
era otra, al fin y al cabo, que el cumplimiento del con-
trato en los términos inicialmente pactados.

19. En 3 contratos (expedientes CA2218/95,
CA2219/95 y CP2204/95), todos ellos adjudicados
mediante concurso público y formalizados en 1995, la
publicación de la resolución de adjudicación en el Dia-
rio Oficial de las Comunidades Europeas no se produjo
hasta el mes de enero de 1997, con un retraso superior
a 1 año, habiendo incumplido la TGSS lo preceptuado
en el artículo 94 de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, en el que se establece un plazo de
cuarenta y ocho días a partir de la fecha de la adjudica-
ción para la publicación de los resultados de la licita-
ción en el citado Diario Oficial.

6. La seguridad y la confidencialidad en la contrata-
ción informática de la Seguridad Social

6.1 Consideraciones generales.

En este apartado se analizan las actuaciones lleva-
das a cabo por las Entidades de la Seguridad Social, a
través de la contratación celebrada al efecto y de la
aprobación y aplicación de normativa específica para
garantizar la seguridad, integridad, calidad y confiden-
cialidad de los datos de carácter personal incluidos en
los ficheros automatizados de los que dichas Entidades
son responsables, así como para el control de los acce-
sos a sus sistemas informáticos, prestando especial
atención a las cláusulas de los contratos objeto de la
presente Fiscalización relativas a la protección por
dichas Entidades de los datos contenidos en los citados
ficheros automatizados.

El interés de este concreto análisis se deriva de que,
como se ha puesto de manifiesto en el análisis de la
contratación de consultoría y asistencia y de servicios
de las Entidades, en el desarrollo y mantenimiento de

sometida por la TGSS a la consideración de la CIABSI
que con fecha 15 de diciembre de 1994 decidió «no
emitir informe favorable» a la contratación propuesta.
No obstante, el 30 de diciembre de 1994 la TGSS adju-
dicó el contrato por un importe de 456 millones de
pesetas. Posteriormente, sin solicitar el preceptivo
informe de la CIABSI, la TGSS ejerció la opción de
compra sobre los otros tres sistemas (expediente
4838/95). Finalmente la TGSS solicitó informe de la
CIABSI para la adjudicación, por procedimiento nego-
ciado, del contrato para la actualización tecnológica de
estos tres últimos sistemas, obteniendo el informe favo-
rable de la Comisión que, sin embargo, dejó constancia
en su informe de la política de hechos consumados
practicada por el CENDAR: «La Ponencia en su estu-
dio parte de la situación actual del CENDAR (con tres
equipos TARTAN Y 3 equipos PAGE PRO), que se
asume como una realidad de hecho, con independencia
de que dicha situación sea o no la óptima para satisfa-
cer las necesidades identificadas en el proyecto». Con-
viene insistir en que a dicha realidad de hecho se llegó
mediante actuaciones de la TGSS contrarias a los crite-
rios de la CIABSI, primero adjudicando un contrato en
contra de lo informado por la CIABSI y, después, reali-
zando dos nuevos contratos sin solicitar el informe de
dicha Comisión. Y debe añadirse que tales contratacio-
nes de la TGSS, cuyo gasto inicial —sin tener en cuen-
ta la previsible vinculación con la empresa adjudicata-
ria para mantenimientos posteriores— se cifra en al
menos 781 millones de pesetas, se efectuaron sin publi-
cidad ni concurrencia, y pudieron no ser la solución
«óptima para satisfacer las necesidades identificadas en
el proyecto» como pone de manifiesto la CIABSI. Todo
ello cuestiona la elección del procedimiento seguido
para la adquisición de estos bienes que más bien parece
consolidar situaciones de hecho que, en ocasiones
como la presente, más parecen beneficiar el interés par-
ticular de las empresas contratistas que el interés públi-
co concretado en este caso en el interés de la TGSS y 
el CENDAR.

15. El contrato de «Alquiler de los productos lógi-
cos para los distintos sistemas informáticos dependien-
tes de la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social» (expediente CD 78/1994), adjudicado en 336,5
millones de pesetas a la firma I.B.M. S.A., fue formali-
zado el 6 de febrero de 1995, con un plazo de ejecu-
ción, establecido en la cláusula 3.ª del contrato, «desde
su instalación y puesta en funcionamiento hasta el 31
de diciembre de 1995». Consta en el expediente un cer-
tificado emitido por el Director de Comunicaciones del
Centro de Producción y Sistemas de la GISS el 15 de
marzo de 1995, en el que se certifica que el arrenda-
miento de los equipos lógicos de la firma IBM a que se
refiere el expediente de contratación directa 78/1994,
se estaban llevando a cabo a partir del 6 de febrero 
de 1995. No obstante lo anterior, el precio del arrenda-
miento se abonó a partir del 1 de enero de 1995, con el

consiguiente perjuicio económico para la TGSS, por
importe de una mensualidad (33 millones de pesetas).
Al haberse producido el abono de una mensualidad al
margen de las previsiones contractuales, debe conside-
rarse ésta como un pago injustificado que ha podido
dar lugar a un supuesto de responsabilidad contable en
los términos previstos por los artículos 38 y siguientes
de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribu-
nal de Cuentas.

Debe señalarse además, respecto de este expediente
CD 78/94, que en el preceptivo informe de la Comisión
Interministerial de Adquisición de Bienes y Servicios
Informáticos (CIABSI), emitido el 22 de noviembre 
de 1994, no obstante su carácter favorable, se señalaba
que el incremento de precios respecto del arrendamien-
to de ejercicios anteriores «no era conforme con el
acuerdo de 20.09.93 de la Comisión Ministerial de
Informática de incremento nulo de los costes de arren-
damiento y mantenimiento de equipos». En el mismo
informe se señalaba que los precios eran menos econó-
micos que los vigentes para la Agencia Estatal de
Administración Tributaria, y se recomendaba a la
Comisión Ministerial de Informática que «al objeto de
obtener mejores condiciones, procurara tramitar la con-
tratación de licencias departamentales para sus centros
(GISS, CENDAR, INEM) acogiéndose a alguna de las
modalidades anteriormente mencionadas»; finalmente,
la CIABSI instaba al entonces Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social a que llevara a cabo «con el suminis-
trador el correspondiente proceso de negociación glo-
bal de los cargos por licencia de uso de productos IBM
instalados en ordenadores del Departamento, con el fin
de mejorar las condiciones de contratación. Si en el
curso de 1995 se llegara a un acuerdo en este sentido,
procedería rescindir el presente contrato que quedaría
sustituido por las nuevas condiciones que, en su caso,
se acuerden».

A pesar de las recomendaciones de la CIABSI,
durante todo el año 1995 se mantuvo el contrato en los
términos en que fue formalizado, sin que por la TGSS
ni por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social se
pusiera fin a las antieconómicas condiciones pactadas
en este contrato mediante la negociación de otras más
favorables ni por la aplicación de la cláusula de cliente
más favorecido prevista en el contrato. Debe sin embar-
go señalarse que mediante el contrato PN 26/96-G, de
«Alquiler de productos lógicos IBM instalados en los
servicios centrales de la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social y Direcciones provinciales de las
Entidades gestoras de la Seguridad Social», adjudicado
por procedimiento negociado, al amparo de lo dispues-
to en el artículo 183.c) de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas a I.B.M. S.A. en 1.405,1
millones de pesetas, con un plazo de ejecución de tres
años a partir del 1 de enero de 1996, se negociaron nue-
vas condiciones más favorables, y se incluyeron los
productos lógicos instalados en Direcciones Provincia-
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to Nacional de la Seguridad Social y en el Instituto
Social de la Marina y, también, en sistemas periféricos.

— Posibilidad de que algunos de estos sistemas
ejecuten directamente en otros consultas o actualiza-
ciones.

— Acceso al sistema de usuarios ajenos a las Enti-
dades Gestoras y a la TGSS como es el caso de las
Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Pro-
fesionales, o acceso de usuarios ajenos a la Seguridad
Social, como gestorías, graduados sociales o empresas,
debidamente autorizados, como consecuencia de la
implantación de la posibilidad de remisión electrónica
de documentos (proyecto RED).

— Posibilidad de que los ciudadanos consulten sus
datos laborales mediante el uso de los terminales auto-
máticos de información y gestión (TAIG), instalados
en ejecución del proyecto de Tarjeta de la Seguridad
Social (proyecto TASS).

— Gestión mediante el sistema SILCON de la con-
fidencialidad de aplicaciones ajenas a las bases de
datos para las que este sistema fue concebido inicial-
mente, como correo electrónico, acceso a aplicaciones
de entidades bancarias, etc.

Por otra parte, la publicación de la Ley Orgáni-
ca 5/1992, de regulación del tratamiento automatizado
de los datos de carácter personal (LORTAD) 56 y, en el
ámbito concreto de la Seguridad Social, la Orden de 17
de enero de 1996, del Ministerio de Trabajo y Seguri-
dad Social, sobre control de accesos al sistema de
información de la Seguridad Social, determinaron la
necesidad de introducir modificaciones en el sistema
de confidencialidad. En concreto, los aspectos más sig-
nificativos de la Orden de 17 de enero de 1996 son los
siguientes:

a) El «sistema de información de la Seguridad
Social» queda definido como el conjunto de datos, pro-
cedimientos y tratamientos informáticos relativos a las
personas físicas y jurídicas comprendidas en el ámbito
de aplicación del sistema de la Seguridad Social.

Los soportes informáticos del «sistema de informa-
ción de la Seguridad Social» están constituidos por las
bases de datos, las aplicaciones informáticas para el
mantenimiento y explotación de las mismas, la Red de
comunicaciones de datos de la Seguridad Social y el
sistema de control de accesos y de interconexión, así
como todos los ordenadores y terminales instalados en
los Servicios Centrales, Direcciones Provinciales,
Direcciones y Oficinas Locales, Administraciones,
Agencias y Centros de Atención e Información de las
Entidades gestoras y Servicios comunes de la Seguri-
dad Social, Instituto Nacional de Empleo y demás órga-
nos dependientes del Ministerio de Trabajo y Seguri-

dad Social, así como cualquier otro organismo público
o privado, empresas, profesionales o personas con
acceso autorizado.

b) La configuración de la seguridad del sistema de
información de la Seguridad Social tendrá como finali-
dad la consecución de los siguientes objetivos:

— Confidencialidad, de manera que se asegure que
la información está disponible solamente para aquellos
usuarios que estén debidamente autorizados para acce-
der a la misma y que se utiliza exclusivamente por
aquéllos para sus cometidos concretos de gestión, en la
forma, tiempo y condiciones determinados en la autori-
zación respectiva.

— Integridad, garantizando que únicamente los
usuarios autorizados, y en la forma y con los límites de
la autorización, puedan crear, utilizar, modificar o
suprimir la información.

— Disponibilidad, de forma que los usuarios auto-
rizados tengan acceso a la información en la forma y en
el tiempo que requieran para los exclusivos cometidos
de la gestión encomendada.

c) El acceso a la información contenida en el «sis-
tema de información de la Seguridad Social» deberá
ser objeto de la implantación de los correspondientes
controles. En tal sentido:

— Se asignará a cada usuario el perfil de las posi-
bilidades de acciones que puede realizar, que estará res-
tringido al ámbito exclusivo y concreto de sus funcio-
nes como gestor del sistema.

— Todos los usuarios autorizados a acceder al sis-
tema deberán quedar identificados y autentificados, de
forma que en todo momento pueda conocerse el usua-
rio y los motivos por los que accedió a la correspon-
diente información contenida en el sistema.

— Con periodicidad al menos mensual se efectua-
rían auditorías de las operaciones realizadas por cada
usuario.

— La administración de las autorizaciones y asig-
nación de perfiles se efectuará por la Entidad gestora,
Servicio común u organismo responsable, pudiendo
delegarse en cada una de ellas las autorizaciones de
forma jerárquica y en el ámbito de sus competencias
funcionales.

d) La Gerencia de Informática de la Seguridad
Social es la unidad encargada y responsable del diseño,
construcción y mantenimiento del sistema informático
de confidencialidad para el seguimiento y control de
los accesos a la información disponible.

e) La administración de los perfiles correspon-
dientes se llevará a cabo por la Entidad gestora o Servi-
cio común respectivo, en cuanto sea responsable de las
funciones de gestión a realizar.

En el ámbito de sus respectivas competencias y fun-
ciones, los Directores Generales de las Entidades Ges-

56 La Ley Orgánica 5/1992, de regulación del tratamiento automatizado de los
datos de carácter personal (LORTAD) ha sido derogada y sustituida por la Ley
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal.

las aplicaciones de la Seguridad Social participan, a
través de la contratación, un elevado número de empre-
sas y de trabajadores por ellas puestos a disposición de
las Entidades, que tienen o pueden tener acceso a los
datos de los ciudadanos que obran en poder de las Enti-
dades de la Seguridad Social, y que se encontraban pro-
tegidos durante el período fiscalizado (1994 al primer
semestre de 1998) por la Ley Orgánica 5/1992, de regu-
lación del tratamiento automatizado de los datos de
carácter personal.

El análisis se ha efectuado por este Tribunal a partir de:

a) La documentación integrante de los expedien-
tes de contratación de las Entidades Gestoras y Tesore-
ría General de la Seguridad Social constitutivos de la
muestra seleccionada y examinada en esta Fiscaliza-
ción Especial.

b) La documentación relativa a los planes y pro-
yectos informáticos desarrollados por dichas Entida-
des, especialmente la correspondiente al proyecto de
«Control integral de accesos a la totalidad del sistema
informático de la Seguridad Social» (SILCON) 54, y los
informes de auditoría informática y de inspección de
servicios, en cuanto hacían referencia a esta cuestión,
realizados en el ámbito de las propias Entidades.

6.2 Planes de contingencias

Desde el punto de vista de la seguridad e integridad
de la información, debe señalarse que durante el perío-
do fiscalizado (1994 al primer semestre de 1998), no se
han realizado en el ámbito de la Seguridad Social pla-
nes integrales de contingencias que contemplaran la cre-
ciente complejidad de su estructura informática, en un
contexto en el que un gran número de centros de proce-
so de datos se encuentran entrelazados y la práctica tota-
lidad de las unidades de gestión están conectadas a los
Servicios Centrales y a las bases de datos corporativas
de la Seguridad Social a través de un sistema de redes
de comunicaciones de importante dimensión. No obs-
tante, las Entidades han adoptado soluciones parciales
para garantizar la integridad de sus bases de datos y de
sus aplicaciones así como para asegurar la continuidad
de la gestión cotidiana de la Seguridad Social que, cada
vez en mayor medida, depende del acceso a esas bases
de datos y aplicaciones informáticas. 

En 1999 la GISS inició la realización de un plan
integral de contingencias, por encargo del Consejo de
Dirección de la Gerencia de Informática de la Seguri-
dad Social que fue ratificado por el Consejo General de
Tecnologías de la Información y de las Comunicacio-
nes de la Seguridad Social 55 en su primera sesión, tras

su creación por Orden de 25 de febrero de 1999 del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

A juicio de este Tribunal, el Plan de Contingencias,
cuyo objeto es preservar la integridad de la información
y garantizar el acceso a ella frente a incidencias de natu-
raleza física o lógica, debería completarse con la adop-
ción, por las Entidades de la Seguridad Social, de las
medidas oportunas para salvaguardar legalmente la pro-
piedad de las aplicaciones informáticas necesarias para
el funcionamiento de sus sistemas informáticos. Para
ello, las Entidades deben continuar asegurando la inclu-
sión introduciendo en los contratos de adquisición de
aplicaciones informáticas desarrolladas a medida de la
estipulación expresa de que la propiedad, uso y disfrute
de los derechos de explotación de las aplicaciones y
programas informáticos corresponde a la Entidad con-
tratante —cláusula que progresivamente han ido incor-
porando las Entidades a los contratos celebrados en el
período fiscalizado—, y promover en su caso, una vez
ponderados criterios de legalidad, oportunidad y econo-
mía, la correspondiente inscripción en el Registro de la
Propiedad Intelectual, todo ello de acuerdo con las pre-
visiones del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de
abril, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley
de Propiedad Intelectual.

6.3 El Sistema Corporativo de Seguridad y Confiden-
cialidad de la Seguridad Social (SILCON)

Desde el punto de vista de la confidencialidad de
los datos de carácter personal incluidos en los ficheros
de datos informatizados de la Seguridad Social, las
actuaciones de las Entidades Gestoras y Servicios
Comunes de la Seguridad Social han tenido como refe-
rencia el «Sistema Corporativo de Seguridad y Confi-
dencialidad de la Seguridad Social» (SILCON), que,
formando parte del Sistema de Información Laboral
(SIL), tiene como objeto el control integral de accesos
a la totalidad del sistema informático de la Seguridad
Social. Su finalidad es la protección del sistema de
información de la Seguridad Social respecto de los
accesos realizados por sus usuarios finales, de modo
que la información esté disponible únicamente para las
personas autorizadas y en las condiciones establecidas
según las normas del propio sistema de confidenciali-
dad. Como complemento, todos los accesos al sistema
quedan registrados, para su control y auditoría.

El diseño inicial del Sistema Corporativo de Seguri-
dad y Confidencialidad de la Seguridad Social (SIL-
CON) se realizó en 1991 por la GISS. Desde entonces
los entornos informáticos de la Seguridad Social han
experimentado una importante evolución, cuyo aspec-
tos más importantes han sido:

— Paso de un sistema muy centralizado a un siste-
ma en red con aplicaciones en sistemas centrales de la
Tesorería General de la Seguridad Social, en el Institu-

54 Ver el apartado 2 del epígrafe 5.4.2.2 de la Sección IV del presente Infor-
me de Fiscalización.

55 Ver el epígrafe 1.3.2. de la Sección III del presente Informe de Fiscaliza-
ción.
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2. Por otra parte, las Entidades tampoco incluye-

ron con carácter general entre los criterios objetivos de
valoración de las ofertas en los concursos, las medidas
de seguridad que las empresas pudieran ofrecer para
asegurar la disponibilidad, confidencialidad e integri-
dad de los datos manejados, lo que es indicativo de que
éste no ha sido un criterio tenido en cuenta por las Enti-
dades a la hora de realizar las adjudicaciones, a pesar
de su especial trascendencia.

3. Por lo demás, el diseño y desarrollo de las apli-
caciones informáticas cuyo objeto ha sido el manteni-
miento de la seguridad y confidencialidad de los datos
de carácter personal, ha sido llevado a cabo por el per-
sonal propio de las Entidades Gestoras y de la Tesore-
ría General de la Seguridad Social y, con carácter gene-
ral, no ha sido objeto de contratación externa, salvo en
contadas ocasiones (4 contratos) que se señalan en el
siguiente epígrafe 6.4.6.

6.4.2 La seguridad y la confidencialidad informáticas
en el Instituto Nacional de la Seguridad Social
(INSS): 

En la contratación informática celebrada por 
el INSS resulta generalizada la inclusión de cláusulas
de confidencialidad.

La seguridad y confidencialidad informáticas en 
el INSS fueron objeto de la Circular del INSS núme-
ro 6/1997, de 16 de octubre, por la que se dictaron ins-
trucciones tendentes a la aplicación de las medidas de
seguridad proporcionadas por el sistema SILCON. Sin
embargo, examinados por este Tribunal los informes
relativos a las inspecciones de las áreas de coordina-
ción de informática de 8 Direcciones Provinciales del
INSS, realizadas entre los meses de mayo a julio de
1998 por la Inspección de Servicios del Instituto, queda
de manifiesto en todos ellos la ausencia de controles de
acceso a la sala de ordenadores y la falta de revisiones
y análisis de datos de auditoría, proporcionados por el
sistema de confidencialidad (SILCON), y exigidos en
la citada circular 6/1997.

6.4.3 La seguridad y la confidencialidad informáticas
en el Instituto Nacional de la Salud (INSA-
LUD):

La inclusión de la cláusula de confidencialidad en
los Pliegos de cláusulas administrativas de los contra-
tos de contenido informático celebrados en el ámbito
del INSALUD también resulta generalizada.

La Presidencia ejecutiva del INSALUD dictó ins-
trucciones relativas a la seguridad y confidencialidad
informáticas por medio de la Circular del INSALUD
9/1997. En 1998 la Subdirección General de Inspec-
ción Sanitaria del INSALUD ordenó a la Inspección de
Servicios la realización de auditorías informáticas en
diversas Direcciones Provinciales del INSALUD y
Gerencias de Atención Primaria y de Atención Espe-
cializada. Estas auditorías incluían entre sus objetivos

la comprobación de la protección de la información en
cada centro auditado. A requerimiento de este Tribunal,
el INSALUD remitió 17 de los referidos informes de
auditoría, de cuyo análisis se deducen las siguientes
deficiencias comunes generalizadas:

— Existencia de ficheros automatizados de datos,
algunos conteniendo datos especialmente protegidos
por los artículos 7 y 8 de la citada Ley Orgánica 5/1992,
de 29 de octubre, no declarados ni inscritos en el Regis-
tro General de Protección de Datos, de la Agencia de
Protección de Datos, con incumplimiento de lo dispues-
to en el artículo 18.1 y en el artículo 38.2 de la Ley
Orgánica 5/1992.

— Ausencia de controles de acceso físico a los
locales donde están situados los equipos informáticos.

— Ausencia de auditorías de operaciones realiza-
das por cada usuario.

Conviene significar que anteriormente, durante los
años 1994 a 1997, la Inspección de Servicios del
INSALUD realizó auditorías informáticas de la casi
totalidad de las Gerencias de Atención Primaria y de
Atención Especializada con el fin de comprobar la
situación de cada uno de ellos desde el punto de vista
informático, incluyendo los aspectos de personal, equi-
pamiento físico y lógico y su problemática de funcio-
namiento. En estos informes, la Inspección no incluyó
referencias a los aspectos relativos a la seguridad y con-
fidencialidad de los datos automatizados.

6.4.4 La seguridad y la confidencialidad informáticas
en el Instituto Social de la Marina (ISM):

En el período objeto de esta fiscalización el ISM ha
desarrollado, en colaboración con la GISS, el proyecto
de Prestaciones del Mar (PRESMAR), al que ya se ha
hecho referencia en epígrafe 3.5.2 de esta Sección IV,
en el que, desde su definición inicial, se contempló su
adecuación a las características de confidencialidad del
sistema SILCON. Al propio tiempo, los contratos cele-
brados por el ISM para la ejecución de este proyecto
incluyeron una cláusula de confidencialidad.

Por el contrario, en la muestra de contratos analiza-
da figuran dos contratos, celebrados en 1994 y 1998,
cuyo objeto fue el mantenimiento de software en los
que no se consignó la cláusula de confidencialidad,
pese a que por el objeto del contrato (mantenimiento de
aplicaciones informáticas) el contratista pudo tener
acceso a datos de carácter personal y que por tanto eran
objeto de protección 58.

58 El ISM, en el trámite de alegaciones, mantiene el principio de que «el
contratista no ha podido tener acceso a los datos puesto que no estaba autoriza-
do». No obstante la vigencia del principio de buena fe en la relación obligacional,
a juicio del Tribunal de Cuentas, el compromiso de confidencialidad debe, en
todo caso, quedar garantizado contractualmente siempre que sea técnicamente
posible, por parte del contratista, acceder a los equipos informáticos y a la infor-
mación que contienen.

toras y Servicios Comunes de la Seguridad Social, a los
que corresponde la titularidad de los datos disponibles
en los ficheros automatizados, serán responsables de su
utilización, en lo que respecta a la gestión que cada uno
de ellos tiene encomendada, conforme a lo previsto en el
apartado d), artículo 3 de la Ley Orgánica 5/1992, de 29
de octubre.

f) El acceso a la información de la Seguridad
Social por un usuario no autorizado, la realización de
transacciones informáticas que no estén relacionadas
con un objetivo concreto de gestión, la asignación de
perfiles de utilización a otras personas para el uso de
transacciones no necesarias para la gestión que tienen
encomendada, o la revelación o falta de diligencia en la
custodia y secreto de su contraseña de acceso darán
lugar a la exigencia de las responsabilidades adminis-
trativas o de otra naturaleza en que se hubiese podido
incurrir y, en concreto, la establecida en el Título VII
de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre.

g) Por los responsables de las distintas entidades y
organismos incluidos en el sistema de seguridad se
implantarán las medidas que eviten la salida no autori-
zada de soporte de datos (listados, soportes magnéticos
u otros) fuera de las dependencias de la entidad, y se
supervisará periódicamente su efectivo cumplimiento.

Atendiendo a estos requerimientos de seguridad en
el acceso y tratamiento de la información la Gerencia
de Informática de la Seguridad Social (GISS) desarro-
lló una segunda versión del sistema de confidenciali-
dad (SILCON 2). El desarrollo de esta segunda versión
del sistema SILCON dio lugar a la celebración por la
Tesorería General de la Seguridad Social de un contra-
to (P.N. 36/96 G), incluido en la muestra de contratos
de ese Servicio Común analizada en esta Fiscalización
especial, adjudicado en 1996 a la empresa Software AG
S.A. con un importe de 71,1 millones de pesetas. El
plazo de ejecución fue de 5,5 meses, concluyéndose en
el plazo previsto en el contrato. Esta versión del siste-
ma de confidencialidad fue puesta en servicio por la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social (GISS)
en junio de 1997. Sin embargo, los sistemas de audito-
ría informática que incorpora no han entrado en pleno
funcionamiento, una vez realizadas las pruebas corres-
pondientes por las Entidades y efectuada la formación
de usuarios, hasta el año 2000. 

Conviene señalar que el sistema de confidencialidad
de la Seguridad Social, pese a la amplitud de la definición
del sistema de información de la Seguridad Social y del
equipamiento hardware, software y de comunicaciones
que comprende, no se extiende a la totalidad de las Enti-
dades Gestoras de la Seguridad Social, quedando fuera
de su ámbito el INSALUD y el IMSERSO, excepto en
cuanto a los accesos que estas dos Entidades realicen al
sistema de información de la Seguridad Social (SIL) 57.

6.4 La seguridad y confidencialidad en la contratación
informática de las Entidades Gestoras y de la
Tesorería General de la Seguridad Social

6.4.1 La contratación informática y las cláusulas de
confidencialidad

1. Con carácter general, las Entidades Gestoras de
la Seguridad Social y la Tesorería General de la Seguri-
dad Social han incluido en los contratos de contenido
informático cláusulas reguladoras de la seguridad y con-
fidencialidad derivadas del acceso a los datos de carác-
ter personal contenidas en sus bases de datos por parte
de los contratistas durante la ejecución de los contratos.

Estas cláusulas de seguridad y confidencialidad se
limitaron por lo general a efectuar una remisión genéri-
ca a la LORTAD (Ley Orgánica 5/1992), pero no
incluían referencias a los procedimientos a seguir
durante la ejecución de los contratos tendentes a asegu-
rar el correcto cumplimiento de la citada LORTAD,
contractualmente pactado.

Únicamente se incluyó en algunos contratos la pre-
visión de designación de un responsable de la empresa
con un perfil específico para velar por estas responsabi-
lidades. Pero en ningún caso quedó acreditado en los
expedientes que durante la ejecución de los contratos
se llevara a cabo por las Entidades ningún control efec-
tivo sobre el adecuado cumplimiento de las cláusulas
de confidencialidad y seguridad pactadas.

Esta falta de control específico resulta de especial
trascendencia si se tiene en cuenta además:

— Que con carácter general las Entidades no lleva-
ron a cabo controles rigurosos sobre el personal puesto
a disposición de las Entidades por las empresas contra-
tistas, como se ha señalado en los epígrafes relativos a
la contratación informática de asistencia y consultoría
y de servicios de cada una de las Entidades.

— Que las Entidades desconocían incluso si los ser-
vicios contratados estaban siendo prestados por perso-
nal propio de las empresas contratistas o éstas habían
sido subcontratadas con otras empresas, como también
se ha señalado, especialmente en el caso de la TGSS, en
el epígrafe 5.5.2 de la Sección IV del presente Informe.

— Que las Entidades no practicaron ningún control
sobre el acceso del personal propio (personal funciona-
rio y laboral) y ajeno (puesto a su disposición por las
empresas contratistas), a los Centros de proceso de datos
como se pone de manifiesto en los siguiente epígrafes.

— Que las Entidades no realizaron auditorías en eje-
cución del proyecto SILCON, antes descrito en el epígra-
fe 6.3, para comprobar los accesos a sus bases de datos.

Todo ello configura un conjunto de circunstancias
en las que la inclusión en los contratos de cláusulas de
confidencialidad no fue sino una mera formalidad sin
virtualidad alguna y que, de hecho, dichas cláusulas
quedaron vacías de contenido como consecuencia del
deficiente control genérico efectuado sobre la ejecu-
ción de los contratos.

57 Ver al respecto lo señalado en el epígrafe 1.3.1 de la Sección III del pre-
sente Informe de Fiscalización.
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tes epígrafes de este Informe de Fiscalización Especial
donde se desarrollan con mayor detalle.

1.1 Conclusiones generales

1.1.1 Las Entidades Gestoras y Servicios Comu-
nes de la Seguridad Social, a excepción del Instituto de
Migraciones y Servicios Sociales (IMSERSO), no han
solicitado en la generalidad de los expedientes de con-
tratación de contenido informático los informes precep-
tivos de la Comisión Interministerial de Adquisición de
Bienes y Servicios Informáticos (CIABSI), incumplien-
do lo dispuesto en el Decreto 2572/1973, de 5 de octu-
bre, en relación con el Real Decreto 533/1992, de 22 de
mayo. (Sección III, epígrafe 1.2.2.).

1.1.2 Las Entidades Gestoras y Servicios Comu-
nes de la Seguridad Social han omitido, con carácter
general, el sometimiento de sus planes y proyectos
informáticos a las Comisiones Ministeriales de Infor-
mática para su estudio y aprobación por dichos órganos
colegiados, incumpliendo lo establecido en las Ordenes
Ministeriales reguladoras de las Comisiones Ministe-
riales de Informática. (Sección IV, epígrafes 1.4.1 apar-
tado 3, 2.4.1 apartado 2, 3.4.1 apartado 1, 4.4 y 5.4.1
apartado 1)

1.1.3 Las Comisiones Ministeriales de Informáti-
ca de los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales y
de Sanidad y Consumo no han ejercido sus atribucio-
nes y competencias al no haber instado a las Entidades
para que éstas les remitiesen para su informe los planes
y proyectos informáticos, de los que las Comisiones
Ministeriales tuvieron conocimiento al informar con-
tratos vinculados a proyectos que no habían sido apro-
bados previamente. (Sección IV, epígrafes 1.4.1 aparta-
do 3, 2.4.1 apartado 2)

1.1.4 La Gerencia de Informática de la Seguridad
Social ha limitado el ejercicio de sus competencias a
las Entidades adscritas a la Secretaría de Estado de
Seguridad Social (INSS; ISM y TGSS) por lo que el
INSALUD y el IMSERSO no han sometido los expe-
dientes de contratación a informe de la Gerencia de
Informática de la Seguridad Social (GISS), en contra
de lo dispuesto en las Órdenes Ministeriales de 8 de
enero de 1980 y de 7 de mayo de 1981, reguladoras de
la citada Gerencia de Informática, que extienden su
ámbito funcional a todas las Entidades Gestoras y Ser-
vicios Comunes de la Seguridad Social sin excepcio-
nes. (Sección III, epígrafe 1.3.1) 

1.1.5 Las Entidades no han planificado global-
mente la adquisición de bienes y servicios informáticos
mediante el establecimiento de objetivos iniciales, pre-
visiones de coste y de necesidades de contratación, ni
han concretado su ritmo de ejecución. (Sección III, epí-
grafe 5)

1.1.6 Los créditos presupuestarios de las Entida-
des destinados a gastos de contenido informático expe-
rimentaron importantes variaciones durante sus perío-

dos de ejecución, careciendo de un grado de fijeza
compatible con una adecuada planificación de los pro-
yectos informáticos y de las previsiones de contrata-
ción derivadas de ellos (Sección III, epígrafe 5)

1.1.7 Las Entidades han utilizado de forma prefe-
rente la contratación directa y el procedimiento nego-
ciado (71,21 por 100 de los expedientes fiscalizados
que representan un 38,93 por 100 del gasto), que tanto
la Ley de Contratos del Estado y el Decreto 1005/1974
como la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas configuran como procedimientos excepciona-
les de adjudicación, por limitar los principios de publi-
cidad y concurrencia. (Sección II, epígrafe 2) 

1.1.8 El grado de concentración de las adjudica-
ciones en un reducido número de empresas es muy ele-
vado, resultando que durante el periodo fiscalizado
(1994 al primer semestre de 1998), 7 empresas obtuvie-
ron adjudicaciones por importe del 51,96 por 100 del
gasto total adjudicado por las Entidades. Este dato
adquiere una especial significación si se tiene en cuenta
el alto grado de adjudicaciones efectuadas por contrata-
ción directa o procedimiento negociado, como se ha
destacado en la anterior conclusión 1.1.7. (Sección II,
epígrafe 2)

1.1.9 Las Entidades han motivado en numerosas
ocasiones el recurso a la contratación directa o al pro-
cedimiento negociado como formas de adjudicación,
en la existencia de un proveedor único o en tratarse de
entregas complementarias de otras anteriores, circuns-
tancias que ponen de manifiesto la existencia de rela-
ciones de dependencia y cautividad generadas por la
celebración de determinados contratos. (Sección IV,
epígrafes 1.5, 2.5, 3.5, 4.5 y 5.5)

1.1.10 Por lo general, para justificar el recurso a la
contratación directa o al procedimiento negociado, las
Entidades se limitaron a hacer una mera referencia al
precepto de la Ley de Contratos del Estado (LCE) o de
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas
(LCAP) que amparaban la causa invocada. En este sen-
tido, el criterio de este Tribunal de Cuentas es conocido
en el sentido de que no sólo puede bastar con invocar la
causa para acudir a esta modalidad de adjudicación,
sino que el órgano contratante debe acreditarla y fun-
damentar si se encuentra realmente ante una de ellas.
(Sección IV, epígrafes 1.5, 2.5, 3.5, 4.5 y 5.5)

1.1.11 En ocasiones la elección por parte de las
Entidades de la forma de adjudicación (concurso o pro-
cedimiento negociado) no obedeció a causas estricta-
mente tasadas por la Ley, sino que estuvo condicionada
por la existencia de una relación contractual previa con
un contratista de cuya continuidad dependía la propia
viabilidad de los proyectos. Esta circunstancia es mani-
festación del alto grado de dependencia que han adqui-
rido las Entidades con respecto a algunas empresas con
el consiguiente perjuicio para las Entidades y el menos-
cabo de los principios de concurrencia, igualdad y no

6.4.5 La seguridad y la confidencialidad informáticas
en el Instituto de Migraciones y Servicios
Sociales (IMSERSO): 

Entre los contratos integrantes de la muestra selec-
cionada para su análisis en la presente Fiscalización
figura un contrato, cuyo objeto fue el desarrollo de una
aplicación denominada «Sistema integrado de asilo y
refugio» (SIGAR), celebrado en 1994, en el que no se
incluyó ninguna cláusula de confidencialidad ni en las
especificaciones técnicas se exigió que la aplicación
resultante incorporara elementos de seguridad y confi-
dencialidad durante su utilización.

En los restantes contratos de la muestra analizados sí
se incluyeron cláusulas de confidencialidad y, en uno de
los contratos, cuyo objeto fue el mantenimiento de hard-
ware, se incluyó una cláusula prohibiendo expresamen-
te la salida de las unidades de almacenamiento de datos
de los lugares en que estuvieran emplazadas, incluso en
los casos de traslado de los correspondientes equipos
para su reparación en los locales del contratista.

6.4.6 La seguridad y la confidencialidad informáticas
en la Tesorería General de la Seguridad Social
(TGSS): 

En la TGSS también resulta generalizada la inclu-
sión en los contratos de cláusulas de confidencialidad
aplicables a los contratistas y al personal puesto a dis-
posición de la TGSS para la ejecución de los contratos.
Al tiempo, la TGSS ha exigido en el desarrollo de sus
nuevas aplicaciones su compatibilidad con el sistema
SILCON.

La TGSS ha dictado diversas instrucciones en mate-
ria de confidencialidad informática, en particular a par-
tir de la publicación de la Orden de 17 de enero 
de 1996, contenidas en las Circulares 2-030, de 12 de
junio de 1996, y 2-027, de 27 de septiembre de 1999. 

Desde el punto de vista de la seguridad conviene
añadir que, con referencia a abril de 2000, según los
datos recogidos por la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social (GISS) en relación con el Plan Inte-
gral de Contingencias de los Centros de Informática de
la Seguridad Social, al que se ha hecho referencia en el
anterior epígrafe 6.2., únicamente en un centro de la
Gerencia de Informática de la Seguridad Social («Cen-
tro de Orcasitas» de Madrid) existe un sistema operati-
vo de control de accesos con el objetivo de limitar y
registrar las personas que acceden a los Centros de Pro-
ceso de Datos, a fin de preservar la seguridad e integri-
dad de los equipos y de los datos almacenados en
soportes magnéticos.

La falta de control de los accesos a los centros de
proceso de datos ya había sido puesta de manifiesto,
respecto del Centro de Control de la Recaudación de la
Tesorería General de la Seguridad Social, por la Ins-
pección General de Servicios del Ministerio de Trabajo

y Seguridad Social que realizó una inspección de aquel
Centro en el segundo trimestre de 1997. El informe de
la Inspección concluye que la seguridad en el ámbito
informático presenta puntos débiles que conllevan ries-
gos importantes en cuanto a la salvaguarda de la confi-
dencialidad de la información disponible. Uno de los
puntos débiles señalados en el citado informe es el
«acceso sin control del personal a áreas que deberían
ser por su entidad de uso restringido».

Finalmente debe señalarse que, en la muestra de
contratos seleccionada para su análisis en esta Fiscali-
zación Especial, únicamente figuran 4 expedientes
cuyo objeto directo haya sido la seguridad y la confi-
dencialidad de los sistemas de información de la Segu-
ridad Social, todos ellos celebrados por la Tesorería
General de la Seguridad Social. Uno de estos contratos
es el reseñado en el epígrafe 6.3 anterior para el desa-
rrollo de la segunda versión del proyecto SILCON, y
los otros tres corresponden a contratos de manteni-
miento durante los años 1995, 1996 y 1997 de una apli-
cación «CA-TOP SECRET», implantada en la TGSS,
los cuales dieron lugar a un gasto total de 0,9 millones
de pesetas.

De todo lo anterior se deduce que las Entidades
Gestoras y la Tesorería General de la Seguridad Social
se han ido dotando progresivamente, si bien con mayor
lentitud de la que hubiera sido exigible, de los instru-
mentos necesarios, tanto técnicos (referidos al equipa-
miento físico y lógico) como normativos, para la con-
secución de elevados niveles de seguridad y
confidencialidad especialmente en relación con el Sis-
tema de Información Laboral (SIL). No obstante, las
Entidades deben ejecutar con rigor las medidas de con-
trol establecidas tanto en el clausulado de los contratos
como en las disposiciones y circulares antes citadas
para asegurar el exacto cumplimiento de las normas y
procedimientos de seguridad y confidencialidad.

En todo caso las Entidades deben definir y ponderar
adecuadamente la totalidad de los intereses públicos en
juego a la hora de iniciar un procedimiento de contrata-
ción y deben valorar no sólo sus necesidades de contra-
tación inmediatas, sino la repercusión que la contrata-
ción de un servicio pueda tener sobre otros intereses
públicos en presencia, como son, desde luego, la tutela,
protección y garantía de los datos personales gestiona-
dos y manejados por las entidades de la Seguridad
Social, ya que su confidencialidad constituye un dere-
cho de los ciudadanos digno de protección.

SECCIÓN V. CONCLUSIONES Y RECOMENDA-
CIONES

1. Conclusiones

A continuación se exponen las conclusiones más
significativas que se han obtenido del análisis realiza-
do. Todas ellas aparecen referidas a los correspondien-
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tercera, ni en el citado artículo 183.g) de la LCAP pro-
duciéndose un conflicto de legalidad que debe resol-
verse a través de una norma de rango adecuado, legal o
reglamentario (como autoriza el propio artículo 184 de
la LCAP), pero no por medio de unas «Recomendacio-
nes» que carecen de rango suficiente así como de valor
y eficacia normativos. El INSALUD y el IMSERSO
han recurrido a un procedimiento de selección de ofer-
tas similar, pero tramitaron la adquisición de los bienes
a través de la Dirección General de Patrimonio, de
acuerdo con la LCAP. (Sección IV, epígrafes 1.5.3,
2.5.3.2, 3.5.3, 4.5.3 y 5.5.3.2)

1.1.17 En los expedientes de suministro ha sido
frecuente la recepción de los bienes adquiridos por
parte de las Entidades (especialmente por parte de la
TGSS, del INSALUD y del INSS) en los almacenes de
las empresas adjudicatarias en los últimos días del año
correspondiente, condicionando el pago del precio a la
instalación y correcto funcionamiento de los equipos,
circunstancias que se han certificado con posterioridad,
a lo largo del año siguiente. Mediante esta práctica las
Entidades han imputado el gasto a un ejercicio aun
cuando el suministro no fue efectivamente recibido
hasta el siguiente, vulnerando lo preceptuado en los
artículos 63 y 150.4 del Texto Refundido de la Ley
General Presupuestaria. (Sección IV, epígrafes 1.5.3,
2.5.3.2, y 5.5.3.2)

1.1.18 Las Entidades han establecido como crite-
rios objetivos de adjudicación, otorgándoles una valora-
ción significativa, algunos criterios que hacían referen-
cia a las características y experiencia de las empresas y
no al contenido estricto de la prestación, lo que además
de un incumplimiento de la Ley de Contratos del Estado
(LCE) y de la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicos (LCAP), supone una improcedente restricción
de la libre concurrencia. (Sección IV epígrafes 1.5.2
apartado 4, 2.5.2.2 apartado 4, 3.5.3 apartado 2, 4.5.2
apartado 4,y 5.5.2.2 apartado 4)

1.1.19 Las Entidades han vulnerado el carácter
secreto de las proposiciones hasta el momento de la
licitación pública, cuando exigieron que determinados
aspectos constitutivos de las proposiciones presentadas
por los licitadores sujetas a valoración, se incluyeran
en un sobre de apertura previa al acto público de licita-
ción. (Sección IV, epígrafes 1.5.2 apartado 4, 2.5.2.2
apartado 4, 3.5.3 apartado 3, 4.5.2 apartado 2 y 5.5.2.2.
apartado 4)

1.2 Conclusiones relativas a la contratación de conte-
nido informático del Instituto Nacional de la
Seguridad Social (INSS).

1.2.1 En 48 expedientes el INSS no ha solicitado
todos los informes preceptivos de la Gerencia de Infor-
mática de la Seguridad Social (GISS), de la Comisión
Ministerial de Informática (CMI) o de la Comisión
Interministerial de Adquisición de Bienes y Servicios

Informáticos (CIABSI), referidos a los Pliegos de pres-
cripciones técnicas o a las propuestas de adjudicación,
incumpliendo así las disposiciones reguladoras de los
citados órganos colegiados. (Sección IV, epígrafes 1.5.2
apartado 1 y 1.5.3 apartado 2)

1.2.2 En el desarrollo y ejecución del proyecto
PROGESPRESS, el INSS ha incurrido en una depen-
dencia excesiva de la empresa contratista encargada de
su desarrollo hasta el punto de perder el control efecti-
vo de la aplicación informática objeto de la contrata-
ción y del propio proyecto (Sección IV, epígrafe 1. 5. 2,
apartado 4)

1.2.3 El INSS ha vulnerado, en 3 contratos de
consultoría y asistencia y de servicios, lo dispuesto en
el artículo 41 de la Ley de Contratos del Estado, vigen-
te en el momento de su celebración, que prohibía la
contratación verbal y el inicio de la ejecución de la
prestación sin la previa formalización del contrato. Esta
práctica revela que en estos casos el INSS contrajo
obligaciones contractuales por la vía de hecho, al mar-
gen del procedimiento y por tanto de la legalidad. (Sec-
ción IV, epígrafe 1.5.2 apartado 5)

1.2.4 El INSS ha incumplido lo dispuesto en el
artículo 58 de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas y en el artículo 40.2 de la Ley de Fun-
cionamiento del Tribunal de Cuentas al no haber facili-
tado al Tribunal de Cuentas las copias de los
expedientes de contratación de los suministros de bie-
nes de adquisición centralizada realizados a través del
Servicio Central de Suministros de la Dirección Gene-
ral de Patrimonio del entonces Ministerio de Economía
y Hacienda (en la actualidad, Ministerio de Hacienda),
previstos en el artículo 184 de la LCAP. Tampoco ha
incluido información sobre tales adquisiciones en las
relaciones certificadas de contratos que anualmente ha
remitido al Tribunal de Cuentas, impidiendo así la
labor fiscalizadora de este Tribunal sobre esa contrata-
ción en los ejercicios en que se formalizaron los corres-
pondientes contratos. Los expedientes afectados por
esta situación son 12, por un importe total de adjudica-
ción de 954,4 millones de pesetas y fueron específica-
mente reclamados por el Tribunal en el curso de la pre-
sente Fiscalización. (Sección IV, epígrafe 1.5.3
apartado 1)

1.3 Conclusiones relativas a la contratación de conte-
nido informático del Instituto Nacional de la
Salud (INSALUD)

1.3.1. Se han producido irregularidades y posibles
vicios de legalidad en la Orden de 5 de junio de 1996
del Ministerio de Sanidad y Consumo y en las Resolu-
ciones de 5 de junio y 26 de septiembre de 1996 del
Secretario General de Sanidad, reguladoras de la facul-
tad de autorizar la celebración de contratos y de la dele-
gación de atribuciones para su celebración en el ámbito
del INSALUD, que suprimieron, de hecho, la necesaria

discriminación que informan la contratación pública.
(Sección IV, epígrafes 1.5, 2.5, 3.5, 4.5 y 5.5)

1.1.12 El INSS, el INSALUD y la TGSS tienen
una estructura insuficiente de personal propio con cua-
lificación informática, lo que ha favorecido la generali-
zación del recurso a los contratos de consultoría y asis-
tencia y de servicios que encubren, en ocasiones,
auténticas contrataciones de personal con cualificación
informática para resolver las carencias estructurales de
personal existentes en las Entidades, sin que tales asis-
tencias tengan relación, en su ejecución real, con pro-
yectos informáticos concretos. Se trata en definitiva de
contrataciones de personal, efectuadas al margen de la
legislación laboral y de la función pública, para el cum-
plimiento de las funciones generales propias de las Enti-
dades. Además, el personal puesto a disposición de las
Entidades por las empresas contratistas ha sido frecuen-
temente asignado por ellas a la realización de cometidos
distintos de los que constituyeron el estricto objeto de
los contratos de consultoría y asistencia y de servicios. 

La justificación de la celebración de estos contratos
no estuvo avalada por las Entidades mediante estudios
pormenorizados del personal propio disponible y de las
vacantes no cubiertas existentes, tampoco mediante
estudios de cargas de trabajo que tuvieran en conside-
ración las vacantes no cubiertas, ni en estudios sobre
las necesidades de personal derivadas de los nuevos
proyectos, ni en estudios comparativos de costes del
personal propio y del personal ajeno puesto a su dispo-
sición por las empresas contratistas. Esta política de
contratación con empresas de servicios para suplir
carencias estructurales de personal propio supone, a
juicio de este Tribunal, un grave riesgo para las Entida-
des de pérdida de la dirección, conocimiento y control
de los proyectos y de dependencia o cautividad de las
empresas contratistas. Además, el coste del personal
ajeno es considerablemente superior al del personal
propio, especialmente en las categorías superiores (el
coste de los servicios de los Analistas de Sistemas aje-
nos prácticamente triplica el correspondiente al perso-
nal propio de la misma categoría). (Sección IV, epígra-
fes 1.5.2, 2.5.2.2, y 5.5.2.2)

1.1.13 En ocasiones, el personal propio de las Enti-
dades no ha tenido pleno acceso a aspectos fundamenta-
les de algunas de sus aplicaciones y programas informá-
ticos más importantes (como ha sido el caso del INSS),
que se reservaban las empresas contratadas, con lo que
éstas estaban asegurando su continuidad mediante la
celebración de ulteriores y sucesivos contratos, condi-
cionando con ello incluso los resultados de las licitacio-
nes. Esta situación de dependencia de las Entidades con
respecto de las empresas contratistas ha viciado, durante
el período fiscalizado (1994 al primer semestre de 1998)
la contratación ya que ha diluido de un modo decisivo
los principios de concurrencia, igualdad y no discrimi-
nación que informan la contratación pública. (Sección
IV, epígrafes 1.5.2, 2.4.1.5, 2.4.1.6 y 2.5.2.4)

1.1.14 Se ha producido un deficiente control y
seguimiento por parte de las Entidades de la ejecución
de los contratos de consultoría, asistencia y servicios,
al no haber hecho un seguimiento de las subcontrata-
ciones producidas (que en ocasiones eran desconocidas
por las Entidades) y, en general, al conformar la factu-
ración sin comprobar la exactitud de las prestaciones
de servicios facturadas en los términos en que fueron
contratados de acuerdo con el procedimiento estableci-
do en el Pliego de cláusulas administrativas particula-
res. La falta de control de la ejecución final de los con-
tratos, contrasta con el detalle con que fueron
concretados en ocasiones en la fase de licitación los
aspectos de la ejecución de los contratos y que en su
fase final no fueron constatados ni comprobados, des-
virtuando de raíz la fase de licitación (Sección IV, epí-
grafes 1.5.2 apartado 4, 2.5.2.2 apartado 4, 3.5.2 apar-
tado 1, 4.5.2 y 5.5.2.2)

1.1.15 El recurso a la subcontratación por parte de
las empresas adjudicatarias de los contratos de consul-
toría, asistencia y servicios se ha llevado a cabo sin que
las Entidades (principalmente el INSALUD y la TGSS)
ejercieran ningún control específico sobre ellas. La
existencia de subcontratación implica una mayor rota-
ción del personal, añadida a la derivada de la propia
sucesión de contratos, con la consiguiente pérdida de la
formación y conocimientos adquiridos por los trabaja-
dores objeto de sustitución. El escaso grado de conti-
nuidad de los trabajadores derivó en que la experiencia
acumulada aprovechó casi exclusivamente a las
empresas contratistas y subcontratistas y a sus traba-
jadores, sin que esta formación redundara en benefi-
cio de las Entidades a través de la continuidad de los
trabajadores durante todo el plazo de ejecución de
cada contrato y de los sucesivos contratos de igual
objeto . (Sección IV, epígrafes 2.5.2.2 apartado 4 y
5.5.2.2 apartados 11 y 14).

1.1.16 La TGSS, el INSS y el ISM han adquirido
bienes incluidos en el catálogo del Servicio Central de
Suministros pero, en lugar de adquirir el bien incluido
en el correspondiente catálogo a través de la Dirección
General de Patrimonio, como preceptúa el artículo 184
de la LCAP, estas Entidades contrataron directamente
el suministro amparándose en el artículo 183.g) de la
LCAP (que se refiere a bienes cuya uniformidad haya
sido declarada por el Director General de Patrimonio
del Estado para su utilización común por la Adminis-
tración), de acuerdo con unas Recomendaciones de
procedimiento de la Comisión Ministerial de Informá-
tica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de
fecha 20 de mayo de 1994. Se trata de un procedimien-
to que permite agilizar la adquisición de estos bienes y
obtener mejoras significativas sobre los precios de catá-
logo, filosofía que este Tribunal no puede sino compar-
tir. Sin embargo, este Tribunal considera que este pro-
cedimiento no encuentra acomodo legal ni en el
artículo 184 de la LCAP ni en su disposición adicional
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nistros, para la ejecución del Proyecto TAIR (Termina-
les autónomos de identificación de recetas), con un
gasto total de 4.450,3 millones de pesetas. Al haber
dividido el suministro en 33 expedientes, el INSALUD
ha incurrido en un fraccionamiento del objeto del con-
trato prohibido en el artículo 69.1 de la Ley de Contra-
tos de las Administraciones Públicas. Mediante este
fraccionamiento el INSALUD ha vulnerado lo dispues-
to en el artículo 12 .2. de la LCAP al no haber solicita-
do la autorización del Consejo de Ministros, que es pre-
ceptiva cuando el presupuesto del expediente de
contratación sea igual o superior 2.000 millones de
pesetas (en este caso el gasto total fue de 4.450,3 millo-
nes de pesetas), por lo que este expediente pudo haber
incurrido en una causa de nulidad según lo previsto en
el artículo 62 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común. (Sección IV,
epígrafe 2.5.3.2 apartado 6)

1.4 Conclusiones relativas a la contratación de conte-
nido informático del Instituto Social de la Marina
(ISM)

1.4.1 El proyecto PRESMAR (para la gestión de
prestaciones de los trabajadores del Mar) ha sido desa-
rrollado por el ISM y la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social de forma totalmente independiente de
la aplicación PROGESPRESS (desarrollada por el Ins-
tituto Nacional de la Seguridad Social con la misma
finalidad genérica de gestionar prestaciones de Seguri-
dad Social, en este caso las del Régimen General que
son de su competencia). Esta duplicidad de aplicacio-
nes de similar objeto, puesta de manifiesto también por
la Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes
y Servicios Informáticos, ha sido debida, principalmen-
te, a diferencias en los equipos informáticos utilizados
(plataformas hardware), en el diseño de las aplicacio-
nes y en sus respectivas filosofías de funcionamiento,
lo que pone de manifiesto la falta de coordinación y de
dirección tanto de la Gerencia de Informática de la
Seguridad Social como de la Comisión Ministerial de
Informática, en perjuicio de los principios de eficiencia
y economía. (Sección IV, epígrafe 3.4.2, apartado 3.b)

1.4.2 En el desarrollo del Proyecto de Prestacio-
nes del Mar (PRESMAR) se produjeron graves irregu-
laridades con el resultado final de que el proyecto, cuyo
plazo de ejecución se estimó inicialmente por el ISM
en 9 meses con un presupuesto de 27 millones de pese-
tas, resultó finalmente prolongado hasta alcanzar una
duración de 69 meses y un coste de 302 millones de
pesetas, todo ello sin modificación de los objetivos ini-
ciales. (Sección IV, epígrafe 3.4.2, apartado 3.b y epí-
grafe 3.5.2, apartado 1) 

1.4.3 En la totalidad de los contratos de suminis-
tro incluidos en la muestra fiscalizada, los Pliegos de
prescripciones técnicas (que en algunos expedientes

han sido también denominados por el ISM Pliegos de
cláusulas especiales y prescripciones técnicas o Pliego
de cláusulas particulares y técnicas), además de deta-
llar las especificaciones técnicas de los bienes objeto
del contrato, incluyeron cláusulas referidas a cuestio-
nes de carácter administrativo del contrato, como refe-
rencias a plazos de entrega, plazos de garantía, fianzas
y formas de pago, también reguladas en el Pliego de
cláusulas administrativas particulares, siendo éste últi-
mo documento el único en el que debieron plasmarse
esas cláusulas, de acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 244 del RGCE. (Sección IV, epígrafe 3.5.3,
apartado 1)

1.4.4 El ISM incumplió en 2 contratos lo dispues-
to en el artículo 4.b) de la Orden Ministerial de 17 de
enero de 1986 al haber adjudicado los respectivos con-
cursos sin haber sometido previamente las ofertas de
los licitadores al preceptivo informe técnico de la
Comisión Ministerial de Informática. Las ofertas tam-
poco fueron informadas por el Consejo de Dirección de
la Gerencia de Informática de la Seguridad Social.
(Sección IV, epígrafe 3.5.3, apartados 4 y 5) 

1.4.5 En otros 2 contratos celebrados por el ISM,
en 1994 y 1997 respectivamente, para el suministro de
simuladores del sistema mundial de socorro y seguri-
dad marítimos, adjudicados mediante concurso públi-
co, el ISM omitió someterlos a los preceptivos infor-
mes de la Gerencia de Informática de la Seguridad
Social y de la Comisión Ministerial de Informática.
(Sección IV, epígrafe 3.5.3, apartado 8) 

1.5 Conclusiones relativas a la contratación de conte-
nido informático del Instituto de Migraciones y
Servicios Sociales (IMSERSO)

1.5.1 El IMSERSO ha sometido, con carácter
general, los expedientes de contratación de contenido
informático a los preceptivos informes de la Comisión
Interministerial de Adquisición de Bienes y Servicios
Informáticos (CIABSI), tanto respecto de los Pliegos
de cláusulas administrativas particulares y de prescrip-
ciones técnicas como de las propuestas de adjudica-
ción, dando con ello cumplimiento a lo establecido en
el Real Decreto 2572/1973, de 5 de octubre, y en el
Real Decreto 533/1992, de 22 de mayo. Esta actuación,
que este Tribunal de Cuentas entiende correcta por
ajustarse al ordenamiento jurídico vigente, contrasta
con el criterio mantenido por las restantes Entidades
Gestoras y por la Tesorería General de la Seguridad
Social, así como por la Comisión Ministerial de Infor-
mática del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
contrario a considerar el carácter preceptivo de los
Informes de la CIABSI.(Sección IV, epígrafe 4.5.2.
apartado 2 )

1.5.2 En 1 expediente cuyo objeto fue la contrata-
ción del «Servicio de mantenimiento del parque infor-
mático del INSERSO durante los ejercicios 

autorización ministerial para celebrar contratos de
hasta 2.000 millones de pesetas, lo que supuso la elimi-
nación de la posición jurídica que reserva la legislación
vigente a los Ministros en el procedimiento de contra-
tación. (Sección IV, epígrafes 2.3.1 y 2.3.2) 

1.3.2 Los criterios de actuación del INSALUD en
materia informática durante la totalidad del período
comprendido en esta Fiscalización (1994 al primer
semestre de 1998) no han sido elaborados por su Con-
sejo General, incumpliendo el INSALUD lo estableci-
do en el artículo 3.1 del Real Decreto 1855/1979, de 30
de julio, de estructura y competencias del Instituto
Nacional de la Salud, que atribuye la competencia para
«elaborar los criterios de actuación del Instituto» a
dicho órgano superior de control y vigilancia de la ges-
tión. (Sección IV, epígrafe 2.4.1 apartado1)

1.3.3 El Plan de Dotación Informática de Áreas
Sanitarias (Plan DIAS), cuya ejecución se había inicia-
do en 1988 y que se dio por finalizado por el INSA-
LUD a principios de 1997, momento en que se inició el
Plan de Renovación Tecnológica para las Gerencias de
Atención Especializada, constituyó hasta 1997 el plan
informático más relevante emprendido por el INSA-
LUD. Con este Plan el INSALUD pretendió dotar a los
hospitales de forma paulatina, de los medios informáti-
cos necesarios (recursos físicos, lógicos, redes y sopor-
te de comunicaciones) para recoger y tratar toda la
información generada en ellos tanto asistencial como
económico-administrativa, mediante la dotación e
implantación básica de los sistemas informáticos que
cubrieran los requerimientos mínimos de la atención
especializada prestada en los hospitales del INSALUD.
El Plan no contempló, sin embargo, la informatización
de importantes áreas de gestión como las áreas quirúr-
gicas, las de pruebas diagnósticas, o las de manteni-
miento y servicios generales, lo que originó que cada
hospital del INSALUD adoptara las soluciones que
mejor se adaptaban a su capacidad técnica y de recur-
sos, lo que revela que el Plan resultó insuficiente, y por
tanto ineficiente, desde un principio. Por otra parte, las
aplicaciones informáticas del Plan DIAS adolecieron
de graves deficiencias derivadas de: un insuficiente
control de calidad previo a su implantación; la insufi-
ciencia y progresiva obsolescencia del equipamiento
físico («hardware»); la inexistencia de plantillas nor-
malizadas de personal informático en los Hospitales; y,
sobre todo, la falta de asistencia técnica eficaz prestada
desde los Servicios Centrales del INSALUD. Todo ello
evidencia una falta de continuidad en el seguimiento y
mantenimiento del Plan DÍAS y una deficiente planifi-
cación a medio y largo plazo, que dieron lugar a la pro-
gresiva diferenciación entre las aplicaciones del Plan
DIAS utilizadas en cada Hospital, impidiendo su utili-
zación como sistema de información corporativo y pro-
vocando, en gran medida, su abandono y sustitución
por las aplicaciones informáticas contempladas en el
Plan de Actualización Tecnológica de Gerencias de

Atención Especializada. (Sección IV, epígrafes 2.4.2
apartado 1 y 2.4.2 apartado 6)

1.3.4 El desarrollo del proyecto SIMHOS (Siste-
ma de información para la Gestión Integral del Mante-
nimiento de Hospitales) dio lugar a la celebración de
un contrato por importe de 29,9 millones de pesetas. La
aplicación informática que fue resultado de dicho pro-
yecto no está operativa en ningún hospital del INSA-
LUD, lo que es muestra de una gestión de los recursos
contraria a los principios de eficacia, eficiencia y eco-
nomía que deben presidir la gestión del gasto público.
(Sección IV, epígrafe 2.4.2.2)

1.3.5 El Proyecto de Terminales Autónomos de
Identificación de Recetas (TAIR), llevado a cabo por el
INSALUD, fue coincidente en el tiempo con el proyec-
to de Tarjeta de la Seguridad Social (TASS) desarrolla-
do por la Tesorería General de la Seguridad Social, con
la participación del Servicio Andaluz de Salud. Ambos
proyectos eran coincidentes en cuanto a sus objetivos
de gestión sanitaria. Su desarrollo por separado consti-
tuye una muestra de la falta de coordinación entre las
Entidades de la Seguridad Social (INSALUD y TGSS
en este caso) en perjuicio de los principios de eficien-
cia y economía al haber generado un doble coste. (Sec-
ción IV, epígrafe 2.4.2.5)

1.3.6 Tres expedientes para la contratación de con-
sultoría y asistencia o servicios fueron anulados o decla-
rados desiertos con posterioridad a la publicación en el
B.O.E. de los preceptivos anuncios de licitación, por
defectos imputables a la Entidad, lo que produjo demo-
ras innecesarias en la satisfacción de las necesidades
que dieron lugar a su tramitación y un mayor gasto
público derivado de la tramitación de nuevos expedien-
tes de contratación. Estas demoras y gastos pudieron
evitarse con una mayor diligencia en la tramitación ini-
cial de los expedientes. (Sección IV, epígrafe 2.5.2.1,
apartados 1 a 3)

1.3.7 El contrato derivado del expediente 
CA-25/96, cuyo objeto era el «Servicio de gestión
informática de las Historias clínicas del Hospital Uni-
versitario de Salamanca» presenta un gran número de
irregularidades y deficiencias, entre las que destaca un
pago indebido por importe de 20 millones de pesetas
que podría ser constitutivo de un supuesto de responsa-
bilidad contable en los términos previstos por los
artículos 38 y siguientes de la Ley Orgánica 2/1982, 
de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas. (Sección IV,
epígrafe 2.5.2.1, apartado 4)

1.3 8 El INSALUD ha tramitado expedientes de
arrendamiento financiero con opción de compra, vul-
nerando la prohibición de pago aplazado de los contra-
tos contenida en el artículo 12 de la Ley de Contratos
del Estado, entonces vigente, y lo dispuesto en el
artículo 63 del Texto refundido de la Ley General Pre-
supuestaria. (Sección IV, epígrafe 2.5.3 apartado 1)

1.3.9 El INSALUD ha tramitado 33 expedientes
de contratación a través del Servicio Central de Sumi-
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Nacional de la Salud (INSALUD), que en las mismas
fechas ha desarrollado los proyectos de Tarjeta Sanita-
ria Individual (TSI) y de Terminales Autónomos de
Identificación de Recetas (TAIR) cuyas utilidades en el
ámbito de la gestión sanitaria son coincidentes con las
diseñadas dentro del proyecto TASS para su uso por el
citado Servicio Andaluz de Salud. (Sección IV, epígra-
fe 5.4.2.1, apartado 6)

1.6.4 En 4 contratos de la TGSS su ejecución se
inició antes de su formalización, práctica prohibida por
el artículo 41 de la entonces vigente Ley de Contratos
del Estado. (Sección IV, epígrafe 5.5.2.2., apartado 2)

1.6.5 La TGSS ha fundamentado improcedente-
mente en el artículo 211 f) de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas la contratación de servi-
cios incluidos en el catálogo del Servicio Central de
Suministros, que se produce en 9 de los contratos
incluidos en la muestra de contratos fiscalizada, pues
este precepto se refiere a contratos de servicios cuya
uniformidad hubiera sido declarada necesaria para su
utilización común por la Administración, declaración
que compete, en principio, al Director General de Patri-
monio del Estado y cuya existencia no se acredita en
los expedientes examinados ni puede confundirse con
la contratación centralizada prevista en el artículo 200
de la LCAP. (Sección IV, epígrafe 5.5.2.2., apartado 8)

1.6.6 La Tesorería General de la Seguridad Social
incurrió en fraccionamiento del objeto de los contratos
al efectuar adjudicaciones sucesivas con idéntico obje-
to, incluso dentro del mismo ejercicio presupuestario,
en favor de las mismas empresas de contratos de servi-
cios, con plazos de ejecución trimestrales o cuatrimes-
trales, insuficientes en función de las necesidades rea-
les que se pretendían satisfacer, o al celebrar varios
contratos de similar objeto en la misma fecha con una
misma empresa. (Sección IV, epígrafe 5.5.2.2., aparta-
dos 12 y 13)

1.6.7 En ocasiones se produjeron incumplimientos
contractuales imputables a las empresas que debieron
dar lugar a la imposición de las correspondientes pena-
lidades a las empresas y más aun, a la resolución de los
contratos, habiendo asumido improcedentemente la
TGSS el riesgo de la contratación, vulnerando la regla
de riesgo y ventura del contratista establecida en el
artículo 99 de la LCAP. (Sección IV, epígrafe 5.5.2.2.,
apartado 15)

1.6.8 La TGSS ha utilizado en los expedientes de
contratación unos modelos tipo de Pliegos de cláusulas
administrativas particulares que no se particularizaban
en relación con cada expediente. En cambio estos Plie-
gos se remitían a unos denominados por la TGSS «Plie-
gos de cláusulas especiales y prescripciones técnicas»,
no contemplados por la LCE ni por la LCAP, y ni
siquiera informados por la Asesoría Jurídica, en los que
se puntualizaban los aspectos concretos del contrato.
Estas «cláusulas especiales y prescripciones técnicas»
suponen la desnaturalización de los Pliegos de cláusu-

las administrativas particulares, además del quebranta-
miento de los artículos 14 de la LCE y 115 del RGCE
(Sección IV, epígrafe 5.5.3.2, apartado 3)

1.6.9 El objeto de 2 contratos celebrados por la
TGSS para la ejecución de distintas fases del proyecto
PRESMAR ya formaba parte de otro contrato celebra-
do por %el ISM cuyo objeto era el desarrollo completo
del proyecto PRESMAR. La celebración por la TGSS
de nuevos contratos con el mismo objeto, por los que la
TGSS contrajo obligaciones ya adquiridas por el ISM
en el contrato inicial, supone una grave irregularidad
imputable a sus órganos de dirección y gestión, que
pudieron haber incurrido en un posible supuesto de res-
ponsabilidad contable en los términos previstos por los
artículos 38 y siguientes de la Ley Orgánica 2/1982, 
de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas. (Sección IV,
epígrafe 5.5.3.2, apartado 8)

1.6.10 Con carácter general, en los expedientes de
contratación de suministros celebrados por la TGSS
hasta 1997 se acumularon en un sólo acto la aproba-
ción del expediente de contratación y la adjudicación
del contrato, lo que es contrario al orden procedimental
establecido tanto en la Ley de Contratos del Estado
como en la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas, que separan secuencialmente ambos trámites
procedimentales. (Sección IV, epígrafe 5.5.3.2, aparta-
do 12)

1.6.11 La TGSS celebró en 1995 1 contrato de
adquisición de determinado equipamiento informático
sin reclamar del adjudicatario la aplicación de un des-
cuento pactado contractualmente. Además, la TGSS
realizó pagos en concepto de arrendamiento por el bien
que ya había adquirido en plena propiedad. La falta de
reclamación de estas cantidades por parte de la TGSS a
la empresa contratista da lugar a la existencia de un
saldo deudor injustificado imputable a los órganos de
dirección y gestión de la TGSS que propiciaron esta
situación y que, con ello, han incurrido en un posible
supuesto de responsabilidad contable en los términos
previstos por los artículos 38 y siguientes de la Ley
Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuen-
tas. (Sección IV, epígrafe 5.5.3.2, apartado 13)

1.6.12 En varios expedientes que fueron someti-
dos por la TGSS a informe de la CIABSI, ha podido
constatarse la discrepancia entre el criterio expreso de
la CIABSI y la resolución finalmente adoptada para su
adjudicación por la Tesorería General de la Seguridad
Social. Por el contrario, en otros supuestos, este Tribu-
nal ha constatado que el seguimiento de las recomen-
daciones contenidas en los informes de la CIABSI han
redundado positivamente en la contratación de la TGSS
(Sección IV, epígrafe 5.5.3.2, apartados 14 , 15 y 17)

1.6.13 En 1 contrato la TGSS abonó una mensua-
lidad del arrendamiento de determinados productos
lógicos correspondiente a un período anterior al inicio
efectivo del arrendamiento, por lo que debe considerar-
se dicho abono, que ascendió a 33 millones de pesetas,

de 1995 y 1996» (CP 151/1994), adjudicado mediante
concurso público con un importe total de 165,1 millo-
nes de pesetas, se han producido pagos por servicios
realizados sin cobertura contractual alguna. En conse-
cuencia, estos pagos indebidos pueden ser constitutivos
de un supuesto de responsabilidad contable en los tér-
minos previstos por los artículos 38 y siguientes de la
Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de
Cuentas o, cuando menos, en el supuesto de que los
servicios hubieran sido efectivamente prestados, el
IMSERSO habría actuado prescindiendo total y abso-
lutamente del procedimiento establecido tanto por la
normativa contractual como por la presupuestaria para
la adquisición de bienes y servicios, determinando su
nulidad de pleno derecho. (Sección IV, epígrafe 4.5.2.
apartado 4)

1.5.3 En 3 expedientes de contratación cuyo 
objeto fueron los servicios de mantenimiento de los
equipos informáticos del IMSERSO durante los perio-
dos 1995-1996, 1997-1998 y 1998-2000, se produjeron
distintas incidencias que afectaron a los plazos de eje-
cución que han evidenciado una defectuosa prepara-
ción de los contratos, de especial trascendencia en unos
contratos que, como los de mantenimiento analizados,
deberían sucederse en el tiempo sin solución de conti-
nuidad, independientemente de quienes resulten ser los
contratistas adjudicatarios en cada período. Por ello, y
dado que sus fechas de inicio y final son conocidas y
previsibles por el órgano de contratación los expedien-
tes deben ser tramitados con antelación suficiente para
garantizar esa continuidad. (Sección IV, epígrafe 4.5.2
apartados 4, 5 y 6)

1.5.4 En 1 expediente de contratación, el INSER-
SO valoró las ofertas presentadas empleando el «método
SSD-CIABSI», desarrollado por la Comisión Intermi-
nisterial de Adquisición de Bienes y Servicios Informáti-
cos, pero utilizó criterios de adjudicación distintos de los
preestablecidos en el Pliego de cláusulas administrativas
particulares, por lo que el INSERSO infringió las bases
del concurso, viciando el acto de adjudicación de forma
que pudo determinar la declaración de su anulabilidad
por el órgano jurisdiccional competente . (Sección IV,
epígrafes 4.5.2. apartados 4 y 7)

1.5.5 En 1 expediente de contratación el IMSER-
SO incumplió lo dispuesto en el artículo 94 de la LCAP
al no haber publicado en el DOCE las adjudicaciones
producidas como resultado de la licitación. (Sección IV,
epígrafe 4.5.2. apartado 5)

1.5.6 En 1 expediente de contratación cuyo objeto
fue el desarrollo del sistema integrado de asilo 
y refugio (SIGAR), adjudicado el 21 de noviembre 
de 1994, mediante concurso público, el INSERSO
incumplió las previsiones del contrato respecto del
pago y, además, vulneró la regla de servicio hecho esta-
blecida en el artículo 12 de la Ley de Contratos del
Estado, que prohibía el pago adelantado del importe de
los contratos. El INSERSO introdujo en el contrato

modificaciones al margen del procedimiento estableci-
do en el artículo 48 de la LCE, que imposibilitaron su
cumplimiento en el plazo inicialmente previsto. El
plazo de ejecución previsto en el contrato resultó
incumplido sin que el INSERSO adoptara las medidas
de penalización o resolución del contrato previstas en
normativa vigente, si la demora hubiera sido imputable
al contratista. (Sección IV, epígrafe 4.5.2. apartado 7)

1.6 Conclusiones relativas a la contratación de conte-
nido informático de la Tesorería General de la
Seguridad Social (TGSS)

1.6.1 En el proyecto del Control de grabación 
de documentos TC-2, que tiene por objeto el control de
calidad de la grabación de los documentos de cotización
TC-2 y TC-2/1 que presentan las empresas a la Seguri-
dad Social, la ejecución de los correspondientes contratos
ha dado lugar a diversas incidencias que no han permiti-
do que se cumpliesen los objetivos previstos, pues se han
producido: retrasos en la convocatoria de los concursos
de adjudicación, demoras en la ejecución de los contra-
tos, un cálculo defectuoso del volumen de documentos a
grabar y un elevado porcentaje de errores en las grabacio-
nes. (Sección IV, epígrafe 5.4.2.1, apartados 2 y 3)

1.6.2 Los proyectos de grabación e incorporación
al Fichero General de Afiliación de la TGSS de los
datos contenidos en los ficheros manuales de documen-
tos de vida laboral de los trabajadores por cuenta ajena,
así como de los datos contenidos en los ficheros
manuales de documentos de vida laboral de los trabaja-
dores por cuenta ajena del extinguido Mutualismo
laboral, fueron ejecutados en los años 1995, 1996 
y 1997, generando un gasto total de 1.387,8 millones
de pesetas. En su ejecución ambos han experimentado
demoras que dieron lugar, en uno de ellos, a una modi-
ficación contractual con incremento del plazo de ejecu-
ción y reajuste de anualidades. Todo ello pone de mani-
fiesto un importante grado de imprevisión respecto de
aspectos complementarios del proyecto que absorbie-
ron una partida de gasto muy importante, tanto en tér-
minos absolutos (893,3 millones de pesetas), como en
términos relativos (64,36. por 100) con el gasto que
representaron los contratos principales. (Sección IV,
epígrafe 5.4.2.1, apartado 4)

1.6.3 El desarrollo del proyecto de Tarjeta de la
Seguridad Social (proyecto TASS) ha experimentado
diversas incidencias en su implantación y operatividad,
por falta de coordinación en la disponibilidad de los
diferentes elementos necesarios para su funcionamiento
y, sobre todo, por la falta de mantenimiento inicial de
los equipos instalados, que ponen de manifiesto una
deficiente gestión de los recursos y una evidente falta
de planificación. En todo caso, debe destacarse que en
el desarrollo de este proyecto participó el Servicio
Andaluz de Salud (SAS), dependiente de la Consejería
de Salud de la Junta de Andalucía, y no el Instituto
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sus plantillas de personal con cualificación informática
y limitando con ello el recurso a la contratación externa
con empresas de servicios a los supuestos de insufi-
ciencia de medios o no conveniencia de ampliación de
los existentes en el marco de contratos de resultado
cuyo objeto no esté constituido por la mera aportación
de personal especializado.

Para ello el Gobierno, y en particular los Ministerios
de Administraciones Públicas y de Hacienda, deben
facilitar las correspondientes modificaciones y actuali-
zaciones de las Relaciones de Puestos de Trabajo.

(Sección V, epígrafe 1.1.12)

6. Las Entidades Gestoras y la Tesorería General
de la Seguridad Social deben mejorar la planificación
de sus actuaciones en materia informática, particular-
mente en lo que se refiere a la definición de sus previ-
siones presupuestarias, de sus previsiones de contrata-
ción y al señalamiento de objetivos materiales y
temporales concretos, prestando especial atención a los
aspectos de compatibilidad con el equipamiento físico
(hardware) y lógico (software) existente y a la capaci-
dad de las Entidades para asumir el gasto futuro en
asistencia, mantenimiento, reposición y desarrollo.

(Sección III, epígrafe 5.; Sección V, epígrafe 1.1.6)

7. Las Entidades Gestoras y la Tesorería General
de la Seguridad Social deben evitar, siempre que les
sea posible, la adopción de soluciones informáticas que
incluyan tecnologías propiedad de empresas determi-
nadas que sean causa de dependencia a medio y largo
plazo. En los supuestos en que no sea posible la opción
por tecnologías disponibles por diversidad de empre-
sas, las Entidades deben procurar una concurrencia
efectiva en los contratos iniciales, en los que deben
quedar perfectamente determinados, como parte del
contenido obligacional derivado del contrato, todo el
conjunto de relaciones que previsiblemente, de forma
directa o indirecta, deban surgir como consecuencia del
contrato entre la entidad contratante y la empresa adju-
dicataria.

(Sección V, epígrafes 1.1.9 y 1.1.11)

8. Las Entidades Gestoras de la Seguridad Social
y la Tesorería General de la Seguridad Social deben
planificar las contrataciones de forma que los plazos de
ejecución de los contratos se determinen en función de
la necesidad que se pretenda satisfacer, del objeto del
contrato y de las posibilidades de financiación, evitan-
do el señalamiento de plazos perentorios, vinculados al
cumplimiento meramente formal de la legalidad presu-
puestaria, pero de imposible cumplimiento por las
empresas adjudicatarias.

Las Entidades, en todo caso, deben exigir de las
empresas contratistas el efectivo cumplimiento de los

plazos de ejecución de los contratos, estableciendo los
procedimientos de control interno conducentes a ase-
gurar este cumplimiento o a que el órgano de contrata-
ción, en el caso de incumplimiento por parte de las
empresas adjudicatarias, pueda actuar con celeridad
resolviendo el contrato o imponiendo las penalidades
que legalmente procedan. 

(Sección V, epígrafes 1.1.17, 1.5.6 y 1.6.7)

9. Las Entidades Gestoras y la Tesorería General
de la Seguridad Social deben adoptar las medidas opor-
tunas para efectuar el abono a los contratistas de las
prestaciones realizadas dentro de los plazos estableci-
dos por los artículos 99.4 y 110.4 del texto refundido
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públi-
cas (LCAP), estableciendo los procesos de control
interno necesarios para asegurar la constancia docu-
mental de la fecha exacta de realización total o parcial
del contrato, que permita comprobar si los documentos
administrativos cuya expedición determina el momento
inicial del cómputo del plazo de abono del precio de
los contratos, han sido emitidos dentro de los plazos
establecidos a tal efecto en el artículo 110.2 del citado
texto refundido de la LCAP.

(Sección IV, epígrafe 1.5.2, apartado 8; epígra-
fe 1.5.3, apartado 3; epígrafe 2.5.2, apartado 7; epígra-
fe 2.5.3.2, apartado 8; epígrafe 4.5.2, apartado 5; epí-
grafe 5.5.2.2, apartado 7 y epígrafe 5.5.3.2, apartado 5)

10. La Ministra de Sanidad y Consumo debe
adoptar las medidas precisas para restablecer en el
INSALUD la efectividad de la preceptiva autorización
ministerial para celebrar contratos que exige el artículo
12 del texto refundido de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas. La determinación de una
cuantía distinta de la establecida con carácter general
en la disposición transitoria 3ª de la LCAP a partir de la
cual es necesaria dicha autorización (150 millones de
pesetas), no puede suponer en la práctica su elimina-
ción, ya que ello equivaldría a la eliminación de la posi-
ción jurídica que reserva la legislación vigente a los
Ministros en el procedimiento de contratación.

(Sección IV, epígrafe 2.3.1; Sección V, epígrafe 1.3.1)

11. El concurso debe ser el sistema normal de
adjudicación en la contratación administrativa de con-
tenido informático que lleven a cabo las Entidades Ges-
toras y la Tesorería General de la Seguridad Social. Las
Entidades Gestoras y la Tesorería General de la Seguri-
dad Social no deben incluir entre los criterios objetivos
de adjudicación de los concursos criterios relativos a
las características y experiencia de las empresas, que,
al primar las relaciones contractuales previas entre el

como un pago injustificado que ha podido dar lugar a
un supuesto de responsabilidad contable en los térmi-
nos previstos por los artículos 38 y siguientes de la Ley
Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuen-
tas. (Sección IV, epígrafe 5.5.3.2, apartado 15)

1.6.14 En 2 contratos la TGSS dictó las respecti-
vas resoluciones de adjudicación una vez transcurrido
el plazo de tres meses desde la apertura de las proposi-
ciones establecido en los artículos 90 de la LCAP y 116
del RGCE. Estas demoras en las adjudicaciones pudie-
ron haber sido causa suficiente para que las empresas
retiraran sus ofertas con el consiguiente perjuicio que
en tal caso se hubiera producido para el interés público.
En un caso, la demora en la adjudicación estuvo moti-
vada en la tardanza en la emisión de los informes pre-
ceptivos de los órganos colegiados (Consejo de Direc-
ción de la GISS, Comisión Ministerial de Informática y
Comisión Interministerial de Adquisición de Bienes y
Servicios Informáticos). (Sección IV, epígrafe 5.5.3.2,
apartado 16)

1.6.15 En 3 contratos, todos ellos adjudicados
mediante concurso público y formalizados en 1995, la
publicación de la resolución de adjudicación en el Dia-
rio Oficial de las Comunidades con un retraso superior
a 1 año, habiendo incumplido la TGSS lo preceptuado
en el artículo 94 de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas. (Sección IV, epígrafe 5.5.3.2, apar-
tado 19)

2. Recomendaciones

A continuación se exponen las recomendaciones
más significativas que se han deducido del análisis rea-
lizado:

1. El Gobierno debe adoptar las medidas necesa-
rias para racionalizar la participación de los Órganos
colegiados especializados en la tramitación de planes y
proyectos informáticos y en la contratación de conteni-
do informático con el fin de:

a) hacer compatible la existencia y participación
en los procedimientos de Órganos específicos de la
Seguridad Social (Comisiones Ministeriales de Infor-
mática de los Departamentos de adscripción de las Enti-
dades, Gerencia de Informática de la Seguridad Social,
Consejo General de Tecnologías de la Información y de
las Comunicaciones de la Seguridad Social) con la exis-
tencia y participación normativamente exigida de órga-
nos comunes a la Administración General del Estado
(principalmente la Comisión Interministerial de Adqui-
sición de Bienes y Servicios Informáticos),

b) hacer compatible la necesaria participación de
los órganos colegiados especializados con la también
necesaria agilidad y celeridad que debe presidir la tra-
mitación de los expedientes de contratación de bienes y
servicios informáticos, en los que una excesivamente
dilatada tramitación puede determinar la obsolescencia

o desfase de los bienes o servicios objeto de contrata-
ción antes de la finalización del procedimiento, como
consecuencia de la rápida evolución tecnológica que
caracteriza estos bienes y servicios.

(Sección III, epígrafes 1.2. y 1.3.; Sección V, epí-
grafes 1.1.1 a 1.1.4 y 1.6.14)

2. El Gobierno debe estudiar la conveniencia de
que el Consejo General de Tecnologías de la Informa-
ción y de las Comunicaciones de la Seguridad Social
extienda su ámbito funcional de competencias a la tota-
lidad de las Entidades Gestoras y Servicios Comunes
de la Seguridad Social (actualmente limitado al INSS,
al ISM y a la TGSS, dependientes de la Secretaría de
Estado de la Seguridad Social), independientemente
del Departamento al que estén adscritas y del órgano a
través del cual se haga efectiva dicha adscripción, con
el fin de que pueda coordinar efectivamente la actua-
ción en conjunto de todas ellas, evitando duplicidades
y solapamientos entre los planes y proyectos informáti-
cos promovidos por cada una de ellas.

(Sección III, epígrafe 1.3..; Sección V, epígrafe 1.1.4)

3. Las Entidades Gestoras y la Tesorería General
de la Seguridad Social, sin perjuicio de las medidas 
de racionalización a que hace referencia la recomenda-
ción 1 anterior, deben someter sus planes y proyectos
informáticos a la aprobación de la Comisión Interminis-
terial de Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos
y de las Comisiones Ministeriales de Informática, en los
términos establecidos en el Real Decreto 2291/1983, 
de 28 de julio, y en el Real Decreto 533/1992, de 22 de
mayo. A su vez, estos órganos colegiados deben exigir
de las Entidades el cumplimiento de las citadas normas
denegando el informe favorable de los contratos que
las Entidades sometan a su informe y no correspondan
a la ejecución de planes o proyectos debidamente apro-
bados con anterioridad.

(Sección III, epígrafe 1.2.2; Sección V, epígrafe 1.1.2)

4. La Entidades Gestoras y la Tesorería General
de la Seguridad Social deben someter los expedientes
de contratación de contenido informático a los precep-
tivos informes de la Comisión Interministerial de
Adquisición de Bienes y Servicios Informáticos
(CIABSI), de acuerdo con las normas reguladoras de la
citada Comisión.

(Sección III, epígrafe 1.2.2; Sección V, epígrafe 1.1.1)

5. Los Ministerios de Trabajo y Asuntos Sociales
y de Sanidad y Consumo deben adecuar las Relaciones
de Puestos de Trabajo de las Entidades Gestoras y de la
Tesorería General de la Seguridad Social a sus necesi-
dades estructurales informáticas reales, incrementando
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órgano de contratación y determinadas empresas, res-
tringen la competencia efectiva entre los licitadores. 

(Sección V, epígrafe 1.1.18)

12. Las Entidades, y en particular el INSS deben
establecer los procesos de control interno necesarios
para garantizar la remisión al Tribunal de Cuentas de
todos los expedientes de contratación cuyo envío resul-
ta preceptivo con arreglo a la legislación vigente, así
como que éstos contengan tanto la documentación e
información legalmente establecida, como la reclama-
da específicamente por el Tribunal de Cuentas.

(Sección V, epígrafe 1.2.4)

13. El INSALUD debe adoptar las medidas de
coordinación y control precisas para mantener la homo-
geneidad entre los sistemas informáticos implantados
en todas las Gerencias de Atención Primaria y Especia-
lizada, evitando que mediante la contratación que lleven
a cabo esas Gerencias se diversifiquen los sistemas.

(Sección V, epígrafe 1.3.3)

14. El INSALUD y la TGSS deben evitar el frac-
cionamiento del objeto de los contratos de contenido
informático, con el que han eludido las autorizaciones
del Ministro y del Consejo de Ministros para contratar,
previstas en el artículo 12 de la LCAP.

(Sección V, epígrafes 1.3.9 y 1.6.6)

15. En los casos en que las Entidades Gestoras y
la Tesorería General de la Seguridad Social contraten
mediante contratos de consultoría, asistencia y servi-
cios el desarrollo y el mantenimiento de aplicaciones
informáticas, deben mantener una estructura de perso-
nal propio suficiente, con conocimiento de las aplica-
ciones, que asegure el pleno control de la ejecución de
los contratos y de los proyectos informáticos y que
evite la dependencia de las Entidades de las empresas
contratistas.

(Sección V, epígrafes 1.1.12. y 1.1.13)

16. Las Entidades Gestoras y la Tesorería General
de la Seguridad Social deben incluir entre los criterios
objetivos de valoración de las ofertas en los concursos,
las medidas de seguridad que las empresas licitadoras
deban ofrecer para asegurar la confidencialidad e inte-
gridad de los datos que manejen durante la ejecución
de los contratos.

(Sección IV, epígrafe 6.4.1, apartado 2)

17. Las Entidades deben incluir en los contratos
de contenido informático cláusulas de seguridad y de
confidencialidad que aseguren el pleno respeto por
parte de los contratistas al contenido de la Ley Orgáni-
ca 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos
de carácter personal. Asimismo, las Entidades deben
asegurar el efectivo cumplimiento de estas cláusulas.

(Sección IV, epígrafe 6.4.1)

18. Las Entidades deben continuar asegurando la
inclusión en los contratos de consultoría, asistencia y
servicios cuyo objeto sea el desarrollo de aplicaciones
y programas informáticos a medida de las correspon-
dientes cláusulas que les atribuyan la propiedad, uso y
disfrute de los derechos de explotación de los progra-
mas y aplicaciones y efectuar su inscripción, cuando
proceda, en el Registro de la Propiedad Intelectual.

(Sección IV, epígrafes 6.2)

19. Las Entidades deben efectuar con el máximo
rigor las actuaciones periódicas de control y análisis de
los accesos a los ficheros informatizados de datos per-
sonales previstas en los sistemas de seguridad y confi-
dencialidad establecidos en cada Entidad —con la exi-
gencia de las responsabilidades que correspondan—,
especialmente en los casos en que los accesos a esos
ficheros estén confiados a trabajadores puestos a dispo-
sición de las Entidades por empresas contratistas. 

(Sección IV, epígrafes 6.3 y 6.4.1)

Madrid, a 30 de noviembre de 2000.—El Presidente
del Tribunal de Cuentas, Ubaldo Nieto de Alba. 
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